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S U M A R I O  

Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos de la 
mañana. 
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El señor Chacón Novel defiende las enmiendas del Grupo Po- 
pular. Aclara que no es intencibn de su Grupo oponerse 
al Convenio de extradición con Gran Bretaña, que entien- 
de que es necesario y hasta fmprescindible. Sucede, sin 
embargo, que la aprobación del Convenio interesa rnds en 
este momento a Gran Bretaña que a nuestro país, porque 
son rnds numerosos los delincuentes ingleses que podrían 
estar sujetos a extradición. Recuerda que el anterior Con- 
venio entre los dos países fue denunciado en el ano 1978 
al fallar el principio de reciprocidad, en cuanto que las pe- 
ticiones de extradición del Gobierno inglés eran rdpida- 
mente atendidas mientras que las solicitadas por el Go- 
bierno español casi nunca tuvieron efecto, no corrigién- 
dose realmente en el nuevo Convenio los inconvenientes o 
defectos del anterior, como ocurre, por ejemplo, con la re- 
dacción dada al artículo 3.', en que se deja al arbitrio de 
las partes la concesibn o no de las extradiciones solicita- 
das, pudiendo quebrar de nuevo el principio de reciproci- 
dad. Algo similar podrta decir en relación con los artícu- 
los 12.2.b) y 12.6. El primero de'estos preceptos lo consi- 
dera una redaccibn unilateral por parte inglesa, que no tie- 
ne traducción exacta, práctica y aplicable a kuestro De- 
recho. Por otra parte, en el artículo l l se habla de delito 
castigado con pena de muerte, cuando es sabido que ésta 
se halla abolida en nuestra Constitución. No desea can- 
sar a la Cámara con la enumeración de otros pequeños de- 
fectos de este Tratado, pero que tienen importancia prác- 
tica y justifican las enmiendas de su Grupo, que sólo por 
la doctrina establecida por la Mesa de la Comisión de 
Asuntos Exteriores comportan una enmienda de totalidad 
al proyecto de ley. 

En turno en contra de la enmienda ¿e totalidad interviene, 
en nombre del Grupo Socialista, la señdra García-More- 
no Teixeira. Recuerda que el propio enmendante, al inicio 
de su intervención, ha manifestado la voluntad de su Gru- 
PO de no devolver este Convenio al Gobierno, hallándose 
obligados a dar este tratamiento parlamentario a sus en- 
miendas por cuestiones procedimentales que suelen 
ocurrir. Agradece, por tanto, al seifor Chacbn N o w l  su 
acuerdo con el Convenio. considerándolo necesario y sien- 
do únicamente su propósito realizar algunas matizacio- 
nes para perfeccionarlo. Ahora bien, si el Grupo enmen- 
dante conoce la imposibilidad de enmendar estos proyec- 

tos, se pregunta por qud fomuia tales enmiendas parcia- 
les, a las que ellos mismos dan escasa importancia, ya que 
reconocen que bdsicamente estdn conformes con la pro- 
puesta sometida a la decisión de la Cdmara. 
Contesta después a las observaciones fomuladas por el se- 
fior Chacbn Novel, en las que encuentra algunas contra- 
dicciones por parte del mismo Grupo enmendante, que en 
todo caso carecen de la suficiente importancia y priori- 
dad como para impedir la aprobacibn del Convenio. Por 
ello, pide al enmendante que convenza a su Grupo Parla- 
mentario para votar favorablemente un proyecto califica- 
do por ellos mismos, insiste, de necesario. 

Replica el seitor Chacón Novel y duplica la señora Garcta- 
Moreno Teixeira. 

Sometido a votación se aprobb por 147 votos a favor, 25 en 
contra y cinco abstenciones, quedando, consiguientemen- 
te, rechazada la enmienda de totalidad del Grupo Popular. 
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En nombre del Gobierno, el señor Ministro de Asuntos Ex- 
teriores (Fernández Ordbñez) interviene para presentar un 
proyecto de ley que es la primera muestra de la kansfor- 
macibn que la adhesibn a las Comunidades Europeas va 
a significar, a partir de 1." de enero, en el ordenamiento 
jurídico español. Como consecuencia de nuestra integra- 
ción, la regulacibn de la vida econbmica y social españo- 
la va a quedar imbricada con el Derecho de las Comuni- 
dades Europeas, cuyo ordenamiento reclama para sf la 
primacta sobre la legislacibn interna en distintos grados 
y su aplicabilidad directa, sin que puedan invocarse si- 
quiera principios jurídicos tan conocidos como el de que 
la le j  posterior deroga a la anterior. Tal primacía del or- 
den jurídico comunitario va a significar la modificacibn 
del procedimiento legislativo cldsico de Espada, al sobre- 
ponerse a nuestro hioque jurídico más de 6.000 disposi- 
ciones que regulan los aspectos mds importantes y las di- 
versas actividades econdmicas y sociales. 
El segundo principio es el efecto directo o, segan el Dere- 
cho anglosajbn, la autosuficiencia del Derecho comurii- 
tario. Esto significa que una parte sustancial de las nor- 
mas comunitarias, compuestas por más de 4.000 regla- 
mentos, tratados, etc&tera, será directamente aplicable a 
nuestro país, sin que nada pueda condicionar o modifi- 
car su plena vigencia, ni querirse siquiera su aproba- 
oión por las autoridades nacionales. 
Sin embargo, la razbn del proyecto de ley sometido hoy a 
la Cámara estd basada en otro bloque normativo da la Co- 
munidad, constituido por aquellas disposiciones o nor- 
mas comunitarias que s f  quieren la publicacibn como 
noma interna. Tal bloque está integrado por mds de mil 
directivas, recomendaciones y actos attpicos. Se trata 
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aquí de un  Derecho que no es autoejecutivo y que, según 
el Acta de adhesión, deberá entrar en vigor a partir del 1 .O 

de enero, en unos casos, y del 1.0 de marzo, en otros. Es 
esta una legislacidn indirecta que no producirá la inapli- 
cabilidad por sl misma de nuestro Derecho, pero sl plan- 
tea la necesidad de dictar una serie de normas. Afecta este 
bloque a 35 leyes, relacionadas en el Anexo primero y que 
afectan a los distintos aspectos del ordenamiento jurtdico 
español. Dado que no es posible ir a la aplicación del De- 
recho comunitario mediante proyectos de ley que permi- 
tan cumplir con tiempo las obligaciones contraídas, el 
proyecto de ley de delegación al Gobierno se ha orientado 
según los antecedentes de las otras adhesiones a la Comu- 
nidad Europea, en los años 1972 y 1980, en que se plan- 
tearon problemas parecidos a los países adherentes, aun- 
que ciertamente más reducidos, al ser el Derecho comu- 
nitario muy inferior en su cuantía al actual. Agrega el se- 
ñor Ministro que se ha concebido el proyecto de ley en la 
forma más restrictiva posible, afectando a las normas in- 
dispensables internas y limitándose la autorización que 
se solicita a un  plazo de seis meses. Es  decir, que el pro- 
yecto corresponde al mlnimo imprescindible para poder 
cumplir lo dispuesto en el Tratado en los plazos dis- 
ponibles. 
En  relación con dos temas concretos, que exceden del mar- 
co del proyecto de ley, pero que están en la preocupación 
general, cual es la articulación de la presencia española 
conforme a la organización territorial espacial del Estado 
en España y el seguimiento de la actuación del Gobierno 
a nivel comunitario por parte de las Cortes Generales, ma- 
nifiesta el señor Ministro, con respecto al tema tem'torial, 
que está siendo objeto de consideración por el Gobierno, 
si bien dicho tema excede a esta Ley en muchos aspectos, 
en primer lugar porque la responsabilidad del Estado es- 
pañol de cumplimentar las obligaciones comunitarias es 
independiente de la distribución interna de competencias 
entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Dicha in- 
corporación no supondrá alteración de los principios es- 
tablecidos por el bloque constitucional en materia de or- 
ganización territorial del Estado, aunque sl afectará a las 
competencias, tanto del Estado como de las Comunida- 
des Autónomas, al implicar una cesión de las mismas a 
las Comunidades Europeas y aceptar la primacía del De- 
recho comunitario. 
En relacidn con el segundo tema, correspondiente al se- 
guimiento de la actuación del Gobierno por las Corles, 
éste ha reflexionado para encontrar una fórmula que per- 
mita la adecuada participación del kgislativo en los te- 
mas objeto & discusión en el ámbito comunitario, man- 
teniendo al efecto la necesaria flexibilidad en dicho ám- 
bit0 de la política exterior. El Gobierno considera, ade- 
más, que esta cuestibn del seguimiento es u n  tema de Es- 
tado, pero que estd dispuesto a examinar en forma abier- 
ta las sugerencias que al respecto se presenten por los Gru- 
pos Parlamentarios. 
Termina manifestando el señor Ministro que existen ma- 
terias, como la presente, que exceden a2 cualquier plan- 
teamiento partidista porque afectan a los supremos inte- 
reses de Esparia, anticipando su agradecimiento por las 

ayudas que se presten al Gobierno y anunciando la inten- 
cidn de mantener una actitud que les permita caminar 
unidos. 

El señor Presidente informa que, según la ordenación del de- 
bate, establecido por la Presidencia de acuerdo con la Jun- 
ta de Portavoces, cada Grupo Parlamentario podrá reali- 
zar una intervención global manifestando su posición so- 
bre las enmiertdas presentadas y los temas que deseen 
plantear relacionados con el proyecto de ley. 

A continuación intewiene, en nombre del Grupo Mixto, el se- 
ñor Pérez Royo, para defender la enmienda de totalidad 
suscrita por los Diputados comunistas. Señala que los co- 
munistas han aceptado con entusiasmo y sin reservas la 
adhesión de España al Mercado Común, por lo que no 
debe interpretarse su enmienda ahora como una reticen- 
cia u obstáculo a dicha integracibn. Justifica la enmien- 
da en que el Gobierno ha procedido, a su,  juicio. con int- 
precisión, dejando pasar el tiempo, lo que le ha obligado, 
a estas alturas, a actuar en la forma conocida mediante 
un  procedimiento que califica de chapuza al no respetar 
los criterios constitucionales en materia de delegación le- 
gislativa, por lo que puede entenderse que lesiona los de- 
rechos y privilegios del Parlamento, incumpliéndose lo 
dispuesto en el artículo 82.2 de la Constitución al no pre- 
cisarse con rigor el alcance de la delegación legislativa. 
Quedan también en la incertidumbre algunos aspectos 
esenciales, como es el tema de las competencias de las Co- 
munidades Autónomas. Tampoco se acompaña el texto en 
castellano de las directivas a que afecta el proyecto de ley. 
lo que conduce, jurldicamente, a una remisión al vacío J ,  

pollticamente, entraña una especie de cheque en blanco 
en favor del Gobierno. Señala que ello puede suponer un 
grave riesgo para la seguridad jurídica, especialmente en 
relación con el tema de las competencias de las Comuni- 
dades Autbnomas reconocidas en la Constitución y los Es- 
tatutos autonómicos. lo que llevó a los comunistas y a 
otros Grupos Parlamentarios a formular algunas obsewa- 
ciones al Tratado de Adhesión, dada la influencia que el 
mismo podrta tener sobre las referidas competencias. Cree 
que este proyecto de ley viene a confirmar tales temores 
de inseguridad. 
Respecto al control por las Cortes de la legislación delega- 
da, se acude al procedimiento de que se les dará simple- 
mente cuenta de la misma, sin mayores posibilidades de 
control, solución que considera insuficiente y no acorde 
con lo establecido en el mencionado artfculo constitucio- 
nal 82.2. 
Entiende, por último, que el actual proyecto significa un 
precedente a seguir en el futuro ante improvisaciones del 
Gobierno en estas materias, marginando concretamente a 
las Cortes en lo que respecta a la incidencia del Derecho 
comunitario en nuestro ordenamiento. 

Asimismo, en nombre del Grupo Mix to ,  interviene el señor 
Bandrts Molet para defender la enmienda de totalidad pre- 
sentada. Anticipa, acerca del proyecto de ley presentado, 
que su necesidad y oportunidad son indubitables. Sin em- 
bargo, 3u contenido le merece reparos de tal entidad, que 
les ha llevado a presentar la enmienda de totalidad que de- 
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fiende, no por no desear el proyecto de ley, sino para que 
éste se mejore, respetando la Constitución y los Estatutos 
de las Comunidades Autónomas. No debe interpretarse la 
enmienda, por tanto, como una traición a nuestra voca- 
ción europeísta, sino en el sentido de que tal integración 
no suponga una derogación parcial de la Constitución ni 
de los Estatutos autonómicos, que son leyes orgánicas 
plebiscitadas. 
El proyecto de ley faculta al Gobierno para dictar una se- 
rie de normas con rango de ley y que significarán una ava- 
lancha normativa para entrar en vigor en un período de 
tiempo muy breve. Sin embargo, tal delegacibn no impide 
que el Gobierno presente antes de fin de año los sucesivos 
proyectos de ley relacionados con materias no contempla- 
das en el anexo del mismo. Reconoce que el proyecto no 
tiene, en sí, por qué afectar a las competencias autonómi- 
cas, pero sí teme que, por vía indirecta, puedan disminuir- 
se aquéllas, con lo que se estaría ante un recorte de com- 
petencias reconocidas en las normas superiores citadas al 
principio de su intervencidn. Al igual que el señor Pérez 
Royo, considera insuficiente la delegación genérica que se 
pretende, ya que contraviene el artículo 82 de la Consti- 
tución y ,  por otro lado, existen .competencias exclusivas 
de las Comunidades Autónomas respecto de las que debe- 
rán ser éstas legitimadas para adecuar sus normas a las 
directrices del Derecho comunitario. 
Por las razones expuestas ha presentado la enmienda de 
totalidad y pide la devolución del proyecto al Gobierno. 

En nombre del Grupo Parlamentario Vasco (PNV), el señor 
Gangoiti Llaguno defiende las enmiendas presentadas; 
cuyo espíritu ya fue anticipado en el debate de adhesión 
a las Comunidades Europeas. Todos los Grupos coinci- 
dieron entonces en que dicha adhesión iba a suponer la 
acomodación de nuestra legislación al acervo comunita- 
rio, lo que haría necesaria la presentación de un pro-vecto 
de ley del tipo del que hoy se somete a la Cámara. Ahora 
bien, en nuestro Derecho coexiste el ordenamiento jurídi- 
co común con el de las Comunidades Autónomas y. en tal 
sentido, las enmiendas de su Grupo podrían resumirse en 
la pretensión de un reconocimiento político, en la necesi- 
dad de delimitar las competencias del Estado y de las Co- 
munidades Autónomas y, por último, en el reconocimien- 
to de las competencias reguladas en los Estatutos de Au- 
tonomía. Debiendo ser desarrolladas las directivas comu- 
nitarias por los órganos competentes, entiende que, en ma- 
teria autondmica, tal competencia Corresponde a las res- 
pectivas Comunidades, cuestión no suficientemente deli- 
mitada, a su juicio, en el proyecto de ley. A conseguir di- 
cha delimitación y respecto de los Estatutos de Autono- 
mía van dirigidas .las enmiendas formuladas por su 
Grupo. 

En  nombre del Grupo Parlamentario de MinoHa Catalana, 
el señor Molins i Amar defiende la enmienda presentada 
al proyecto de ley. Critica, en primer lugar, la fecha de en- 
trada del proyecto en la Cámara, que impedirá la adecua- 
ción de nuestro Derecho a la legislación comunitaria el 
1 .O de enero de 1986. Considerando la fecha en que se cerrd 
la negociacidn con la Comunidad, cree que no existe ra- 

zón suficiente para remitir el proyecto al Parlamento con 
cinco meses de retraso. Analiza después el contenido del 
proyecto de ley, que supone la utilización por el Gobierno 
de un mecanismo extraordinario previsto en el artículo 
82.2 de la Constitución. artículo que sabiamente estable- 
ce precauciones para su utilización y que recuerda al Ple- 
no. A procurar que dichas precauciones sean respetadas 
van dirigidas sus enmiendas, que no deben contemplarse, 
por tanto, como partidistas y sí como intento de corregir 
la posible voracidad de manos libres de éste u otro Go- 
bierno respecto a su control por el Parlamento. 
Se refiere después al temor de nuestros ciudadanos por las 
consecuencias negativas de diverso tipo que la entrada en 
el Mercado Común pueda suponer y que debe obligar a to- 
dos a intentar hacer ver a nuestros compatriotas que los 
efectos positivos superan a los efectos negativos. En di- 
cho terreno debe contribuirse también a deslindar riguro- 
samente lo señalado y los hipotéticos efectos negativos de 
aquellas medidas que, al socaire de la adhesión, sean to- 
madas, pero por motivos ajenos a ella. 
De conformidad con lo expuesto, el propósito de la en- 
mienda de su Grupo es el de que la delegación en favor 
del Gobierno no vaya más allá de lo debido, incidiendo 
en competencias claramente establecidas en la Constitu- 
ción y en los Estatutos autonbmicos y sobre las que no 
tiene derecho a legislar. Así, existen las competencias con- 
tenidas en el artículo 148 de la Constitución, cuya titula- 
ridad corresponde a las Comunidades Autónomas, debien- 
do ser, consiguientemente, sus propios Parlamentos los 
que conozcan sobre las mismas. La consecuencia es que 
el provecto de ley sólo puede delegar en favor del Gobierno 
en relación con las competencias del artículo 149 de la 
Constitución. A establecer las oportunas precisiones en di- 
cho sentido se dirigen las enmiendas de su Grupo, así 
como a salvaguardar las facultades de control de esta Cá- 
mara establecidas en el artículo 82 de la Constitucidn, rei- 
teradamente citado, y para lo que existen diversas formas 
y posibilidades. Por último, solicita la implantacidn de u11 
sistema de control o requisito previo, como sería el infor- 
me de la Comisión de Justicia e Interior del Congreso de 
los Diputados, lo que no significa menoscabo de la im- 
prescindible agilidad con que no sólo el Gobierno, sino 
también la Cámara, deben actuar en el presente caso. 
Termina señalando el enmendante que la aprobación del 
proyecto en su actual redacción significaría, por parte de 
la Cámara, el no uso riguroso de las atribuciones que le 
confiere el artículo 82 de la Constitución. realizando un 
imperdonable acto de cesidn de soberanh que, en algunos 
supuestos, ni siquiera le pertenece. 

En defensa de la enmienda del Grupo Popular interviene el 
seaor Herrero Rodríguez de Miñón. Señala que el proyec- 
to presentado contiene una delegación que es difícilmente 
evitable y cuyo sistemrl estd siendo práctica común en los 
países de la Comunidad, ante el volumen y peculiaridades 
técnicas de la normativa de la misma y cuyo desarrollo y 
aplicación excede con mucho de las posibilidades que se 
prevén en los cauces establecidos para el trámite legisla- 
tivo. Añade que lo que es prdctica común en Europa es de 
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especial urgencia, en el preserite caso, en España, en pri- 
mer lugar por su acceso tardío a la Comunidad y encon- 
trarse con un acervo normativo voluminoso; en segundo 
lugar, por el hecho de haberse venido aprobando leyes en 
los tres últimos años que no atendían a la normativa co- 
munitaria y que ahora deben modificarse y ,  por último, 
debido al retraso con que estos temas se han sometido a 
la Cámara. 
De lo anteriormente expuesto se deduce una posicibn afir- 
mativa por parte de su Grupo en relación con la delega- 
cidn pedida, delegacidn que debe tener su fundamento en 
el artículo 82 de la Constitución. Sin embargo, condicio- 
na su apoyo a la inevitable delegacibn legislativa a que el 
proyecto de ley cumpla tres puntos claves, los cuales ya 
han sido planteados en intervenciones anteriores, como 
son el respeto a las competencias autonbmicas, un con- 
trol de legalidad suficiente y el esclarecimiento de los me- 
canismos de control polttico. 
Expone a continuacibn el contenido de las enmiendas de 
su Grupo, encaminadas al cumplimiento de los tres as- 
pectos o apartados a que ha hecho mencibn anteriomen- 
te, aludiendo asimismo a la variada experiencia de los paí- 
ses comunitarios en relacibn con algunas de las cuestio- 
nes que se plantean y que ha sido tenida en cuenta por su 
Grupo en el momento de formular algunas de las en- 
miendas. 
Recuerda, finalmente. que en su intewencibn del pasado 
26 de junio erpuso a la Cámara la necesidad de crear un 
brgano parlamentario, semejante al existente en los paí- 
ses comunitarios. que siwiera para controlar, en bien de 
todos, la actividad gubernamental de cara a las Comuni- 
dades. La Comisibn a constituir estaría compuesta de ma- 
nera proporcional a la composicibn de las Cámaras. im- 
pidiendo que ninguno de los Grupos que integran el arco 
parlamentario estuviera ausente de la misma. Señala que 
todos conocen que la adhesibn a las comunidades supo- 
ne no sblo una transferencia de competencias del Estado 
a las instituciones comunitarias sino, además, una rees- 
tructuración interna de las competencias constitucima- 
les del Estado, con el consiguiente fortalecimiento del po- 
der exterior del mismo. No se puede negar dicho fortaleci- 
miento del poder exterior del Estado, en cuento que es ga- 
rantía de la presencia activa y efectiva de España en Bru- 
selas, pero, justamente por ello, es preciso colocar a dicho 
poder exterior, al igual que hacen otros países, bajo el con- 
trol de todas las fuerzas políticas representadas en esta Cd- 
m r a  y en el Senado. 

En nombre del Grupo Socialista, el señor Sotillo Martí ma- 
nifiesta que utilizará este turno para defender las enmien- 
das de su Grupo, al mismo tiempo que para reflexionar y 
oponerse, en algunos casos, a las enmiendas planteadas 
por los demiis Grupos de la Cdmara. Considera innecesa- 
rio insistir sobre la trascendencia polftica del Tratado de 
Adhesibn de Esparía a la Comunidad Econbmica Euro- 
pea, que dio lugar a una votacibn unánime en’ este Con- 
greso. Al ratificar unánimemente dicho Tratado, eran 
conscientes de las obligaciones que se contraían en orden 
a la obligada aplicacibn en nuestro país del Derecho co- 

munitario, único medio de llevar a cabo los objetivos de 
la Comunidad Econbmica Europea según doctrina repe- 
tida del Tribunal de Justicia de las Comunidades, doctri- 
na que arranca de la ya lejana fecha de 15 de junio de 
1964. En virtud de ello, esta Cámara ha visto limitada su 
potestad legislativa, al igual que el Gobierno su potestad 
reglamentaria en el marco del ordenamiento jurtdico co- 
munitario, y otro tanto sucede respecto a las Asambleas 
legislativas y Gobiernos de las Comunidades Autbnomas. 
Se refiere. después a los dos principios básicos que rigen 
el ordenamiento jurídico comunitario, es decir, el llama- 
do efecto directo o de aplicabilidad directa y el de la pri- 
macía de las normas comunitarias, principios desarrolla- 
dos anteriormente por el señor Ministro de Asuntos Exte- 
riores, y en apoyo y desarrollo de los cuales se han pro- 
nunciado diversas sentencias por el Tribunal de Justicia 
de las Comunidades, cuyo contenido expone a la Cámaru. 
En relacibn con el alcance de la delegación que se preten- 
de conceder al Gobierno, manifiesta que, por la existen- 
cia de una lista concreta de materias, cabe conocer sufi- 
cientemente cuál es el objeto y alcance de la delegación y 
los criterios a los que el Gobierno, en los decretos legisla- 
tivos correspondientes, deberá ajustarse. Analiza al efecto 
el contenido del arttculo 82.4 de la Constitución y la ex- 
presión *objeto y alcanceu recogida en el mismo, que pa-  
rece tomada de la Ley fundamental de Bonn, recordando 
el valor dado a dicha expresión por la doctrina. Algo si- 
milar sucede en la Constitución italiana. de la que igual- 
mente parece tomada alguna expresión concreta, resultan- 
do que tanto en Alemania como en Italia se ha acudido 
a procedimientos similares a la hora de emplearla, en or- 
den a la delegacibn legislativa, para resolver este tipo de 
problemas. Añade que el proyecto ha recibido el dictamen 
favorable del Pleno del Consejo de Estado .v no deroga, por 
otra parte, las fbmulas de control previstas en los artícu- 
los 152 y 153 del Reglamento de la Cámara, que, natural- 
mente, siguen vigentes después de la aprobación de este 
proyecto de ley. Insiste, por último, en que se ha acudido 
a una fbmula de delegación seguida igualmente por los 
pa  fses comunitarios. 
Respecto al tema de las Comunidades Autónomas, plan- 
teado por numerosos enmendantes, manifiesta que, en su 
opinibn, en virtud de esta Ley no se va a alterar la situa- 
cibn de las mismas. Distingue, no obstante, entre compe- 
tencias legislativas y competencias de ejecucibn, precisan- 
do, en relación con las primeras, que la limitacibn se pro- 
duce en la misma medida en que también se ven afecta- 
das las competencias de estas Cortes Generales, como se- 
ñald con anterioridad. Acerca de las competencias de eje- 
cucibn cree que debe despejarse cualquier duda sobre la 
interpretacibn de los arttculos 93 y 149 de la Constitucibn 
y del mismo Tratado de Adhesibn a las Comunidades, que 
en modo alguno pretenden despojar de sus competencias 
propias a las Comunidades Autbnomas para atribuírselas 
al Estado. También recuerda, sobre este particular, algu- 
nas sentencias del Tribunal de Justicia de las Comunida- 
des, afirmando que corresponde al Derecho constitucio- 
nal interno de cada Estado miembro deteminar el sujeto 
legitimado y el modo de aplicar los reglamentos de la Co- 
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munidad o cumplir las obligaciones comunitarias. De 
todo ello se concluye que la adhesidn de España al Mer- 
cado Común de ninguna manera va a alterar el sistema 
constitucional de distribucidn material de competencias 
entre la Administración central y las Comunidades Au- 
tónomas. 
Por último. expone su posicidn concreta en relacidn con 
las enmiendas de los demás Grupos de la Cámara. anun- 
ciando el voto favorable del Grupo Socialista en relacidn 
con algunas de ellas. 

Replican brevemente los señores Molins i Amat, Herrero Ro- 
dríguez de Miñon y Sotillo Martí. 

Seguidamente se procede a la votación de las numerosas en- 
miendas presentadas por los Grupos Parlamentarios, así 
coma a la del texto del proyecto de ley, que es aprobado 
con la incorporación de las enmiendas previamente acep- 
tadas. 
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El señor Presidente informa a la Cámara del procedimiento 
fijado por la Presidencia, de acuerdo con los portavoces 
de los Grupos Parlamentarios, estableciendo los diez blo- 
ques que especifica para el debate de este provecto de lev. 
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En nombre del Grupo Mixto, el señor Bandrés Molet defien- 

de las enmiendas números 240 a 242. La primera de ellas, 
al artículo 1 .O, pretende la sustitución del actual texto por 
el contenido en la enmienda. Aunque parece una enmien- 
da simplementee termino~dgica. le atribuye un sentido 
más profundo, va que, reconociendo que la seguridad pú-. 
blica es una competencia exclusiva del Estado, en cada 
texto legal se hace la salvedad de «sin perjuiciou, refirién- 
dose a posibles atribuciones de las Comunidades Autdno- 
mas. Por otra parte, considera más correcto hablar de 
Cuerpos de Policía simplemente, ajustándose niás a la re- 
daccidn de la Constitución v a la legislacidn europea, ra- 
zón por la cual propone la sustitucidn del precepto. 
La enmienda 241 se refiere al artículo 2.u y postula la adi- 
ción del párrafo al que da lectura, tendente a un mayor 
control de los agentes de vigilancia que considera necesa- 
rio. N o  basta con hablar de obligación de colaboracidn de 
estos agentes, sino que deben ser controlados por los Cuer- 
pos de Policía, evitando que funcionen de modo totalmen- 
te privado, sin el citado control, y solamente obligados a 
colaborar, que es una obligación de cualquier ciudadano. 
Por último, la enmienda número 242, al artículo 3.*, pre- 
tende completar el texto del mismo con el de la enmienda. 
La ley prevé la coexistencia de varias policías, lo cual es 
bueno en un  Estado democrático, .v considera correcto que 

existan unos principios de cooperacidn recíproca entre 
ellas. 

En defensa de la enmienda de Minoría Catalana interviene 
el señor Trías de Bes i Serra. Señala que su Grupo man- 
tiene dos enmiendas a estos artículos de la ley, en los que 
se plasma el punto de vista socialista, distinto al de su 
Grupo Parlamentario. Reconoce que el texto del proyecto 
del Gobierno ha sido notablemente mejorado en Ponencia 
y en Comisión, y así sucede con el artículo 1 .O, en el que 
está asumido el contenido de su enmienda en el punto 1 ,  
pero no así en los puntos 2 y 3, donde se debe recoger, no 
sólo la participacidn, sino también el ejercicio de sus com- 
petencias sobre la seguridad pública por parte de las po- 
l i l a s  de las Comunidades Autónomas y locales. 
En relacidn con el artículo 3.0, califica de correcto al tex- 
to del dictamen, razón por la cual han estado a punto de 
retirar algunas enmiendas al mismo. Considera, sin em- 
bargo, imprescindible que se establezca en la Ley el prin- 
cipio de coordinación entre todos los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad del Estado, aunque cabe la posibilidad de 
que existan otros drganos de coordinacidn distintos a los 
en ella previstos, drganos que, además, y de hecho, ya 
existen. 

En  defensa de las enmiendas del Grupo Mixto, suscritas 
por el señor Pérez Royo, interviene éste señalando que la 
número 165 es similar a la expuesta por los Diputados que 
le han precedido en el uso de la palabra, por lo que son 
válidos los argumentos expuestos. Pretende una más 
correcta definición de los términos en que debe ejerterse 
la competencia en relación al tema de la seguridad públi- 
ca, que de alguna manera está aludiendo ya a otros plan- 
teamientos de la Ley sobre la colaboración entre las dife- 
rentes Administraciones públicas para el ejercicio de es- 
tas competencias. Califica de restrictiva la redaccidn del 
artículo í.<,, va que entraria una minusvaloracidn o colo- 
cacidn en muy segundo plano de las posibilidades auto- 
nómicas y locales. Frente a la definicidn de la k y ,  entien- 
de que es más sencillo, y además respeta más correcta- 
&ente la letra v el espíritu de la Constitucidn, la redac- 
cidn de la enmienda por él defendida. Es  evidente que las 
Comunidades Autdnomas ejercen competencias en mate- 
ria de seguridad que no deben ser menospreciadas al ivi- 
cio de la presente Ley. 
La enmienda 166 es coherente con la anterior y pretende 
la supresidn de los apartados 2 y 3 del artículo 1 .O Las en- 
miendas números 167 y 168 tienden a evitar que se pon- 
ga en un mismo plano a las policías privadas y a los Ouer- 
pos de Policía servidos por funcionarios del Estado. El ha- 
ber modificado el texto inicial en trámites anteriores y de- 
dicar a artículos distintos el tratamiento del tema ya su- 
pone un avance v ,  en parte, satisfacción a sus enmiendas. 

Finalmente, en nombre del Grupo Mixto, el señor Rodríguez 
Sahagún defiende las enmiendas números 54 y 55. Co- 
mienza reconociendo las mejoras introducidas en el pro- 
yecto de ley en los trabajos de Ponencia y Comisidn. a las 
cuales ha contribuido su Grupo con la presentacidn de 
numerosas enmiendas, que fueron aceptadas. Respecto al 
artículo 1 .O, fueron recogidas íntegramente sus enmiendas, 
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y en cuanto al 2.0, no se ha aceptado la que rentan pre- 
sentada, en la que tampoco har& gran hincapié. Llama, 
no obstante, la atencidn sobre la necesidad de no utilizar 
en las leyes tminologtas distintas que pueden llevar a la 
confusión y dificil interpretacidn de las normas de los ciu- 
dadanos normales. 
Al articulo 3.0 presenta una enmienda similar a la defen- 
dida por el señor Bandrés, procurando llevar adelante 
principios tan fundamentales como el de la eficacia en la 
actuacidn policial y los de cooperación y coordinacidn, 
principios que entiende no suficientemente desarrollados 
en el texto del dictamen. Considera que la primacta no 
debe ser obstdculo para la coordinación y la cooperación. 
por lo que son perfectamente salvables las inquietudes a- 
puestas en Comisidn por la Minorta Vasca y anteriomen- 
te por el señor Bandrés. 

En defensa de las enmiendas del Grupo Popular interviene 
el señor Ruiz Gallarddn, señalando que su enmienda nú- 
mero 91, al artículo 3.0, va en idéntico sentido a lo expues- 
to por el señor Rodríguet Sahagún, considerándola, por 
tanto, ya defendida. Manifiesta que el regular de forma 
más completa en los arttculos primeros de la ley princi- 
pios generales como el de la cooperacidn y coordinacidn 
entre los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado aña- 
de puntos positivos al proyecto. La enmienda no entraña 
menoscabo a su juicio favorable respecto al contenido ge- 
neral de la ley. 

En nombre del Grupo Vasco (PNV), el señor Vizcaya Retana 
consume un turno en contra del texto del dictamen. Seña- 
la que el presente proyecto de ley ha suscitado mucha con- 
troversia, tanto en el Parlamento como en el exterior, por 
no estar plenamente de acuerdo con la regulacidn del mis- 
mo. Reconoce que el proyecto erea una exigencia consti- 
tucional, a la vez que constituta una de las promesas elec- 
torales del Partido Socialista, pero el mismo contenía ta- 
les vicios de origen, que hactan casi imposible que se re- 
cogiesen las mds importantes reivindicaciones de los Gru- 
pos Parlamentarios. Agrega que muchos de estos Grupos, 
entre ellos el Socialista, pretendta una ley espectfica para 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado y otra que 
desamllase el arttculo 149.1.29 de la Constitucidn. Sin 
embargo, el Gobierno ha preferido mezclar todos los te- 
mas en un mismo proyecto, con el pretexto de una mayor 
coherencia y coordinación. 
En el articulo 1.0 se atribuye el mantenimiento de la se- 
guridad pública al Gobierno de la nacidn. lo cual, a su jui- 
cio, no es justo en términos jurídicos, ya  que los Estatu- 
tos de Autonomta atribuyen también el mantenimiento de 
la seguridad pública a las Comunidades Autónomas. El 
proyecto trata de resolver esta contradiccidn en los párra- 
fos 2 y 3, diciendo que las Comunidades Autdnomas par- 
ticipan en el mantenimiento & la seguridad pública, lo 
cual, evidentemente, no es lo mismo que el ejercicio de su 
competencia en esta materia. El proyecto desdibuja y re- 
lega a las citadas Comunidades a una posicidn de subor- 
dinacibn y dependencia respecto a los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad del Estado, posición que su Grupo en abso- 
luto comparte. Según la jurisprudencia del Tribunal Cons- 

titucional, el mantenimiento de la seguridad pública no 
es competencia exclusiva del Gobierno de la nación, ya 
que exactamente el artículo 104 de la Constitución con- 
templa la existencia de otros titulares en esa misión de 
proteger a las personas y bienes y mantener la seguridad. 
Por todo lo expuesto, el Grupo Vasco se opone al texto del 
dictamen, y fundamentalmente a los artículos 1.0 y 2.0 

En turno en contra de las enmiendas anteriores interviene, 
por el Grupo Socialista. el señor Navarrete Merino. Ma-  
nifiesta que, en general, todos los Diputados que le han 
precedido han puesto de relieve la trascendencia de los pri- 
meros artículos de la Ley en orden al tema de la configu- 
racidn de las policías de las Comunidades Autónomas. 
Sin embargo, entiende que en el Estado de las Autonomías 
no se puede ser ni mds ni menos autonomista de lo que 
se desprende del bloque constitucional, que no se agota en 
la Constitución, según expresamente declara la sentencia 
del Tribunal Constitucional de 4 de mayo de 1982. Con- 
sidera importante esta salvedad, no tenida en cuenta en 
muchas de las enmiendas presentadas. Se ha dicho que 
la palabra .participación. tiene una eficacia devaluado- 
ra de lo que es la política de las Comunidades Autóno- 
mas. Es necesario acudir iambién al citado bloque cons- 
titucional, que marca una primacía de las competencias 
de la Administracidn central en materia de seguridad pú- 
blica en relacidn con las Comunidades Autónomas. En 
apoyo de tales manifestaciones, se remite a las sentencias 
del Tribunal Constitucional de 5 de agosto de 1983 v 5 de 
diciembre de 1984, la última de las cuales hace una dife- 
renciacidn entre la llamada titularidad material y la orgá- 
nica. E n  este sentido, el .sin perjuiciou, a que se ha alu- 
dido, del artículo 149, se refiere a lo que en dicha senten- 
cia se llama titularidad orgdnica, es decir, que las Comu- 
nidades Autdnomas, u otros entes locales, tienen facultad 
de crear policías con cometido y cimbito territorial pro- 
pios, en cuyos aspectos participan, junto a la policía del 
Estado, en el mantenimiento de la seguridad pública, pero 
en posición subordinada, porque asf lo quiso la Cons- 
titución. 
Respecto a la intervención del senor Bandrés Molet. sena- 
la que en absoluto puede compartir su tesis de que las Co- 
munides Autdnomas mantienen la seguridad pública. Al 
señor Pérez Royo le señala que en su enmienda ignora la 
titularidad material a la que aludía la sentencia del Tri- 
bunal Constitucional citada. En relación con la cuestión 
de la primacía en la actuacidn de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad, considera que el problema no se puede de- 
limitar con rigidez matemática, tratándose, por tanto, de 
una mera distribucidn de trabajo, con valor puramente in- 
dicativo, ya que, desgraciadamente, los problemas de se- 
guridad pública se manifiestan muchas veces con una ur- 
gencia que no permite actuar primariamente a los que esta 
Ley haya reservado tal competencia. 

Replican los señores Rodríguez Sahagún, Trías de Bes y Ruiz 
Gallarddn y duplica el señor Navarrete. 

Seguidamente se procede a la votacidn de las enmiendas de 
los diversos Grupos Parlamentarios, así como del texto del 
dictamen, artículos 1 .Y, 2.0,3." y 3.u bis, que son aprobados. 
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En defensa de la enmienda del Grupo Centrista interviene el 
seríor Sancho Rof  Pretende la incorporacidn, entre los 
principios básicos de actuacidn, en el punto 4 del artícu- 
lo 4.", de la exigencia de que todos los funcionarios de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad presten su funcidn en ré- 
gimen de dedicación exclusiva, por considerarlo bueno 
para el servicio y para el propio funcionario y ser, ade- 
más, una situación ya reconocida en el momento actual. 
Respecto a las disposiciones estatutarias comunes recogi- 
das en el artículo 5.". las califica de impropias de la Ley. 
Se recogen, además. una serie de cuestiones que sobran, 
porque figuran va en otros lugares. Propone, en conse- 
cuencia, que se limpie el artículo de todo lo que está de 
más, acerca de lo cual expone algunos ejemplos. 

En  nombre del Grupo Mixto, el señor Bandrés Moler man- 
tiene la enmienda número 243, al artículo 4.*,, 1 ,  a), c o p  
siderando el texto de la enmienda más largo que el del pro- 
vecto, pero tambíen más coherente con las resoluciones 
de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa so- 
bre la policía. La enmienda número 245 pretende incor- 
porar a la letra d) del número 1 del mismo artículo 4." el 
párrafo al que da lectura, a fin de impedir que en ningún 
cuso lu obediencia debida anipare órdenes que entranen 
la ejecución de actos que manifiestamente constituyan de- 
lito o sean contrarios a la Constitución o a las leves. Da 
cuenta después del contenido de las resiantes enmiendas 
que tiene presentadas a estos artículos v que comprenden 
hasta la número 252, aludiendo brevemente a la justifica- 
ción de las mismas. 

Asimismo, en nombre del Grupo Mixto, interviene el señor 
Rodríguez Sahagún. señalando que varias de sus enmien- 
das fueron recogidas, bien literalmente o en espíritu, con 
excepción de las números 58, 60 y 62, que pretenden mo- 
dificar 0 completar la regulacidn de los preceptos que se- 
ñala la le-v, con el propdsito de que ésta se corresponda 
más exactamente con una democracia avanzada y parti- 
cipativa, haciendo que sea a la vez una ley progresista, al 
incorporar con carácter amplio los mandatos constitucio- 
nales sobre la materia. Cree que en su actual redacción la 
Ley dista de ser progresista. como exigen las democracias 
participativas y avanzadas, en las que se busca la norma- 
lidad, lo que implica que los funcionarios de policía tie- 
nen que ser sujetos normales, con los mismos derechos v 
deberes que los demás ciudadanos, independientemente de 
algunas singularidades y peculiaridades en el ejercicio de 
su funcidn. 

El señor Vizcaya Retana defiende las enmiendas números 
600 a 604,  del Grupo Vasco (PNV) ,  a los artículos 4.' y 
S , o ,  a los que atribuye suma importancia, al regular lo que 
él denomina código deontolbgico de la policía. Señala que 
todos están de acuerdo con el efecto extensivo de este ca- 
pítulo a todas las policías, sean de carcicter autondmico, 
local o del Estado. Se establecen aquí los puntos esencia- 
les que todo policía debe cuidar en su trato con la comu- 
nidad y en su comportamiento individual, reconociendo 

las importantes mejoras introducidas en Comisidn. Sin 
embargo, hace hihcapié en algunos aspectos no recogidos 
en el dictamen, pero contenidos en la declaracidn de la 
Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa sobre la 
policía. Se trata de que si la policía no debe realizar prác- 
ticas abusivas, arbitrarias o discriminatorias que entra- 
ñen violencia física o moral, para lo que se le dice que 
debe adecuar su actuacidn al ordenamiento jurídico y res- 
peto a la Constitución, o los principios ya contemplados 
en otros textos de nuestro ordenamiento, que se ha consi- 
derado necesario reiterar en esta ley, igualmente debe ha- 
cerse respecto a la prohibicidn de la tortura y tratamien- 
tos inhumanos o degradantes. igualmente, el policía que 
custodie a una persona cuyo estado precise de cuidados 
médicos debe hacer un llamamiento al personal médico 
y ,  en su caso, tomar medidas para proteger la vida y sa- 
lud de esa persona. Por último, se propone que cuando se 
proceda a una detencidn se comunique al afectado su de- 
recho a designar abogado y a no manifestar nada en su 
contra -ya que todo lo que diga puede utilizarse como ele- 
mento de prueba en la acusación-, lo que considera una 
garantía importante. 
Al artículo 5.0 mantiene la enmienda número 609, relati- 
va a los derechos sindicales de los Cuerpos y Fuerza$ de 
Séguridad, reservándola para el momento en que se deba- 
tan los aspectos sindicales de estos colectivos. 
Finalmente, solicita que los miembros de dichos Cuerpos 
declaren sus intereses para evitar actuaciones absoluta- 
mente incompatibles con su función. 

Se suspende la sesión a las dos de la tarde. 
Se reanuda la sesidn a las cuatro de la tarde. 
E n  nombre del Grupo Mixto, el señor Vicens i Giralt defien- 

de las enmiendas presentadas. La primera de ellas corres- 
ponde al artículo 4.", 1 ,  d) del dictamen, aceptando su con- 
tenido, si bien propone completarlo en la línea marcada 
por el Consejo de Europa. Se trata de precisar que contra 
el funcionario que se haya negado a ejecutar una orden 
ilegal no sea aplicada ninguna medida legal ni discipli- 
naria. La siguiente enmienda se refiere también al artícu- 
lo 4.", que trata sobre .el secreto profesional en las decla- 
raciones policiales ante los jueces o los tribunales. Consi- 
dera que el texto del dictamen es insuficiente, ya que per- 
mitiría a los policías interrogados ampararse en dicho se- 
creto para negarse a contestar a ciertas preguntas que se 
le formulen. Cree que las informaciones conocidas por es- 
tos funcionarios en la persecución del delito no pueden 
ocultarse a la Administracidn de Justicia, máxime cuan- 
do pueden ser esenciales para esta última funcidn. 
Al artículo 5." mantiene dos enmiendas, dando por defen- 
dida la primera de ellas, sobre los centros de enseñanza 
de los policías. La segunda se refiere al régimen discipli- 
nario y pretende que el mismo esté inspirado en los diver- 
sos preceptos y que no puedan ser sustituidos por la ge- 
nérica alusi6n a la Constitucidn. 

El señor Pérez Royo, en nombre del Grupo Mixto. defiende 
las enmiendas que tiene presentadas y que comprenden 
las números 169 a 175. Destaca de entre ellas la número 
169, al artículo 4 . 0 ~  1 .  e), que trata del importante tema de 
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las relaciones entre los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad y 
la Administracidn de Justicia, cuya regulacidn califica de 
excesivamente ambigua, al hablar simplemente de la obli- 
gacidn de aquéllos de colaborar con la Administracidn de 
Justicia y auxiliarla en los términos establecidos en la ley. 
Atribuye gran importancia a este tema, respecto del cual 
la Constitucidn establece un  principio de dependencia, si 
no orgánica, como hubiera deseado, sí, desde luego, fun- 
cional. Por ello, considera que no debe minimizarse aquí 
tal principio fundamental de &pendencia respecto del Po- 
der Judicial. 
La enmienda número 170 trata de un tema al que atribu- 
ye también gran importancia, cual es el del empleo de ar- 
mas por los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Segu- 
ridad, manifestando que, en su opinidn, no basta con una 
declaracibn genérica sobre dicho uso, que debe ser muy 
restringido y s d o  para responder a agresiones personales 
y que pongan en peligro la integridad física del propio po- 
licía o de terceras personas. 
Recuerda, por último, de manera breve, el contenido de 
las restantes enmiendas, de entre las cuales destaca la re- 
lativa al ejercicio del derecho de huelga, tema al que atri- 
buye gran trascendencia y que considera un derecho fun- 
damental reconocido en la Constitución, aunque puedan 
existir limitaciones y modalidades específicas respecto de 
unos funcionarios que desarrollan una actividad tan es- 
pecífica y singular como el funcionario de policía. Anade 
que es u n  tema que, desde el principio, se ha convertido 
un  poco en el caballo de batalla y punto principal del pro- 
yecto de ley, y ,  desde luego, el más conflictivo, aunque, a 
su juicio, reconociendo su gran importancia, no es el tema 
fundamental de la ley. 

En defensa de las enmiendas de Minoría Catalana intervie- 
ne el señor Trías de Bes i Serra. Destaca la importancia 
de los arttculos debatidos, que contienen lo que se ha dado 
en llamar cbdigo deontoldgico de actuacidn de los funcio- 
narios de policía, reconociendo las notables mejoras del 
proyecto en sus trámites de Ponencia y Comisidn. Sin em- 
bargo, su Grupo Parlamentario sigue manteniendo diver- 
sas discrepancias, que concreta en los puntos siguientes 
y que en gran medida coinciden con las enmiendas de 
otros Grupos Parlamentarios. Así, por ejemplo, en relacidn 
con la obligacidn de los policías de sujetar su actuación 
al ordenamiento jurídico, especialmente a los principios 
& jerarquía y subordinacidn, según establece el articulo 
4.0, 1 ,  d), no va a repetir los argumentos expuestos en Co- 
misidn y por los anteriores enmendantes, pero sí llamar 
la atencidn sobre la repetición en la ley de discusiones in- 
necesarias. Su  Grupo propone, por ello, la supresión del 
término .subordinación*, que ha suscitado preocupacidn 
y rechazo por parte de varios colectivos y cuya elimina- 
cidn en nada va a variar los propósitos de la &y. 
Otras de sus enmiendas van dirigidas al tema del secreto 
profesional, consi+rando, en sentido opuesto a otros Gru- 
pos, que el rigor del precepto deberta atemperarse, en una 
muestra de confianza a la actuación de estos funciona- 
rios. Debe, por tanto, suavizarse u n  precepto que igual- 
mente ha molestado a algunos colectivos afectados. Por 

otra parte, pretende modificar el encabezamiento del artí- 
culo 5." sobre los estudios de estos funcionarios, dando 
lectura a la enmienda en la que se pide la concreta men- 
cidn a los centros dependientes de las Administraciones 
públicas, concretado que sean, y que naturalmente ten- 
gan, competencia para formar a miembros de los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad. Alude, asimismo, al tema de la ho- 
mologacidn de estos centros de enseñanza, mostrando SU 

preocupacibn por las discrepancias con el texto propuesto. 
Finalmente, respecto al código deontológico de estos fun- 
cionarios y el famoso derecho de huelga, que es el que qui- 
zás ha tenido más eco en la opinidn pública, no está de 
acuerdo con los Grupos de la Cámara respecto a que es- 
tos funcionarios. aunque sea muy limitadamente, tengan 
un cauce de expresión para resolver los conflictos profe- 
sionales que se generen por el ejercicio de su función. Su 
Grupo Parlamentario considera que el derecho de huelgu 
para los funcionarios de policía debe estar fuertemente 
restringido, porque la especialísima funcidn que cumplen 
asf  lo requiere, pero dada la gran preocupación que lu 
cuestión ha despertado en nuestra sociedad, cree que debe 
evitarse la sospecha de que se limita a un determinado sec- 
tor de funcionarios un derecho constilucional no estric- 
tamente recortado en la Constitución. 

En turno en contra de las anteriores enmiendas interviene, 
en nombre del Grupo Socialista, el señor Sanjuán de la 
Rocha. Manifiesta que va a oponerse, a la vez que deflen- 
de el dictamen de la Comisión, a las enmiendas formula- 
das, a los artículos 4." v 5." del provecto de lev referentes 
a los principios básicos de actuación v de normas estatu- 
tarias comunes a todos los policías, a todos los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad que existen en España. Agrega que 
se han mantenido enmiendas parciales puntuales u dife- 
rentes aspectos de estos dos preceptos, junto a una a la 
que todos dan gran importancia en relación con el con- 
trovertido tema del derecho de huelga de la policía, regrr- 
lado en el artículo 5." 
Con respecto al artículo 4." del dictamen, destaca que es 
todo lo que les une, siendo s d o  matices, en muchas oca- 
siones muy leves, de simple redacción o terminológicos, 
lo que les separa. Ello es importante, tratándose de un ar- 
tículo que establece el nuevo modelo de policía democrá- 
tica que todos desean, del artículo que fija las normas o 
pautas de comportamiento de la función policial en de- 
sarrollo y cumplimiento del mandato constitucional de de- 
fender el ejercicio de los derechos y libertades y mantener 
la seguridad pública. Se recoge en este precepto la decla- 
racidn de las Naciones Unidas y lil resolucibn sobre la po- 
licía del Consejo de Europa, y ello a través de una ley de 
carácter orgánico, de lo que cree que todos deben fe- 
licitarse. 
Seguidamente procede a la contestacibn puntual a las nu- 
merosas enmiendas formuladas a los citados artículos 4." 
y 5.0 del proyecto de ley, para centrarse al final en el tema 
relacionado con el derecho de huelga. sobre el cual todos 
han destacado su trascendencia. Acerca del mismo mani- 
fiesta el senor Sanjuan de la Rocha que se han oído los 
más variopintos argumentos, tanto en este debate como 
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en Comisibn, para defender el ejercicio del derecho de 
huelga de la Policta. Se han empieado argumentos rela- 
cionados con el articulo 28.2 de la Constitucibn, y tam- 
bién otros ligeramente demagbgicos. Personalmente, con- 
sidera que el presente no es un tema jurídico-constitucio- 
nal, aunque sea importante desde este punto de vista, sino 
esencialmente político, frente al cual se responde también 
con una decisi6n absolutamente política. Entiende que 
defender el derecho 9 los polictas a la huelga con una 
simple referencia al arttcuio 28.2 de la Constitucibn es 
muy poco riguroso y significa desconocer lo que fue el de- 
bate constitucional sobre dicho arttculo, constituido, por 
lo demcis, por dos apartados. 
Recuerda que la Constitucibn regula en el artículo 103 un 
régimen especial para los funcionarios, habldndose de Es- 
tatutos de Personal y Funcionarios, y el arttculo 104, de 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad. A su juicio, la Cons- 
titucibn autoriza que en este tema de la huelga las Cdma- 
ras sean soberanas para adoptar cualquier resolucibn, sin 
contradecir la misma. Cualquier decisibn, por tanto, es 
buena y, partiendo de este hecho, el Grupo Socialista y el 
Gobierno no están por reconocer el derecho de huelga de 
los polictas, por ser el ejercicio del mismo poco acorde con 
la misibn que la Constitucibn atribuye a dichos Cuerpos, 
que es exactamente la de proteger el libre ejercicio de los 
derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudada- 
na. Los servicios que los policías deben prestar a la socie- 
dad son los que los constitucionalistas de este país, y de 
cualquier otro, llaman servicios o prestaciones esenciales, 
teniendo carácter absolutamente prioritario dichas pres- 
taciones sobre el derecho de huelga. Esta actitud fue adop- 
tada ya por nuestra Constitucibn con relacibn a los jue- 
ces y magistrados y se ha seguido por las Cámaras en re- 
lacibn a las Fuerzas Amadas en las Reales Ordenanzas 
de las mismas. De igual manera, esta Cámara, ahora con 
la mayoría socialista -y espera que con el apoyo de di- 
versos Gncpos Parlamentarios-, responsablemente va a 
prohibir ese derecho de huelga para un colectivo de fun- 
cionarios. Cree que la inmensa mayoría de los polictas lo 
comprenden perfectamente, por la imposibilidad de ejer- 
citar tal derecho, e igual sucede con los ciudadanos. Hay 
razones poltticas para considerar esta actitud buena para 
los ciudadanos, porque la democracia exige seguridad y 
no hay libertad sin seguridad ni auténtica seguridad sin 
libertad. 
El Partido Socialista, en su programa electoral, anticipb 
ya que potenciaría la representacibn sindical de los poli- 
ctas, pero negaría el reconocimiento del derecho & huel- 
ga, y es justamente lo que se estd haciendo, no orgúnizdn- 
dose entonces ningún debate sobre lo que pudiera parece 
una quiebra de los derechos constitucionales, según algu- 
nos. Agresa que todos los paises de nuestro entorno cul- 
tural y gwgráfico se pronuncian en el mismo sentido de 
no reconocer este derecho de huelga, y los propios conve- 
nios de la OIT dan libertad a la legislaci6n de cada pats 
para decidir sobre el particular lo que deseen. 
Concluye manifestando el portavoz del Grupo Socialista 
que los derechos de representacibn sindical o colectivos 

que reconoce este proyecto de lq, con excepción de la le- 
gislacibn sueca, son los más avanzados del mundo. 

En turno de réplica intervienen los seaores Bandds Molet, 
Rodríguez Sahagún, Vizcaya Relana, Vicens i Giralt y 
Trías de Bes i Sewa y duplica el señor Sanjuán de la 
Rocha. 

A continuacibn, se procede a la votación de las numerosas 
enmiendas presentadas a los arttculos 4.' y 5.0, así como 
al tato del dictamen en relacibn con dichos arttculos, que 
son aprobados con la incorporacibn de las enmiendas pre- 
viamente aceptadas. 
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Para una cuestibn de orden, interviene el s&or Vizcaya Re- 
tana preguntando si procede aplazar para debate posterior 
el número 3 del arttculo 6.", que hace referencia a la na- 
turaleza de la Guardia Civil. 

El señor Granados Calero, del Grupo Socialista, considera 
q+ es una cuestión totalmente ajena a la Guardia Civil 
y su carácter civil o militar, ya que aqut se habla en cuan- 
to a su consideración de Fuerzas Amadas. 

El senor Presidente acepta la propuesta del senor Vizcaya Re- 
tana de tratar aparte el número 3 del referido artículo d", 
junto con los arttculos 8.0, 12, 13 y 14. 

El señor Bandrés Molet. en nombre del Grupo Mixto, solici- 
ta autorizacibn para defender su enmienda al arttculo 12. 
ya que ignora si podrd estar presente en el momento de la 
discusibn del citado artículo. 

El señor Presidente concede la palabra al señor Bandrés para 
la defensa en este momento de la enmienda citada. 

El señor Bandds Molet comienza manteniendo su enmien- 
da de peticibn de supresibn de los apartados 1 y 3 del ar- 
ticulo 6." por considerar superfluo su contenido. Respecto 
a la Guardia Civil, recuerda su oposicibn reiterada al ca- 
rdcter militar de la misma. Se opone también al tratamien- 
to de Cuerpo que establece el número 3 de este arttculo, 
aunque ya vio en Comisibn la incapacidad para dar mar- 
cha atrás respecto a la consideracibn de Fuerza Armada 
para la Guardia Civil, que él tampoco comparte, porque 
supone militarizar la policta y porque una de las ramas 
de las Fuerzas Amadas, que tiene el cardcter de Policta, 
realiza funciones de policta, lo que histbricamente tiene 
gran importancia y gravedad. 
Lo enmienda número 254 se refiere al problema del fuero 
procesal de carácter especial de que hoy goza la Policía y 
que se quiere seguir manteniendo rompiendo, a su juicio. 
un principio fundamental del derecho procesal penal. Se 
trata de un privilegio que ;a contra dos principios esen- 
ciales de una conciencia democrática, como el de unidad 
jurisdiccional y la supresión de fueros especiales hasta 
donde sea posible. Entiende que esta especialidad del fue- 
ro debe tenderse a suprimirla en lo posible, dejdndola re- 
ducida a los thminos mds imprescindibles. 

El señor Fmández Inguanzo da por defendidas las enmien- 
das del Grupo Mixto suscritas por el señor Pérez Royo. 
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El señor Trías de Bes i Serra defiende la enmienda de Mi- 
noría Catalana al artículo 7.0, que plantea el mismo pro- 
blema expuesto por el señor Bandrds Molet. Solicita la su- 
presión & los números 2 y 3 de dicho artfculo, es decir, 
del fuero para procesar y juzgar a los funcionarios de los 
Cuerpos de Policía. Cree que se trata de un efecto residual 
que ha quedado en la Ley, seguramente sin la expresa vo- 
luntad y propdsito del Grupo Socialista. Solicita, por tan- 
to, la supresidn del privilegio y que los funcionarios & es- 
tos Cuerpos sean juzgados como cualquier ciudadano por 
los jueces de instrucción, máxime cuando el artículo afec- 
ta también a las policfas de las Comunidades Autónomas 
y la Municipal. 

El señor Vizcaya Retana defiende las enmiendas del Grupo 
Vasco (PNV). Manifiesta que, a pesar de los interesantes 
debates en Ponencia y Comisión, no renuncia a intentar 
conseguir que en la instruccidn y fallo de causas contra 
los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad se su- 
prima el fuero especial todavfa existente. De los argumen- 
tos escuchados en Ponencia sacd la impresión de que se 
trataba de continuar la tradición y mantener la aparien- 
cia de que los miembros de los mencionados Cuerpos no 
quedaban en peor situllcidn que la que tenlan anterior- 
mente. Está convencido & que los Diputados del Grupo 
Socialista coinciden con él en que este fuero especial no 
tiene razdn de ser, como también cree que no se trata de 
ninguna desconfianza hacia los jueces de instruccidn, que 
constituyen la base de la Administración de Justicia. De- 
searía, por tanto, conocer realmente la razón para man- 
tener tal fuero especial y que no cree que esté justificado 
por algún hecho puntual derivado del fenómeno teworis- 
ta, en cuanto que es algo coyuntural, circunstancias y 
local. 

El señor Ruiz Gallarddn defiende las enmiendas del Grupo 
Popular, llamando especialmente la atencidn respecto a la 
número 97, al artículo 7.0. 1 ,  párrafo 2. La misma tiende 
a proteger a los miembros de las Fuerzas Armadas que ac- 
túan en muy especiales y lamentables circunstancias con- 
tra determinados grupos o bandas teworistas, como el 
FRAP, y qlie pueden dar lugar en alguna ocasidn a la in- 
coacidn de procesos graves con daño al honor, prestigio 
y aun la libertad de los citados miembros de los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad. Manifiesta que si no existen ra- 
zones morales, jurídicas ni constitucionales, desde el pun- 
to de vista social, ya que hasta el momento no se han ex- 
puesto, debe admitirse su enmienda, con la que todos sal- 
drcin ganando. 

En turno en contra interviene, en nombre del Grupo Socia- 
lista, el señor Granados Calero. Habida cuenta del acuer- 
do de los Grupos en aplazar para una posterior ocasidn 
lo que constituye el fondo de este debate en relacidn con 
la naturaleza militar de la Guardia Civil, contesta breve- 
mente a las intervenciones de los enmendantes. Respecto 
al artlculo 6.", 3, manifiesta que está definiendo exclusi- 
vamente cuándo va a ser competente la jurisdiccidn mi- 
litar y cudndo la jurisdiccibn ordinaria en relacidn con el 
ejercicio de los derechos de los miembros de la Guardia Ci- 

vil. No se dice más, excepto que la Guardia Civil tendrá, 
a esos efectos, la consideracidn de Fuerza Armada, lo que 
equivale a que entraría en vigor la jurisdicción militar en 
el cumplimiento de las misiones de carácter militar que 
se le encomienden, de acuerdo con el ordenamiento ju- 
rídico. 
En cuanto a las enmiendas mantenidas al articulo 7.0 y 
el tema del fuero especial, se han vertido muchas opinio- 
nes, no siempre en la misma línea argumental, tanto en 
Pleno como en la Comisión. Manifiesta que al hablarse 
de dicho fuero especial y del mantenimiento de una situa- 
ción que, por lo demás, su Grupo no considera como pri- 
vilegio, no es porque así viniera establecido anteriormen- 
te, sino atendiendo al objetivo de la eficacia, que es el ver- 
daderamente perseguido en estas normas. Estima, ade- 
más, que existe un triple interés para el mantenimiento 
del precepto. Primero, el del Juez de Instruccibn, que pre- 
ferirá que se lleve el asunto a la Audiencia Provincial para 
evitar la coacción o pretensibn de favoritismo que pueda 
surgir. También está el interbs del funcionario de la Poli- 
cía, al ser tres personas las que tengan ocasión de valorar 
hasta el último detalle el contenido de la actuaciones pro- 
cesales. Por último, está el interés de la sociedad que, sin 
duda, prefiere residenciar en órganos pluripersonales lo- 
calizados geográficamente con criterios provinciales puru 
juzgar de estas cuestiones. 
Respecto a la enmienda 97, del Grupo Popular, y a la in- 
tervención en su defensa del senor Ruiz Gallardbn, senalu 
que, al pretenderse aplicar tan extratia competencia úni- 
camente en relaci6n con los Cuerpos y Fuerzas de Segu- 
ridad del Estado, se deja fuera a las policías autonómicas 
y locales. Añade que fueron bastante explícitos los argu- 
mentos en Comisión respecto al mantenimiento de las 
competencias de la Audiencia Nacional en sus lfmites es- 
trictos, no debiendo salirse de las mismas. El Grupo So- 
cialista mantiene la redaccidn de estos artículos que se de- 
baten, y concretamente del 7.0, por entender que con ello 
se rQbusteCe la funcidn policial y no derechos individua- 
les por más o menos conexión que tengan con dicha 
función. 

Replican los señores Vizcaya Retana, Trfas de Bes i Sewa y 
Ruiz Gallarddn y duplica el senor Granados Calero. 
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Se somete a la decisidn de la Cámara la propuesta de la Pre- 
sidencia del Congreso sobre la designacidn de los Diputa- 
dos que representarán al pueblo español en el Parlamento 
Europeo entre el 1 .u de enero de 1986 y la celebracidn de 
elecciones por sufragio universal directo a tal Parlamen- 
to. Informa que la disposición ha sido aprobada por la 
Junta de Portavoces y ,  si están de acuerdo, se procederá a 
la eleccidn la prdxima semana. 

Se aprueba por asentimiento la propuesta de la Presidencia. 
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Se! procede a la votación de las diversas enmiendas mante- 
nidas sobre los artículos y 7." del pro-yeclo de ley deba- 
tidas anteriormente. así como al texto del dictamen en re- 
lación con dichos artículos, que es aprobado. 

Se suspende la sesión a las ocho y cinco minutos de la 
noche. 

Se reunudu lu sesión a lus nueve y cinco minutos de la 
rnatiana. 

DEBATE SOBRE CONVENIOS INTERNACIONALES EN 
LECTURA UNICA (continuación): 

- TRATADO DE EXTRADICION ENTRE EL GOBIER- 
NO DEL REINO DE ESPANA Y EL GOBIERNO DEL 
REINO UNIDO DE GRAN BRETANA E IRLANDA 
DEL NORTE. PROCEDIMIENTO DE URGENCIA 

El señor PRESIDENTE: Señorias, reanudamos la se- 
sión. 

Continuamos, para terminarlo,. con el punto segundo 
del orden del dia, debate sobre convenios internacionales 
en lectura única. ,Tratado de extradición entre el Gobier- 
no del Reino de España y el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte. Hay una enmienda a 
la totalidad que se tramitará por lectura única. 

Señor Chacón, tiene la palabra. 

El señor CHACON NOVEL: Gracias, señor Presidente. 
Me gustaría, antes de exponer los argumentos que nues- 
tro Grupo cree justificados para presentar las enmiendas 
que hemos propuesto a este convenio, centrar el debate si 
es posible, puesto que ayer mis compañeros, al tratar de 
los otros convenios, quedaban, a mi juicio (por la última 
contestación del portavoz del Grupo Socialista a la que 
no se pudo responder), creo que un poco en entredicho, 
puesto que se les atribuían intenciones que en la realidad 
n o  tenían. Las enmiendas del señor Durán al Convenio ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Diputado, le ruego a 
S .  S .  que se atenga a la cuestión. N o  se trata de hablar de 
otro Convenio que ya ha sido debatido y votado. 

El señor CHACON NOVEL: Quiero decir que, lo mismo 
que ayer, hoy no es nuestra intención oponernos al Con- 
venio de extradición con Gran Bretaña. Entendemos que 
es necesario, sabemos que es imprescindible, pero, no obs- 
tante, pensamos que tiene defectos y,  sin tratar de com- 
pensar, como se decía ayer, los colores de los Gobiernos, 

creemos cumplir con nuestra obligacibn haciendo notar 
ante el Congreso los defectos que, a nuestro juicio, tiene 
este Convenio. 

Como es sabido, ha existido un Convenio de extradición 
con la Gran Bretaña desde el ano 1878 a 1978 y sabemos 
también, como sabrán SS. SS., que este Convenio no ha 
tenido eficacia para la parte española y ha tenido que ser 
denunciado, cuando de verdad podría haber sido eficaz, 
en abril de 1978. Desde entonces hasta ahora no existe 
convenio de extradición con Gran Bretaña. Naturalmen- 
te, creemos también que en este momento es el Gobierno 
inglés el más interesado en que exista el convenio, aparte 
de que es apoyada esta postura por nuestro Gobierno, 
pero en estos momentos los delincuentes ingleses que po- 
drían estar sujet,os a extradición son bastante más nume- 
rosos que los que el Gobierno español podría solicitar 
para ser juzgados en nuestro país. 

Este Convenio, que fue denunciado, repito, en 1978, se- 
ñorías, fracasó porque no tuvo en cuenta las peculiarida- 
des del Derecho inglés y entonces, al ser exigidas forma- 
lidades por la judicatura inglesa que no convenían a las 
pruebas que se exigían en el Derecho espafiol, el princi- 
pio de reciprocidad había fallado, y así como las extradi- 
ciones pedidas por el Gobierno {nglés eran rápidamente 
atendidas, las solicitadas por el Gobierno español casi 
nunca tuvieron efecto. 

El sistema judicial inglés tiene un ámbito de conoci- 
miento del juez competente bastante superior al que le 
dan los ordenamientos continentales. Las peculiaridades 
de la prueba - e l  juez exige la prueba de la culpabilidad- 
son bastante superiores a las de  los sistemas continenta- 
les y de aquí que tanto estas ex igac ias  formales como la 
actuación del Juez hace, si no se tiene cuidado, si no se 
miran con interés las diferencias que pueden existir en 
ambos sistemas, más dañoso para el Gobierno español el 
tratado de extradición que se propone. Creemos que es así 
porque nb corrige de verdad, apurando, todos los incon- 
venientes que tuvo el tratado anterior. 

Proponemos una enmienda al artículo 3.0, de supresión 
de una frase que dice: "siempre que la extradición no es- 
tuviese excluida por las leyes de cualquiera de las par- 
tes».  Este artículo 3,"obliga a cumplir la extradición que 
se pida entre ambos gobiernos y ,  después, al final del 
párrafo primero, se exceptúa cuando fuere excluida por 
cualquiera de las partes, con lo cual queda al arbitrio de 
cualquiera de las partes el concederla, exactamente igual 
que con el convenio anterior. 

Si en este artículo, señorías, están determinados los re- 
quisitos para conceder la extradición y en los articulos si- 
guientes están los delitos que se han de excluir de la ex- 
tradición, entendemos que seria mucho más claro y de 
mucha más garantía para el Gobierno español -para el 
Gobierno inglés no habría inconveniente- el excluir taxa- 
tivamente en los artículos siguientes los delitos que efec- 
tivamente estén excluidos, en este momento en ambos go- 
biernos de la extradición. Por parte del Estado español ya 
lo están; los que figuran en estos artículos son los que en 
este momento se exigen por nuestro Gobierno, los que es- 
tán determinados para no conceder la extradición por el 
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Gobierno español. En cambio, no sabemos, por lo menos 
a este Diputado no le costa, si esto es así en el Derecho 
inglés. Creemos que es dejar al arbitrio de una de las par- 
tes y quebrar el principio de reciprocidad, en su caso, si 
esta enmienda no se aceptara, si este párrafo se man- 
tuviera. 

El señor PRESIDENTE: Recuerdo a S . S .  que la en- 
mienda es una enmienda de totalidad de devolución; que 
no se pueden aceptar enmiendas parciales y que todo lo 
que está diciendo S .  S. son argumentos para devolución 
exclusivamente. 

El señor CHACON NOVEL: Señor Presidente, éstos son 
los argumentos para la devolución, porque sabemos que 
no existen enmiendas parciales, pero como el convenio lo 
asumimos tendremos que decir los defectos que, a nues- 
tro juicio, tiene, que son los defectos de los artículos que 
estamos señalando. 

Lo mismo podría decirse de lo que sugerimos como 
cambio en los artículos 12.2, letra b), y 12.6. 

En el artículo 12.i.b) creemos que se trata no ya de un 
error de transcripción simplemente, pero también puede 
haberlo, sino de una redacci6n exclusivamente unilateral 
hecha por la parte inglesa y que no tiene, según creemos, 
una traducción exacta ni práctica ni aplicable en nuestro 
Derecho. 

Proponemos en este artículo una redacción que se ajus- 
ta bastante mejor lo mismo a nuestro Derecho que al De- 
recho inglés, porque al tratarse de los requisitos que se ne- 
cesitan para proceder a una acusación de un delincuente, 
no es lógico exigir la prueba que parece vislumbrarse que 
exige esta letra b) del artículo 12, y que, en definitiva, no 
tendría un sentido en nuestro Derecho y sería muy difícil 
cumplirlo al pie de la letra. 

Existe también, como argumento que quizá sea incon- 
testable, un error, a nuestro juicio, de transcripción. Se 
habla de prueba, que sería suficiente de acuerdo con la 
Ley, de la parte requerida para justificar, si el delito se 
hubiera cometido en su territorio, la transmisión del 
asunto ante un Tribunal Superior. Esta palabra segura- 
mente debe ser *tramitación* del asunto ante un Tribu- 
nal Superior. Si, como es doctrina sentada por la Mesa 
de la Comisión de Asuntos Exterioi-es, no puede tocarse 
ninguna palabra, incluso estos defectos de transcripción, 
sin que esto comporte una enmienda a la totalidad y la 
devoluci6n al Gobierno, con esto sólo sería suficiente para 
que este requisito tuviera que cumplirse. 
No quiero cansar a SS. SS. con la enumeración de es- 

tos pequeños defectos, pero que tienen su importancia en 
la práctica porque está hecha y justificada en las enmien- 
das que obran en su poder. Unicamente añadir, por últi- 
mo, que en el artlculo 11 se habla de que cuando el delito 
por el que se pide la extradición sea castigado con pena 
de muerte se exigen unos requisitos, y después se dice que 
#podrá ser denegada la extradicción por el Gobierno al 
que se solicite.. 

Entendemos, seriorías, que si nuestra Constituci6n tie- 
ne abolida la pena de muerte no nos parece oportuno de- 

jar esta pena que, en definitiva, está incidiendo sobre la 
vida de las personas, sea del Reino Unido o sean españo- 
las, al arbitrio del momento oportuno del Gobierno que 
en ese niomento pueda o no pueda conceder la extradi- 
ción y de la personalidad más o menos simpática para 
este Gobierno, lo mismo el británico que el español. Si la 
Constitución prohíbe la pena de muerte, si establece como 
norma que no exista la pena de muerte por delitos comu- 
nes en el Derecho español, creemos que esta frase debe 
ser tajante y deberá decir: uSerá denegada la extradición 
cuando el delito por el que se pide comporte la pena de 
muerte». 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senor Chacón. 
Para turno en contra, tiene la palabra la señora Gar- 

da-Moreno. 

La señora GARCIA-MORENO TEIXEIRA: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, señor Chacón, al iniciar este turno de inter- 
vención no sé realmente si considerarlo en contra, aun- 
que el hecho de que esté aquí en la tribuna significa que 
tengo que contestar a una enmienda de devolución, ya  que 
S. S., al principio de su intervención, se ha referido a su 
voluntad y la de su Grupo de que este Convenio no fuera 
devuelto al Gobierno. Las peculiaridades del tratamiento 
parlamentario en la aprobación de los convenios y trata- 
dos hacen que este tipo de cosas nos ocurran a menudo. 

Señor Chacón. yo quisiera, en primer lugar, agradecer- 
le que esté de acuerdo con el Convenio, ya que ése ha sido 
su planteamiento general e inicial; está usted de acuerdo 
con un Convenio que era y que es necesario, que estaba 
anunciado ya desde hace bastante tiempo y que única- 
mente lo que quieren usted y su Grupo es hacerlo que us- 
ted denomina más perfectible en algunas de sus palabras, 
en algunas de sus matizaciones. Pero al final de su inter- 
vención ha dicho que, según doctrina de la Comisión de 
Exteriores y de la propia aplicación del Reglamento del 
Congreso de los Diputados, en estos convenios, si no se 
pide la devolución al Gobierno, no se puede cambiar ni 
una coma, ni una palabra, porque significa volver a ne- 
gociarlo entero. Yo, con su intervención, me he quedado 
un poco perpleja, porque si usted sabe que no se puede de- 
volver y que no quiere devolverlo, ¿por qué plantea unas 
pequeñas enmiendas parciales que tienen que ser enten- 
didas por la Mesa como de devolución, para después su- 
bir aquí a decir que está de acuerdo? No sé si a los seño- 
res del G N ~ O  Popular les gusta hablar (están en su dere- 
cho como parlamentarios), pero a veces uno piensa que, 
o bien desconocen en el momento de efectuar su trabajo 
el funcionamiento interno del Reglamento, de las enmien- 
das y del trabajo parlamentario, o bien lo que quieren 
simplemente es cumplir más exactamente con su papel y 
de alguna forma justificar su presencia cuando están en 
este hemiciclo. 

Señor Chacón, permítame, porque mi respeto hacia us- 
ted es grande y sé que su trabajo en los convenios, en los 
tratados y en la Comisión siempre es profundo y trata de 
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hacer lo mejor, que trate de contestarle a esas matizacio- 
nes o perfecciones que usted pide, pero que yo entiendo 
que no son un turno en contra, puesto que usted mismo 
ha dicho que está a favor del Convenio. 

La primera matización que usted pide, y que se refiere 
al artículo 3." diciendo que es una cuestión de fondo en 
cuento a la concesión o no de la extradición (y usted hace 
alusión también, al inicio de su intervención, a las pecu- 
liaridades del Derecho anglosajón y a las dificultades en 
la aplicación de la extradición que vienen y que han ve- 
nido de esta peculiar forma de hacer y dictar el Derecho 
de los sistemas anglosajones, la primera matización que 
pide, repito, es que haya un sistema que en el lenguaje in- 
ternacional y de extradición se denomina «de lista)), es de- 
cir, que haya una especificación por parte británica de 
aquello a lo que podía ser achacable. También se contra- 
dice -y perdóneme, señor Chacón, que insista en su se- 
gunda contradicción, ya de tipo más particular- porque 
la peculiaridad del sistema anglosajón impide que haya 
un sistema de lista; justamente se alteraría toda la estruc- 
tura de este Tratado y sería de absoluta inaplicabilidad 
si fuéramos a un sistema de lista. Señor Chacón, han sido 
esas peculiaridades del sistema anglosajón las que han he- 
cho que en este Convenio no haya un sistema de lista. 

Es más, cuando la delegación española, junto con la bri- 
tánica, trabajaban en este tema, se intenta en vez de la 
frase que usted quiere sustituir por el sistema de lista in- 
troducir una en un sentido igual pero positivo, diciendo: 
((siempre que la extradición estuviera permitida por cual- 
quiera de las leyes de las partes)). Esto a lo mejor le gus- 
taría más, pero es la propia delegación española, justa- 
mente por la experiencia que había tenido en relación con 
los+ tribunales británicos y con el Gobierno británico, 
quien decide, de común acuerdo, el texto concreto que us- 
ted quiere suprimir sustituyéndolo por el sistema de lista. 

Otra de sus enmiendas perfectibles o de matiz que us- 
ted presenta a este Convenio, es la relativa a una cuestión 
más formal, que también tiene que ver con esas peculia- 
ridades del sistema anglosajón, y es aquello que hace re- 
ferencia a la prueba. Pues bien, justamente el texto del 
Convenio lo que hace es evitar las restricciones que dan 
a las facultades que se otorgaban al juez británico para 
hacer posible la extradición, y únicamente se refiere la 
prueba al conjunto de elementos necesarios y suficientes 
no para dictar sentencia, que era lo que antes se exigía, 
sino para transmitir el asunto al órgano competente para 
dictarla. Es decir, se trata de Lo que sería necesario para 
llegar hasta el jurado en el sistema británico, o lo que se- 
ría necesario en nuestro sistema español en la conclusión 
del sumario antes de transmitirlo al tribunal que ha de 
dictar sentencia. 

Después, serior Chacón. también hace usted mención al 
artículo 12 cuando habla de la autoridad competente, que 
usted dice que sea judicial-administrativa. Es obvio que 
todo el contenido del Tratado se está refiriendo a ello. Por 
ello, aunque pudiera enmendarse parcialmente el Conve- 
nio, éste no sería un tema de absoluta prioridad para ha- 
cer más perfectible este Tratado. 

En cuanto a otro de sus elementos de perfección del ar- 

tículo 1 1, que se refiere a que sea denegada la extradición 
cuando haya sentencia de pena de muerte, quiero decir 
que esta redacción está absolutamente matizada, pensa- 
da y reflexionada por las dos delegaciones y que tuvo -y 
es importante decid- como elemento de homologación 
para que no hubiera ninguna duda de lo que se quería ha- 
cer en relación y en comparación con el Derecho interna- 
cional, el Convenio Europeo de Extradicción y su artícu- 
lo 11.  Estas palabras, upueda sera, son exactamente las 
que están en el artículo 1 1  del Convenio Europeo de Ex- 
tradición, y es la forma en que hace referencia a la pena 
capital cualquier planteamiento de Derecho internacio- 
nal, cualquier planteamiento de tratados o de convenios 
que tengan que ver con esto. 
Yo sé -y usted también lo sabe- que en su rectifica- 

ción no había ninguna duda de que en el espíritu del Tra- 
tado hubiera alguna posibilidad de extraditar en caso de 
ejecución de pena capital. Usted sabe que eso no es así; 
yo sé que en su ánimo realmente, como ha dicho al prin- 
cipio de su intervención, lo que hay es una intención sana 
de hacer más perfectible este Tratado y por eso, senor 
Chacón, agradeciéndole su trabajo, su intervención y sus 
buenas palabras, le pediría que, ya que ha dicho que no 
quiere devolver este Tratado, convenza a su Grupo Par- 
lamentario para que el voto sea favorable a algo que us- 
ted también ha señalado como necesario: la autorización 
de esta Cámara para que preste al Estado su definitivo 
consentimiento. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora García-Mo- 

Senor Chacón, tiene la palabra su señoría. 
reno. 

El senor CHACON NOVEL: Gracias, señor Presidente. 
Después de oír a la Diputada portavoz del Grupo Socia- 
lista, tengo que decir que, efectivamente, me ha entendi- 
do que yo soy partidario de que exista un tratado de ex- 
tradici6n, y mi Grupo también. Lo que quizá nos diferen- 
cia es que yo no he dicho que este Tratado de extradición, 
tal y como está redactado, sea el que nuestro Grupo acep- 
ta y aprueba. Creemos que puede servir el mismo Trata- 
do con las modificaciones que yo he señalado, aunque en 
algún punto usted me ha convencido y yo estaría pefec- 
tamente dispuesto a convencer a mi Grupo para que re- 
tirara alguna de las enmiendas y quedara tal y como está 
redactado el Tratado. En cambio, hay otros puntos que, 
de verdad, pueden hacer ineficaz o menos eficaz para 
nuestro Gobierno este mismo Tratado de extradición. Y 
son los que nos impiden dar nuestro voto favorable al mis- 
mo, pero no porque no nos guste. En su conjunto nos gus- 
ta y queremos que exista el Tratado, pero querríamos per- 
feccionarlo con estas enmiendas que hemos propuesto. Me 
parece que es una explicación lógica. 

Yo sé, señora Diputada, que usted tiene, a mi juicio, 
que defender la postura del Gobierno y pasarse un poqui- 
to por alto estas redacciones defectuosas que yo he seña- 
lado. Pero si no es un gran trastorno, que no creo que lo 
fuera porque estamos sin Tratado de extradici6n desde 
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hace bastantes anos, serían suficientes estas enmiendas 
para que el Gobierno recibiera de vez en cuando esta pe- 
queña lección de que hay que analizar mejor, que hay que 
tener un lenguaje más depurado, que hay que tener en 
cuenta matices dentro de la terminología jurídica que 
pueden hacer cambiar el sentido de las palabras o de-las 
frases y no pasaría nada. Habríamos hecho entre todos 
un servicio al Gobierno y a la sociedad; habríamos hecho 
más eficaz el Tratado de extradición con la Gran Bretaña. 

Nada más que esto. Yo  le agradezco mucho las pala- 
bras que me ha dirigido, se las devuelvo y estoy a la re- 
cíproca. Sé también cuál es la seriedad de su trabajo, pero 
hay una pequeña diferencia de matiz con la que no esta- 
mos de acuerdo y mantenemos nuestra postura sintién- 
dolo mucho. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Chacón. 
Tiene la palabra la señora García-Moreno. 

La señora GARCIA-MORENO TEIXEIRA: Señor Cha- 
cón, tengo que volver a los planteamientos que he hecho 
en la tribuna. Si no se tratara de un Tratado internacio- 
nal, nosotros podríamos aceptar alguna de sus enmien- 
das sabiendo que el espíritu de ustedes y el nuestro sobre 
el contenido del Tratado están en el fondo de acuerdo. 
Pero ¿qué ocurre? Que estamos sometidos a un procedi- 
miento parlamentario -de ahí mi primera indicación- 
y,  sobre ese procedimiento parlamentario, el artículo 156 
del Reglamento dice que solamente se podrá trabajar so- 
bre los convenios o tratados para pedir en enmiendas el 
aplazamiento o denegación de la autorización o aquellas 
enmiendas que hagan referencia a las reservas previstas 
o no previstas. Este no es el caso de sus enmiendas, señor 
Chacón. 

Por otro lado, creo que usted sabe, y si no se lo recuer- 
do a usted y también a la Cámara, que una vez que se fir- 
man los acuerdos y tratados internacionales, el texto es 
firme y únicamente en una nueva negociación o renego- 
ciación, esos matices, esas palabras o esos argumentos de 
fondo pueden modificarse, pero en otros casos que no sean 
este que nos ocupa. 

Por tanto, sefior Chacón, estando de acuerdo en el fon- 
do de los argumentos que usted plantea y, a pesar de su 
buena voluntad, ni por el Reglamento del Congreso en su 
aplicación estricta y correcta, ni en aplicación del Conve- 
nio de Viena del Derecho de Tratados, en su artículo 10, 
podemos hacer hoy aquí esas modificaciones perfectibles 
que usted nos pide. 

El seíior PRESIDENTE: Muchas gracias, señora Gar- 
cía-Moreno. i Algún Grupo quiere fijar posiciones sobre 
este tema? (Pausa.) 

Vamos a proceder a las votaciones. Puesto que se trata 
del trámite de lectura única, les indico a SS. SS. que vo- 
tar sí es votar a favor de la concesión de la autorización 
y votar no es votar a favor de la enmienda de devolución 
del Grupo Parlamentario Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos. 177; a favor, 147; en contra, 25; abstenciones, 
cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda concedida la autoriza- 
ción solicitada para prestar el consentimiento para obli- 
garse por parte del Estado en este Tratado de extradición 
entre el Gobierno del Reino de España y el Gobierno del 
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, y al 
mismo tiempo, correlativamente, rechazada la enmienda 
de devoluci6n del Grupo Parlamentario Popular, 

DEBATE SOBRE INICIATIVAS LEGISLATIVAS EN LEC- 
TURA UNICA: 

- PROYECTO DE LEY DE BASES DE DELEGACION 
AL GOBIERNO PARA LA APLICACION DEL DERE- 
CHO DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. PROCE- 
DIMIENTO DE URGENCIA 

El señor PRESIDENTE: Vamos a entrar ya en el punto 
111, 6, proyecto de ley de bases de delegación al Gobierno 
para la aplicación del Derecho de las Comunidades Eu- 
ropeas. 

Tiene la palabra el señor Ministro de Asuntos Ex- 
teriores. 

El señor MINISTRO DE ASUNTOS EXTERIORES 
(Fernández Ordóñez): Señor Presidente, señoras y señores 
Diputados, un día antes del 6 de diciembre es un honor 
para mí presentar un proyecto de ley que significa la pri- 
mera muestra de transformación que la adhesión a la Co- 
munidad va a introducir a partir del próximo l .O de ene- 
ro en el ordenamiento jurídico español. 

La adhesión de España a las Comunidades Europeas ha 
significado transferir al orden jurídico comunitario las 
competencias derivadas de los Tratados de París y de 
Roma, del propio Tratado de'Adhesión, y del amplio aba- 
nico de normas que estarán en vigor a partir de 1 .Y de ene- 
ro. Como consecuencia de estas transferencias de compe- 
tencias, la regulación de la vida económica y social espa- 
ñola va a quedar imbricada con el Derecho de las Comu- 
nidades Europeas. 

Es éste un ordenamiento, el Derecho europeo, que exi- 
ge, que reclama para sí la primacía sobre la legislación 
interna en distintos grados y la aplicabilidad directa. Exi- 
ge, he dicho, dos cosas. En primer lugar, la primacía so- 
bre el orden jurídico interno, es decir, el conjunto de nor- 
mas comunitarias de todo tipo, directamente aplicables 
o no, se sobreponen al conjunto de todas las normas na- 
cionales administrativas, jurídicas ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Silencio, por favor. Señora 
Batllebó, por favor, silencio. Continúe señor Ministro. 

El sefior MINISTRO DE ASUNTOS EXTERIORES 
(Fernández Ordoñez): Esto sucede incluso a nivel consti- 
tucional, sin que puedan invocarse principios jurídicos 



CONGRESO 
- 11650 - 

S DE DICIEMBRE DE 1985.-NÚM. 258 

tan conocidos como el de que la ley posterior anula la 
anterior. 

Esta primacía del orden jurídico comunitario va a sig- 
nificar la modificación de los procedimientos legislativos 
clásicos de España. Se sobreponen al bloque jurídico es- 
pañol más de seis mil disposiciones que regulan los as- 
pectos más importantes y diversos de la actividad econó- 
mica y social, y que van a aplicarse con total autonomía 
respecto al Derecho nacional presente o futuro. Este es el 
principio de primacía. 

El segundo principio es el efecto directo; lo que llama 
el Derecho anglosajón la autosuficiencia del Derecho co- 
munitario. Esto quiere decir que una parte sustancial de 
todas estas normas comunitarias (más de cuatro mil re- 
glamentos, los Tratados, etcétera), van a ser directamen- 
te aplicables a Espaíia, excluida su recepción o introduc- 
ción en el ordenamiento jurídico. Es decir, no hay ningu- 
na medida nacional de reproducción o de ejecución que 
pueda condicionar o modificar su plena vigencia (como 
consecuencia, la legislación comunitaria entra en vigor 
por la mera publicación en el *Diario Oficial de'las Co- 
munidades Europeas* y no puede publicarse por las au- 
toridades nacionales. Tampoco corresponde a éstas, sal- 
vo casos excepcionales, proclamar la vigencia o deroga- 
ción de disposiciones de Derecho interno en función de la 
aplicación del Derecho de la Comunidad. 

Pero la razón de ser de este proyecto de ley que hoy de- 
batimos, que es un proyecto de ley puramente instmmen- 
tal, está en el otro bloque normativo de la Comunidad. Es 
decir, se trata de aquellas disposiciones, de aquellos Tra- 
tados y otras normas comunitarias que requieren la pu- 
blicación de normas internas. Este bloque contempla más 
de mil directivas y un número de decisiones, de recomen- 
daciones y determinados actos atípicos. Es el Derecho 
que, aunque sea autosuficiente, no es autoejecutivo. 

De acuerdo con el Acta de Adhesión, todas estas nor- 
mas deberían entrar en vigor a partir de la fecha del pri- 
mero de enero, y otras a partir de la fecha de primero de 
marzo. A diferencia de la legislación comunitaria, de la 
que he hablado antes, que es directamente aplicable, esta 
legislación, que es indirecta, no producirá la inaplicabili- 
dad por sí misma del Derecho español; es decir, que crea 
la necesidad de dictar una serie de normas. Este proble- 
ma se plantea respecto a las 35 leyes que están relaciona- 
das en el Anexo 1 al proyecto de ley que presentamos y 
que afectan a los distintos aspectos del ordenamiento ju- 
rídico espafiol. Esto se une a la dificultad de la escasez de 
plazo disponible y a la importancia del esfuerzo legisla- 
tivo a realizar. 
No es posible completar la aplicación del Derecho co- 

munitario mediante proyectos de ley a tiempo para cum- 
plir todas estas obligaciones. Y para hacer posible ese ob- 
jetivo, el proyecto de ley de delegaci6n gl Gobierno -no 
un decreto-ley, sino un proyecto de ley- se ha orientado 
según los antecedentes de las otras adhesiones a las Co- 
munidades Europeas. Las ampliaciones anteriores, en 
1972 y en 1980, plantearon problemas parecidos a los paí- 
ses adherentes. Lo que pasa es que estos problemas eran 
mucho más reducidos, porque el Derecho comunitario en- 

tonces era una cuarta parte del Derecho que tenemos aho- 
ra, y después de la cumbre de Luxemburgo probablemen- 
te va a crecer de una forma extraordinaria. 
Por consiguiente, la velocidad de la legislación comu- 

nitaria empieza a ser superior a la velocidad del creci- 
miento de la legislación europea. Asf, el Reino Unido, Ir- 
landa, Dinamarca y Grecia han aplicado leyes que dele- 
gaban exactamente igual que la que en este caso habla- 
mos. La ley inglesa, por ejemplo, cubre a favor del Go- 
biemo por plazo indefinido y, además, por todas las ma- 
terias. La delegacibn es muy amplia también en el caso 
irlandés; mucho más general en la ley griega, y Únicamen- 
te Dinamarca - q u e ,  por otra parte, tiene problemas cons- 
titucionales muy serios en este momento en el Mercado 
Común, que son los que le han hecho no votar en la cum- 
bre de Luxemburgo última, como han podido leer en los 
periódicos- es la que tiene una deltgación más limitada. 
Es un problema constitucional propio de Derecho danés. 

El proyecto de ley que hoy debatimos lo hemos conce- 
bido en la forma más restrictiva posible, En primer lu- 
gar, se dejan al margen de la legislación las materias re- 
lativas a sociedades y a la legislación básica tributaria. 
El Gobiernoha entendido que en estos casos la importan- 
cia de la operación aconsejaba no hacer uso del articulo 
82 de la Constitución. En segundo lugar, en el Impuesto 
sobre el Valor Añadido, que se presentó en su dfa, tam- 
bién se hace uso de esta posibilidad de delegación. En ter- 
cer lugar, en los supuestos de modificación de una dispo- 
sición legal existente en que era posible delimitar los tex- 
tos afectados, la delegación se ha ceñido a una lista con- 
creta, conciliando estas dificultades con las evidentes di- 
ficultades planteadas en el artículo 82 de la Constitución. 
Y, por último, esta autorización se limita a un plazo de 
seis meses, es decir, menos de tres meses a partir del pri- 
mero de marzo de 1986, que es la fecha Ifmite. En otras 
palabras, este proyecto corresponde a un mínimo absolu- 
to imprescindible para poder cumplir lo dispuesto en el 
Tratado en los plazos disponibles. En el caso de España 
se ajusta a las necesidades específicas de la ejecución del 
Derecho comunitario. 

Queda el problema del control del ajuste de las normas 
de aplicación a las directivas y otras disposiciones indi- 
rectas que ya no se producen, por lo general, en el diálo- 
go entre los Parlamentos y los Gobiernos, sino que están 
encomendados a las instituciones comunitarias y a los tri- 
bunales nacionales. 
En definitiva, como saben muy bien SS. SS., a partir 

de la adhesih, cualquier persona física o jurídica estará 
habilitada en España para invocar ante el juez la existen- 
cia de una directiva comunitaria e incluso pedir su apli- 
caci6n directa cuando el Estado haya infringido su obli- 
gaci6n de ejecutarla. 

Ast pues, en la ejecución de toda esta normativa indi- 
recta hay un doble desplazamiento de las competencias 
del legislativo. Por una parte, la aprobaci6n de las nor- 
mas internas de aplicación se asemeja más a la autoriza- 
ci6n que a los proyectos de ley, en cuanto a su debate y ,  
por otro lado, son las instituciones comunitarias y los tri- 
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bunales nacionales quienes controlan la adecuación de las 
normas internas a las disposiciones comunitarias. 

Son estas razones, y no sólo los motivos de urgencia, 
las que explican la generalización de las leyes de delega- 
ción al Gobierno y también justifican el uso frecuente de 
la delegación cuando los Estados miembros que ya están 
integrados en la Comunidad tienen que ejecutar normas 
comunitarias con disposiciones de rango de ley. 

Querrfa referirme, serlorías, a dos temas que exceden 
del marco del proyecto de ley, pero que están en la preo- 
cupación general. Estos dos temas son: la articulación de 
esta presencia española con la organización territorial es- 
pecial del Estado en España y, en segundo lugar, al se- 
guimiento de la actuación del Gobierno a nivel comuni- 
tario por parte de las Cortes Generales, tema al que se ha- 
bía referido el Diputado señor Herrero Rodríguez de Mi- 
ñón en algunas intervenciones. 

El primero de estos dos temas está siendo objeto de con- 
sideración por el Gobierno (tema territorial que excede a 
esta ley en muchos de los aspectos), en el marco de los 
tres principios generales siguientes. En primer lugar, la 
responsabilidad del Estado español por el cumplimiento 
de las obligaciones comunitarias es independiente de la 
distribución interna de competencias del Estado y de las 
Comunidades Autónomas. 

En segundo lugar, la incorporación a la Comunidad no 
supondrá una alteración de los principios establecidos 
por el bloque de constitucionalidad en materia de orga- 
nización territorial del Estado, que es un tema del que tu- 
vimos ocasión de hablar alguna vez en esta Cámara. 

Por último, la integración sí afectará a las competen- 
cias del Estado y de las Comunidades Autónomas, porque 
supone cesión de competencias a las Comunidades Euro- 
peas y la aceptación de la primacía del Derecho comuni- 
tario, eso 10 repito una vez más. 

En función de estos principios, la fórmula de la delega- 
ción se ha restringido exclusivamente al ámbito de com- 
petencias del Estado, a pesar de que no era necesario de- 
cirlo, pero así se ha dicho. 

En lo que se refiere al seguimiento por las Cortes Ge- 
nerales de la actuación comunitaria del Ejecutivo, el Go- 
bierno ha emprendido en los últimos meses una reflexión 
detallada, paralelamente a la elaboración de este proyec- 
to. Esta reflexión está dirigida a encontrar una fórmula 
que permita una adecuada participación del Legislativo 
sobre los temas en discusión en el ámbito comunitario, 
manteniendo una imprescindible flexibilidad en la direc- 
ción de este elemento fundamental para la política exte- 
rior. Es un problema que excede, en gran medida, del ám- 
bito del proyecto de ley, porque su plazo de urgencia está 
limitado al tiempo y corresponde a un concepto restricti- 
vo de la delegación. 

En cuanto al sistema de seguimiento, el Gobierno con- 
sidera que se trata de un tema de Estado,’y en el espfritu 
propio de la fecha que maiiana celebramos asf hay que en- 
tenderlo, es en este sentido un dfa significativo. El Go- 
bierno está dispuesto a examinar en forma abierta las su- 
gerencias y soluciones de fondo que presenten los Grupos 
Parlamentarias para su eventual inclusión en el texto ac- 

tual. Esta parece -y así he tenido ocasión de debatirlo al- 
guna vez con el seíior H e r r e r e  una cuestión razonable, 
que debe ser examlnada a la luz de estos principios. 

Señores Diputados, hay materias como ésta que exce- 
den de cualquier planteamiento partidista. Hay materias 
que afectan, como ésta, no por lo que significa esta ley, 
sino por lo que está detrás de ella, a los supremos intere- 
ses de Espana; es la aventura europea. Quiero agradecer 
aquí anticipadamente la ayuda de S S . S S .  y también 
anuncio la intención del Gobierno de mantener una acti- 
tud que nos permita caminar juntos. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi- 
nistro. 

De acuerdo con la ordenación del debate, establecida 
por la Presidencia de acuerdo con la Junta de Portavoces, 
cada Grupo Parlamentario podrá hacer una intervención 
global donde manifieste su posición sobre las enmiendas 
que se mantengan y sobre todos los temas que, en rela- 
ción con este proyecto de ley, quieran plantear. 

Vamos a realizar el orden de intervenciones de acuer- 
do con la presentación de las enmiendas, a excepción del 
Grupo Socialista, que intervendrá el último. Correspon- 
de, en primer lugar, el uso de la palabra al Grupo Parla- 
mentario Vasco (PNV). 

El señor Gangoiti tiene la palabra. (Pausa.) Perdón, se- 
ñor Gangoiti. Tengo que darle la palabra al señor Pérez 
Royo, que tiene una enmienda a la totalidad. Le ruego 
que me disculpe, señor Gangoiti. 

El señor Pérez Royo tiene la palabra. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, señoras Di- 
putadas, señores Diputados, voy a defender brevemente 
la enmienda a la totalidad que los Diputados comunistas 
mantenemos con relaciónn al presente proyecto de ley de 
bases de delegación al Gobierno para la aplicación del De- 
recho de las Comunidades Europeas, del Derecho comu- 
nitario. al cual necesita adaptarse, como ha explicado el 
señor Ministro, una parte importante y significativa de 
nuestra legislación. 

En primer lugar, quiero recordar que nosotros, los co- 
munistas, hemos aceptado con entusiasmo, sin ningún 
tipo de reservas, la adhesión de España a las Comunida- 
des Europeas. En definitiva, la adhesión de España a la 
construcción de una Europa unida políticamente, tarea 
en la cual nos encontramos y a la cual entendemos que 
colabora nuestra adhesión. Hemos aceptado sin reservas, 
de manera que no se puede entender nuestra posición ac- 
tual como una reticencia o como un obstáculo a esta in- 
tegración. Sencillamente entendemos -y ésta es la base 
fundamental de nuestra argumentación y de nuestra en- 
mienda- que el Gobierno ha procedido con imprevisidn 
en esta materia, que el Gobierno ha dejado pasar el tiem- 
po y ahora, prácticamente con el pie en el estribo de las 
Comunidades Europeas, en la víspera de la fecha de ad- 
hes ih ,  nos presenta un proyecto de ley de delegación que 
tenemos que calificar dolorosamente como una especie de 
chapuza que no respeta, a nuestro entender, los criterios 



- 11652 - 
CONGRESO 5 DE DICIEMBRE DE 1985.-NÚM. 258 

constitucionales con relación al uso de un instrumento ex- 
cepcional como es la delegación legislativa y que lesiona 
significativamente los derechos y 6rivilegios de esta Cá- 
mara, del Parlamento, así como también deja en la incer- 
tidumbre algunos elementos esenciales dentro del proce- 
so de integración, en el proceso de adaptación del Dere- 
cho español al Derecho comunitario, como es el relativo 
a la influencia sobre las competencias de las Comunida- 
des Autónomas. 

Entendemos que el presente proyecto de ley de bases in- 
cumple lo dispuesto en el artículo 82.2 de la Constitución 
que, al regular la delegación legislativa, establece, como 
saben ustedes, que es necesario delimitar con precisión el 
objetivo y el alcance de la delegación legislativa y los 
principios y criterios que han de seguirse en su ejercicio. 
Entendemos que en este proyecto de ley no se mantiene 
ese rigor, no se precisan rigurosamente el objeto y el al- 
cance de la delegación legislativa, sino que sólo se contie- 
ne una referencia general e imprecisa a las directivas y de- 
más normas de Derecho comunitario cuya aplicación exi- 
ja la promulgaci6n de normas internas con rango de ley. 

En segundo lugar, se opera mediante la remisión a una 
lista, el anejo segundo, que contiene materias de orden, 
de naturaleza muy diversa. 

Por último, no se acompaña, como hubiera sido obliga- 
do, el texto en castellano de las directivas indicadas en la 
lista de dicho anejo segundo, todo lo cual conduce jurídi- 
camente a una remisión al vacío que políticamente entra- 
ña una especie de cheque en blanco al Gobierno, es una 
delegación prácticamente en blanco, que le deja en ente- 
ra libertad con el solo vínculo de dar cuenta de los decre- 
tos legislativos adoptados. 

Según el artículo 82.3 de nuestra Constitución, la dele- 
gación legislativa sólo puede otorgarse por las Cortes para 
materia concreta y, sin embargo, basta leer los artículos 
1.0 y 2: del proyecto, así como la lista de disposiciones 
con rango de ley del anejo uno, para comprobar que no 
se trata de una determinada o concreta materia, sino de 
un conjunto muy amplio y heterogéneo de materias que 
habrá de ser afectado por el Derecho comunitario. Y al 
no precisarse, como era obligado e igualmente imperati- 
vo constitucional, el alcance de la modificación legislati- 
va de esas treinta y cinco disposiciones, que se refieren, 
como he dicho, a materias muy diversas, se compromete 
gravemente la función legislativa de las Cortes, que se 
desplaza al Gobierno en este amplio conjunto de mate- 
rias y sin sometimiento a los vínculos estrictos que impo- 
ne el ordenamiento constitucional. 

El artículo 1: del proyecto expresa que la delegación 
al Gobierno sólo ha de operar en el ámbito de las compe- 
tencias del Estado. De este modo se silencia, lo que en- 
tendemos que es un grave riesgo para la seguridad jurí- 
dica, la cuestión de cuál ha de ser el cauce que se seguirá 
respecto a aquellas materias que pertenecen al ámbito de 
las competencias de las Comunidades Autónomas, según 
la Constitución y los respectivos Estatutos de Autonomía. 

Como recordarán, señorías, este tema se emparenta con 
una de las objeciones o de las observaciones que con oca- 
sión del debate en esta Cámara sobre la ratificación de la 

tegtación presentamos los comunistas y otros Grupos r arlamentarios. Me refiero a la nebulosa, a la incertidum- 
bre, a nuestro juicio intencional, que se proyectaba sobre 
el problema de la influencia de la adhesión en relación 
con el derecho y las competencias de las Comunidades Au- 
tónomas. Pues bien, precisamente este proyecto de ley vie- 
ne a confirmar esa tendencia a mantener en la incerti- 
dumbre y en la inseguridad un elemento en la modifica- 
ción de nuestro ordenamiento tan importante y de tanta 
relevancia como éste. 

En lo que respecta al control de la delegación legisla- 
tiva, el artículo 4 del proyecto se limita, sencillamente, a 
decir que se dará cuenta a las Cortes de los decretos le- 
gislativos aodptados por el Gobierno, pero sin conceder 
una ulterior competencia o voto de ratificación, por ejem- 
plo, como se ha hecho en otras leyes de bases, a las Cor- 
tes una vez que lo conozcan, porque el Gobierno da cuen- 
ta del uso de la delegación legislativa. 

En relación con las previsiones del artículo 82.6 de la 
Constitución, que establece la posibilidad de formas adi- 
cionales de control, aparte de las estrictamente jurisdic- 
cionales, consideramos que esta solución es, a todas lu- 
ces, insuficiente, máxime en atención al hecho, según se 
ha dicho antes, de que no se trata de una delegación para 
una materia concreta, sino para un conjunto muy amplio, 
y teniendo en cuenta el precedente de la instrumentación 
de controles legislativos por parte del propio Congreso de 
los Diputados y del Senado, del cual se ha hecho uso en 
anteriores delegaciones. 

Por último, el proyecto, dado su contenido y el momen- 
to en que se presenta, evidencia que el Gobierno, en lu- 
gar de haber presentado un proyecto de ley que regulase 
de forma completa el proceso de incorporación al orde- 
namiento español del Derecho comunitario, utiliza una 
técnica que deberíamos calificar de simiple parche0 para 
hacer frente a una situación coyuntural, lo cual constitu- 
ye, a nuestro juicio, un grave precedente de cara al futu- 
ro, puesto que es de temer que por la improvisación del 
Gobierno vuelvan a solicitarse a las Cortes nuevas dele- 
gaciones legislativas, lo que haría, en definitiva, que es- 
tas Cortes quedasen marginadas completamente en lo que 
respecta a la incidencia del Derecho comunitario en nues- 
tro ordenamiento, y huerfanas del control real sobre la ac- 
ción del Gobierno en este importante tema. 

Por todo ello, nos hemos encontrado en la necesidad de 
formular la presente enmienda a la totalidad solicitando 
la devolución del proyecto al Gobierno para que éste haga 
las cosas como entendemos que tienen que ser hechas. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pérez Royo. 
Tiene la palabra, ahora sí se la doy, el senor Gangoiti. 

¿SI, señor Bandrés? 
(El senor Bandrés pide la palabra.) 

El señor BANDRES MOLET: Seíior Presidente, aparte 
del señor Pérez Royo, yo tambien tengo una enmienda a 
la totalidad, además de al articulado. 



CONGRESO 
- 11653 - 

5 DE DICIEMBRE DE 1985.-NÚM. 258 

El señor PRESIDENTE: Tiene razón S .  S .  y le doy la pa- 
labra también para su defensa. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, sedoras 
y señores Diputados, que conste que ni la Presidencia ni 
yo -y supongo que me hago intérprete- tenemos inte- 
rés en retrasar la intervención -interesante, sin duda- 
del sedor Gangoiti. 

Estamos, señores Diputados, ante un proyecto de ley 
respecto al que quiero anticipar, desde el primer momen- 
to, que su necesidad y oportunidad nos parecen indubi- 
tables. Sin embargo, el texto de este proyecto tiene para 
Euskadiko Ezkerra reparos que nos obligan a presentar 
esta enmienda a la totalidad, bien entendido que ello no 
siinifica que no queramos que se haga una ley como ésta, 
sino que queremos que se haga mejor, que respete la Cons- 
titución y los Estatutos de las Comunidades Autónomas. 
No quisiera que se pudiera deducir de las palabras del se- 
ñor Ministro de Asuntos Exteriores que cualquier oposi- 
ción a este proyecto es algo así como traicionar nuestra 
vocación europea, jnada más lejos de la intención de mi 
propia intervención! Lo que quiero decir es que nuestra 
integración en Europa no supone una derogación parcial 
de la Constitución, no supone una derogación parcial ni 
total de los Estatutos de Autonomía que, como se sabe, 
son leyes orgánicas plebiscitadas. 

Se trata, como saben los señores Diputados, de un pro- 
yecto de ley que faculta al Gobierno para dictar decretos 
legislativos, es decir, normas con rango de ley, evidente- 
mente no leyes orgánicas por el juego de los artículos 8 I 
y 82 de la Constitución, pero sí leyes no orgánicas elabo- 
radas por el Gobierno y dictadas en virtud de esta facul- 
tad legislativa que hoy le otorgaría la Cámara. Es decir, 
va a significar la producción de una avalancha de normas 
que van a estar en vigor en un período de tiempo muy bre- 
ve, el propio proyecto de ley señala un plazo de seis meses. 

En principio, esta delegación va a afectar a una serie 
de ámbitos materiales que aparecen determinados en el 
anexo, lo que no significa, evidentemente, que el Cobier- 
no no pueda presentarnos de aquí a fin de año sucesivos 
proyectos de ley similares al presente que vayan amplian- 
do la materia a otras que hoy no figuraban en el anexo 
actual. 

Nosotros reconocemos que el proyecto de ley en sí no 
tiene por qué afectar a las competencias autonómicas. El 
propio proyecto, en su artículo 1 .", tiene buen cuidado en 
decir que se delega en el Gobierno la potestad de dictar 
normas dentro del ámbito de las competencias del Esta- 
do. Así pues, en una interpretación teórica o ideal, el Es- 
tado modificaría su legislación por este procedimiento de 
delegación en el ámbito de su competencia sin inmiscuir- 
se para nada en el ámbito de las competencias de las Co- 
munidades Aut6nomas y, paralelamente, las Comunida- 
des Autónomas tendrían que legislar también para adap- 
tar su propia legislación -la que tienen derecho a elabo- 
rar- al Derecho comunitario. Esa sería la teoría, una in- 
terpretación ideal de este proyecto de ley, pero nosotros 
creemos que el problema se va a plantear posteriormen- 
te, es decir, en función del desarrollo concreto que el Go- 

bierno central o del Estado vaya a hacer de esta delega- 
ción y de la contradicción que pueda producirse con la ca- 
pacidad constitucional que tienen las Comunidades Autó- 
nomas para dar alternativas legislativas, distintas en 
cada una de ellas, a las respectivas materias de su 
competencia. 

Hasta ahora, como es natural, cabía una norma estatal 
y la coexistencia de unas regulaciones diferentes en las au- 
tonomías en una determinada materia. En la actualidad 
parece que se puede considerar que todas las normas es- 
tatales de desarrollo comunitario se van a concebir como 
normas de bases en función del artículo 2: del proyecto 
de ley. En este sentido,nosotros tememos que se vayan a 
disminuir, por una vía indirecta, las competencias auto- 
nómicas. Estaríamos ante una vía indirecta de recorte de 
las competencias legislativas de las Comunidades Autó- 
nomas reconocidas en la Constitución y en los propios Es- 
tatutos de Autonomía. 

Nuestros reparos -y ya resum+ son dos. En primer 
lugar nos parece coincidiendo con mi compañero de Gru- 
po, señor Pérez Royo, que es insuficiente señalar genéri- 
camente que tendrá la consideración de bases los princi- 
pios y criterios de las directivas y demás normas de De- 
recho comunitario a aplicar, porque esto parece una con- 
travención o una infracción del artículo 82.4 de la Cons- 
titución. Justamente las leyes de bases, en virtud de ese 
precepto constitucional, delimitarán con precisión el ob- 
jeto y el alcance de la delegación legislativa y los princi- 
pios y criterios que han de seguirse en su ejercicio, y nada 
de esto aparece en el proyecto de ley que se somete hoy 
a la consideración de sus señorías. 

En segundo lugar, es preciso recordar que las Comuni- 
dades Autónomas tienen competencias exclusivas en al- 
gunas materias que se verán afectadas por el Derecho co- 
munitario. En tal ámbito son - in s i s t e  las Comunida- 
des Autónomas quienes están legitimadas para proceder 
a adecuar sus normas a las fijadas en el Derecho comuni- 
tario, y no el Estado a través de una ley de bases, que in- 
directamente -insiste- está recordando facultades au- 
tonómicas. Por eso nosotros mantenemos esta enmienda 
que en realidad resume genéricamente las enmiendas al 
articulado que vienen después, porque sería aplicar estos 
mismos criterios que he expresado aquí de modo general 
a cada uno de los artículos, a los pocos artículos que tie- 
ne la ley. 

Nosotros -insistw postulamos la devolución del pro- 
yecto al Gobierno, no porque creamos que no deba haber 
una ley como ésta - q u e  debe haberla-, sino porque que- 
remos una ley mejor y que sea respetuosa con el artículo 
82.4 de la Constitución y con todos y cada uno de aque- 
llos Estatutos que otorgan facultades exclusivas en deter- 
minadas materias competenciales a las Comunidades Au- 
t6nomas. Esta es la única razón que ha motivado la pre- 
sentaci6n de esta enmienda de totalidad, cuyo voto favo- 
rable solicitamos de los señores Diputados. 

El seilor PRESIDENTE: Gracias, señor Bandrés. 
Tiene la palabra el señor Gangoiti. 
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El señor GANGOITI LLAGUNO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Voy a defender brevemente las enmiendas presentadas 
por nuestro Grupo, enmiendas cuyo espíritu ya expresa- 
mos cuando tuvo lugar el debate de adhesión a las Comu- 
nidades Europeas, en base a las enmiendas que presenta- 
ron al respecto los Grupos Parlamentarios. 

Todos coincidimos en que la adhesión a las Comunida- 
des Europeas va a traer consigo una adaptación de la le- 
gislaci6n española al acervo comunitario. En este senti- 
do, teniendo en cuenta que la Comunidad legisla a través 
de reglamentos y a través de directivas y conociendo el de- 
sarrollo de las mismas, es conveniente y necesario que se 
traiga aquf un proyecto de este tipo. Ahora bien, todos sa- 
bemos que en el ordenamiento jurídico del Estado espa- 
ñol coexisten, por un lado, un ordenamiento jurfdico co- 
mún y, por otro, un ordenamiento jurídico de las Comu- 
nidades Autónomas. En este sentido las enmiendas de 
nuestro Grupo podrían resumirse en tres aspectos. En pri- 
mer lugar, la conveniencia de que exista en el proyecto 
un reconocimiento político del Estatuto de Autonomía de 
Guernica. En segundo lugar, que es necesario -a nuestro 
modo de ver no está perfectamente delimitado en el pro- 
yecto- delimitar las competencias del Estado y de las Co- 
munidades Aut6nomas. En tercer lugar, el reconocimien- 
to de las competencias de los Estatutos de Autonomfa. 

Nosotros estamos de acuerdo en que las directivas co- 
munitarias deberán ser desarrolladas por los órganos 
competentes; ahora bien -y este es el mayor motivo de 
desacuerdo con el proyecto que ha presentado el Gobier- 
nc+, desde nuestro punto de vista, hay que especificar 
claramente que en todo aquello que sea competencia de 
las Comunidades Autónomas, el desarrollo legislativo 
para conseguir los objetivos marcados en las directivas 
corresponde a las Comunidades Aut6nomas respectivas. 
En este sentido, vuelvo a incidir en lo que he dicho res- 
pecto a que nos parece que en el proyecto del Gobierno 
no está perfectamente delimitada esa distinción entre las 
competencias del Gobierno del Estado y las competencias 
de los Gobiernos autonómicos. Esta es la razón de que no- 
sotros presentemos esta serie de enmiendas. 

Por otro lado, quiero decir también a este respecto que 
el propio Gobierno vasco, en cuanto a todo aquello que 
en estos momentos está legislado y es competencia de la 
Comunidad Autónoma vasca, ha aprobado en su último 
Consejo de Gobierno, y un poco en base al espfritu y a la 
filosofía del proyecto del Gobierno, un proyecto similar 
para enviarlo al Parlamento vasco con el objeto de garan- 
tizar el desarrollo de las directivas comunitarias en aque- 
llo que es ámbito de competencia. Lo que quiero decir con 
esto es que, por nuestra parte, en ningún momento se 
quiere crear un problema al Estado, que es el que respon- 
de ante las Comunidades Europeas del incumplimiento 
del Derecho comunitario. 

Quiero terminar diciendo que esperamos que este pro- 
yecto del Gobierno sea un proyecto hecho realmente como 
todos creemos: con la intención de adaptar la legislación 
comunitaria a la realidad de nuestro pafs y que en nin- 

gún momento sirva para merma las competencias que 
hoy dfa tienen las Comunidades Autónomas. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gangoiti. 
Por el Grupo Parlamentario Minorfa Catalana, tiene la 

palabra el señor. Molins. 

El seíior MOLINS 1 AMAT: Señor Presidente, señorías, 
este proyecto de ley de bases de delegación al Gobierno 
para la aplicación del Derecho de las Comunidades Euro- 
peas viene a intentar reglar un tema que ya ha sido ob- 
jeto de .largo debate en esta Cámara y que ha suscitado 
polémica entre los diversos grupos de la misma, porque 
intenta hacer frente a un problema que todos sabemos 
que existe, que todos reconocemos que existe, pero cuya 
solución acepta muy diferentes vías de arreglo. 

En primer lugar, refiriéndome a la intervención que el 
señor Ministro ha realizado para la presentación del pro- 
yecto, he de señalarle que a nuestro entender el primer de- 
fecto que tiene este proyecto de ley es la fecha en que en- 
tra en esta Cámara, por cuanto consideramos que el he- 
cho de que mañana conmemoremos el aniversario de la 
Constitución no es motivo suficiente como para incluso 
haber retrasado la entrada de este proyecto de ley. Ya se 
que el señor Ministro no lo ha dicho en ese sentido, pero 
en ningún caso podrá estar realizada la adecuación de 
nuestra legislación al Derecho comunitario el 1 de enero 
de 1986. 

El segundo defecto que encontramos es que, teniendo 
en cuenta la fecha en la que se cerró de hecho la negocia- 
ción de nuestra adhesión a la Comunidad Económica, no 
hay razón para justificar que este proyecto de ley haya en- 
trado en esta Cámara cinco meses más tarde. En cual- 
quier caso sepa, señor Ministro, que nuestro Grupo Par- 
lamentario está dispuesto a caminar juntos tal y como 
ofrecía en su intervenci6n. 

El proyecto de ley de bases que el Gobierno envía a la 
Cámara utiliza un mecanismo extraordinario previsto en 
nuestra Constitución y contenido en su artículo 82, sabio 
e inteligente artículo a nuestro entender, que parte de una 
democrática desconfianza respecto a su utilización que, 
por supuesto, no debe ofender a nadie. De ahí las múlti- 
ples precauciones que en dicho artfculo se contienen, ya 
que cuatro de sus seis números hacen referencia a las pre- 
cauciones que debe tener el legislador a la hora de utili- 
zar dicho artículo. Asf, el artículo 82.3 señala que habrá 
de otorgarse la delegaci6n legislativa al Gobierno de for- 
ma expresa para materia concreta y con fijación del pla- 
zo; el articulo 82.4 dice que las leyes de bases delimita- 
rhn con precisión el objeto y alcance de la delegación; en 
el artículo 82.5 se habla de que se hará para unas cosas 
y no para otras, y el número 6 se refiere o que las leyes 
de delegación podrán establecer en cada caso fórmulas 
adicionales de control. El propio constituyente, nuestra 
propia Constitución nos obliga a nosotros, al legislador 
ordinario a utilizar con precauciones esta delegación le- 
gislativa que se contiene en el artfculo 82 de nuestra Cons- 
tituci6n. Desde nuestro punto de vista, es esa misma des- 
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confianza democrática la que lleva a nuestro grupo a pre- 
sentar tres enmiendas a este proyecto de ley. No son, a 
nuestro entender, por tanto, enmiendas que deban ser 
contempladas como partidistas, sino enmiendas que in- 
tentan corregir una posible voracidad de manos libres por 
parte del Gobierno, probablemente de cualquier Gobier- 
no, respecto a su control, que es lo que ejerce esta Cámara. 

Ya es conocido, señor Presidente, señorías, y está en la 
opinión, el temor de la ciudadanía hacia las consecuen- 
cias negativas que para sus vidas concretas pueda tener 
la entrada de España en la Comunidad, repercusión en 
alza de precios, en incremento de competencias, en des- 
conocimiento de reglamentos comunitarios y en tratos de- 
siguales. Son muchos los esfuerzos que todos los que aquí 
estamos hemos hecho y deberemos seguir haciendo pro- 
bablemente para comunicar a la ciudadanía que, en cual- 
quier caso, los efectos positivos superarán a los negativos. 
Pero en este terreno, señor Presidente, debemos hacer algo 
más, debemos contribuir a deslindar rigurosamente cuá- 
les de esos hipotéticos efectos negativos son realmente de- 
bidos a la entrada en la Comunidad Europea y cuáles a 
medidas que, al socaire o con la excusa de nuestra adhe- 
sión, han sido tomadas por motivos ajenos a ella. 

Esa rigurosidad, señorías, es especialmente exigible a 
esta Cámara como responsable y depositaria que es de la 
soberanía popular, y es por esto por lo que debemos ser 
extremadamente prudentes, a nuestro juicio, con la utili- 
Lación del artículo 82 de la Constitución, método extraor- 
dinario, repito, que en esta oportunidad nos propone uti- 
lizar el Gobierno. 
Do5 son los ámbitos en los que intentan actuar nues- 

tras tres enmiendas. En primer lugar, en el contenido de 
esa delegación. Nuestra delegación en favor del Gobierno 
no puede ir, señorías, más alládel ámbito de nuestras pro- 
pias competencias, es decir, no puede referirse a compe- 
tencias sobre las cuales, por la Constitución y por los Es- 
tatutos de Autonomía, no tenemos derecho a legislar. Sa- 
ben SS. SS. que, en virtud de la Constitución, esta Cáma- 
ra sólo puede legislar en forma global, completa y total 
cuando lo hace con referencia a las materias contenidas 
en el artículo 149 de nuestra Constitución, en las que el 
Estado tiene -tendrá, por lo menos, hasta el 1 de enero 
de 1986, cuando entre en vigor el Derecho comuni ta r ie  
competencia exclusiva. Existen otras materias, las conte- 
nidas en el artículo 148, en las que esa competencia per- 
tenece a las Comunidades Autónomas y, por tanto, la ca- 
pacidad de legislar en todo o en parte sobre ellas perte- 
nece a sus respectivos Parlamentos. Por ello, señorías, esta 
Cámara sólo puede delegar en el Gobierno en la forma en 
que éste nos propone en el ámbito de las competencias 
del Estado a que se retiere el artículo 149 de la Constitu- 
ción y no en otro, a nuestro entender. Este es, por tanto, 
el contenido de nuestra primera enmienda, añadir al ar- 
tículo 1 .": oca que se refiere el artículo 149 de la Constitu- 
cibni~, que se complementa con la tercera de nuestras en- 
miendas, que pretende anadir igualmente la expresión: 
ade las Cortes general es^, cuando al final de ese mismo 
artículo 1 .Y el proyecto de ley de bases se refiere a la ley. 
Esta delegación no debe afectar a todas las materias que 

Exijan desarrollo por ley, como dice el artículo, sino úni- 
:amente a todas las materias que exijan desarrollo por 
ley de las Cortes Generales. Ya sabemos, señor Ministro, 
señor Presidente, señorías, que las normas comunitarias 
pueden afectar, y de hecho afectan y afectarán, a parte de 
la legislación de muchas Comunidades Autónomas, pero 
no es esta Cámara, ni en consecuencia este Gobierno, 
quien puede adecuar esa legislación, sino los Parlamen- 
tos de cada una de esas Comunidades Autónomas. 

El segundo de los ámbitos, señor Presidente, que inten- 
tamos modificar con nuestras enmiendas no afecta tanto 
al contenido de la delegación que se nos propone como a 
las formas de control de la misma a que hace referencia 
el propio artículo 82 de la Constitución en su apartado 6. 
Son múltiples las formas en que dicho control podría ser 
ejercido, muchas de ellas las hemos estudiado en pro- 
fundidad. 

Finalmente, consta en nuestras enmiendas un sistema 
de control que pretende un requisito previo para esa de- 
legación legislativa. Ese requisito previo sería el informe 
de la Comisión de Justicia e Interior del Congreso de los 
Diputados. A nuestro entender, señor Presidente, este in- 
forme previo dotaría de capacidad y control a esta Cáma- 
ra, que es quien en definitiva debe tenerlo, por cuanto es 
ella quien procede a delegaf. Por otra parte, ejercería ese 
control sin restar agilidad al procedimiento, en los térrni- 
nos en que el propio Gobierno solicita la delegación, seis 
meses de utilización. Añadiría ciertamente un control, y 
eso resulta siempre incómodo, particularmente a quien lo 
sufre, en este caso el Gobierno, pero lo haría a nuestro en- 
tender, sin menoscabar la imprenscindible agilidad, que 
no sólo el Gobierno, sino toda la Cámara debe pretender 
en este caso. Y ese control lo debe ejercer, y es lo que pro- 
ponemos en n,uestra enmienda, la Comisión de Justicia e 
interior, y no otra Comisión de la Cámara, porque en este 
caso no se tratará tanto de juzgar una norma concreta de 
la Comunidad, en cuyo caso hubiera sido procedente que 
entendiese de ello una Comisión distinta, sino porque se 
tratará simplemente de juzgar si un decreto legislativo 
que el Gobierno se proponga dictar, haciendo uso de la de- 
legación legislativa que hoy previsiblemente le otorgare- 
mos, se ajusta o no a los términos concretos contenidos 
en esa delegación. 

Para terminar, señor Presidente, por las razones ex- 
puestas, deseo solicitar a la Cámara su voto favorable a 
nuestras enmiendas y, si ello no fuera posible, el voto fa- 
vorable a otros mecanismos de control propuestos por 
otras minorías, o incluso a hipotéticas transaccionales 
que al respecto pueda ofrecer la mayoría. Porque, señor 
Presidente, debo decir que.de ser aprobado el proyecto en 
la forma en que el Gobierno lo ha remitido, nos parecerá 
que ¡a Cámara no está haciendo un uso riguroso de las 
atribuciones que le confiere el artículo 82 de la Constitu- 
ción, sino realizando un acto imperdonable de cesión de 
la soberanía que le pertenece, o incluso, y en algún su- 
puesto, de la soberanía que ni tan siquiera le pertenece. 

Nada más, setior Presidente, muchas gracias. 

El setior PRESIDENTE: Gracias, señor Molins. 
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Por el Grupo Parlamentario Popular tiene la palabra el 
señor Herrero Rodríguez de Miñón. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Señor 
Presidente, el proyecto que el Gobierno nos trae hoy a la 
Cámara contiene, como antes ha expuesto el señor Minis- 
tro en su presentación, una delegación que es difícilmen- 
te evitable. Es difícilmente evitable porque el sistema de 
delegación legislativa está siendo la práctica común en 
los países de la Comunidad, no sólo en los que han acce- 
dido posteriormente, una vez la Comunidad constituida, 
sino incluso entre los propios Estados fundadores. Y ello 
ha llegado a ser así porque el volumen y las peculiarida- 
des técnicas de la normativa comunitaria, aquella norma- 
tiva comunitaria que exige normas de derecho interno 
para su desarrollo y aplicación, es de tal cantidad y cali- 
dad que excede con mucho los cauces habitualmente pre- 
vistos por las Constituciones para el trámite legislativo. 

Lo que ocurre es que este tipo de mecanismos para la 
integración del derecho comunitario suelen conteperse, 
como nosotros propusimos en su dfa y cita la exposici6n 
de motivos del proyecto, en la propia ley de autorizaci6n 
de la adhesión. En todo caso, y a la altura presente, lo 
que viene a ser práctica común en Europa es de especial 
urgencia en España por tres razones. En primer lugar, por 
el acceso tardío de España a la Comunidad, que la enfren- 
ta con el urgente acervo comunitario de 916 directivas, 
sin atender a otro tipo de normas que también pudieran 
exigir en su día una aplicación interna mediante de- 
sarrollo. 

En segundo término, por lo que yo me atrevo a llamar 
cierta esquizoidea entre nuestra política exterior de los ú1- 
timos años, cuya piedra angular era la adhesión a la Co- 
munidad, considerada como una meta irrenunciable en 
el horizonte de esta legislatura, y la práctica del legisla- 
dor interno. Es decir, durante estos tres últimos años, en 
esta Cámara y en el Senado, se han venido haciendo le- 
yes que no atendían a la normativa comunitaria y ahora 
hay que modificar, lo cual impone una contradicción en- 
tre lo que aquí hacía la mayoría favorable al Gobierno y 
lo que el Gobierno, apoyado en esa misma mayoría pre- 
tendía en el ámbito exterior. 

Hubiera sido más sensato desde hace tres años, e inclu- 
so desde mucho antes, ir acomodando nuestra legislación 
interna a la normativa comunitaria, en vez de hacer una 
legislaci6n interna exclusivamente doméstica, para des- 
pués tener que acomodarla, incluso por vía de urgencia, 
a la normativa comunitaria. La uniformación del derecho 
hubiera sido la mejor alternativa a la recepci6n forzada 
de las directivas comunitarias. 

Por último, hay una tercera razón que hace más apre- 
miante esta delegación y que, desde luego, tampoco es im- 
putable a elementos estrictamente objetivos y es, como 
ha dicho antes uno de los portavoces que me ha precedi- 
do en el uso de la palabra, el retraso con que estos temas 
se traen a la Cámara. Porque mi propio Grupo Parlamen- 
tario ha solicitado medidas al efecto el 25 de junio, el 2 
de octubre y el 23 de octubre. 

Sin embargo, más vale tarde que nunca, y lo cierto es 

que hoy nos encontramos al fin con un texto que -insis- 
t- aborda algo difícilmente evitable, por no decir abso- 
lutamente inevitable, de cara a la integración de España 
en la Comunidad Económica Europea. 

De esto se deduce que nuestra posición es de un sí a la 
delegación, a una delegación que debe tener su fundamen- 
to, que tiene que tener su fundamento en la previcción ex- 
presa del artículo 82 con los límites que al mismo impo- 
ne el artículo 81 de la misma Constitucibn, utilizando 
como bases de la delegación las directivas comunitarias 
contenidas en el anejo del proyecto de ley o lo que resulte 
a través del trámite parlamentario de ese anejo. 

Sin embargo, nosotros condicionamos el sí de nuestro 
Grupo a esa delegación legislativa a que el proyecto gu- 
bernamental se enriquezca y esclarezca en tres puntos 
claves, alguno de los cuales ha sido ya suscitado en inter- 
venciones anteriores: el respeto a las competencias auto- 
nómicas, un control de legalidad suficiente y el estable- 
cimiento de mecanismos de control político que eliminen 
lo que en la práctica comunitaria y nacional viene Ila- 
mándose déficit democrático inherente a la propia evolu- 
ción de la Comunidad. Brevemente expondré nuestras en- 
miendas en turno a cada uno de estos tres epígrafes o 
apartados. 

En cuanto al respeto hacia las competencias auton6mi- 
cas, quiero reiterar aquí lo que, en nombre del Grupo Par- 
lamentario Popular, tuve el honor de decir ante la Cárna- 
ra el 25 de junio: .Existe el problema verdaderamente 
grave de la articulación de las competencias estatales y 
de las competencias autonómicas y es necesario recono- 
cer expresamente que los reglamentos comunitarios son 
aplicados en el ámbito de sus competencias por las auto- 
ridades estatales o autonómicas, y las directivas y otras 
normas semejantes son desarrolladas por unas y otras 
también en el ámbito de la respectiva competencia.. Es 
decir, en manera alguna nuestra adhesión a la Comuni- 
dad Económica Europea puede, a traves de un artilugio 
formal, desvirtuar la distribución material de competen- 
cias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. 

A conseguir esto se refiere nuestra enmienda número 
12 al artículo 1 .” del proyecto gubernamental. A esos efec- 
tos, en la enmienda hay dos elementos, uno que, a nues- 
tro juicio, es clave: el cambio de lugar del inciso aámbito 
de las competencias del Estadou. Hay que col&arlo don- 
de pretendemos colocarlo en nuestra enmienda, precisa- 
mente para garantizar y para asegurar que las competen- 
cias delegadas por las Cortes Generales al Gobierno, se re- 
fiere exclusivamente a la competencia legislativa estatal 
y que, en manera alguna, puede afectar a las competen- 
cias de hacer leyes de Cámaras autonómicas en esfera 
respectiva. 

Hay que huir de toda tentación neocentralista, pero in- 
cluso, suponiendo, como suponemos, la buena fe de todos 
los participantes en este proceso legislativo, hay que huir 
de dar pie para que la tentaci6n neocentralista pueda, en 
un momento, surgir sobre la base de esta delegación o de 
una delegacibn semejante. Por eso nos tranquilizan y qui- 
siéramos que se nos tranquilizara más en ese punto, las 
palabras con las que el señor Ministro ha presentado este 
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proyecto de ley y que, desde luego, se alejan mucho del 
lenguaje utilizado la primavera pasada en el Senado por 
el Presidente del Gobierno cuando se refería al artículo 
155 de la Constitución, norma felizmente en los últimos 
tiempos excluida como mecanismo de articulación de 
competencias del Estado y de las Comunidades Autó- 
nomas. 

Nosotros creemos que es este cambio de posición del in- 
ciso *ámbito de las competencias del Estadom lo que ga- 
rantiza el fin perseguido, y no creemos que la mención 
del artículo 149 de la Constituci,ón española esclarezca 
más el tema porque en el número 1.3 del mismo artículo 
149 en relación con el artículo 93, y pudiera dar pie, aun- 
que fuera otra la intención de su introducción, a lo que 
vengo denominando tentación neocentralista. En ningún 
momento podemos considerar que la exclusiva competen- 
cia del Estado, en cuanto a los asuntos exteriores, puede 
darle una competencia exclusiva en cuanto al desarrollo 
del Derecho derivado se refiere. Los asuntos exteriores es 
una cosa, una cosa que sin duda comprende la adhesión 
a la Comunidad, la presencia activa y efectiva en la Co- 
munidad, pero, en ningún caso puede interpretarse como 
competencia exclusiva del poder exterior, ya muy forta- 
lecido al ingresar en la Comunidad, como después tendré 
ocasión de desarrollar en el desarrollo del Derecho deri- 
vado que debe corresponder -insistw a quien tiene 
competencia material sobre las diferentes materias ofer- 
tadas, sea el Estado, sean las Comunidades Autónomas. 

Por otra parte, la garantía que a las Cortes y al Gobier- 
no atribuye el artículo 93 de la Constitución tiene sus cau- 
ces en otros instrumentos contemplados en la propia 
Constitución, v.  gr. -el artículo 149.3 de la misma- y 
por lo tanto consideramos que el Estado,, y las idstitucio- 
nes estatales, Gobierno y , Cortes Generales, a través de 
la delegación que hacen al Gobierno, y el Gobierno. en vir- 
tud de esta delegación, en ningún momento pueden su- 
cumbir a la tentación de pretender garantizar, como les 
autoriza el artículo 93, por la vía del ejecutar. 

Como garantía supletoria a este cambio del inciso que 
consideramos fundamental, en nuestra misma enmienda 
12 añadimos una mención especial a la Constitución y a 
los Estatutos de Autonomía; es una garantía supletoria de 
la que lo importante es el espíritu, el espíritu de respeto 
a la distribución material de competencias - c o m o  antes 
he señalado-, una distribución mattrial de competencias 
determinada por lo que el Tribunal Constitucional ha de- 
nominado bloque de legalidad; una garantía que debería 
obtenerse - c o m o  antes aquí se ha dicho- a través del 
compromiso de todos los implicados en este proceso le- 
gislativo mediante declaraciones terminantes y expresas. 
Es por eso por lo que yo anuncio que vamos a votar la en- 
mienda número 3 del Grupo Nacionalista Vasco relativa 
al preámbulo del texto legislativo, en la que, por una vía 
tal vez excesivamente doctrinal pero suficientemente cla- 
ra, se da pie a la introducci6n en el texto legal de estas 
consideraciones. 

Paso, señor Presidente, al segundo de los aspectos an- 
tes enunciados, el control de legalidad; control de legali- 

dad al que se refiere parte de nuestra enmienda número 
12 y la enmienda número 13. 

En cuanto a la enmienda número 12, por la alteración 
de términos que introduce en el artículo 1 .Y del Proyecto 
gubernamental, se pretende dejar claro lo siguiente: no se 
hace una delegación legislativa ni para afectar en su to- 
talidad a todas las leyes enunciadas en el anejo número 
1 ,  ni para afectar a todas las materias reguladas en las le- 
yes contenidas en el anejo número 1,  sino simplemente 
para modificar las leyes contenidas en el anejo número 1 
en aquellas materias concretas que, reguladas en dichas 
leyes, deban ser adecuadas a la normativa comunitaria es- 
tablecida en el anejo número 2. No se trata de una dele- 
gación sobre todas las leyes mencionadas, no se trata de 
una deslegalización de bloques sectoriales de materias, se 
trata, nada más y nada menos, que de atribuir al Gobier- 
no una competencia que, precisamente para no ser ambi- 
gua, debe ser muy concreta en estos trabajos legislativos 
que serán determinantes a la hora de interpretar el texto 
legal según los criterios que establece el artículo 3: del 
Código Civil. Es absolutamente preciso que quede claro 
que el Gobierno puede afectar las leyes mencionadas so- 
lamente en los puntos concretos en que dichas leyes de- 
ban ser alteradas para adecuadas a la normativa co- 
munitaria. 

Por otra parte, a nuestro juicio, y a ello se refiere la en- 
mienda número 13, es conveniente establecer un control 
de legalidad que ha de versar sobre los límites materiales 
y temporales de la delegación legislativa que proceda, es 
decir, sobre los seis meses previstos en el proyecto guber- 
namental, a los que nosotros no nos oponemos, y sobre 
los límites materiales de la delegación tal como vienen se- 
ñalados por la propia Constitución (artículos 81 y 82.1) y 
en nuestra enmienda al artículo 1 y ,  por supuesto, sobre 
la concordancia de los decretos legislativos que haga el 
Gobierno con la normativa comunitaria que se trata de 
desarrollar. Por eso nosotros consideramos que debe ser 
un control previo por vía de dictamen perceptivo, y no 
vinculantes del Consejo de Estado. 

El Consejo de Estado tiene una competencia al afecto 
en virtud del artículo 2 1 de su propia Ley. Orgánica de 
1980, pero la introducción del nuevo artículo que noso- 
tros proponemos no es una mera reiteración del artículo 
21 de la Ley Orgánica del Consejo de Estado, sino su con- 
secuencia; no es reiteración porque aunque el artículo 2 1 
de la Ley Orgánica del Consejo de Estado menciona los 
decretos legislativos, la verdad es que aquí se trata de de- 
cretos legislativos de muy peculiar naturaleza, como ha 
reconocido la doctrina, la jurisprudencia y la práctica de 
todos los países comunitarios que han utilizado la dele- 
gación legislativa. Pero, además, también hay que aten- 
der#a-que cuando el Legislador de 1980 previó determi- 
nadas competencias del Consejo de Estado contempladas 
en el artículo 21 con referencia al desarrollo de normas 
internacionales, contemplaba otro tipo de normas inter- 
nacionales, otro tipo de desarrollo y no esta peculiar masa 
normativa de difícil catalogación que es el Derecho deri- 
vado de las Comunidades. 

Nosotros consideramos que ante la peculiaridad de esta 
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delegación, puesta de relieve por otros enmendantes a la 
totalidad, ante la peculiaridad de esta delegación que, 
como digo, ha sido reconocida como tal por los diversos 
países integrantes de la Comunidad Económica Europea, 
es importante asegurar mediante el control de legalidad 
previo que la peculiaridad de la delegación no va a con- 
vertirse en un abuso de la delegación. Es claro que este 
control, a nuestro juicio, debe ser de legalidad previo pero 
no polftico a cargo de las Cortes, porque o su interven- 
ción sería vinculante, y en ese caso no existiría una ver- 
dadera delegación de la Cámara, o si no fuera vinculante 
dejaría en muy mala situación al órgano político intervi- 
niente, es decir, esta misma Cámara. 

Con esto paso, señor Presidente, al último extremo an- 
tes señalado, la necesidad de instrumentar un control po- 
lftico aa posterior¡* sobre los decretos legislativos a que 
dé lugar la delegación de la que ahora tratamos. (El seiior 
Vicepresidente, Verde i Aldea, ocupa la Presidencia.) Un con- 
trol político que debe corresponder al órgano político por 
excelencia: las Cortes Generales. 

La experiencia de todos los países de la Comunidad de- 
muestra que la cantidad y la calidad, especialmente téc- 
nica, de la normativa comunitaria hace que si no se in- 
troduce un criterio de especialización para el ejercicio del 
control político, este control político es imposible, y, en 
consecuencia, se crea ese abismo denominado déficit de- 
mocrático de la Comunidad tanto al propio nivel comu- 
nitario como en los diferentes niveles nacionales. 
Es necesario, para corregir ese déficit comunitario, ade- 

cuados remedios, sin duda, a nivel de la Comunidad -y 
no es sobre eso sobre lo que vamos a tratar ahora- pero 
también a nivel interno, y eso exige un órgano específico 
de control político -al que se refiere nuestra enmienda 
número 14- sobre la base de las previsiones del artículo 
82.6 de la Constituci6n. en el que se autoriza la creación 
de instrumentos suplementarios y específicos de control 
sobre la legislaci6n delegada. Creemos que tal previsión 
es buen soporte para montar todo un sistema, no defini- 
tivo tal vez, pero sí bastante como punto de arranque para 
garantizar el control democrático sobre la política, no 
sólo normativa, sino general del Gobierno, cualquiera que 
sea su color, de cara a las Comunidades Europeas. 

Señor Presidente, la experiencia comparada de los paf- 
ses europeos sobre este tema es muy varia. En Dinamar- 
ca y Gran Bretaña creo que se da un máximo de control 
parlamentario sobre la polftica gubernamental de cara a 
la Comunidad Económica Europea y, por tanto, aunque 
la delegación, como se ha señalado antes, en Gran Breta- 
ña es amplfsima, el déficit democrático es mlnimo. En 
otros países, como Grecia, se da un mínimo de control 
parlamentario y, en consecuencia, el déficit democrático 
es máximo. Hay una serie de sistemas intermedios, entre 
los que quiera mencionar el francés, que proyecta en el 
tiempo y alcance del control la propia competencia ma- 
terial del Gobierno y del brgano legislativo. 

Es sobre estas experiencias sobre las que mi Grupo Par- 
lamentario ha formulado la enmienda nQmeru 14. De 
acuerdo con esta enmienda, se prevé una Comisión Mixta 
compuesta por nueve miembros del Congreso y seis del 

Senado. Ruego se tenga en cuenta a estos efectos el escri- 
to de correcci6n de erratas presentado por mi Grupo. 

Como decía antes, nueve miembros del Congreso y seis 
del Senado, y a la que corresponde tanto el control polí- 
tico de los decretos legislativos, a tenor del artículo 82.6 
de la Constitución, como una tarea general de cobertura 
del déficit democrático provocado por la transferencia de 
competencias a las instituciones europeas, a articular de 
la siguiente manera: En primer lugar, las decisiones co- 
munitarias que puedan afectar a materias reservadas a la 
ley en España deberán ser comunicadas por eLGobierno 
a la Comisión antes de decidirse a nivel comunitario, es 
decir, en estado de proyecto -por eso, nuestra enmienda 
se refiere concretamente a proyectos-, de manera que 
cuando la voluntad espaiiola se formule en Bruselas pue- 
i a  estar orientada o, incluso, detervinada por las Cortes 
Generales a través de la correspondiente Comisión. 

En segundo término, dicha Comisión recibirá cuanta 
información comunitaria obre en poder del Gobierno es- 
pañol y, además, las líneas generales de la política comu- 
nitaria del Gobierno. 

Por último, sobre la base de estas informaciones, la Co- 
misión de las Comunidades Europeas que proponemos, 
trasladará sus conclusiones, que a su vez pueden ser otras 
tantas iniciativas, a las diferentes Comisiones del Congre- 
so y, al comienzo de cada período de sesiones, al Pleno de 
una y otra Cámaras. 

El 26 de junio, en nombre del Grupo Parlamentario Po- 
pular, tuve el honor de proponer ante esta Cámara la ne- 
cesidad de un órgano semejante al contemplado en los 
países comunitarios, un ó r g a n ~  que sirviera para contro- 
lar, en bien de todos, la actividad gubernamental de cara 
a las Comunidades. Hoy insistimos en ello como condi- 
:ión asine qua non* para colaborar a este, por otra parte 
úti l  y necesario, proyecto de delegación legislativa. No 
creemos que una de las Comisiones ya existente en el Con- 
greso pueda servir al caso, y, por eso, consideramos pre- 
cisa la creación de un organismo aad hocm al que con- 
curran los especialistas de los diversos Grupos Parlamen- 
tarios y que, por conocer los diversos temas, ya normati- 
vos ya políticos, en diferentes momentos y en función de 
ius diversas incidencias, puedan colocar siempre al Go- 
bierno y a su polftica comunitaria bajo control par- 
lamentario. 

Muchos aspectos ds nuestra economía y de nliestra le- 
gislación se decidirán ahora en Bruselas, pero se decidi- 
rán merced a una presencia española que debe ser activa 
y efectiva. Y esto es responsabilidad del Gobierno, pero 
a d e m l ,  por tratarse de una responsabilidad democráti- 
camente ejercida, debe ser parlamentariamente controla- 
da e incluso determinada. 

La Comisión a constituir al comienzo de cada legisla- 
tura -y es claro que para lo que queda de ésta debe cons- 
tituirse al dfa siguiente de entrar en vigor la ley, es decir, 
al día siguiente de su publicaci6n en el aBoletfn Oficial 
del Estado*- estará compuesta de manera proporcional 
a la composici6n de las Cámaras. Ello es una garantía de 
que las mismas mayorfas que se den en el Congreso y en 
el Senado funcionarán en la Comisi6n y, a su vez, de que 
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ningún Grupo Parlamentario de los que integran el arco 
parlamentario -y perdonen por la redundancia-, y al- 
guno de los cuales une a su relieve político un especial re- 
lieve territorial, estará ausente de este órgano, no sólo de 
control, sino de integración de la voluntad política con- 
currente a la formación de la voluntad comunitaria de 
España. 

Señor Presidente, todos sabemos que la adhesión a las 
Comunidades supone no s610 una transferencia de com- 
petencias del Estado de España a las instituciones comu- 
nitarias, sino, además, una reestructuración interna de las 
competencias constitucionales del Estado, con un consi- 
guiente fortalecimiento de lo que antes he denominado 
Poder Exterior del mismo. No podemos negarnos a este 
fortalecimiento del poder exterior del Estado, que es ga- 
rantía de lo que he denominado presencia activa y efec- 
tiva de España en Bruselas, pero precisamente por eso es 
necesario colocar, como se hace en Gran Bretaña, en Ale- 
mania y en Francia, a este poder exterior del Estado bajo 
control de todas las fuerzas políticas representadas en 
esta Cámara y en el Senado. 

Estas son, señor Presidente, las tres condiciones a las 
cuales el Grupo Popular supedita su aquiescencia a la de- 
legación legislativa que, razonablemente y un tanto tar- 
díamente, el Gobierno ahora reclama; condiciones plena- 
mente coherentes con las reservas, las sugerencias y las 
iniciativas que el Grupo Popular ha formulado en junio y 
en octubre del presente año. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, señor Herrero. Existe una enmienda parcial del 
Grupo Mixto, señor Bandrés. ¿Se considera defendida en 
la de totalidad? (Asentimiento.) Muchas gracias. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Socialista. Para 
su defensa tiene la palabra el señor Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presidente, señorías, 
utilizaré este turno para exponer nuestras enmiendas, 
pero también para reflexionar u oponerme e n  algunas co- 
sas, y en otras no, a las enmiendas planteadas por los res- 
tantes Grupos Parlamentarios. 

Me parece que estamos todos de acuerdo en que no es 
necesario insistir en la trascendencia política que el Tra- 
tado de Adhesión de España a la Comunidad Econónica 
Europea conlleva para nuestro país y para los ciudada- 
nos de nuestro país. 

Baste recordar la votación unánime en esta Cámara, a 
pesar de las pequeñas discrepancias de matiz o anécdo- 
tas, para comprobar que esa ratificación y esa adhesión 
era comúnmente sentida por todos. 

Ahora bien, sin duda también debe destacarse en este 
momento la trascendencia jurldica, incluso recordando 
c6mo el Acta de Adhesión, que hemos aprobado unánime- 
mente, señala en su articulo 2: que, desde el momento de 
la adhesih,  las disposiciones de los tratados originarios 
y los actos adoptados por las instituciones de las.Comu- 
nidades antes de la adhesi6n obligarán a los nuevos Es- 
tados miembros y' serán aplicables en dichos Estados en 

las condiciones previstas en estos Tratados y en la pre- 
sente Acta. Y como el artículo 395 de la misma Acta de 
Adhesión establece que los nuevos Estados miembros 
pondrán en vigor las medidas que sean necesarias para 
cumplir desde el momento de la adhesión las disposicio- 
nes de las directivas y decisiones definidas en el artículo 
189 del Tratado de Roma, en el artículo 171 del Tratado 
de la Comunidad Europea, EURATOM, así como las re- 
comendaciones y decisiones de la Comunidad Europea del 
Carbón y del Acero, en los plazos previstos en los anexos 
del Acta. 

Efectivamente la Comunidad Económica Europea es 
una Comunidad de derecho, en el sentido de que, en su mi- 
sión, se actúa a través de normas jurídicas, y ,  por tanto, 
dicha misión se vería sumamente amenazada si este úni- 
co medio' de aplicar los objetivos comunitarios perdiera 
su carácter obligatorio y uniforme en todos los Estados 
miembros. 

Esta frase, tomada de la sentencia del Tribunal de Jus- 
ticia de las Comunidades de 15 de julio de 1964, se viene 
repitiendo por el propio Tribunal desde esa primera 
sentencia. 

La limitación de la soberanía que supone.nuestt-a inte- 
gración en la Comunidad Económica Europea se subraya 
incluso por el artículo 93 de la Constitución, porque, efec- 
tivamente, lo que han hecho las Cortes Generales es, tex- 
tualmente, atribuir a los órganos o instituciones de la Co- 
munidad el ejercicio de competencias derivadas de la 
Constitución. Lo que quiete decir, en el ámbito de este de- 
bate, también el ejercicio de competencias legiferantes, 
cualquiera que sea el sujeto constitucionalmente habili- 
tado para producir normas jurídicas, sean de rango legal 
o de rango reglamentario. 

Por tanto, esta Cámara ha visto limitada su potestad le- 
gislativa; el Gobierno de la nación ha visto limitada su po- 
testad reglamentaria en el ámbito del ordenamiento jurí- 
dico comunitario; las asambleas legislativas de las Comu- 
nidades Autónomas han visto limitada su potestad legis- 
lativa y los órganos de Gobierno de las Comunidades Au- 
tónomas han visto limitada su potestad reglamentaria, 
naturalmente que sólo en el ámbito del propio Derecho 
comunitario. Y ,  naturalmente, con carácter distinto según 
se trate del Tratado de Roma, según se trate de los Re- 
glamentos que, en virtud del artículo 189 de dicho Trata- 
do, son normas de carácter general, obligatorio en todos 
sus elementos y directamente aplicables en todo Estado 
miembro, como dice textualmente el artículo 189, y en 
sentido distinto con las directivas que tan sólo vinculan 
a los Estados miembros destinatarios en lo referente al re- 
sultado que hay que alcanzar, dejando a las instancias na- 
cionales la facultad de escoger la forma y los métodos. 

El señor Ministro se refería a los dos principios que ri- 
gen como dos pilares este ordenamiento jurídico comuni- 
tario: el llamado efecto directo -según otros, efecto de 
aplicabilidad directa- y la primacía. 

Efectivamente, el efecto directo es consustancial al Tra- 
tado de Roma, precisamente porque la Comunidad no es 
para los ciudadanos europeos y, por tanto, para los espa- 
ñoles, una atrachva pero lejana abstracción que interesa 
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solamente a los Gobiernos que aplican discrecionalmente 
las normas, sino que, por el contrario, debe ser, y es, una 
realidad efectiva y,  por consiguiente, creadora de dere- 
chos; efecto directo que se consagra ya desde la sentencia 
del Tribunal de Justicia de las Comunidades de 5 de fe- 
brero de 1963, y que se viene repitiendo también por di- 
cha jurisprudencia. 

Esta característica de la aplicabilidad directa no es sólo 
vertical, es decir, en las relaciones entre los ciudadanos y 
el Estado al que pertenecen, sino que es también horizon- 
tal, pues puede afectar a las relaciones entre los propios 
ciudadanos como particulares. Así, el Tribunal ha senta- 
do que, por ejemplo, el principio de no discriminación por 
razón de sexo o por razón de nacionalidad en las relacio- 
nes laborales no solamente opera en las relaciones traba- 
jador-normas de su Estado, sino también en los contratos 
individuales de trabajo o en los convenios colectivos de 
trabajo, es decir, en las relaciones interpartes contractua- 
les de los propios ciudadanos. 

Como ha subrayado el propio Tribunal, el efecto direc- 
to no sólo debe predicarse en multitud de preceptos del 
Tratado o de los Reglamentos en los términos del artícu- 
lo 189, sino que también puede afirmarse respecto de nu- 
merosas directivas cuando éstas contienen normas claras, 
precisas, que no requieren ulterior desarrollo y cuyo pla- 
zo de puesta en vigor o de adecuación ya ha terminado 
sin que haya sido desarrollado por los Estados nacionales. 

El segundo pilar es la,primacía del ordenamiento jurí- 
dico de la Comunidad. Su consecuencia más importante 
consiste en que corresponde a los jueces españoles la apli- 
cación íntegra del Derecho comunitario y deben declarar 
inaplicable toda disposición normativa de un Estado 
miembro, ya sea promulgada por el Estado o por las Co- 
munidades Autónomas, cada uno en el ámbito de sus com- 
petencias, que sea contraria a la norma comunitaria. 
Tomo esta frase de la sentencia del Tribunal de Justicia 
de las Comunidades de 9 de marzo de 1978, y a partir de 
ahí hay una serie de jurisprudencia del propio Tribunal. 

Por tanto, hasta en este marco de problemas se intro- 
duce la iniciativa del Gobierno de la delegación recepti- 
cia que contemplamos en el marco del artículo 82 de la 
Constitución. Sin duda, para ello debe partirse de las di- 
ficultades para la tarea o intervención de todo Poder Le- 
gislativo en la adecuación de nuestro ordenamiento jurí- 
dico al de la Comunidad. A veces también porque es una 
tarea innecesaria, dado el carácter detallado y pormeno- 
rizado de las normas de la Comunidad a las que estarían 
vinculadas estas Cortes Generales, no pudiendo discutir 
los Parlamentos nacionales la opción o el contenido lite- 
ral de las normas comunitarias, sino tan sólo en el mar- 
gen de libertad que quede en la propia norma co&~- 
nitaria. 

En ocasiones anteriores hemos manifestado que expon- 
dríamos y ofreceríamos un sistema que permitiese la ade- 
cuación de nuestro ordenamiento jurídico al Derecho co- 
munitario, pero que debería ser un sistema respetuoso 
con nuestra Constitución y con el propio orden jurídico 
comunitario. Y ello, entendíamos, no se producía con las 
iniciativas anteriores, por. el procedimiento de tabla de 

derogaciones o de tabla de vigencias propuesto anterior- 
mente por el GIvpo mayoritario de la oposición. Porque 
ese procedimiento ponía en cuestión los dos principios, el 
de efecto directo y el de primacía del derecho comunita- 
rio y suponía un sistema de introducción en Derecho in- 
terno, que no es el propio de la Comunidad Económica 
Europea, como han tenido que reconocer incluso Estados 
que siguen la regla dogmática dualista en el sistema de 
tratados, como es el caso italiano. 

El procedimiento, pues, de delegación recepticia, pare- 
ce, desde todos los puntos de vista, el más adecuado. So- 
bre los requisitos de ese procedimiento y su cumplimien- 
to por esta ley, no me detendré en aquellos que no han 
sido discutidos, los contenidos en el artículo 82, como son 
el plazo o la referencia a materias determinadas, puesto 
que figura una lista de materias cuya determinación está 
con nombres y apellidos en cada una de estas normas 
-parece que los requisitos de los números 1 y 3 del arti- 
culo 82 de la Constitución española han sido respetados, 
y parece que nadie pone en duda esa cuestión-, sino que 
me detendré en los requisitos formulados en el apartado 
4 del artículo 82, que han sido puestos, de alguna mane- 
ra, en cuestión. Esos requisitos son que la Ley de Bases 
-es decir esta ley- delimitará el objeto y alcance de la 
delegación legislativa y los principios y criterios que han 
de seguirse en su ejercicio. 

A nosotros nos parece que la referencia a una lista con- 
creta de materias, y lógicamente al contenido de esa lis- 
ta, cubre suficientemente cuál es el objeto, cuál es el al- 
cance de la delegación y cuáles son los principios y crite- 
rios a los que el Gobierno, en los decretos legislativos, de- 
berá ajustarse. Pero quisiera recordarles que la expresión 
aobjeto y alcance* del número 4 del artículo 82, parece 
tomado por el constituyente del párrafo primero del arti- 
culo 80 de la Ley Fundamental de Bonn. en la cual se uti- 
lizan los términos germanos aZweckn y a Ausmassu, que 
han sido traducidos al castellano por el profesor Tierno 
Calván, en su famosa edición, en la Editorial Taurus, del 
libro uLeyes Constitucionales., por aobjeto y alcancen, y 
sin duda esa traducción fue la que se incorporó al núme- 
ro 4 del artículo 82 de nuestra Constitución. 

La expresión aprincipios y criterios* está tomada, por 
el contrario, del artfculo 76 de la Constitución italiana 
aprincipi et criterim, cuya traducción literal es la que efec- 
tivamente figura en nuestro número 4 del artículo 82. 

Pues bien, con esos términos similares, ambos países, 
la República Federal de Alemania e Italia, han dictado nu- 
merosas leyes de delegación sobre materias, tal y como 
aparece con listas adjuntas en este proyecto de ley, y no 
se ha suscitado ningún problema en sus respectivos paí- 
ses. Quisiera recordarles, por ejemplo, que la última de es- 
tas leyes de delegación se hace en Italia, una Ley de de- 
legación en materia de sociedades mercantiles, de 8 de 
agosto de 1985; se incluye en esta Ley la lista de leyes ita- 
lianas y de directivas aplicables al caso concreto. Me pa- 
rece, pues, que ésta sería una razón ulterior a las que se 
han dado anteriormente para comprender que se ha cum- 
plido el número 4 del artículo 82. 

Respecto al control que se debe ejercer, conforme seña- 
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la el número 6 del artículo 82, quisiera hacer notar que 
este proyecto de ley ha recibido el dictamen favorable del 
Pleno del Consejo de Estado, al que el Gobierno quiso so- 
meterse, aun cuando se tratara de una ley no recogida ex- 
presamente en la lista del artículo 20 de la Ley Orgánica 
Reguladora del Consejo de Estado, porque entendía que 
debía procederse a ese control. Por tanto, ningún proble- 
ma -y por eso hago referencia a la enmienda del Grupo 
Popular- para aceptar una enmienda que señale que, en 
el futuro, los decretos legislativos que en virtud de esta 
Ley de Bases dicte el Gobierno deberán someterse tam- 
bién al previo control de legalidad o de juridicidad del 
Consejo de Estado, puesto que el Gobierno ya ha cumpli- 
do también previamente este requisito con este proyecto 
de ley. Por tanto, nuestra disposición es favorable a votar 
la enmienda correspondiente del Grupo Popular. Pero es 
que, además, señorías, este proyecto de ley no deroga las 
fórmulas de control previstas en los artículos 152 y 153 
del Reglamento de esta Cámara, cuya lectura recomien- 
do, porque siguen vigentes antes, durante y después de 
este proyecto de ley. 

Exactamente igual, el Tribunal Constitucional en su 
sentencia de 19 de junio de 1982, en el auto de 17 de fe- 
brero de 1983 y en la sentencia de 4 de abril de 1984, su- 
braya la competencia de los tribunales ordinarios para 
enjuiciar la adecuación de los decretos legislativos a las 
leyes de delegación en base al número 6 del artículo 82. 
Precisamente las sentencias del Tribunal Constitucional, 
eran la uratio decidendi*. puesto que se trataba de decir 
si un determinado artículo del texto refundido de la Ley 
de Procedimiento Laboral de 1980 se adecuaba o no a la 
delegación otorgada por las Cortes Generales al Gobierno. 

Respecto al control que las Cámaras deben ejercer so- 
bre el uso que de la delegación haga el Gobierno y sobre 
los trámites de elaboración del ordenamiento jurídico co- 
munitario, anuncio también nuestra disposición de votar 
favorablemente la enmienda correspondiente del Grupo 
Popular, que, de forma más pormenorizada y más omni- 
comprensiva de todos los supuestos, que algunas otras en- 
miendas, resuelve -me parece- la cuestión, por supues- 
to garantizado, como es nuestro deseo, la presencia de to- 
dos los Grupos Parlamentarios en tal ocasión. 

Esta fórmula de delegación, señorías, ha sido la fórmu- 
la usual en los países comunitarios. También entre los 
fundadores, como he hecho referencia, y desde luego siem- 
pre que se ha producido una ampliación de la Comunidad. 

En 1972, la uEuropean Community Act. inglesa dicta 
expresamente un sistema de delegación amplísimo excep- 
to en materias penales y materias fiscales. Desde ese pun- 
to de vista, este proyecto de ley tampoco tiene objeción, 
como ha insistido el señor Ministro. Lo mismo hace la Re- 
pública de Irlanda en la ley del mismo título: de manera 
mucho más limitada, la Ley de adhesión de Dinamarca, 
y,  con un sistema muy complicado, que ha tenido qye ser 
ampliado, la ley griega de ratificación, de 1979, que -re- 
pito- por sus insuficiencias, ha tenido que ser ampliada 
en 1983 y en 1984 mediante nuevas leyes ampliables de 
delegación. 

Termino, sefior Presidente, refiriéndome a uno de los te- 

mas .que parecen centrales por parte de algunos enmen- 
dantes. Es decir, la situación en que quedan las Comuni- 
dades Autónomas en virtud de esta Ley. Yo creo que, en 
virtud de esta ley, no se altera la situación de las Comu- 
nidades Autónomas, sino que más bien existe el proble- 
ma latente que hay detrás del Tratado de Adhesión. 

Me parece que es preciso distinguir, cuando nos enfren- 
tamos con este problema, lo que se denominan competen- 
cias legislativas de las Comunidades Autónomas de lo que 
podríamos denominar, para entendernos, competencias 
de ejecución. Ya he setialado que las competencias legis- 
lativas de las Comuniddes Autónomas se limitan en la me- 
dida en que también se ven limitadas las competencias 
de las Cortes Generales, y siempre que se trate de mate- 
rias de competencia de las Comuniddes Autónomas, pero 
sobre las cuales existen normas jurídicas comunitarias di- 
rectamente aplicables y de primacía sobre la norma au- 
tonómica española. 

Creo, pues, que debemos referirnos a los problemas de 
ejecución y, desde ese punto de vista, quisiera afirmar, en 
primer lugar, que me parece que del artículo 93 de la 
Constitución española, así como del artículo 149, en cuan- 
to atribuye competencia exclusiva al Estado en las rela- 
ciones internacionales, no debe desprenderse que corres- 
ponden a las Cortes Generales o al Gobierno de la Nación 
tales competencias ejecutivas. Esta interpretación condu- 
ciría a privar de contenido a las competencias de ejecu- 
ción de las Comunidades Autónomas, que dejarían de ser 
propias y pasarían a ser competencia del Estado. Creo, 
por tanto, que debe despejarse cualquier duda sobre la in- 
terpretación de los artículos 93 y 149, que no pretenden 
tal conclusión ni en el texto constitucional ni, por supues- 
to, en el Tratado de Adhesión. 

Debe tenerse presente, en segundo termino, la tesis 
mantenida por el Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Económica Europea, en el sentido de afirmar que corres- 
ponde al Derecho Constitucional interno de cada Estado 
miembro determinar el sujeto legitimado y el modo de 
aplicar los reglamentos de la Comunidad o cumplir las 
obligaciones comunitarias. Así, en la sentencia de 1 1  de 
febrero de 197 1 se dice textualmente: en el caso en que la 
aplicación de un reglamento incumba a las autoridades 
nacionales, conviene admitir que, en principio, esta apli- 
cación se haga en el respeto de las formas y procedirnien- 
tos del derecho nacional. 

Del mismo modo, la sentencia de 15 de diciembre de 
1971 afirma: Cuando las disposiciones del Tratado o de 
los reglamentos reconocen poderes a los Estados miem- 
bros o les imponen obligaciones con el fin de aplicar el de- 
recho comunitario, el problema de saber de qué modo los 
Estados pueden confiar el ejercicio de estos poderes y la 
ejecución de estas obligaciones a organismos internos de- 
terminados depende únicamente del sistema constitucio- 
nal de cada Estado. 

En idéntico sentido, las Sentencias de 16 de enero de 
1979 y 21 de junio de 1971. Por tanto, conclusión: la ad- 
hesión de España a las Comunidades europeas de ningún 
modo puede alterar el sistema constitucional de distribu- 
ción material de competencias y, por tanto, el sistemg de 
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producción o de fuentes en el sentido de órganos de pro- 
ducción de normas jurfdicas establecido en nuestra Cons- 
ti tuci6n. 

Tercera afirmación. Es cierto que numerosos Estatutos 
de Autonomía, como es el caso del artículo 20.3 del Esta- 
tuto Vasco, o del artículo 27.3 del Estatuto de Cataluña, 
atribuyen la competencia de ejecución de los tratados in- 
ternacionales a las propias Comunidades Autónomas; 
pero quisiera señalar que estos preceptos son, desde mi 
punto de vista, absolutamente inocuos, es decir, son in- 
necesarios. Son innecesarios por las razones antedichas, 
y lo son también porque quisiera recordarles dos senten- 
cias del Tribunal Constitucional español, la de 8 de julio 
de 1982, en la que se declara: La cláusula de ejecución de 
los tratados por la Comunidad Autónoma, tal y como la 
fija el primer inciso que se encuentra en fórmulas análo- 
gas en otros Estatutos, es lógica consecuencia de la orga- 
nización territorial del Estado. O la sentencia de 27 de ju- 
lio de 1982, en la que señala la obligación, no competen- 
cia, que impone a la Generalidad el artículo 27.3 de su Es- 
tatuto de adoptar las medidas necesarias para la ejecu- 
ción de los tratados y convenios internacionales en lo que 
afecten a materias ya atribuidas a su competencia. 

Por tanto, me parece que, desde ese punto de vista, la 
competencia de ejecución viene fijada no ya tanto por pre- 
ceptos expresos de los Estatutos, que no son todos los Es- 
tatutos de Autonomía los que recogen este tema, sino por 
el propio sistema constitucional español, y,  por tanto, por 
la propia distribución de competencias en la materia. 

Me parece que, desde ese punto de vista, no puede afir- 
marse que el hecho de la adhesión, o esta ley, deba pro- 
ducir, pueda producir, y ni siquiera quiera producir, una 
alteración de las competencias o de la distribución inter- 
na de competencias. A partir de ahí se explica, señorías, 
nuestra enmienda al artículo 1 .U, y precisamente para in- 
tentar aclarar esta cuestión, en nuestra enmienda ofrece- 
mos una fórmula para el artículo 1 ." que nos parece razo- 
nable, de acuerdo con la intervención de los demás Gru- 
pos Parlamentarios. 

Nosotros queremos sedalar, en primer lugar, que la de- 
legación se produce al amparo del articulo 82 de la Cons- 
titución, por tanto, no al amparo de otros preceptos cons- 
titucionales que pudieran poner en cuestión este último 
tema a que he hecho referencia. En segundo lugar, que se 
delega en el Gobierno la potestad de dictar normas con 
rango de ley en el ámbito de las competencias del Esta- 
do, trasladando de lugar la expresión concreta para refor- 
zar el sentido que he querido dar a mis palabras anterio- 
res. Y, en tercer lugar, nuestra propuesta añade que se tra- 
ta de leyes incluidas en el anexo en la medida en que ta- 
les materias resulten afectadas por el ordenamiento jurí- 
dico comunitario, y no con una autorización genérica a 
modificar todo el articulado de las leyes a que se hace 
mención. 

He dicho también, señorías, que votaríamos a favor de 
la enmienda número 13, del Grupo Parlamentario Popu- 
lar. Me parece que.en esa enmienda se resuelve el proble- 
ma de la errata que denunciaban la enmienda número 7, 
del Grupo Parlamentario Vasco, y la enmienda número 

20, del Grupo Parlamentario Socialista, que, por lo que a 
este Grupo se refiere, se consideraría retirada, puesto que 
ya está solucionada en la enmienda número 13, del Gru- 
PO Parlamentario Popular. 

Votaríamos también favorablemente, con las correccio- 
nes aludidas, la enmienda número 14, del Grupo Parla-4 
mentario Popular y,  por supuesto, la enmienda del Gru- 
po Vasco que coincide con la nuestra, en una cuestión de 
detalle, en la exposición de motivos. 

Quisiera, señor Presidente, hacer notar que en la en- 
mienda número 16, del Grupo Parlamentario Socialista, 
por error, no se ha incluido, en la lista de Directivas que 
deben añadirse al anexo al principio de esa enmienda nú- 
mero 16, la Directiva 70í32, de la Comisión, de la Comu- 
nidad Económica Europea, de 17 de diciembre de 1969, 
relativa a suministro al Estado y que, haciendo referen- 
cia al tema de contratos del Estado, debe incluirse en la 
lista de las Directivas que aparece en nuestra enmienda 
número 16. Es una mera errata. 

Me parece, y termino señorías, que estas razones ava- 
lan el presente proyecto de ley, lo explican, y creo que in- 
tentan resolver algunos problemas ulteriores. Introducir 
más definiciones, sean de tipo doctrinal, como hace el 
Grupo Parlamentario Vasco en la exposición de motivos 
con una loable exposicibn científica en torno al Titulo VI11 
de la Constitución, lo cual nos parece excesivo para esta 
ley, como en relación con la delimitación de las compe- 
tencias del Estado por la Constitución y los Estatutos de 
Autonomía y,  naturalmente también, su interpretación 
por el Tribunal Constitucional, que, me parece, quedan 
resueltas con las afirmaciones que he hecho. 

Esta ley, señorías, está dictada -y termino con ello- 
en virtud del artículo 82 de la Constitución, y de ninguna 
manera puede interpretarse como una ley de armoniza- 
ción de las del artículo 150.3. No pretende resolver el pro- 
blema de las Comunidades Autónomas entre sí, ni de las 
Comunidades Autónomas con el Estado; pretende, sim- 
plemente resolver un problema acuciante e importante en 
este momento que afecta a la potestad legislativa de esta 
Cámara, que la delega en el Gobierno, y que afecta al ám- 
bito de competencias que los órganos del Estado, Gobier- 
no de la Nación y Cortes Generales, tienen atribuidas en 
virtud del bloque constitucional. 

Nada más y muchas gracias. 

' 

El senor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 

Tiene la palabra el señor Molins. 
señor Sotillo. ¿Turno de réplica? (Pausa.) 

El señor MOLINS 1 AMAT: Muy brevemente, señor Pre- 
sidente. Intervengo simplemente para lamentar que ni 
una sola de las enmiendas que han presentado los distin- 
tos Grupos, intentando delimitar el contenido de esa de- 
legación, haya sido aceptada por el Grupo mayoritario de 
la Cámara. Comprobamos que sí han aceptado la enmien- 
da del Grupo Popular relativa a la creación de esa Comi- 
sión de control, pero, repito, lamentamos fundamental- 
mente el hecho de que no haya sido aceptada ninguna de 
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las enmiendas que se dirigían a calibrar el contenido de 
esa delegación concreta. 

A nosotros en ningún momento nos ha preocupado el 
contenido de la legislación comunitaria, al contrario, es 
bien conocido nuestro grado de europeísmo y ,  por tanto, 
en absoluto nos preocupa la adhesión. Nos preocupa esta 
delegación legislativa no por la adhesión, sino por lo que- 
se pueda hacer aquí, y lo he intentado explicar en mi pri- 
mera exposición. 

A la vista de la exposición realizada por el señor Soti- 
110, vamos a votar en contra de este proyecto de delega- 
ción legislativa. Por tanto, por primera vez nos separa- 
mos del Grupo mayoritario de la Cámara que da soporte 
al Gobierno en ese ya largo camino hacia Europa, y qui- 
zá premonitoriamrnte el senor Ministro también se ha se- 
parado de nosotros estando fuera de la Cámara en el mo- 
mento en que interveníamos. Esperamos que esto sea sólo 
transitorio y que en un próximo futuro nos podamos vol- 
ver a encontrar. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 

Tiene la palabra el señor Herrero. 
gracias, señor Molins. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Señor 
Presidente, sobre la intervención del senor Sotillo, quería 
senalar cuatro aspectos distintos. 

El primero es de discrepancia. Nuestra reiterada pro- 
puesta en esta Cámara de que el Gobierno promueva por 
el organismo que crea conveniente una tabla de vigencias 
de carácter meramente indicativo para el juzgador y el 
administrador, no tiene nada que ver con lo que ahora es- 
tamos tratando aquí, porque la tabla de vigencias se re- 
fiere a dar un instrumento útil al administrador y al jueL 
a la hora de tener que aplicar al ciudadano español las 
normas comunitarias, con exclusión de normas españo- 
las, y no precisamente a lo que aquí ahora tratamos, que 
es una normativa comunitaria que exige no una tabla de 
vigencias, sino un desarrollo por normas españolas, y por 
eso vamos por el camino de la delegación. 

De ahí nuestra insistencia en la conveniencia de que 
para la mayor seguridad jurídica de los españoles, se haga 
una tabla de vigencias que no sustituya a la soberanía del 
Juez, a que tantas veces se ha hecho referencia, ni a la 
aplicación directa de la normativa comunitaria, sino que 
lo que pretende es garantizar la eficaz aplicación de esa 
normativa comunitaria por las autoridades españolas con 
pleno respeto a la seguridad jurídica del ciudadano espa- 
ñol sigue vigente y nos reservamos el derecho de insistir 
en ello ante esta Cámara por los medios oportunos. 

El segundo aspecto es de coincidencia. Nos alegramos 
de que el señor Sotillo, en nombre del Grupo mayorita- 
rio, haya hechó una afirmación expresa y rotunda de algo 
que quedó en tela de juicio en la intervención del señor 
Marín en esta Cámara el día 25 de junio, por no decir que 
supone un progreso muy notable no sólo en la técnica ju- 
rídica -lo cual es natural en el senor Sotill-, sino tam- 
bién en el criterio político, porque aquí se ha dicho hoy 
-y nos alegramos de que se haya dich- que las Comu- 

nidades Autónomas son competentes para el desarrollo, 
ejecución y aplicaci6n de la normativa comunitaria, dí- 
galo o no lo diga el Estatuto de Autonomía, lo cual es muy 
importante, porque se reconoce la competericia de aque- 
llas Comunidades Autónomas cuyos Estatutos de Autono- 
mía lo prevén, pero no se discrimina, como podía dedu- 
cirse de determinadas palabras allí en las lejanas fecha 
del mes de junio, a las Comunidades Autonomas cuyos Es- 
tatutos de Autonomía no lo prevén. 

Se atiende a una distribución material de competencias 
y no a un criterio puramente formal de atribuciones. No- 
sotros coincidimos con ese criterio porque lo venimos pro- 
poniendo hace meses y nos alegramos de que el senor So- 
tillo, de manera formal y en nombre del Grupo mayori- 
tario, lo haya afirmado. 

El tercer aspecto se refiere a la aceptación de nuestras 
enmiendas números 13 y 14. Nos alegramos mucho de que 
el Grupo mayoritario de la Cámara vaya a opoyar estas 
enmiendas que creemos garantizan de manera suficiente, 
sin perjuicio de que la experiencia pueda aconsejar en el 
futuro incrementos y mejoras de estos controles, el con- 
trol de legalidad previo y el control político ulterior. 

Por último, y como cuarto punto, me refiero a nuestra 
enmienda número 12, que tiene dos aspectos, uno que 
coincide sustancialmente con la enmienda número 18, del 
Grupo Socialista, y que, desde luego, creo que ha queda- 
do clara en mi intervención con lo que quería exponer y 
con lo que le parece al señor Sotillo. por lo que le pediría 
aquí una ratificación de la interpretación que yo doy a 
las palabras que él ha prpnunciado en esta tribuna, es de- 
cir, que no se trata de una delegación sobre todo de las 
leyes contenidas en el Anejo 1 ni tampoco de las rnateri'as 
tratadas por esas leves, sino precisamente de las materias 
contenidas en esas leyes cuando se trata de adecuar esas 
materias a la normativa comunitaria. 

Eso es lo que nosotros pretendemos decir aquí y deduz- 
co que es lo que pretende decir el Grupo Socialista, pero 
queremos que quede suficientemente claro que se trata 
de una delegación con limites concretos y no de una des- 
legalización de sectores enteros o de una competencia 
para modificar en puntos que nada tienen que ver con la 
normativa comunitaria una serie de importantes leyes, al- 
gunas de ellas últimamente elaboradas por esta Cámara. 
Con eso quedaríamos satisfechos. 

En cuanto al tema de las Comunidades Autónomas, no- 
sotros, sin perjuicio de mantener nuestra enmienda nú- 
mero 12, consideramos que el espíritu de nuestra propues- 
ta es el espíritu que el sehor Sotillo, en nombre de su Gru- 
po, ha dejado aquí claro, de lo cual también nos alegra- 
mos, porque eso supone una coincidencia que, en otros 
momentgs, no se había producido. 

Por todo ello, anunciamos nuestro voto favorable a este 
proyecto en los términos en que se vaya produciendo el 
trámite parlamentario si se esclarece el único punto que, 
a nuestro juicio, queda todavía ambiguo, que es una de- 
legación s610 para modificar las leyes en los puntos en 
que el contenido de esta ley ha de adaptarse a la norma- 
tiva comunitaria y no, en manera alguna, a las leyes, es- 
tén o no afectadas por la normativa comunitaria ni me- 
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nos aún sobre los sectores materiales a los que las leyes 
se refieren, lo cual supondría una grave deslegalización. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 

Tiene la palabra el señor Sotillo. 
señor Herrero. 

El señor SOTILLO MARTI: Con la mayor brevedad, se- 
ñor Presidente, en primer lugar quiero decir que lamento 
profundamente que el Grupo Minoría Catalana no sólo no 
me haya entendido -seguramente me he expresado muy 
mal en mi exposición-, sino que me temo que no me ha 
escuchado, y eso ya es más grave porque el Parlamento 
tiene como misión, al menos, escuchar. Entenderse es otro 
problema distinto que ningún Parlamento lo puede con- 
seguir, pero escuchar es el mínimo vital para poder tra- 
bajar en esta Cámara. 

Me parece que la exposición que he hecho en una ex- 
posición en la línea de la que hizo el señor Ministro y en 
la que pretendía abundar en unos argumentos que me pa- 
recen difícilmente rechazables por parte del Grupo de Mi- 
noría Catalana. Lamento que este Grupo emplee su tiem- 
po más en reafirmarse en el rechazo que en estudiar per- 
manentemente cómo le va a afectar a sus competencias 
el ordenamiento jurídico comunitario y cómo el Estado 
le quita competencias, en virtud del ordenamiento jurídi- 
co comunitario. 

En relación con la intervención del senor Herrero, qui- 
siera insistir en que la utilidad a que ha hecho referencia 
de las fórmulas anteriores yo no la veo por ningún lado. 
Esta Cámara no puede convertirse en la editora de un dic- 
cionario o de una enciclopedia jurídica. Para hacer dic- 
ciona'rios están las editoriales privadas en nuestro país. 
Nosotros hacemos normas jurídicas y la norma jurídica 
no es lo que pretendía el Grupo Popular en sesiones an- 
teriores. Hoy acepta que la fórmula jurídica es una ley de 
delegaci6n con todas las limitaciones, que aceptamos, y 
con todos los matices de sus enmiendas, que también 
aceptamos. Por ello, yo creo que debía resaltar que eso se 
ha producido. 

En segundo término, naturalmente que se trata, como 
dice nuestra enmienda número 18 u. . .  en la medida que 
tales materias resulten afectadas por el mismo ordena- 
miento jurídico comunitario...*: Pongamos unos ejemplos 
de la lista anexa: El control de cambios resulta afectado 
por las Directivas correspondientes en materias sustanti- 
vas, en la definición y en los requisitos de autorización o 
de libertad; sin embargo, en materias penales, por ejem- 
plo, presentes en la legislación de control de cambios es- 
padola, no puede haber, ni la hay, Directiva o norma co- 
munitaria; por tanto, naturalmente que no puede quedar 
afectada. Lo mismo sucede si optamos por la Ley españo- 
la de Consumidores y Usuarios de 1984, que en algunas 
materias ha sido desarrollada por la Comunidad y en 
otras materias la Comunidad no ha dicho nada, como, por 
ejemplo, respecto a las condiciones generales de contra- 
tación de los artículos 9: y 10 de dicha Ley de Consumi- 

dores y Usuarios, donde no hay normativa comunitaria al 
respecto. 

Así podríamos exponer muchos aspectos de esas leyes. 
Algunas será necesario modificarlas en mucha mayor ex- 
tensión, puesto que están más presentes en ellas norma- 
tivas comunitarias; en otras, las modificaciones serán le- 
ves o pequeñas. 

Gn tercer lugar, señor Presidente, y termino, me parece 
que mi compañero el señor Marín, en su última interven- 
ción del mes de junio, hizo referencia a una cuestión que 
esta Ley no resuelve, pero que está pendiente, y esa cues- 
tión se refiere al sistema por el cual evitamos que el Es- 
tado español, la nación española, cada una de sus partes 
y todos nosotros, nos veamos involucrados en un proce- 
dimiento de sanción, por los organismos comunitarios, 
por el incumplimiento de las medidas obligatorias de 
adaptación del ordenamiento jurfdico comunitario cuan- 
do ese cumplimiento, como he dicho e insisto, no corres- 
ponde a estas Cortes Generales ni al Gobierno de la 
nación. 

El señor Marín decía: habrá que pensar, entre todos, 
cómo garantizamos que el Estado espaliol, la nación es- 
pañola y estas Cortes Generales prevean un sistema por 
el cual ante obligaciones que a ellos no les corresponden 
y que queden incumplidas, se produzca una sanción de 
los organismos comunitarios ante supuestos en los cuales 
nosotros ni queremos ni debemos actuar puesto que no es 
de nuestra competencia, sino, por ejemplo, de las Comu- 
nidades Autónomas o de algunos otros organismos. Me 
parece que ese era el sentido de la intervención del senor' 
Marín, intervención extremadamente atinada, porque ése 
sí que es el tenor literal del artículo 93 de la Constitución, 
salvo que el artículo 93 sea una norma vacía de conteni- 
do, lo cual es imposible. Por tanto, lo que no puede ser no 
puede ser y, además, es imposible; el artículo 93, al me- 
nos, tiene esa virtualidad. 

Esa intervención del señor Marín la suscriboplenamen- 
te y me parece que es una interveoción jurídica y políti- 
camente atinadísima, que han tenido que resolver todos 
los Estados miembros, incluido la República Federal Ale- 
mana, con un sistema constitucional federal. Me parece 
que debemos ir por ese camino y buscar fórmulas para re- 
solver esa cuestión, que hoy no está en este debate pero 
que, sin duda, se suscitará en el futuro. (El señor Herrero 
Rodríguez de Miñdn pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE4Verde i Aldea): Gracias, 

Tiene la palabra el señor Herrero Rodríguez de Miñón. 
señor Sotillos. 

El seiior HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Señor 
Presidente, es para hacer una clarificación que creo que 
es muy importante. 

Por supuesto que cada uno es muy dueño de ser solida- 
rio y, además, está muy bien que sea solidario con los pro- 
pios actos, pero entiendo que los criterios interpretativos 
de esta Ley son los marcados en este debate y los que, en 
su caso, pudiera haber en el Senado, no cosas que se ha- 
yan dicho antes por un Grupo u otro. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Eso pare- 
ce claro porque, además, el señor Sotillo ha dicho que la 
referencia al debate anterior trataba de otra cuestión que 
no concernía a este proyecto de ley. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MIÑON: Gra- 
cias, señor Presidente. 

El senor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Vamos a 
proceder a las votaciones. 

En primer lugar votamos las enmiendas de totalidad 
de los señores Pérez Royo y Bandrés conjuntamente por- 
que las dos son de devolución al Gobierno. Enmiendas de 
totalidad al proyecto de ley, presentadas por el Grupo 
Mixto y suscritas, una, por el señor Pérez Royo, y otra, 
por el señor Bandrés. 

comienza la votación (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 229; a favor, 14; en contra, 210; abstenciones, 
cinco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Quedan 
rechazadas las enmiendas a la totalidad suscritas por los 
señores Pérez Royo y Bandrés. 

La exposición de motivos será votada en último lugar. 
Votamos la enmienda número 2 ,  del Grupo Parlamen- 

Comienza la votación. (Pausa.) 
tario de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 227; a favor. 16; en  contra. 166; abstenciones, 45.  

El senor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Queda re- 
chazada la enmienda número 2,  del Grupo Parlamenta- 
rio Minoría Catalana, al artículo 1 .Y 

Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Vas- 
co, exceptuadas las que afectan a la exposición de mo- 
tivos. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 229: a favor, 19; en contra, 167; abstenciones, 43. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Queden 
rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario Vas- 
co, que afectan al articulado de la ley. 

Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Mix- 
to, suscritas por e\ señor Bandrés, enmiendas números 9, 
1 o y  1 1 .  

Comienza la votacibn. (Pausa.) 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 229; a favor, 18; en contra. 210; abstenciones, 
una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Quedan 
rechazadas las enmiendas al texto articulado, suscritas 
por el señor Bandrés. 

Votarnos la enmienda número 12, del Grupo Parlamen- 

Comienza la votación. (Pausa.) 
tario Popular, al artículo 1 : 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emiridos, 231; a favor, 54; en contra, 171; abstenciones, seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Queda re- 
chazada la enmienda número 12, del Grupo Parlamenta- 
rio Popular. 

Las enmiendas números 13 y 14, del Grupo Parlamen- 
tario Popular, se pueden votar conjuntamente, la 14 de 
acuerdo con la correción de errores que se ha presentado. 
Enmiendas 13 y 14, del Grupo Parlamentario Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 233; a favor, 227; en contra, cuatro; abstenciones. 
dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Quedan 
aprobadas las enmiendas números 13 y 14, del Grupo Par- 
lamentario Popular. 

Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario So- 
cialista, excepto la referente a la exposición de motivos y 
la número 20, que ha sido retirada, y ,  en cuanto a la en- 
mienda 16, del Anexo 11, con la corrección de error que 
consiste en añadir la Directiva 70í32, de la Comisión, de 
17 de diciembre de 1969, que había sido omitida. 

Comienza la votación, IPausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos. 233; a favor, 223; en contra, uno; abstenciones, 
nueve. 

El senor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Quedan 
aceptadas las enmiendas del Grupo Parlamentario Socia- 
lista, al articulado de la ley. 

Pasamos a votar el articulado de la propia ley. El artí- 
culo 1." ha sido ya votado en su nueva redacción. Vota- 
mos, por consiguiente, los artículos 2.". 3." y 4: (El señor 
Sotillo pide la palabra.) 

Señor Sotillo, ¿que desea? 

El señor SOTILLO MARTI: El artículo 4." ha sido sus- 
tituido por la enmienda 13, del Grupo Parlamentario Po- 
pular, con lo cual queda su texto eliminado del proyecto. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Elartícu- 
lo 5: ha sido sustituido por la enmienda número 14, del 
Grupo Parlamentario Popular. 

Por tanto, votamos los artículos 2: y 3.", la disposición 
final y los anexos en todo lo que no han sido modificados 
por las enmiendas del Grupo Parlamentario Socialista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 230; a favor, 21 7 ;  en contra, tres; abstenciones, 1 O. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Quedan 
aprobados los artículos 2." y 3.", la disposición final y los 
anexos en aquello que no hayan sido modificados por las 
enmiendas presentadas. 

Pasamos, seguidamente, a la votación de la exposición 
de motivos. Se separa de la votación la enmienda núme- 
ro 5, del Grupo Parlamentario Vasco. (El seríor Herrero Ro- 
dríguez de Miríón pide la palabra.) 

El señor Herrero tiene la palabra. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Y la en- 
mienda número 3 también, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Entonces 

Votamos la enmienda número 3, del Grupo Parlamen- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

votamos todas por separado. 

tario Vasco, a la exposición de motivos. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 233; a favor, 64; en contra, 168; abstenciones, 
una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Queda re- 
chazada la enmienda número 3, del Grupo Parlamenta- 
rio Vasco. 

Votamos la enmienda número 4, del Grupo Parlamen- 
tario Vasco. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 233; a favor, 20; en contra, 167; abstenciones, 46.  

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Queda re- 
chazada la enmienda número 4, del Grupo Parlamenta- 
rio Vasco, presentada a la exposición de motivos. 

Votamos, seguidamente, la enmienda número 5, del 
Grupo Parlamentario Vasco. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la vqtacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 232; a favor, 226; en contra, tres; abstenciones, 
dos: nulos, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Queda 
aceptada la enmienda número 5, del Grupo Parlamenta- 
rio Vasco, a la exposición de motivos. 

A continuación, votamos la enmienda número 19, del 
Grupo Parlamentario Socialista, a la exposición de mo- 
tivos. 

Comienza la votacibn. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguienie resu1tado:'Votos 
emitidos, 232; a favor, 178; en contra, dos; abstenciones, 52. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Queda 
aceptada la enmienda número 19, del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista. 

Procedemos seguidamente a votar el texto de la expo- 

sición de motivos conforme al dictamen de la Comisión, 
en el que se introducirán las enmiendas que ya han sido 
aceptadas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 232; a favor, 171; en contra, seis: abstenciones, 55.  

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Queda 
aprobada la exposición de motivos y con ello queda vo- 
tado y aprobado, por consiguiente, el proyecto de ley de 
bases de delegaci6n al Gobierno para la aplicación del de- 
recho a las Comunidades Europeas. (El señor Presidente 
ocupa la Presidencia.) 

DICTAMENES DE COMISION SOBRE INICIATIVAS LE- 
GISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY DE FUERZAS ARMADAS Y 
CUERPOS DE SEGURIDAD DE LA COMISION DE 
JUSTICIA. PROCEDIMIENTO DE URGENCIA 

El señor PRESIDENTE: Entramos ahora en el punto IV 
del orden del día, proyecto de ley de Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad, procedente de la Comisión de Justicia. 

El Presidente, de acuerdo con la opinión de los porta- 
voces de los Grupos Parlamentarios, en base a lo fijado 
en el artículo 73 del Reglamento, ha acordado establecer 
diez bloques de debate. El primero se refiere a los artícu- 
los 1 .Y a 3: y 3: bis; el segundo a los artículos 4: y 5:;  el 
tercero a los artículos 6." y 7."; el cuarto a los artículos 9 . ~ ,  
10 y 11; el quinto a los artículos 8.", 12, 13 y 14; el sexto 
a los artículos 15 a 24 y 24 bis, 23 y 26; el séptimo a los 
artículos 27 a 34; el octavo a los artículos 35 a 48; el no- 
veno a los artículos 49 a 52, y el décimo a las disposicio- 
nes transitorias, adicionales y finales. Entramos en el 
debate. 

Señor Vizcaya, ¿la enmienda al preámbulo la engloba- 
rá su señoría al final? 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, yo creo 
que en función de cómo quede la ley es posible que la for- 
ma de defender la enmienda también varíe. 

El señor PRESIDENTE: La defenderá al final. 
Primer bloque de artículos, 1 ." a 3." y 3.' bis. Enmien- 

das del Grupo Parlamentario Mixto, suscritas por el se- 
ñor Bandrés, números 240,241 y 242.. 

El señor Bandrés tiene la palabra por tiempo de diez 
minutos. 

Afliculos 
1 a 3 O  y 3.0 

El señor BANDRES MOLET: Senor Presidente, señoras 
y señores Diputados, para defender, en nombre de Euska- 
diko Ezkerra, las enmiendas a los artlculos l.", 2." y 3." de 
este proyecto de ley de policla. 

La enmienda 240, al artículo 1 .", pretende la sustitución 
del texto. Naturalmente, se refería esa enmienda al texto 
primitivo del proyecto de ley, ahora se refiere al texto pro- 
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veniente de la Comisión y que figura en el dictamen de la 
misma, y trata de sustituir el texto actual, repartido en 
cuatro puntos, por el texto presentado por la enmienda, 
que fundamentalmente expresa que .el mantenimiento 
de la seguridad pública es competencia del Gobierno del 
Estado sin perjuicio de aquellas competencias asumidas 
por las Comunidades Autónomas en los términos estable- 
cidos en sus respectivos Estatutos., 

El punto 3 establece una diferencia de denominación. 
El actual punto 4 del dictamen dice: *El mantenimiento 
de la seguridad pública se ejercerá por las distintas Ad- 
ministraciones Públicas a través de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad*. Nosotros preferimos que diga: (( ... por las 
distintas Administraciones Públicas a través de los Cuer- 
pos de Policía*. Estas enmiendas, que parecen de pura 
terminología o nominalistas, sin embargo, yo creo que tie- 
nen algún sentido más profundo. 

Es cierto que la materia de seguridad pública es una 
competencia exclusiva del Estado, de conformidad con el 
artículo 149.29 de la Constitución. Pero también es cierto 
que, como tantas veces Ocurre en la Constitución y en los 
textos legales en general, aparece esta competencia exclu- 
siva matizada por un «sin perjuicio., que en realidad es- 
tablece que la materia deja de ser exclusiva. Esto de lo 
que tanto nos hemos quejado nosotros, por ejemplo, en el 
Estatuto de Autonomía de Guernica cuando dice que es 
competencia de la Comunidad Autónoma tal cosa «sin 
perjuicio de», esta vez este «sin perjuicio de» va en con- 
tra del Estado y en favor de otros supuestos, de forma que 
el artículo 149.29 de la Constitución dice: «El Estado tie- 
ne competencia exclusiva en la seguridad pública, sin per- 
juicio de la posibilidad de creación de policías por las Co- 
munidades Autónomas en la forma que se establezca en 
los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga 
una ley orgánica.; es decir, en esta ley orgánica que hoy 
vamos a aprobar. 

Entonces, nos parece mucho más ajustada al texto cons- 
titucional nuestra propuesta que la que figura hoy en día 
en el dictamen de la Comisión. Y el querer sustituir uFuer- 
zas y Cuerpos de Seguridad. por una denominación mu- 
cho más simplificada, mucho más apropiada y más inte- 
ligible, es decir, llamarse simplemente ((cuerpos de poli- 
cía., nos parece, también que se ajusta más a la Consti- 
tución, simplifica la denominación y la acerca más a esa 
Europa en la que con tanto entusiasmo estamos entran- 
do. Por tanto, ruego y solicito para la enmienda la apro- 
bación de sus señorías. 

También existe una enmienda, la 241, al apartado dos 
del artículo 2.0, que trata de añadir al final del punto y 
seguido un párrafo que diga: aquienes no ostentaran la 
condición de funcionarios públicos estarán sujetos a la in- 
tervención de la Administracibn pública, a través de los 
Cuerpos de policía que fueren competentes.. Es evidente 
que esta enmienda ha sido en parte recogida en el dicta- 
men de la Comisión, y se está refiriendo a esta prolifera- 
ción a la que estamos asistiendo todos de cuerpos de po- 
licía privada, no sé exactamente la terminología ni me im- 
porta demasiado, pero son gente que porta armas, con su 
licencia correspondiente, que visten una especie de uni- 

forme, diferenciado del de las Fuerzas de Seguridad o 
Cuerpos de Policía.propios del Estado o de las Comuni- 
dades Aut6nomas, pero que ostentan la facultad de la 
coacción, porque son quienes tienen el arma, y creo que 
es necesario un control de los agentes de vigilancia. No 
basta con decir, como en el texto del proyecto de ley, que 
.deberán colaborar*; deberán colaborar todos los ciuda- 
danos, porque la Ley de Enjuiciamiento Criminal nos 
constituye a todos, de alguna manera, en perseguidores 
del delincuente; cualquier particular tiene incluso el de- 
recho de detener para poner al detenido inmediatamente 
a disposición de quien proceda. Pero decir simplemente 
que estas policías -no quiero llamarlas paralelas por la 
connotación que tiene- privadas tengan solamente la 
obligación de colaborar, no es suficiente. Creo que tiene 
que decir algo más que permita que sean controladas por 
los Cuerpos de Policía precisamente, y no funcionar de un 
modo totalmente privado y al margen, sin control algu- 
no. Porque solamente colaborar, repito, es obligación de 
cualquier ciudadano. 

La enmienda 242 se refiere al artículo 3.", y pretende 
que en el texto que menciona cómo ajustarán los miem- 
bros de los Cuerpos de Policía su actuación al principio 
de cooperación recíproca, esto es evidente, 5e intercale: 
«con sujección al de primacía de actuación en cuanto a 
las funciones propias de cada uno de ellos por razón de 
la materia o del territorio.. 

Esta ley prevé, evidentemente, la coexistencia de varias 
policías, si quieren ustedes de muchas policías. Además, 
los filósofos de la seguridad -que los hay- entienden que 
tiene que haber muchas policías, que no es bueno que en 
un Estado democrático exista una sola policía. La exis- 
tencia de un solo cuerpo de policía perfectamente unifi- 
cado, al servicio de no sé quién, es propio de las dictadu- 
ras, y esta ley establece la pluralidad de policías, y esto 
es bueno. 

Recuerdo -y algunos Diputados que estaban conmigo 
también lo recordarán- que estando en Washington, en 
el Departamento de Justicia, un alto funcionario de la fis- 
calía de aquel Departamento, en contestación a una pre- 
gunta mia concreta nos dijo: *Cuando ustedes salgan de 
aquí y antes de llegar a su hotel, habrán pasado por la ju- 
risdicción de 15 policías diferentes,. Esto en Washington, 
en una sola ciudad. Este profesional del Derecho del De- 
partamento de Justicia estaba explicando con ese ejem- 
plo la puesta en práctica en los Estados Unidos de Amé- 
rica de esta filosofía de la multiplicidad de las policías, 
porque, insisto, las policías tienen poder porque tienen 
armas. 

Algunos señores Diputados -y perdónenme que cite 
anécdotas- recordarán, en una noche tristísima, cómo un 
cabo primero puso firme al Ministro del Interior. La di- 
ferencia es que el cabo primero tenía una metralleta en 
la mano y el Ministro del Interior tenía solamente su dig- 
nidad (que la empleó muy bien), sus facultades y su po- 
der, que quedaba anulado ante una metralleta. 

Me parece bien, pues, que existan unos principios de 
cwperaci6n recíproca, pero también me parece bien que 
ya en este mismo artículo se establezca un poco cómo se 



- 11668 - 
CONGRESO 5 DE DICIEMBRE DE 1985.-NÚM. 258 

va a producir esa cooperación, y lo lógico -y estará en 
el espíritu de todos, y nadie se opondría en principio a 
ello- es que sea con sujeción al de prlmacía de actuación 
en cuento a las funciones propias de cada una de esas po- 
licías y por su ámbito material o por su ámbito territorial. 
Y creo que he terminado la defensa de mis enmiendas, 

porque la siguiente es el articulo 4.0 que no corresponde 
a este momento. 

Muchas gracias, señores Diputados. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bandrés. 
Enmiendas números 343, 522 y 523, del Grupo Parla- 

mentario Centrista. Para su defensa tiene la palabra el se- 
ñor Sancho Rof. 

El señor SANCHO ROF: Están retiradas, señor Pre- 
sidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Sancho Rof: Es- 
tán retiradas las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Centrista. 

Enmiendas de Minoría Catalana. Para su defensa tiene 
la palabra el señor Trías de Bes. (El seríor Vicepresidente, 
Verde i Aldea, ocupa la Presidencia.) 

El señor TRiAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, se- 
ñorías, con el debate de estas enmiendas entramos en lo 
que es el pbtico de la ley, en las disposiciones generales. 
En los tres primeros artículos se establecen unos princi- 
pios muy genéricos, pero que van a configurar lo que lue- 
go va a ser el marco o el ámbito de la ley. 

Nosotros hemos mantenido dos enmiendas suficiente- 
mente justificadas en el sentido de que, a partir de este 
título, a partir de estos tres primeros artlculos, el punto 
de vista socialista está dando un espíritu a la ley distinto 
del de nuestro Grupo Parlamentario, es decir, tenemos 
una distinta concepción, lo cual no quiere decir que no 
haya confluencias de criterios en muchos de los puntos de 
la ley, y ello se ha demostrado en Ponencia y en Comi- 
sión, donde este proyecto ha mejorado considerablemen- 
te. Es decir, el texto remitido por el Gobierno ha mejora- 
do sensiblemente a su paso, primero, por Ponencia y, des- 
pués, por Comisión, donde se produjo un debate profun- 
do y fructífero, y también ha mejorado el artículo l:, al 
que nos estamos refiriendo. 

En ei artículo 1 P del proyecto se habla de que el man- 
tenimiento de la seguridad pública -se trata del concep- 
to de seguridad pública; por tanto, el mantenimiento es 
el ejercicio de esa seguridad pública- era competencia 
del Gobierno de la nacibn. Este texto se ha cambiado por 
la Ponencia y por la Comisión y el dictamen dice que la 
seguridad pública es competencia exclusiva del Estado. 
Hasta aquí coincide con el punto primero de la enmienda 
de nuestro Grupo Parlamentario y, por tanto, podríamos 
decir que está sumido el punto uno de nuestra enmienda. 
Esto es evidente y lo reconozco desde la tribuna. Pero el 
texto del dictamen de la Comisión mantiene los puntos se- 
gundo y tercero, de cuya filosofía no participa nuestro 
Grupo. 

Dice el dictamen de la Comisión que las Comunidades 
Autónomas participarán en el mantenimiento de la segu- 
ridad pública en los términos establecidos en los Estatu- 
tos y en el marco de la presente ley. Luego, también ha- 
bla de la participación de las policías locales en el man- 
tenimiento de la seguridad pública en el ámbito de la Ley 
de Bases de Régimen Local y en el marco de la presente 
ley. Aquí la concepción se separa un tanto, es una disqui- 
sición jurldica quizá, pero nosotros creemos que es mu- 
cho más profunda porque parte de la difinición de segu- 
ridad pública que la propia Constitución establece. 

Nosotros no dudamos (lo mantenemos en nuestra pro- 
pia enmienda) que la seguridad pública es competencia 
exclusiva del Estado. Punto uno. Pero jcómo se ejerce esa 
competencia? La ejercen los Cuerpos y Fuerzas de Segu- 
ridad, todos, y la propia exposición de motivos creo que 
habla de competencias muchas veces difíciles de compar- 
timentar y de exclusivizar, que incluso necesariamente 
tienen que estar compenetradas, y que, por tanto, es muy 
difícil establecer un criterio estricto. Las Comunidades 
Autónomas y las policías locales no sólo participarán en 
el mantenimiento de la seguridad pública: las Comunida- 
des Aut6nomas y las policías locales ejercerán una com- 
petencia sobre la seguridad pública, y ésa es la diferencia 
de criterios. 

Ya sé que se me alegará el artíc.ulo 149 de la Constitu- 
ción, es evidente que sí ,  pero el artículo 149 de la Consti- 
tución, y ya lo ha dicho otro interviniente refiriéndose a 
otro punto, dice que la seguridad pública es competencia 
exclusiva del Estado, sin perjuicio de la creación de Poli- 
cías por las Comunidades Aut6nomas en la forma en que 
se establezca en sus respectivos Estatutos y en el marco 
de lo que disponga una ley orgánica. Supongo que es esta 
ley orgánica, aunque después del debate de totalidad, del 
debate en Ponencia y del debate en Comisión y ahora en 
Pleno, no ha quedado claro qué es esta ley, si es una ley 
de bases, si es una ley marco, o si es una ley básica. En 
todo caso, nuestro criterio es que las Comunidades Autó- 
nomas y las Corporaciones Locales o las policías locales 
no participan, sino que lo que hacen es mantener la se- 
guridad en la esfera de sus respectivas competencias. Es 
decir, tienen una competencia que es del Estado, pero no 
participan, la ejercen plenamente, y puede ser en colabo- 
ración con la Policía de las Comunidades Autónomas o en 
colaboración con otros Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, 
pero ejercen una competencia, repito, tienen esa compe- 
tencia, no participan en el mantenimiento de la misma. 

Ese es el criterio de nuestra enmienda número 428, en 
la que suprimimos de hecho, tal y como ha quedado aho- 
ra el artículo en el dictamen de la Comisi6n, los puntos 2 
y 3 del actual texto, en los que habla de que las Comuni- 
dades y las Corporaciones Locales participarán, y mante- 
nemos en cierto modo el punto 4, que viene a coincidir 
con el punto 2 de nuestra enmienda, aunque no literal- 
mente, pero sí en espfritu. Es decir, que el artlculo 1 ." se- 
ría prácticamente el texto de nuestra enmienda, si no lle- 
vara incorporados, tal como están redactados, los puntos 
2 y 3 del artículo. Esto por lo que hace referencia al artí- 
culo 1:. 
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Por lo que respecta al artículo 3:, mi Grupo Parlamen- 
tario ha estado tentando de retirar la enmienda en este 
trámite parlamentario, y posiblemente no será manteni- 
da en sucesivos trámites, es decir, en el Senado, puesto 
que éste es el último en esta Cámara. ¿Por qué? Pues por 
lo que voy a intentar explicar a SS. SS. El texto del artí- 
culo 3/, según el dictámen de la Comisión, dice que los 
miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad ajusta- 
rán su actuación al principio de cooperación recíproca, y 
su coordinación se efectuará a través de los órganos que 
a tal efecto establece esta ley. A mí me parece que el tex- 
to es correcto; que esta ley tiene que recoger el principio 
de cooperación absolutamente necesario entre todos los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, es imprescindible que 
conste este principio en la ley, y que el principio de la 
coordinación también debe estar recogido en esta ley, 
puesto que se ha hecho un texto en el que se recopila lo 
que pudieran haber sido tres leyes distintas y que quizá 
hubiera simplificado mucho más las cosas, como se dijo 
en su día en el debate de totalidad. Pero el artículo 3: 
está hablando de todos los Cuerpos y Fuerzas de Seguri- 
dad. Dice que la coordinación se efectuará sólo -no dice 
~ ~ s ó l o ~ ,  pero se desprende del texto- a través de los ór- 
ganos de coordinación que a tal efecto establece esta ley, 
y esto no es del todo cierto. 
Yo sé que mi enmienda no plantea exactamente una so- 

lución a lo que yo estoy denunciando o advirtiendo desde 
la tribuna, que es que el artículo 3: se refiere a todas las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y que esta ley establece 
unos órganos de coordinación, pero es que existen otros 
órganos de coordinación que no están comprendidos en 
esta ley y que hoy están rigiendo en algunas Comunida- 
des Autónomas que disponen ya de Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad propios. Esos órganos de coordinación ya exis- 
ten, ya coordinan y ,  por ello, se les tendría que hacer al- 
guna referencia en este artículo 3:. 

No quiero, señorías, que en la réplica se fijen en el tex- 
to concreto de mi enmienda, porque lo que pretendía era 
que la coordinación -y era la filosofía de otro texto del 
Gobiern- se produjera en el ámbito de las Comunida- 
des Autbnomas, tal y como estuviera previsto en ellas y ,  
en su defecto, que se rigiera según lo dispueslo en esta 
ley. No tiene nada que ver, pero este artículo sí que se re- 
fiere a la coordinación. El artículo 3: del actual dictamen 
de la Comisión deja fuera unos órganos que ya existen y 
a los que se debería hacer referencia, creemos nosotros, 
en este artículo o en alguna disposición al final del pro- 
yecto. Es decir, que el mantenimiento de nuestra enmien- 
da lo es en tanto en cuanto creemos que falta algo que de- 
bería figurar si no aquí, repito, como enmienda de aproxi- 
mación, al final de la ley. 

Estas son las razones que han motivado el manteni- 
miento de nuestras enmiendas a este bloque de disposi- 
ciones generales, que reconocemos ha sido mejorado en 
Ponencia y en Comisión y que se ajusta más a la Consti- 
tuci6n, pero que todavía no recoge el espíritu de nuestro 
Grupo Parlamentario, por cuanto ustedes creen que, se- 
gún el texto, se está participando en el ejercicio de una 
competencia, cuando nuestro criterio es que se está ejer- 

ciendo una competencia, tanto por los ayuntamientos 
como por las Comunidades Autónomas que tienen com- 
petencia sobre seguridad pública. Es una diferencia de 
concepción que nosotros planteamos desde el principio, 
desde el pórtico de la ley hasta el final, y SS. SS., sin em- 
bargo, lo mantienen en el dictamen de la Comisión y, su- 
pongo yo, en el texto final que saldrá de esta Cámara. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, señor Trías. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto, suscritas 
por el señor Pérez Royo. Tiene la palabra el señor Pérez 
Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, señorías, voy 
a intervenir brevemente porque el sentido de mis enmien- 
das, al menos de la fundamental que mantenemos en re- 
lación a este bloque de artículos, la número 165, es simi- 
lar al que ha sido expuesto en las enmiendas de otros Di- 
putados que me han precedido en esta tribuna y, en con- 
secuencia, también son similares, como es lógico, los ar- 
gumentos que cabría aducir para incitar a SS. S S .  a la vo- 
tación positiva de dichas enmiendas. 

La enmienda 165, al artículo 1.1. o, mejor dicho, al ar- 
tículo 1 .Y en su conjunto (puesto que esta enmienda se co- 
necta con la 166, que pretende la supresión del resto del 
artículo), pide una más correcta definición de los térmi- 
nos en los cuales debe ejercerse la competencia en rela- 
ción al tema de la seguridad pública. Se trata de una en- 
mienda que corresponde a un artículo que se presenta en 
el pórtico de la Ley y que, en cierta medida, viene a es- 
tablecer la señal, el espíritu con el que, posteriormente, 
en otras partes digamos más articuladas, más específicas 
de la Ley, se van a regular temas importantes, como es el 
problema de la articulación entre las diferentes Adminis- 
traciones -el Estado, las Comunidades Autónomas y los 
entes locales- en relación al ejercicio de la competencia 
en materia de seguridad y, en definitiva, en relación a la 
regulación de las policías locales y de las policías au- 
tonómicas. 

Pues bien, entendemos los comunistas, al igual que 
a r o s  Diputados que han hablado precedentemente, que 
la forma en que en este artículo 1: se define la titulari- 
dad para el ejercicio de las competencias en materia de 
seguridad es restrictiva, es una fórmula que anuncia lo 
que va a ser posteriormente una realidad, es decir, el me- 
nosprecio, la minusvaloración, la colocación en un muy 
segundo plano de las policías autonómicas y locales. 

Nosotros creemos que una definición más correcta de 
los terminos para el ejercicio de la competencia sería la 
siguiente: .El mantenimiento de la seguridad pública es 
competencia del Gobierno de la.Nación, de las Comuni- 
dades Autónomas y de las Corporaciones locales, en los 
términos establecidos en la Constitución y en los respec- 
tivos Estatutos de Autonomía, y en el marco de lo previs- 
to en la presente Ley*. Entendemos, en primer lugar, que 
esta fórmula es más sencilla y, en segundo lugar, que es 
lo importante, que respeta, al menos más correctamente, 
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la letra y el espíritu de la Constitución y, sobre todo, la 
letra y el espíritu de lo que se llama el bloque de la cons- 
titucionalidad, integrado, cuando menos, por la Constitu- 
ción y por los Estatutos de Autonomía. 

Efectivamente, las Comunidades Autónomas tienen 
competencias en materia de seguridad, ejercen competen- 
cias en materia de seguridad, como lo reconocen sus pro- 
pios Estatutos al desarrollar precisamente el artículo 149 
de la Constitución, el *sin perjuicio., que se ha recorda- 
do, de establecer la posibilidad de policías autonómicas, 
posibilidad que es una realidad en algunas Comunidades 
Autónomas y que no lo es en otras que, o no tienen reco- 
nocida esta competencia en sus Estatutos, o han decidido 
no hacer uso de la misma. Por ello, como digo, entiendo 
que sería conveniente establecer las cosas de esta forma, 
aunque -es lógico y lo comprendemos- el debate real so- 
bre estos temas, la auténtica enjundia de estos problemas 
la vamos a encontrar no en esta definición en el pórtico 
de la ley, que es. por así decirlo, una declaración de in- 
tenciones, sino en la efectiva regulación de las policías au- 
tonómicas y locales, en partes más avanzadas de la ley. 

La enmienda 166 es, como he indicado, de coherencia 
con la anterior, y pretende sencillamente la supresión de 
los apartados 2 y 3 del artículo 1 .Y, por entender que con 
la definición que proponemos para el artículo 1.1 quedan 
comprendidas todas las materias. 

Las enmiendas 167 y 168 iban referida's inicialmente al 
artículo 2.2 y 3, que actualmente ha sido modificado y 
desplazado en el dictamen de la Comisión, en base al in- 
forme de la Ponencia, hacia el nuevo artículo 3 bis. Cier- 
tamente, este desplazamiento supone ya de suyo un avan- 
ce importante, puesto que da satisfacción parcialmente a 
algo que pedíamos en el espíritu de nuestras enmiendas, 
que era evitar tratar en un mismo plano a las policías pri- 
vadas y a los cuerpos de policía servidos por funcionarios 
públicos. Evidentemente, el colocar en artículos diversos 
las policías públicas y las privadas es un avance induda- 
ble y da, como digo, satisfacción a una parte de nuestras 
enmiendas. Sin embargo, nosotros, sin entrar ahora en la 
discusión sobre las policías privadas, entendemos que, en 
todo caso, no es ésta la ley en la cual deben reconocerse, 
aunque sea implícitamente, estas policías privadas. En 
consecuencia, nos oponemos a que se haga mención de las 
policías privadas, proponiendo la sustitución de la redac- 
ción por la siguiente: *Tendrán obligación de colaborar 
con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad quienes, osten- 
tando la condición de funcionarios públicos, ejerzan fun- 
ciones de vigilancia, seguridad o custodia.. Naturalmen- 
te las policías privadas, en el caso de que existan, tendrán 
obligación de colaborar: igual que la tienen todos los ciu- 
dadanos, pero entendemos que la obligación específica de 
colaborar debe quedar reducida a quienes ostenten la con- 
dición de funcionarias públicos. 

Finalmente, como una enmienda de coherencia con la 
anterior, pretendemos que se establezca que el deber de 
colaboración establecida en el número anterior se extien- 
da a quienes, sin ostentar la condición de funcionarios, 
ejerzan las funciones señaladas. Con ello, en definitiva, es- 
taríamos llegando prácticamente a la misma conclusión 

que ustedes pretenden, pero entendemos que de una for- 
ma más delicada, evitando esta mención de las policías 
privadas. 

Nada más, sedor Presidente. 

El sedor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 
señor h e z  Royo. 

Enmiendas números 54 y 55, del Grupo Parlamentario 
Mixto, suscritas por el señor Rodríguez Sahagún. 

Tiene la palabra el sedor Rodríguez Sahagún. 

El señor RODRIGUEZ SAHAGUN: Gracias, señor Pre- 
sidente. Voy a ser muy breve. Quiero, en el frontispicio 
del debate de esta importante ley -a lo largo del mismo 
me gustaría hacer una intervención global, aunque no 
precisamente dentro del bloque de artículos que estamos 
debatiendo- dejar constancia, como ya se ha dicho por 
algún otro de los portavoces, de que, al menos en el pla- 
no técnico, ha habido una mejora importante del proyec- 
to del Gobierno en los trabajos parlamentarios de Ponen- 
cia y Comisión. Debo decir que nuestro Grupo ha contri- 
buido a ese mejoramiento, porque han sido literalmente 
aceptadas muchas enmiendas técnicas, y otras si no lite- 
ralmente sí en espíritu, aunque quizá, en algunos casos, 
no haya quedado una constancia clara de ello. Esta es la 
razón por la que he mantenido algunas enmiendas, a los 
efectos de dejar esa constancia en el debate. 

En cuanto a este paquete de artículos que estamos de- 
batiendo en este momento, las enmiendas al artículo 1 .U 
se ,recogieron íntegramente en el trámite de Ponencia, y 
creo que contribuyen a mejorar el texto. 
No se ha recogido la enmienda al artículo 2.", pero tam- 

poco voy a insistir demasiado en ella, porque es de carác- 
ter terminológico y pretendía, pura y simplemente, que 
los términos aplicados a los cuerpos de policía de las Co- 
munidades Autónomas sean exactamente los mismos que 
aparecen en los Estatutos. Me parece que la lógica legis- 
lativa lleva a que en los distintos proyectos que se aprue- 
ben aparezcan siempre los mismos terminos; no es que 
:n esta ocasión el confusionismo vaya a ser grande, pero 
me parece que la lógica debe imperar en todos los actos 
que realicemos en esta Cámara. La lógica debe imperar, 
porque estamos elaborando leyes en las que a las mismas 
:osas las llamamos de distinta manera, y acabamos ha- 
:¡endo muy difícil su interpretación al ciudadano normai. 
4cepto que ésta no es uqa enmienda mayor, pero me pa- 
pece que lo normal debería ser que se utilizara la misma 
terminología que en los Estatutos. 

La enmienda al artículo 3: es similar la que ha defen- 
dido mi compadero de Grupo, el sedor Bandrés. Efectiva- 
mente, el artículo 3." es un artículo importante que trata 
de llevar adelante -aunque sea en términos genéricos de 
declaración, que luego se matizan o desarrollan a lo lar- 
go de la Ley- dos principios fundamentales pata la efi- 
:acia de la actuación policial, para la eficacia de la ac- 
tuación de las Fuerzas de Seguridad, que son el de coo- 
peración recíproca y el de coordinación. Ciertamente, en 
mi opinión, no están suficientemente desarrollados, pero 
:s importante que estos principios aparezcan destacados 
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de esta manera ya en el artículo 3.0, y resulta obvio que 
su vigencia es imprescindible si se quiere lograr un míni- 
mo de eficacia en la actuaci6n policial. Sin embargo, se- 
Aor Ministro, yo creo que los principios de organización 
elementales son aplicables a todos los ámbitos de l a  ac- 
ción humana, lo mismo en el campo de la empresa que 
en el campo de la Administración, o en cualquier campo. 
Y mire usted, lo que se ha hecho - c o n  el mejor afán, con 
el mejor espíritu y con la mejor intención- al no reco- 
gerse tambíen ese otro concepto de primacía -llámelo 
como quiera, primacía o desarrollo, son conceptos, si se 
quiere, más asépticos o más organizativos-, mucho me 
temo que pueda dar lugar a pérdidas de eficacia en la per- 
secución del delito y a vacíos en algunas ocasiones en que 
la coordinación o la cooperación no funcionen suficiente- 
mente bien. Yo no entiendo que la primacía deba ser ja- 
más un obstáculo para la coordinación y la cooperación 
y sí entiendo, en cambio, que si no se recoge ese concepto 
de primacía, salvando siempre la inquietud que manifes- 
tó en el debate en Comisión el portavoz de Minoría Vas- 
ca, que al menos en el texto de la enmienda que yo pre- 
sento y presenta el señor Bandrés, que son muy simila- 
res, sí está salvado, porque se recoge la especificidad en 
cuanto a la materia, pero también en cuanto al territorio, 
s9lvando esa circunstancia, entiendo que éste es un prin- 
cipio que debiera constar aquí. 

Sé que el portavoz socialista en el debate de Comisión 
dijo que no hacía falta, porque estaba especificado en 
otros sitios en casos particulares. Mire usted, lo que abun- 
da no daña, y en cambio, ¿qué es lo que ocurre? Que la 
enunciación de lo particular nunca acaba cubriendo lo ge- 
neral. Y al final lo que puede pasar es que por no reco- 
gerse este principio existan casos que no estén debida- 
mente cubiertos en el planteamiento casuístico que luego 
se b g a .  Efectivamente, y en eso tenía razón el portavoz 
socialista, señor Busquets, en la Comisión, se recoge des- 
pués en otros artículos -le doy la razón en eso-, sin em- 
bargo, creo que no es suficiente y que sería más oportu- 
no, si no queremos que se produzcan vacíos que puedan 
conducir a un menor grado de eficacia, recoger este prin- 
cipio de primacía también en este artículo. Y no creo que 
sea un obstáculo para ello, como'decía el setíor Busquets 
en Comisión, que esta petición coincida con la de algunos 
Grupos de orden ideológico tan diverso y que parezca que 
sea una inspiración profesional. Mire usted, señor Minis- 
tro, es obvio que cuantos estamos aquí hemos dialogado 
con los sindicatos democráticos, y yo con toda sinceridad 
debo decirle que he asumido algunas de sus posiciones y 
he rechazado otras, pero el hecho de que pueda existir 
una coincidencia con unas determinadas posiciones.de un 
sindicato democrático no puede ser jamás un argumento 
a utilizar, y menos desde el Gobierno, para rechazar una 
enmienda. 
Yo creo, con sinceridad, que esta enmienda debería 

aceptarse. Piénselo, seiior Ministro, está a tiempo. Basta 
un simple gesto suyo para que la enmienda se acepte ... 
(Rumores.) y esta coordinación y esta cooperación funcio- 
narían mucho mejor, potque si no, es posible que en lu- 
gar de coordinación acabemos en confusionismo. 

El señor VICEPRESIENDENTE (Verde i Aldea): Gra- 

Enmienda númnero 91, del Grupo Parlamentario Popu- 
cias, señor Rodríguez.Sahagún. 

lar. El sedor Ruiz Gallardón tiene la palabra. 

El setior RUIZ CALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente, señorías, la enmienda 91, del Grupo Parla- 
mentario Popular, podría decirse que ha sido ya defendi- 
da hace un instante por el señor Rodríguez Sahagún, por- 
que efectivamente lo que nosotros proponemos en este ar- 
tículo 3/, que es objeto de la enmienda 91, es la introduc- 
ción no sólo de los principios, como en el mismo se dice, 
de cooperación recíproca y de coordinación, sino también 
del principio de primacía de actuación en cuanto a las 
funciones propias de cada uno de los Cuerpos de Seguri- 
dad del Estado. 

Se ha hecho alusión aquí, y es verdad, a que en el de- 
bate en Comisión el ilustre ponente socialista, señor Bus- 
quets, nos contraargumentó, al defender la postura del 
proyecto de ley que ha sido aquí traducida, que ese prin- 
cipio de la primacía de actuación según las funciones pro- 
pias de cada uno de los Cuerpos de Seguridad del Estado 
está ya pormenorizadamente recogido en otros preceptos 
de este mismo proyecto de ley. Y se nos decía por parte 
del señor Busquets que introducirlo aquí venía a ser algo 
así como albarda sobre albarda - e r a n  sus palabras tex- 
tuales-. Sin embargo, reflexionando sobre el tema, no- 
sotros creemos que no es así y que no es ésta una enmien- 
da menor, sino una enmienda importante. ¿Por qué cree- 
mos que no es así? En primer lugar, porque estamos en 
el frontispicio de la ley general que estamos estudiando, 
que regula todos los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado, los propios de las Comunidades Autónomas y 
también los correspondientes a las entidades de carácter 
local. Siendo así que estamos en estos principios genera- 
les, parece lógico que todos los principios generales de- 
ban ser traídos a este capítulo y a este título de la ley y,  
por consiguiente, no basta simplemente con que se trai- 
gan los principios, con los que todos comulgamos, de coo- 
peración recíproca y coordinación, sino todos aquellos 
que tengan ese mismo carácter. Pero es que, además, el 
principio de primacía de actuación según las funciones 
propias de cada uno de los Cuerpos de que se trate es una 
manera de matizar, pero decisoriamente, el principio de 
coordianción entre los diversos Cuerpos y Fuerzas de Se- 
guridad del Estado, que luego va a tener una enorme tras- 
cendencia cuando examinemos cada uno de ellos. Por 
ejemplo, cuando examinemos esas unidades especializa- 
das como son las que constituyen o van a consitituir la Po- 
licía Judicial. Qué duda cabe que todos deben colaborar 
a través de la cooperación con la Policía Judicial, pero no 
es menos cierto que, interviniendo la Policía Judicial, 
cualquier otro Cuerpo o Fuerza de Seguridad del Estado 
debe ceder para que sólo sea la Policía Judicial la que ayu- 
de al Juez en la investigaci6n de los presuntos hechos 
delic t ivos . 

Por otra parte, el no traerlo aquí supone cierta contra- 
dicción con el nuevo precepto que se ha añadido, que es 
el artículo 3 bis, puesto que si, efectivamente, hay que re- 
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coger en este articulo 3: que todos deben colaborar y coo- 
perar, ¿para qué se dice en el número 1 de1,artículo 3 bis 
que todos tienen el deber de prestar el auxilio necesario 
a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado? Se está 
repitiendo lo mismo o, por lo menos, en este segundo uto- 
dosr, se está comprendiendo -y debe ser así- fundamen- 
talmente a los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Se- 
guridad del Estado. ¡Ojalá dependiera de una sola pala- 
bra o de un solo gesto del señor Ministro el que se intro- 
dujera esta matización! Comprendo que éste es un pro- 
yecto de ley que no sólo ha surgido de la labor del Minis- 
terio del Interior, sino que ha sido discutido en el seno del 
Gobierno, y ciertamente no corresponde sólo al Ministro 
del Interior su decisión, y menos ignorando la soberanía 
que debe tener -y tiene de hecho y de derechc- esta 
Cámara. 

No cabe duda de que la introducción de este principio 
general que estamos propugnando, en orden a la regula- 
ción de la cooperación y colaboración entre los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad del Estado, es algo que positivi- 
za, en el sentido de que añade puntos positivos al proyec- 
to. Entiéndase bien que a nosotros, al Grupo Popular, esta 
ley nos ha merecido muchos plácemes y así lo hemos ma- 
nifestado. Es unas de las pocas leyes de importancia que 
no han tenido una enmienda a la totalidad, ni de devolu- 
ción ni de texto alternativo, presentada por nuestro Gru- 
po. Nos hemos limitado a presentar aquellas enmiendas 
que entendemos mejoran el texto, y ésa ha sido la única 
finalidad que nos ha guiado en la introducción de ésta, y 
vernos atendidos precisamente en esta finalidad puede 
hacernos cambiar en un determinado momento de acti- 
tud sobre el resultado final de la totalidad de la ley. Por- 
que este texto -admitan o no determinadas enmiendas, 
y lo anuncio desde ahora, aunque no sería éste el caso de 
la que estoy defendiendo- puede producir que nos abs- 
tengamos o que votemos incluso en contra del proyecto 
de ley. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 
señor Ruiz Gallardón. (El señor Vizcaya Retana pide la 
palabra.) 

¿A qué efectos pide S .  S .  la palabra? 

El señor VIZCAYA RETANA: Para consumir un turno 
en contra del texto del dictamen. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Tiene la 
palabra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, seño- 
rías, comenzamos con este Título 1, Capítulo 1, el debate 
en Pleno de un proyecto de ley sumamente importante 
que desarrolla el artículo 104 de la Constitución y, en par- 
te, el artículo 149.1.29 también de la Constitución. Es un 
proyecto de ley que ha suscitado mucha controversia, tan- 
to en los recintos parlamentarios como en el exterior, en 
la medida en que las personas, los Cuerpos más directa- 
mente afectados parece que no están totalmente de acuer- 
do con la forma en que se regula lo que les afecta como 

Cuerpos de Policía, al margen de que también haya de re- 
conocerse que este proyecto de ley va destinado a todos 
los ciudadanos, puesto que trata de la seguridad pública. 
Contrastan el protagonismo y las contradicciones que en 
torno a este proyecto de ley existen en medios de comu- 
nicación, incluso en los medios policiales, con la absoluta 
moderación, cautela, tranquilidad e incluso absentismo 
con que esta ley se debate en el Congreso. Y digo que con- 
trastan porque este proyecto de ley,.en primer lugar, era 
una exigencia constitucional y ,  en segundo lugar, se ha- 
bía convertido en una de las promesas electorales del Par- 
tido Socialista. 

Era difícil, no obstante -y ya lo advertimos en el de- 
bate de totalidad-, que, partiendo del proyecto de ley tal 
como venía del Gobierno, se llegase, al final de la trami- 
tación parlamentaria en el Congreso, a un texto satisfac- 
torio. Era difícil porque adolecía de unos vicios de origen, 
desde nuestro punto de vista, por supuesto, que hacían 
casi imposible el hecho de que el proyecto acogiese las 
más importantes reivindicaciones de los diferentes Gru- 
pos Parlamentarios. 

Por ejemplo -y si S S .  SS. han seguido a lo largo de 
este último mes los debates tanto en Ponencia como en 
Comisión se habrán dado cuenta de e l l w ,  todos los me- 
dios de comunicación califican a este proyecto como pro- 
yecto de ley de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Es- 
tado. ¿Por qué? Porque en el fondo -y ésta era una rei- 
vindicación nuestra en la enmienda de totalidad, de la 
que creo que también eran partidarios otros Grupos, en- 
tre ellos el Grupo Parlamentario Socialista, que no el Go- 
biern- todos pretendíamos que este proyecto de ley se 
dividiera en varios: uno referente a los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad del Estado y otro que desarrollara el artí- 
culo 149.1.29 de la Constitución, el famoso .sin perjui- 
cio», y que la ley que prevé el artículo 149.1.29 fuese se- 
parada de ésta. No ha sido así. El Gobierno ha pretendi- 
do mezclar en un proyecto de ley, con el pretexto de ma- 
yor coherencia y coordinación, todos los temas. Así, nos 
encontramos, como decía al principio, con dificultades 
para poder aceptar este proyecto. 

El artículo 1 ." de este proyecto de'ley atribuye el man- 
tenimiento de la seguridad pública al Gobierno de la Na- 
ción. Esto, desde nuestro punto de vista, no es justo en ter- 
minos jurídicos. No es justo porque los Estatutos de Au- 
tonomía -al menos algunos- e incluso la Constitución, 
atribuyen también el mantenimiento de la seguridad pú- 
blica en todo su contenido, que es la protección del orden 
público, es decir, el mantenimiento del orden público y 
la protección de personas y bienes, que viene a ser el con- 
cepto integrador más moderno de seguridad pública, a las 
Comunidades Autónomas. Sin embargo, el artículo 1 .", 
número 1, atribuye el mantenimiento al Gobierno de la 
Nación. Desde nuestro modesto punto de vista no es 
correcto. El mantenimiento de la seguridad pública es 
competencia también de las Comunidades Autónomas, de 
aquellas a las que su norma fundamental, su norma ins- 
titucional, su norma básica y elemento clave a la hora de 
la atribución de competencias, que es el Estatuto, sedala 
como titulares. Esas Comunidades Autónomas son titula- 
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res del mantenimiento de la seguridad pública en función 
de sus Estatutos. 

Por tanto, la primera contradicción es cómo se casa el 
que la Comunidad Autónoma, en virtud de su Estatuto, 
se constituya en titular del mantenimiento de la seguri- 
dad pública (y no estoy hablando ahora de seguridad pú- 
blica como concepto abstracto, cuya competencia exclu- 
siva el Tribunal Constitucional dice que, sobre todo ma- 
terialmente, es competencia del Estado; estoy hablando 
del mantenimiento de la seguridad pública); cómo se casa 
esa atribución a las Comunidades Autónomas, a través de 
sus Estatutos, de la competencia para la protección de las 
personas y bienes y el mantenimiento del orden público 
con esta frase: «El mantenimiento de la seguridad públi- 
ca es competencia del Gobierno de la Nación)). Se casa de 
mala manera. 

El proyecto pretende resolver la contradicción a través 
del párrafo segundo del artículo 1 .Y diciendo que las Co- 
munidades Autónomas participan en el mantenimiento 
de la seguridad pública. 

Antes el Diputado Trías de Bes ponía de manifiesto la 
enorme diferencia y las importantes consecuencias que se 
derivan de utilizar una terminología u otra. No es lo mis- 
mo afirmar que el mantenimiento de la seguridad públi- 
ca corresponde al Gobierno de la Nación y también a las 
Comunidades Autónomas que, en virtud de sus Estatutos, 
tengan atribuida tal competencia, que decir en un segun- 
do párrafo que las Comunidades Autónomas participan 
en el mantenimiento, porque el criterio de participación 
en el mantenimiento de la seguridad pública - e n  todo el 
proyecto de ley, porque hay que utilizar todo el contexto 
para saber lo que quiere decir cada expresión- significa 
que las Comunidades Autónomas, incluso en su ámbito y 
en el marco de sus estatutos, se ven desdibujadas, se ven 
relegadas a una posición de subordinación y de depen- 
dencia respecto a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado. 

Esta es una forma de entender la seguridad pública y 
su mantenimiento en un Estado de las Autonomías que 
nosotros no compartimos. Nosotros entendemos que al 
Estado le corresponde la seguridad pública conforme a la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, pero que su 
mantenimiento no es competencia exclusiva del Gobier- 
no de la Nación. Tan es así que el artículo 104 de la Cons- 
titución, del cual se deriva este proyecto de ley, dice que 
corresponde a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, bajo 
la dependencia del Gobiemdde la Nación, el manteni- 
miento de la seguridad pública y la protección de los de- 
rechos y libertades; corresponde o tienen como misión, 
que es lo que dice exactamente el artículo 104, pero no es- 
tablece que sea exclusivamente, no dice que sólo ellos, que 
esos Cuerpos y Fuerzas dependientes del Gobierno de la 
Nación tienen como misión proteger a las personas y a 
los bienes y mantener la seguridad pública, es que preci- 
samente el artículo 104 está contemplando la existencia 
de otros titulares de esa misibn de proteger a las perso- 
nas y bienes y de mantener la seguridad. 

Por tanto, señorías, mi Grupo Parlamentario se opone, 
y consuma en este acto un turno en contra del dictamen 

de la Comisión, a este artículo 1 .Y que, fundamentalmen- 
te, es una de las claves del proyecto de ley. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 

Para turno en contra de las enmiendas, tiene la pala- 
señor Vizcaya. 

bra el señor Navarrete. 

El señor NAVARRETE MERINO: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, estamos en el examen de los 
tres primeros artículos del proyecto que nos ocupa y hay 
que decir que su denominación es aquélla con la que se 
ha registrado en la Cámara, y no la que le puedan atri- 
buir los medios de comunicación social, y con ello con- 
testo a algunas de las manifestaciones que se han hecho 
por parte del representante del Grupo Parlamentario 
Vasco. 

En general, todos los señores Diputados que me han 
precedido en el uso de la palabra han puesto de manifies- 
to la trascendencia de estos primeros artículos en orden 
a la configuración de las policías de las Comunidades Au- 
tónomas, pero hay otro tema, que parece que no concier- 
ne a los Grupos que han intervenido, que e5 el de la poli- 
cía de las entidades locales, que evidentemente tiene pa- 
rentesco con el tema de la policía de las Comunidades Au- 
tónomas, ya que a ambas, junto con las que integran las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, se refiere el 
artículo 1." 
Yo creo que en el Estado de las Aufbnomías no se pue- 

de ser ni más ni menos autonomista de lo que se despren- 
da del bloque de constitucionalidad. bloque de constitu- 
cionalidad que, como indica la propia exposición de mo- 
tivos del proyecto de ley y como indica, asimismo, la sen- 
tencia del Tribunal Constitucional de 4 de mayo de 1982, 
está formado por la propia Constitución, por las leyes or- 
gánicas de desarrollo de la misma, por los Estatutos de A 
utonomía y por las disposiciones de desarrollo de todas 
ellas, teniendo en cuenta, y esto me parece que es impor- 
tante subrayarlo, que la Constitución no agota su come- 
tido una vez que se ha elaborado y aprobado el Estatuto 
o una vez que ha entrado en vigor una ley orgánica, por- 
que, como dice esta sentencia que acabo de citar, sigue in- 
formando el espíritu con que hay que aplicar o interpre- 
tar las normas que puedan tener el rango de orgánicas o 
que se dé a sí misma la correspondiente Comunidad Au- 
tónoma. Quiero hacer hincapié en esto, en la introducción 
de la ley, porque es algo que no se tiene en cuenta en mu- 
chas de las enmiendas que posteriormente tendremos oca- 
sión de discutir. 

Segunda cuestión. Se ha indicado que la palabra upar- 
ticipaci6nm tiene una eficacia devaluadora de lo que es la 
Policfa de las Comunidades Autónomas. Yo creo que aquí 
la palabra aparticipación. representa el papel del espejo 
de Emilio Zola; la palabra uparticipacióni~ es el espejo 
que se pasea por delante de la realidad, que no es otra 
que ese bloque de constitucibnalidad al que antes me he 
referido. ¿Y qué nos dice el bloque de constitucionalidad? 
¿Sitúa en una práctica relación de igualdad las atribucio- 
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nes de la Administración Central, de las Administracio- 
nes Autonómicas y de las Administraciones Locales o es- 
tablece un cierto tipo de primacía entre ellas? La respues- 
ta a esta pregunta marca quién puede ser el heterodoxo 
en función de las palabras que emplee en esta tribuna, 
porque si ese bloque de constitucionalidad nos marca una 
primacía de las competencias de la Administración Cen- 
tral, los heterodoxos serán los que quieran establecer una 
situación de igualdad entre las potestades en materia de 
seguridad pública de las Comunidades Autónomas y las 
potestades en materia de seguridad pública de la propia 
Administración Central. 

En este punto, tengo que hacer referencia a dos senten- 
cias del Tribunal Constitucional. La primera, la senten- 
cia número 76, del 5 de agosto de 1983, de la que, «a sen- 
su contrarion ... (E1 señor RUIZ GALLARDON: La LOAPA.) 
Efectivamente, la LOAPA, que hay que leerla en su $e- 
gridad y no sólo para criticar al Gobierno o al Partido So- 
cialista. Se desprende de esta sentencia que el legislador 
estatal puede incidir en el sistema de delimitación de 
competencias entre el Estado y las Comunidades Autóno- 
mas, cuando hay una expresa previsión constitucional o 
estatutaria, como ocurre, respecto a la materia que nos 
ocupa, en los artículos 148.1.22, 149.1.29, 104, etcétera. 
Esto como marco general. Como marco específico, la sen- 
tencia I17/1984. de 5 de diciembre, después de reconocer 
que el tema está, quizá, expresado en la Constitución de 
un modo un poco confuso o ciertamente contradictorio, 
por la propia flexibilidad con que han sido redactados 
muchos preceptos tonstitucionales, entra directamente 
en el tema de la atribución de la titularidad en materia 
de seguridad pública, y esta sentencia hace una diferen- 
ciación entre lo que llama titularidad material y lo que 
llama titularidad orgánica. Titularidad material es la fun- 
ción que corresponde al Estado según el artículo 149, v 
ya sabemos que el artículo 149 utiliza, de una manera qui- 
zá equívoca, pero así la utiliza, la palabra .Estado» como 
referencia a la Administración Central. El artículo 149 
atribuye la función de mantenimiento de titularidad de 
la seguridad pública en manos del Gobierno central; bien 
es verdad que hay ese <<sin perjuicion al que se han refe- 
rido algunos de los preopinantes. Y ¿qué quiere decir ese 
«sin perjuicion que parece el polo negativo respecto del 
polo positivo al que acabo de referirme? El «sin perjui- 
cion alude a lo que esta sentencia llama la titularidad or- 
gánica; es decir, que las Comunidades Autónomas, al 
igual que las comunidades locales o los entes municipa- 
les, tienen la facultad de crear policías con el cometido y 
en el ámbito territorial que les es propio y, en este aspec- 
to, evidentemente, están participando junto con la Poli- 
cía del Estado en el mantenimiento de la seguridad pú- 
blica, pero en una posición subordinada porque así lo qui- 
so la Constitución. Tengo que añadir que incluso la su- 
bordinación puede advertirse en el propio artículo 149 
cuando atribuye al Estado, como una facultad exclusiva, 
la regulación de las bases de la Administración Pública, 
porque si ustedes y nosotros sostenemos que la adminis- 
tración policial es administración pública cualquiera que 
sea su ámbito territorial, del propio artículo 149 se des- 

prende que es al Gobierno Central al que corresponde es- 
tablecer las bases funcionariales con las que tengan que 
ver incluso el propio personal destinado a los servicios PO- 

liciales de las Comunidades Autónomas. Por tanto, la pa- 
labra participación no tiene una connotación negativa, 
sino el simple atributo de reflejar lo que indica el bloque 
de constitucionalidad. Esto lo digo con carácter general. 
Creo que con esto están contestados los extremos más im- 
portantes de las diferentes posiciones que se han expre- 
sado aquí. 

He de manifestar que, por ejemplo, no puedo compar- 
tir la enmienda del señor Bandrés en cuanto a la distin- 
ción que hace en el sentido de que las Corporaciones Lo- 
cales sí participan, pero, en cambio, las Comunidades Au- 
tónomas mantienen la seguridad pública. Me parece que 
esa distinción no tiene mucho que ver con el Moque de 
consti tucionalidad. 

La enmienda de Minoría Catalana, como el propio po- 
nente ha indicado, está prácticamente admitida por la re- 
dacción que de este artículo 1: se dio en ponencia y se 
mantuvo en Comisión. Aprovecho la ocasión para resal- 
tar el esfüerzo realizado por consensuar una ley de tan 
enorme importancia, y ,  al propio tiempo, manifiesto que 
lo que algunas veces señalan los medios de comunicación 
sobre el alcance y el contenido de esta ley no responde a 
lo que en realidad es la ley, sino a ciertas expresiones rei- 
vindicativas, que yo respeto, pero que no puedo compar- 
tir como legislador, sino simplemente tenerlas como pun- 
tos de referencia. 

En cuanto a la enmienda del señor Pérez Royo he de se- 
ñalar que creo que en dicha enmienda se ignora la titu- 
laridad material a que aludía la sentencia del Tribunal 
Constitucional citada. 

La enmienda 429, de Minoría Catalana, fue retirada en 
Comisión, porque se recogía en el texto, y la enmienda 
53, del señor Rodríguez Sahagún, quedó prácticamente 
asumida en ponencia y en Comisión. 

Respecto a la enmienda 54, del señor Rodríguez Saha- 
gún, nos parece que, aunque se haya empleado con ante- 
rioridad la fórmula Policía autónoma, dicha fórmula no 
es muy afortunada desde el punto de vista del vwabula- 
rio, porque parece que hace referencia a los poderes au- 
tónomos, y no debe existir otro poder diferente al del 
Estado. 

Creo que las enmiendas de los señores Pérez Royo y 
Bandrés están contestadas con lo que he manifestado. 

Queda otro fleco de problemas que se ha señalado en 
algunas intervenciones. Me refiero a la cuestión de la pri- 
macía de actuación en correspondencia con las competen- 
cias o funciones que se les atribuyen a los diferentes Cuer- 
pos y Fuerzas de Seguridad en esta ley. 

Yocreo que el problema no se puede delimitar con una 
rigidez matemática, porque pensando, por ejemplo, en 
dos fuerzas o cuerpos de seguridad del mismo ámbito 
territorial -pongo por caso el futuro Cuerpo Nacional de 
Policía y la Guardia Civil-, cuando se vean en presencia 
de un delito flagrante, jvan a observar, dándole un valor 
absoluto a la distribución de competencias y funciones 
que se realiza en esta ley o tendrán que intervenir, por- 



- 
CONGRESO 

11675 - 
5 DE DICIEMBRE DE 1985.-NÚM. 258 

que el primer valor jurídico que la Policía tiene que de- 
fender es la seguridad ciudadana y no las competencias 
rígidas? Lo dije en Comisión y lo reitero ahora, la delimi- 
tación de competencias que se hace en esta ley, porque 
en el fondo la seguridad pública es inescindible y así lo 
reconoce la exposición de motivos, es una mera distribu- 
ción de trabajo, que tiene un valor indicativo, porque, des- 
graciadamente, los problemas de seguridad pública mu- 
chas veces se manifiestan con una urgencia que no per- 
mite que empiece a actuar primeramente aquel al que 
esta ley haya reservado la competencia. 

Nada más y muchas gracias. 

E se ñor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, señor Navarrete. 

Para turno de réplica, tiene la palabra el señor Rodrí- 
guez Sahagún. (El senor Presidente ocupa la Presidencia.) 

El señor RODRIGUEZ SAHAGUN: Más que para con- 
testar al señor Navarrete, hago uso también de este turno 
para referirme al señor Ruiz Gallardón. El señor Navarre- 
te ha dejado constancia, en relación con el tema de las PO- 
licías locales, de que había sido aceptada la enmienda que 
planteaba este Diputado para mejor clarificación del ar- 
tículo 1: Me ha explicado el porqué no se acepta la en- 
mienda al artículo 2:, aunque no lo veo muy claro, y veo 
menos claro por qué no se acepta la enmienda al artículo 
3.", porque yo'creo que el tema de la primacía no sola- 
mente no interfiere, precisamente en el caso que él ha 
mencionado, sino que contribuye a potenciar el esquema 
de la cooperación y de la coordinación. 

El señor Ruiz Gallardón ha subido a la tribuna y pare- 
cía que, más que defender su enmienda, estaba contestan- 
do al señor Rodríguez Sahagún, unas veces para coinci- 
dir y otras para disentir de él. Como ha mencionado ex- 
presamente mi nombre reiteradas veces, quiero, en pri- 
mer lugar, decir que las coincidencias no son tan claras, 
señor Ruiz Gallardón. Mi enmienda no es la suya; mi en- 
mienda está muy matizada por  la preocupación autonó- 
mica respecto a las competencias de las policías autóno- 
mas, lo que no está, en cambio, patente en el texto de la 
suya. 

En segundo lugar, yo soy consciente, señor Ruiz Callar- 
dón, de que éste es un proyecto del Gobierno, pero aqul 
s610 veo al Ministro del Interior. Por tanto, entiendo que 
él es el que está representando al Gobierno. No me diga 
que no me puedo referir al Ministro. 
Y, por supuesto, si hay una enmienda que presenta el 

Grupo Mixto, con la cual coinciden el Grupo de Minoría 
Catalana y también ustedes, aunque con matices; y es 
aceptada por el Grupo mayoritario, es obvio que esa en- 
mienda va a ser aprobada por la Cámara. No estoy inter- 
firiendo en absoluto con mi alusión o mi petición en lo 
que es la soberanía de la Cámara. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, sefior Rodríguez Sa- 

Señor Trías de Bes, tiene la palabra por tres minutos. 
hagún. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señorías, seiior Pre- 
sidente, voy a intentar ser breve en la respuesta al señor 
Navarrete. En primer lugar, el señor Navarrete dice que 
nuestra enmienda viene prácticamente recogida en el ar- 
tículo 1." del Dictamen de la Comistón. Si hubiera sido 
así, es evidente que yo hubiera retirado la enmienda por 
asumida. Si la he mantenido es que no la recoge el artí- 
culo l.* Me da la sensación de que el señor Navarrete no 
me ha entendido bien o, quizá, no me ha escuchado con 
atención, porque el planteamiento que yo he hecho en el 
artículo 1 : es un planteamiento filosófico de fondo, es de- 
cir, el que va a impregnar toda la ley, lo que no impide 
luego que en aspectos concretos podamos coincidir den- 
tro de su filosofía de esta ley, pero estas disposiciones ge- 
nerales enmarcan lo que va a ser la filosofía de la ley. 

Yo creo que los puntos 2 y 3, en los que se plantea la 
participación, que S .  S .  encuentra tan constitucional, en 
el mantenimiento de la Seguridad Pública, es precisamen- 
te lo que nuestro Grupo no comparte. El punto I y el pun- 
to 4 del artículo 1 : sí los comparte nuestro Grupo Parla- 
mentario. Es decir, Me1 mantenimiento de la Seguridad 
Pública se ejercerá por las distintas administraciones pú- 
blicas en el ámhito de sus respectivas competencias. o, 
como dice el texto, ua través de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridadu, que es lo mismo que lo que dice nuestra en- 
mienda, eso sí lo compartimos, en eso sí que estamos de 
acuerdo. <Por qué? Porque estamos hablando de una mis- 
ma competencia que ejerciten las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad. En lo que no estamos de acuerdo es en su in- 
terpretación de la participación en el mantenimiento; 
esto es una discrepancia de ámbito jurídico-constitucio- 
nal en el que usted interpreta, creo que correctamente ex- 
puesto desde la tribuna, por lo que yo he escuchado, lo 
que es el bloque de constitucionalidad. Me parece que su 
exposición ha sido totalmente ortodoxa en cuanto a lo que 
es el bloque de constitucionalidad, pero no nos acuse a no- 
sotros de ser heterodoxos en la'interpretación de to que 
es el bloque de constitucionalidad, porque me da la sen- 
sación de que SS. S S .  lo han sido, por lo menos, menos 
hasta esta interpretación, que yo comparto, pero que cree- 
mos que no está en el texto del proyecto. 

Creemos que no se ajusta precisamente -por eso man- 
tenemos la enmienda- a lo que S .  S .  ha expuesto aquí, 
que yo coincido con ello, es el bloque de constituci¿nali- 
dad. Y yo me leo todos los textos en su integridad, inclui- 
da la LOAPA o la LPA, que también me la he leído en su 
integridad. 

En cuanto a la participación que aquí se establece para 
las policías locales y las policías de las Comunidades Au- 
tónomas en el mantenimiento de la seguridad, usted ha 
dicho que era subordinación y que esa subordinación se 
desprendía de la Constitucibn. La Constitución no habla 
de subordinación. El artículo 149.1.29 no habla de subor- 
dinación alguna -o yo no lo he sabido extraer- ni las 
sentencias que S .  S .  me ha citado hablan de la subordi- 
naci6n; la subordinación no es constitucional, hay subor- 
dinaci6n en el texto del proyecto en los términos aparti- 
ciparán en el mantenimiento de la Seguridad Pública., 
pero en la Constitución esa subordinación yo no la he sa- 



CONGRESO 
- 11676 - 

5 DE DICIEMBRE DE 1985.-NÚM(. 258 

bido encontrar. Sí, en cambio, creo que es muy importan- 
te que la coordinación conste en el texto - c r e o  que lo he 
dicho desde la tribuna- porque de ahí dependerá la efi- 
cacia, que es, a mi entender, el principio fundamental de 
este pórtico, de estefrontispicio de la ley. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trías de Bes. 
Tiene la palabra el señor Ruiz Callardón, por tres 

minutos. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Para volver a insistir al señor Navarrete en que no es 
del todo exacto el ejemplo que él ha puesto como desau- 
torizador de la pretensión de nuestra enmienda de que se 
incluya entre los principios fundamentales, entre los prin- 
cipios generales de actuación de los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad, junto con el principio de cooperación recípro- 
ca y el principio de coordinación, el de la primacía de 
actuación. 
Es verdad, seiior Navarrete, que ante un hecho delicti- 

vo, dos Fuerzas distintas de Seguridad -la Policía, en un 
caso, la Guardia Civil, en otro- actúa el primero que Ile- 
gue; eso es cierto y,  además, eso sí está recogido poste- 
riormente en esta misma ley. Pero acontece que hay de- 
terminados Cuerpos o, si usted los quiere llamar así, uni- 
dades de los Cuerpos de Seguridad que tienen funciones 
específicas y es absolutamente incomprensible que, por 
ejemplo, las atribuciones que tienen los miembros que es- 
tén destinados a ser Policía judicial puedan ser realiza- 
das por otras personas, las policías locales o las policías 
de las Comunidades Autónomas, pongo por caso. 

Por consiguiente, el salvar en este primer inciso que no- 
sotros propugnamos del artículo 3."', el que hay que tomar 
en consideración, en el desarrollo de la función de garan- 
tía de la seguridad que tienen todos los Cuerpos y Fuer- 
zas de Seguridad, precisamente las funciones atribuidas 
a cada uno de esos Cuerpos, es algo que no solamente no 
nos parece innecesario, sino precisamente necesario, es 
decir, que hay que ponerlo aquí.' 

Naturalmente yo quería decirle al señor Rodriguez Sa- 
hagún, que ha tenido la bondad y la amabilidad de alu- 
dirme con anterioridad, que mis alusiones no iban diri- 
gidas a él, y tan no iban dirigidas a él, señor Rodríguez 
Sahagún, que nosotros vamos a votar a favor de su en- 
mienda porque, a pesar de una ligerísima matización, 
dice lo mismo que la nuestra. 

Cuando yo me refería a usted era porque, con anterio- 
ridad y defendiendo su enmienda, había usted manifesta- 
do que bastaba con un gesto del señor Ministro para que 
su enmienda fuera aceptada. Yo decía que eso desgracia- 
damente no es así, y tendremos ocasih,  probablemente 
esta tarde, de examinar cuánta razón me asiste al hacer 
esta afirmación. Desgraciadamente, yo  creo que en este 
proyecto de ley hay momentos en los que la discrepancia 
del Grupo Socialista con el propio señor Ministro es muy 
clara, y si no, ya lo veremos. 

El señor PRESIDENTE: El sefior Navarrete tiene la 
palabra. 

El señor NAVARRETE MERINO: Señor Presidente, se- 
ñoras y seilores Diputados, yo lamento decirle al seiíor 
Rodríguez Sahagún que sus enmiendas no han podido ser 
sino simplemente inspiradoras de la redacción definitiva 
del texto del artículo l:, porque es difícil que en el tra- 
bajo de Ponencia o de Comisión se reproduzca literalmen- 
te una sola enmnienda. Esto ha acontecido muchas veces 
incluso con las propias enmiendas socialistas, que no han 
sido asumidas en el texto del proyecto literalmente, por- 
que, lógicamente, si para algo sirven los trabajos de Po- 
nencia y de Comisión es para aproximar puntos de vista 
de los diferentes Grupos Parlamentarios, y esa aproxima- 
ción implica que no se puedan respetar las enmiendas sal- 
vo casos muy excepcionales, en su integridad literal. 

Segunda cuestión, el tema que ha expuesto el sefior 
Trías de Bes sobre participación, primacía o subordina- 
ción. Creo que he empleado en todo momento la expre- 
sión primacía, no he empleado la de subordinaci6n, por- 
que no va ni con mi talante personal ni con el del Grupo 
al que represento emplear esta palabra en esta materia. 
Una cosa es la primacía y otra la subordinación. 

La primacía, evidentemente, ide qué se desprende?, 
jme la invento yo en este acto o resulta del bloque de 
constitucionalidad? La primacía se desprende de que la 
seguridad pública es una titularidad atribuida exclusiva- 
mente por la Constitución a la Administración Central, 
por eso hablo de primacía. Podría hablar de primacía, 
igualmente, en las facultades que el Tribunal Constitucio- 
nal reconoce al Gobierno para coordinar determinadas 
materias cuando hay competencias concurrentes de pres- 
tación indiferenciada, etcétera. 
Yo le preguntaría al señor Trías de Bes, y me lo estaba 

preguntando a mí mismo cuando oía su exposici6n, que, 
dado que el artículo 149 establece que la seguridad pú- 
blica es una atribución exclusiva de la Administración 
Central, dado que, reiterandoéste mismo espíritu, el Tri- 
bunal Constitucional reconoce que la titularidad material 
sobre esta competencia es de la Administración Central, 
si quiebra la seguridad pública en nuestro país, ¿quién 
responde ante los ciudadanos?, ¿responde el Gobierno 
Central, el Ministro del Interior, o,responden en plano de 
igualdad las diferentes Comunidades, incluida la que tie- 
ne como ámbito territorial el del Estado? Yo creo que es 
claro que si se hace una interpretación ortodoxa -y dejo 
para otros el reparto de adjetivos- del artículo 149 de la 
Constituci611, quien responde ante la ciudadanfa del me- 
jor o el peor estado de la seguridad pdblica es el Gobier- 
no Central. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Navarrete. 
Terminado el debate vamos a proceder a las votaciones. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto, suscritas 

Comienza la votación. (Pausa. El seíior Ruiz Gallardón 
por el señor Bandrés. 

uide la palabra.) 
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Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 229; a favor, 25; en contra, 160; abstenciones, 44. 

El seiior PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Mixto, señor Bandrés, 
a estos artículos 1 .", 2." y 3: 

Señor Ruiz Callard6n, la Presidencia no ha podido po- 
ner la vista sobre su brazo levantado ... 

El señor RUIZ GALLARDON: No tiene mayor impor- 
tancia, señor Presidente, pero había una enmienda del se- 
ñor Bandrés que íbamos a apoyar, porque coincide casi 
literalmente con otra nuestra, y por eso nos hemos abs- 
tenido. 

Si me permite la Presidencia, yo le solicitaría que apar- 
tara la enmienda número 5 5 ,  del Grupo Mixto, señor Ro- 
dríguez Sahagún, de las restantes. 

El señor PRESIDENTE: Muy bien. 
Vamos a votar las enmiendas del Grupo Parlamentario 

Comienza la votación. (Pausa.) 
de Minoría Catalana. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 229; a favor, 14; en contra. 196; abstenciones, 19. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario de Minoría Catalana. 

Enmiendas del señor Pérez Royo y enmienda número 
54, del señor Rodríguez Sahagún, del Grupo Mixto. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 228; a favor, 13; en contra, 200; abstenciones, 15.  

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del señor Pérez Royo y la enmienda número 54, 
del señor Rodríguez Sahagún, del Grupo Parlamentario 
Mixto. 

Enmienda número 5 5 ,  del Grupo Parlamentario Mixto, 
señor Rodriguez Sahagún. 

Comienza la votaci6n. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn; dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 228; a favor, 42; en contra, 166; abstenciones, 20. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la enmien- 

Enmienda número 91, que creo que es la única del Gru- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

da número 55, del Grupo Parlamentario Mixto. 

po Parlamentario Popular. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 230; a favor, 42; en contra, 171; abstenciones, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la enmien- 

Con esto, queda terminada la votación de todas las en- 
da número 91, del Grupo Parlamentario Popular. 

miendas y vamos a proceder a la votación de los artícu- 
los. (El seaor Ruiz Gallarddn pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, antes 
de que termine de hablar ya tengo que levantar la mano, 
no sea que no me vea. Solicito votación separada del ar- 
tículo 3.0 

Se pueden votar en un solo bloque los artículos 1 .Y, 2: 
y 3: bis y separadamente el 3: 

El señor PRESIDENTE: No se preocupe, señor Ruiz Ga- 
Ilard6n, estoy bien de la vista y lo anterior ha sido una 
excepción. (Risas.) Desea votaci6n separada del artículo 
3<u, y los artículos 1 <u, 2: y 3.0 bis juntos. 

Vamos a votar en primer lugar los artículos 1 :, 2." y 3: 
bis, de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 229; a favor, 186; en contra, 31; abstenciones, 12. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los articu- 
los leu,  2.0 y 3.0 bis, de acuerdo con el dictamen de la 
Comisibn. 

Vamos a proceder seguidamente a la votación del arti- 
culo 3: 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 229; a favor, 165; en contra, 45; abstenciones, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 3:, 

Vamos a pasar a la discusión del segundo bloque de ar- Articulo: 
4.0 y 50 

de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

tículos, el 4.0 y'el 5: En primer lugar debatiremos las en- 
miendas que no han sido retiradas del Grupo Parlamen- 
tario Centrista. Para su defensa tiene la palabra el señor 
Sancho Rof. 

El señor SANCHO ROF: Gracias, señor Presidente. 
Señoras y señores Diputados, en este bloque de artícu- 

los, 4.0 y 5<u, el Grupo Centrista mantiene una sola enmien- 
da al artículo 4.0, que es la que se refiere a incluir en los 
principios básicos de actuación, punto 4, Dedicaci6n pro- 
fesional, la exigencia de que todos. los funcionarios que 
pertenezcan a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Es- 
tado ejerzan su funci6n en régimen de dedicación exclu- 
siva. Esta es una situación que ya existe en la actual le- 
gislación que derogará este proyecto de ley cuando se con- 
vierta en ley. Los funcionarios de los Cuerpos de Seguri- 
dad del Estado ejercen su función en régimen de dedica- 
ción exclusiva. Creemos que eso es bueno para el servicio 
y que es bueno para el propio funcionario, sobre todo te- 
niendo en cuenta las lógicas limitaciones en compatibili- 
dades que para el ejercicio de otra funci6n establece el 
proyecto de ley. El tema es simplemente mantener una si- 
tuación actual y extenderla al resto de las policías, a las 
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policías de las Comunidades Autónomas y a las policías 
locales. 

Se nos puede argumentar que este es un tema que en- 
tra en las competencias de las Comunidades Autónomas 
o en la de las Administcaciones locales. Nosotros creemos 
sinceramente que no, que estamos tratando de unos prin- 
cipios básicos de actuación de todas las policías, y que al 
igual que se recogen otros principios debería recogerse el 
principio de la exigencia de dedicación exclusiva de estos 
funcionarios. 

Por otra parte, entendemos que las disposiciones esta- 
tutarias comunes, tal como las recoge el artículo s:, son 
absolutamente impropias de la ley. No hay ningún Cuer- 
po de funcionarios -y entendemos que, lógicamente, los 
miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Es- 
tado son funcionarios al servicio del Estado, de las Comu- 
nidades Autónomas o de las Administraciones locales- 
cuyo estatuto, cuyos principios estatutarios estén en una 
ley. Aquí se recogen simplemente algunos de los princi- 
pios estatutarios generales de los funciOnarios públicos, 
ni siquiera todos, y se recoge una serie de temas que so- 
bran en esta ley porque ya figuran en otros lugares. 

Se dice que el Ministerio de Educación podrá convali- 
dad enseñanzas, evidentemente, eso lo dice la normativa 
educativa y no tiene que figurar en la ley. Se dice que los 
miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deben 
jurar o prometer acatamiento a la Constitución, eviden- 
temente, como todo funcionario público. Se dice que ten- 
drán derecho a una renumeración justa, evidentemente, 
eso lo dice la Ley de Funcionarios y es lógico. Se dice que 
los puestos de servicio se proveerán conforme a principios 
de mérito, capacidad, antigüedad, etcétera, evidentemen- 
te, como todo funcionario público. Nos da la impresión 
de que en este artículo 5: se incluyen nueve apartados 
para arropar el apartado 8, que es el único absolutamen- 
te necesario en la ley, que se refiere al ejercicio del dere- 
cho dc huelga o acciones sustitutivas del mismo por par- 
te de los funcionarios de los Cuerpos de Seguridad. 

En este sentido, nuestra propuesta es muy clara, que se 
iimpie todo este artículo de lo que sobra, de lo que ya está 
dicho en la Ley de Funcionarios, y que se diga claramen- 
te en la ley que los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad del Estado son funcionarios públicos que se ri- 
gen por la legislación general de los funcionarios públi- 
cos, con las especificidades que esta ley reconoce y ,  den- 
tro de esas especificidades, se encuentra el no reconoci- 
miento del derecho de huelga. 

Respecto a este punto, nosotros habíamos propuesto en 
una enmienda una comisión paritaria de arbitraje y con- 
ciliación. Se ha recogido de alguna forma en el artículo 
que hace referencia al Consejo Nacional de Policía, pero 
creemos que si éstas son las disposiciones estatutarias co- 
munes y que si aquf es donde se está diciendo que los fun- 
cionarios de estos Cuerpos no pueden ejercer el derecho 
de huelga, es también aquí, en este frontispicio de la ley, 
donde se debe decir que se establecerá esa Comisión. Pro- 
ponemos que no sea un consejo de policfa que tiene una 
serie de funciones, entre ellas las de arbitraje y concilia- 
ción, sino que sea una comisión específica de arbitraje y 

conciliación paritaria. Para que sea estrictamente parita- 
ria proponemos que esa comisioh esté presidida por un 
magistrado, de tal forma que la Presidencia esté ocupada 
por una persona imparcial que no intervenga en el con- 
flicto, al.igual que se hace con los conflictos en otros 
colectivos ., 

Señor Presidente, éstas son, en definitiva, nuestras en- 
miendas a los artículos 4." y S." 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Sancho 

Enmiendas del Grupo Mixto a IQS artículos 4: y S." Tie- 
Rof. 

ne la palabra el señor Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, voy a ser lo más breve posible, por- 
que tienen que reconocer SS. SS. que para un Diputado 
resulta un poco aburrido repetir por cuarta vez idénticos 
argumentos -y, además, con poca esperanza-, primero 
en la Ponencia y luego en Comisión. Por eso, voy a sinte- 
tizar en lo posible los argumentos que apoyan mis en- 
miendas, que son las siguientes. 

La primera de ellas es la 243, que se refiere al artículo 
4.0, punto 1 ,  letra a). Simplemente voy a someter a la con- 
sideración de SS. SS. la lectura de ambos textos para que 
se produzca una comparación. Se trata de los principios 
básicos de la actuación de los miembros de los Cuerpos 
de Seguridad, y dice así el texto del dictamen: NEjercer 
su función con absoluto respeto a la Constitución y al res- 
to del ordenamiento jurídico.. Dice mi enmienda: ((Ejer- 
cer su función con absoluto respeto al pleno ejercicio de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
garantizados por la Constitución y por los tratados inter- 
nacionales suscritos por España, así como a los restantes 
preceptos constitucionales, a las leyes y a las normas re- 
glamentarias que regulan su ejercicio profesionaln. 

Reconozco que el texto del dictamen tiene la virtud de 
que es mucho más breve y a todos nos gustan las leyes y 
los preceptos breves, pero también es verdad que podría 
suprimirse este texto porque es demasiado escueto y ge- 
nérico. Decir que los policías tienen que funcionar con res- 
peto a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídi- 
co es, señores Diputados, no decir nada, porque eso lo tie- 
nen que hacer las polic/as, los abogados del Estado, los 
jueces, los Ministros, los Diputados y la gente que anda 
por la calle; tenemos que hacerlo absolutamente todos. 
Mi enmienda tiene una redacción un poco más larga, pero 
es coherente con las resoluciones de la Asamblea Parla- 
mentaria del Consejo de Europa sobre policfa. Además re- 
calca algo que es función especffica de la policía, la de- 
fensa de los derechos humanos y de nuestras libertades, 
que quedarfa consignado de un modo expreso. 

La enmienda 244 fue admitida. La enmienda 245 pre- 
tende sustituir el texto de la letra actual d), antes c),.del 
punto 1 de ese mismo artículo. La única novedad quepro- 
pone es anadir al final del texto del dictamen lo siguien- 
te: *En consecuencia, se abstendrán de ejecutar cualquier 
orden que sepan o deban saber que es ilegal*. El precep- 
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to recoge que en ningún caso la obediencia debida podrá 
amparar órdenes que entraAen la ejecución de actos que 
manifiestamente constituyan delitos o sean contrarios a 
la Constitución o a las leyes. Esta prevencih me parece 
plausible y muy interesante, pero que creo que no quita- 
ría nada sino, al contrario, reforzaría ese añadido último 
de: *En consecuencia, se abstendrán de ejecutar cualquier 
orden que sepan o deban saber que.es ilegal.. 

Quiero recordar a SS. SS. que el argumento central, el 
principal, el nuclear de la defensa que ciertos abogados 
hicieron de determinados golpistas en procesos relativa- 
mente recientes estaba, era éste: Esas personas -se refe- 
ría a los números, a la'gente sin graduación- no sabían 
que cometían un acto ilegal, no tenían conciencia, esta- 
ban cumpliendo un deber que les imponían el principio 
de jerarquía. Para que esto no se pueda producir de nin- 
guna manera y para ser consecuentes con el Código Penal 
y con las demás leyes penales que establecen que la igno- 
rancia de la ley no excusa de su cumplimiento, no estor- 
baría nada la introducción de esta enmienda que estoy 
defendiendo. 

La enmienda 246 propone añadir en la letra a) del ar- 
tículo 4:, 2,  un texto que, deyués del que aparece con- 
signado en el dictamen, dijera: uEn consecuencia, todo 
funcionario tiene el deber de no ejecutar o de ignorar toda 
orden o instrucción que implique realizar, favorecer o to- 
lerar la tortura o cualquier tratamiento inhumano o de- 
gradante. Deben asimismo oponerse activamente a tales 
métodos y denunciar los mismos, en su caso, a la Autori- 
dad Judicial. 

uLa inobservancia de tales deberes, sin perjuicio de las 
oportunas responsabilidades penales, será siempre consi- 
derada como falta muy grave y llevará aparejada como 
sanción unida la separación del servicio.» 
Yo repito brevísimamente lo que ya dije en Comisión. 

No está de más que cuando estamos redactando un códi- 
go de conducta de determinados colectivos, en este caso 
de los funcionarios obligados a hacer cumplir la ley, se 
les recuerde expresamente aquellos aspectos de la infrac- 
ción más posible en su propia actuación. Yo recordaba en 
la Comisión que si fuéramos a hacer un código de con- 
ducta de los notarios les recordaríamos su deber de fide- 
lidad a la fe pública, de no consignar nada que no esté per- 
fectamente claro a sus ojos, etcétera. La fe notarial pri- 
maria en esa redacción de un código de conducta, igual 
que si nos dirigiéramos a otro colectivo distinto se inci- 
diría en aquellos aspectos en que más probablemente pue- 
den cometerse infracciones. 

Me parece que no es en absoluto ocioso recordar eitos 
deberes a la policía. Esto no molesta -me consta- a los 
policías verdaderamente democráticos, no se sienten en 
absoluto molestos porque esto se consigne aquí. Quizás a 
otros menos democráticos pueda molestar, pero no a los 
que realmente quieren una policía civil al servicio del 
pueblo y comprometida absolutamente en la defensa de 
las libertades y de la democracia. Por ello no entiendo por 
qué no se consigna esto de modo claro. Bien es verdad 
-también lo dije y lo repito hoy- que no presentarfa esta 
enmienda a este artfculo en este momento si hubiera sido 

admitida una determinada proposición de ley por la que 
se pretendía modificar el artículo 404 bis del Cddigo Pe- 
nal -no lo recuerdo de memoria-, en el que se castiga 
la tortura, porque yo expresaba unos supuestos, hoy no in- 
cluidos en la ley, que harían ocioso este artículo. Insisto 
en que no lo es y podría ser perfectamente admitida. (El 
señor Vicepresidente, Verde i Aldea, ocupa la Presidencia.) 

La enmienda 247 se dirige al artículo 4:, 2, y trata de 
adicionar un nuevo epígrafe que es de contenido similar 
a lo que acabo de explicar. Se trata de recordar constan- 
temente a la policía aquellas conductas a las que debe ne- 
garse aun cuando provengan de autoridades superiores, 
teniendo en cuenta el principio de jerarquía e incluso el 
de subordinación que la Ley viene reafirmando. 

La enmienda 248 al artículo 4.", 5 -no sé exactamente 
a qué punto se corresponde en el momento actual-, tra- 
ta del tema conocido por todas SS. SS. de la guarda del 
Secreto profesional. Naturalmente que hay un acuerdo 
pleno y unánime respecto a que, como la policía tiene ac- 
ceso profesionalmente a cuestiones o noticias correspon- 
dientes a la vida privada de los ciudadanos o a la activi- 
dad absolutamente lícita pero personal o privada de és- 
tos, tenga la obligación de que esas cuestiones no puedan 
salir de ese ámbito de secreto. Estamos todos de acuerdo 
y es principio universalmente admitido. Donde aparece 
la discrepancia es cuando en el segundo párrafo esta en- 
mienda, coincidente con otras, pretende que: «En ningún 
caso podrán invocar este deber del secreto profesional 
cuando fueran llamados a declarar ante la Autoridad Ju- 
dicial en el curso de cualquier procedimiento por delito. 
Todo ello sin perjuicio de las medidas que adopte la Au- 
toridad Judicial para limitar la publicidad de tales datos 
a lo estrictamente imprescindible para el esclarecimien- 
to de la verdad y del buen fin del correspondiente proce- 
so penal D. 

Señores Diputados, para qué voy a insistir en algo que 
está en el ánimo de todos. Simplemente trato de evitar 
ese espectáculo, desde mi punto de vista bochornoso, que 
no hace mucho tiempo todos hemos contemplado de un 
policía con una alta misión que se negó terminantemente 
hasta en el momento del juicio, y sigue negándose, a fa- 
cilitar al Poder Judicial competente el nombre, la calidad 
y las características de determinadas personas que fun- 
cionaban a su propio servicio o, por lo menos, en colabo- 
ración con él, sobre las que recaía una seria sospecha de 
comisión de delito. La Audiencia provincial correspon- 
diente ha llegado a condenar al funcionario. Sin embar- 
go, si nosotros no consignamos de modo claro esto aquí, 
puede quedar la duda. Yo reconozco que en el Diario de 
Sesionesn de la Comisión de Justicia e Interior existe una 
explicación por parte del Grupo Parlamentario Socialista 
que es satisfactoria, y que en el caso de no admitirse esta 
enmienda me gustaría verla repetida para que sirva de 
pauta interpretativa a este precepto, cuya interpretación 
era -se decfa con toda claridad- que jamás el policía po- 
drá negarse ante el Juez, con ocasión de delito, a facilitar 
esos datos que en el ejercicio estricto de su función le pu- 
diere solicitar. Este es el sentido de la enmienda 248. 
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La enmienda 249, importante, pero de rango menor, 
pretende que se especifique un poco más que la forma- 
ci6n de los funcionarios tiene que ser general y profesio- 
nal, profunda antes y durante el servicio, así como una en- 
señanza apropiada en materia de problemas sociales, de 
libertades públicas, de derechos humanos, principalmen- 
te en lo que concierne al texto constitucional y a los tra- 
tados internacionales suscritos por el Estado en materia 
de derechos humanos. 
Yo creo que con esta redacción puede haber dificulta- 

des, pero con el contenido no puede haberlas. Todos que- 
remos una policla celosa de la guarda de nuestras liber- 
tades públicas y de nuestros derechos humanos y priva- 
dos, que sepa mucho de la Constitución y que sea respe- 
tuosa con ella. Para eso hay que enseñarles, como a todos 
nosotros, y por eso requerimos esa ensefianza. Pedir esto 
me parece que es algo que no tiene reproche, máxime 
cuando hay casos (supongo que aislados y espero que hoy 
superados y 'ya no existan), en el transcurso de la demo- 
cracia, en que algunos justiciables han dicho - e n  princi- 
pio podrfa no creérseles, pero también podría creérseles- 
que todavfa quedaban lugares en donde se decfa: UPerdo- 
ne, pero no me invoque la Constitución porque la Consti- 
tución se queda fuera de esa puerta.. O incluso, lo que es 
peor, al aplicar algo que está terminantemente prohibido 
por las leyes, decían: *Va usted a recibir en este momen- 
to el correctivo constitucional.. No es malo, pues, que de- 
jemos muy claro que en la formación de la policía tiene 
que venir esta especialización profunda en materia de li- 
bertades, de derechos humanos y de problemas sociales. 

Termino enseguida, señor Presidente. Doy por defendi- 
da la enmienda 250, al articulo 5.", 2, letra b), y paso a de- 
fender la penúltima enmienda, que me parece importan- 
te. Esta enmienda se enfrenta absolutamente con el texto 
del dictamen. El texto del dictamen, artículo 5.8, dice: 
U Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad no 
podrán ejercer en ningún caso el derecho de huelga ni ac- 
ciones sustitutivas del mismo o concertadas con el fin de 
alterar el normal funcionamiento de los servicios.. Mi en- 
mienda dice: #Los Cuerpos de Policía de naturaleza civil 
disfrutarán de los derechos de Libertad sindical, Negocia- 
ción Colectiva y Huelga.. 

Comprendo que ya no estamos e! una cuestión de ma- 
tices, sino que hay un enfrentamiento total. ¿Por qué pido 
yo que los Cuerpos de Policía civil tengan, entre otros, el 
derecho de huelga? Pues en coherencia con la Ley Orgá- 
nica de Libertad Sindical, con el Pacto Internacional de 
Derechos Econ6micos y Sociales de la ONU, de 1966, con 
la Carta Social Europea y con algunos textos más que po- 
drían aducirse de carácter internacional, que obligan a 
Espafia por haber ratificado esos convenios en su mo- 
mento. 
Yo creo que no está mal hablar de novelas policíacas 

cuando estamos ante una ley de policla. Todos los que he- 
mos leído con fruicibn novelas policíacas hemos visto que 
los policías consideran sospechosos a todos los que esta- 
ban en tomo al lugar y a las circunstancias del crimen. 
Todos son sospechosos;incluso la persona que lo es me- 
nos en principio, como podría ser el obispo, etcétera: to- 

dos son sospechosos. Luego los van descartando hasta de- 
jar bajo la luz del foco a un único sospechoso sobre el que 
recaen todas las sospechas y que al final resulta ser siem- 
pre eI.crimina1. Pues los señores socialistas, y el señor Mi- 
nistro entre ellos, han convertido a todos los policías en 
sospechosos. Todos los policías son sospechosos porque 
no van a ejercer con madurez, con racionalidad, con sen- 
satez el derecho de huelga que resulta que tienen todos 
los demás funcionarios del Estado, además de todos los 
que no lo somos. Pero ¿por qué, Serlor Ministro, van a ser 
de peor condición sus policfas, nuestros policías, que los 
albañiles? ¿Por qué van a ser de peor condición que los 
otros funcionarios que sirven al Estado en los diferentes 
órganos y servicios? ¿No tiene usted la facultad de esta- 
blecer ese decreto de servicios mlnimos? ¿Es que va a ale- 
grarse alguien o va a perjudicar a alguien profundamen- 
te que la policla, como situación extrema, conservando 
naturalmente los servicios mlnimos que señale ese Decre- 
to o los que se les ocurran a ellos mismos como policías 
conscientes y democráticos al servicio del pueblo, haga 
huelga? ¿Por qué esa desconfianza con este Cuerpo de Po- 
licla civil? ¿Por qué queremos que ellos defiendan nues- 
tros derechos y libertades, entre ellos el de huelga, y que 
ellos no tengan ese derecho a la huelga? ¿Por qué vamos 
a creer que lo van a hacer mejor no teniendo un derecho 
que van a proteger en los demás? 

Hay preguntas que no tienen respuesta, y tengo que de- 
cir que no me dio satisfacción ninguna de las que se die- 
ron en Comisión. Yo creo que hay que restaurar esa con- 
fianza en esa Policía, que todavía no es la que queremos, 
pero que puede que la vayamos a tener, y esta ley puede 
ayudar a ello. A esa Policía civil, a esa policía en la que 
confiamos habrá que darle todos los derechos y libertf 
des que se conceden a las personas adultas, entendiendo 
que los van a ejercitar con sensatez, con rigor y sin cau- 
sar danos irreparables. Unicamente los ladrones, señores 
Diputados, se alegrarán de una huelga de la policfa. El 
resto de la gente no se va a preocupar por ese asunto. Le 
parecerá que de verdad estamos en un Estado democrá- 
tico cuando resulta que en este país hasta la Policía pue- 
de hacer huelga, siempre que se den esas condiciones que 
he señalado. 
No quiero alargarme más. Unicamente me queda la en- 

mienda 252, alternativa a la anterior. En el caso extremo 
de que ustedes no pudieran, no quisieran, o no hubiera 
forma de darles esa libertad completa o esos derechos sin- 
dicales, incluido el de huelga, por lo menos constituya- 
mos una junta, un órgano. Ello nos lleva al artfculo 24, 
donde se ha creado y es plausible ese Consejo de Policfa. 
pero con un grave defecto, y es que ese Consejo no es pa- 
ritario.' Le llaman ustedes parirario, pero es mitad Admi- 
nistración, mitad Policla nombrada por los sindicatos y 
presidido por el propio Ministro del Interior o por la per- 
sona que a él le represente y con voto, con lo cual esta- 
mos cargándonos el concepto de un órgano paritario. Un 
órgano paritario sería si se pusiera de Presidente a un ma- 
gistrado, a alguien neutral o bien si el Presidente no tu- 
viera voto. Tal como ha quedado configurado en la ley no 
es satisfactorio, aunque reconozco que es un gran avance. 
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Por eso mantengo también esta enmienda alternativa a la 
anterior, que es la número 252. 

poco más de lo deseable, pero ya doy por terminada mi 
intervención. 

Perdón, seiior Presidente, por haberme alargado u n .  

El seiior VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 
señor Bandrés. 

Tiene la palabra el señor Rodríguez Sahagún, del Gru- 
po Parlamentario Mixto, para defender sus enmiendas. IEI 
señor Vizcaya pide la palabra.) 

Las enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco son la 
600 a 604, que serán defendidas a continuación. 

El señor RODRIGUEZ SAHAGUN: Gracias, señor Pre- 
sidente. En todo caso, voy a ser muy breve y pronto po- 
drá intervenir el señor Vizcaya para defender sus en- 
miendas. 

Prácticamente todas las enmiendas que había plantea- 
do el Centro Democrático y Social al artículo 4." han sido 
aceptadas, bien en el trámite de Ponencia bien en el de Co- 
misión, excepto tres, las números 58, 60 y 62, que son las 
que voy a defender. Sin embargo, Qbservarán SS. SS. que 
he mantenido para este trámite de Pleno más enmiendas, 
porque se da la circunstancia de que habiendo sido reco- 
gidas literalmente algunas de esas enmiendas, como es el 
caso de la número 56, sin embargo, en la Comisión figu- 
ran como rechazadas. Será probablemente por un malen- 
tendido, pero quería dejar constancia de ello. De las en- 
miendas presentadas, tres han sido recogidas literalmen- 
te, el resto en espíritu, con excepción de las números 58, 
60 y 62, que paso a defender a continuación. 

La enmienda número 58 pretende, pura y simplemen- 
te, que no sea necesario el requerimiento previo para pres- 
tar auxilio o asistencia al ciudadano, e incorpora una fra- 
se que dice: U . . .  requeridos o no..... Es obvio que esto es 
lo que haría verdaderamente eficaz a dicho auxilio, por- 
que si no la constancia de que ha existido ese requeri- 
miento previo o cuál tiene que ser la característica de ese 
requerimiento previo dificultaría, muy probablemente, la 
eficacia del mismo. 

La enmienda número 60 creo, sinceramente, que es im- 
portante. Cuando se habla del respeto a la integridad fí- 
sica del detenido aiiade la expresión a y  moral*. Me pare- 
ce que es importante, primero, porque es lo coherente con 
lo que el mismo apartado dice, ya que uin finen el apar- 
tado se refiere a la dignidad y al honor. Por tanto, se de- 
biera recoger el concepto u y moral >o como lo hace el apar- 
tado 2, a). Por otro lado,'parece que se deriva de un he- 
cho elemental que el detenido no puede tener menor de- 
recho que cualquier otro ciudadano y, por tanto, este con- 
cepto debe estar absoluta y explícitamente incluido. No 
veo, sinceramente, ningún motivo para que el Grupo So- 
cialista se oponga a la aceptación de esta enmienda, como 
ha sucedido en Comisión. 

Finalmente, la enmienda número 62 pretende que no 
excuse ante mandato judicial el secreto profesional sin 
perjuicio de las obligaciones y las eventuales responsabi- 
lidades que deriven para los jueces. Es cierto que en Co- 

misión se dieron una serie de explicaciones, explicaciones 
que reitero son válidas para este Diputado. En cualquier 
caso, mantengo mi enmienda a efectos de votación y la 
doy por defendida con las palabras que acabo de expresar. 

Paso al artículo 5, al que hemos presentado dos enmien- 
das. Una al artículo 5.5, que pretende, pura y simplemen- 
te, que en lo que se refiere a jornada de trabajo se asimi- 
len los funcionarios de las Fuerzas de Seguridad al resto 
de los funcionarios; otra cosa es el horario de servicio. Por 
tanto, que haya una asimilación expresa en la jornada de 
trabajo al resto de los funcionarios, y que después se es- 
tablezca sin perjuicio de las peculiaridades que derivan 
del horario al que puedan estar obligados por razones de 
servicio. 

La última enmienda, a la que daré lectura, se refiere al 
artículo 5.8. Pretende sustituir lo que dice taxativamente 
respecto a determinadas prohibiciones. Yo creo que aquí 
-y usted lo piensa también- aquí, este artículo debiera 
decir algo del estilo de mi enmienda o de la del señor Ban- 
drés. Admítanla. No me preocupo de quién expresa me- 
jor gramaticalmente las ideas: «Los miembros de las- 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad tienen los derechos sin- 
dicales reconocidos en la Constitución, sin perjuicio de las 
limitaciones y las peculiaridades que esta Ley establece 
en su ejercicio para cada uno de ellos, de conformidad con 
aquélla D. 

A mí me parece, con sinceridad, que no se puede pre- 
cisamente en este artículo, de entrada, ir rompiendo con 
el precepto y marcando no ya una limitación a esos dere- 
chos, sino prohibición de algunos de ellos. 

Entiendo la necesidad de regular, entiendo la necesidad 
de las singularidades, pero no se puede, en absoluto, a la 
luz de lo que dice la Constitución -léanse despacio los 
preceptos de la Constitución, señores Diputados- apro- 
bar ese texto. Me parece impresentable, y más en ese con- 
texto. No lo tomen en el sentido peyorativo: digamos que 
no encaja. Todo es presentable dependiendo de los argu- 
mentos que lo apoyen, pero en mi opinión los argumen- 
tos que ustedes aducen para apoyar este planteamiento 
no han mejorado en el trámite de la Comisión. Suscribo 
también lo que decía el señor Bandrés al respecto, por- 
que tal órgano, el Consejo de Policía, no es paritario des- 
de el momento en que la Presidencia se adjudica al Mi- 
nistro del Interior. 
Yo estaría dispuesto a retirar esta enmienda si, aunque 

no esté en línea con lo que yo he planteado, se aceptara 
alguna enmienda por la fórmula transaccional del tipo de 
la alternativa que ha presentado el señor Bandrés, es de- 
cir, que hubiera realmente un órgano que pudiera resol- 
ver las situaciones de conflicto que se puedan plantear. 
La simple prohibición de algunos de los derechos sindi- 
cales no me parece el camino ni que en ningún caso re- 
presente la excepcionalidad que se plantea. 

Cuando hagamos el análisis de esta Ley, habrá que ver 
si efectivamente se corresponde con una democracia 
avanzada y participativa, si encaja en los mínimos que 
permite el marco de nuestra Constitución y si realmente 
es una ley progresista. Yo creo, con sinceridad, que si res- 
peta la Constitución se queda muy corta, en los mlnimos; 
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que no es una ley progresista y que, desde luego, si no se 
salvan algunos de estos escollos fundamentales dista mu- 
cho de ser la ley que una democracia participativa y avan- 
zada exige, porque, entre otras cosas, aparte de la civili- 
dad, una de las características que en toda democracia 
participativa y avanzada se busca es la normalidad. Y la 
normalidad implica que los funcionarios de policía tienen 
que ser sujetos normales, con los mismos derechos y tam- 
bién con los mismos deberes. 

Por tanto, en consonancia con esto, verán que tampoco 
planteo que existan fueros especiales de ninguna clase. 
Deben tener los mismos deberes, pero con los derechos no 
se pueden hacer planteamientos arrogatorios como el que 
se hace desde el principio en este apartado. 

A mí me parece que con independencia de las singula- 
ridades. limitaciones o peculiaridades e n  su ejercicio, 
aqui correspondería un reconocimiento de la plenitud de 
los derechos sindicales. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 
señor Rodríguez Sahagún. 

Para defender las enmiendas números 6 y 96, del Gru- 
po Popular, tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor R U I Z  GALLARDON: Muchas gracias, senor 
Presidente. 

Estas enmiendas 6 v 96 serán defendidas en cl articulo 
24, porque sc refieren a fl v ,  por consiguiente, nos reser- 
vamos para ese trámitc procesal la defensa de las mismas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Por tan- 
to, idesaparecen de los artículos 4: y S."? (Aseniiniiento.) 

Enmiendas 600 y 604, del Grupo Parlamentario Vasco 
(PNV). Para su defensa tiene la palabra cl scñor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, seño- 
rias, estamos examinando 10s artículos 4: y 5.", que cree- 
mos dc suma importancia porque constituyen lo quc se 
ha venido denominando como el código deontolbgico de 
la policía. Además, según el propio proyecto de ley, aun- 
que no todos estemos de acuerdo con este efecto extensi- 
vo, éste es un capítulo aplicable a todas las policías tanto 
de carácter autonómico como de carácter local o del 
Estado. 

Señorías, estamos en presencia, quizá, de ese decálogo 
- c o m o  decíamos los ponentes-, aunque no sean diez los 
principios de actuación que deben regir a los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad. En realidad, estamos en presencia 
de este código plastificado que debería llevar dentro de 
su bolsillo todo policía, en el cual se señalan los puntos 
esenciales en su trato con la comunidad, con la sociedad 
y en su trato con los detenidos y su comportamiento in- 
dividual como miembros de Cuerpos y Fuerzas de Segu- 
ridad con especiales responsabilidades. 

A lo largo de la Ponencia y de la Comisión, es de hones- 
tidad reconocerlo, se ha mejorado sustancialmente este 
artículo 4:, principios básicos de actuación. No obstante, 
mi Grupo Parlamentario, a través de sus enmiendas, va 

a hacer hincapié en tres aspectos concretos que el proyec- 
to no recoge y que, sin embargo, aparecen en la declara- 
ción dc la Asamblea Parlamentaria de Europa en torno al 
tema tic la policía. 

Son tres aspectos que no recoge el texto del proyecto y 
por eso nosotros intentamos complementar ese código 
deontológico con dichos aspectos, porque.creemos que el 
provecto de ley ha hecho un esfuerzo de adaptación a esa 
declüiaión de la Asamblea Parlamentaria Europea y 
tamhith a aspectos de la Declaración de la ONU. Pero ha 
dejado sin contemplar tres temas en los que nosotros sí 
queremos hacer hincapié, para solicitar de la Cámara s u  
introducción en el proyecto de ley. Uno hace referencia a 
algo que ya ha citado el preopinante señor Bandrés sobre 
la tortura. La declaración de la policía, aprobada por la 
Asamblea Parlamentaria Europea, dice textualmente en 
su número 3: ((Las ejecuciones sumarias, la tortura, otras 
penas o tratamientos inhumanos o degradantes quedan 
prohibidos en cualquier circunstancia. Todo funcionario 
de policía tiene el deber de no ejecutar o de ignorar toda 
orden o instrucción que implique estos actos»: El texto 
no lo contempla. Es cierto que en el Código Penal y en 
otras disposiciones se prohibe, se penaliza como conduc- 
ta delictiva la tortura. Pero en Ponencia, cuando veíamos 
las enmiendas de los diversos Grupos, había un cierto con- 
senso en señalar que existe una labor, un efecto pedagó- 
gico de este artículo 4:, Principios básicos de actuación. 

Tiene una función pedagógica, por supuesto, y la ma- 
yoría de los temas que trata este artículo 4:, en uno u otro 
texto legal, ya están incluidos dentro de nuestro ordena- 
miento jurídico e incluso dentro de la Constitución. Por 
supuesto que impedir a la policía una práctica abusiva. 
arbitraria o discriminatoria' que entrane violencia física 
o moral, o decirles que deben actuar con integridad y dig- 
nidad, decirles que su actuación debe adecuarse al orde- 
namiento jurídico o decirles que en su función deben res- 
petar la Constitución, por supuesto son principios, son 
obligaciones, son deberes que ya vienen contemplados en 
otros textos de nuestro ordenamiento jurídico. N o  obstan- 
te, tanto el Gobierno como los ponentes creíamos necesa- 
rio que figurase en este proyecto de ley. 

En ello me baso para pedir a esta Cámara que se intro- 
duzca este apartado sobre la prohibición de Lortura, pe- 
nas o tratamientos inhumanos o degradantes. 

En segundo lugar, y con la misma justificación, solici- 
to que se introduzca otro apartado en la declaración so- 
bre la policía de la Asamblea Parlamentaria de Europa, 
que es el que hace referencia a que todo funcionario de po- 
licía que custodie a una persona cuyo estado necesite cui- 
dados médicos debe hacer un llamamiento al personal 
mkdico y ,  llegado el caso, tomar medidas para proteger 
la salud y la vida de esta persona. Evidentemente, si no 
lo hiciese cometería un delito de denegación de auxilio, 
pero es necesario en este conjunto de principios que la Po- 
licía lleve, inseparablemente de su función, ese código 
deontológico que está en la declaración de la Asamblea 
Europea. En concreto, en la Policía Autónoma del País 
Vasco se introducen estos temas, tanto el de las torturas 
como el de los cuidados médicos al detenido (por tanto, 
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no somos nada originales), copiando la declaración sobre 
la policía de la Asamblea Parlamentaria. 

Solicitamos también en nuestra enmienda que se inclu- 
yan los principios básicos de actuación, y en las relacio- 
nes policíddetenido, un apartado que señale que en el mo- 
mento de producirse cualquier retención para evacuar 
trámites de identificación, o detención, se comunique al 
detenido literalmente lo siguiente: Tiene usted derecho a 
designar abogado y a no manifestar nada en su contra. 
Todo lo que usted declare a partir de momento podrá ser 
utilizado como elemento de prueba de la acusación. Es 
evidente que no se pueden leer al detenido todos sus de- 
rechos, aunque es posible que en otros trámites posterio- 
res se le lean, como manda nuestro ordenamiento jurídi- 
co, pero sí se le debe señalar, en el momento del hecho fí- 
sico de la detención, que tiene derecho a designar aboga- 
do y a no manifestar nada en su contra. Creemos que es 
una garantía importante. 

En relación al artículo S.", mi Grupo sostiene Únicamen- 
te la enmienda 607. La enmienda 609, que hace referen- 
cia a los derechos sindicales de los miembros de Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad, seíior Presidente, la reservo como 
tal enmienda para el momento en que se debatan los as- 
pectos sindicales de los miembros de Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad. No voy a adelantar el debate, porque mi 
Grupo Parlamentario está de acuerdo con el tratamiento 
que hace el proyecto de ley del derecho a la huelga, pero: 
como sustitutivo, pediríamos unos órganos de resolución 
de los conflictos de los Cuerpos de Policía, y a ese mo- 
mento procesal me remito para defender mi enmienda 
609. Esa enmienda se votó en Comisión en el apartado 
correspondiente a los derechos sindicales. 

Termino, señor Presidente, señorías, haciendo referen- 
cia al número 5 y a la petición de mi Grupo -también 
establecida para la Policía Autónoma del País Vasco- de 
que los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad 
deben declarar por escrito y hacer una lista de corpora- 
ciones o sociedades con fines lucrativos, empresas, comer- 
cios o industrias que exploten él o su cónyuge; es decir, 
el registro de intereses. 

Hace relativamente poco tiempo ha sido objeto de no- 
ticia el hecho de la existencia de actividades lucrativas 
por parte de miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Se- 
guridad, absolutamente incompatibles con su función. 

Para evitar esos casos, mi Grupo Parlamentario solici- 
ta que a todo policía de uno u otro Cuerpo se le exija, y 
a travks de un tiempo prudencial, la declaración ante un 
registro de intereses, fundamentalmente en tomo a las ac- 
tividades lucrativas que a través de él mismo, de su cón- 
yuge o de su familia realice. Esto es coherente con las in- 
compatibilidades que se seíialan a los miembros de los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad. Señorías, creemos que 
ese registro de intereses es oportuno. Las últimas noticias 
avalan la oportunidad de esta petición de mi Grupo, por 
lo que solicito de esta Cámara que se mantenga una PO- 
sici6n abierta de cara a la posible presentación de en- 
miendas transaccionales y se estudie y reflexione sobre la 
necesidad de que los miembros de los Cuerpos y Fuerzas 

de Seguridad presenten un registro de intereses sobre las 
actividades lucratrivas mercantiles que desarrollen. 

El seíior VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 

El Pleno se reawudará a las cuatro de la tarde. 
Se suspende la sesión. 

senor Vizcaya. 

crun las dos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Se reanu- 

Continuamos el debate del proyecto de ley orgánica de 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto suscritas 

El señor Vicens tiene la palabra. 

da la sesión. 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, artículos 4: y 5: 

por el señor Vicens. 

El señor VICENS 1 GIRALT: Señor Presidente, señorías, 
tengo dos enmiendas al artículo 4: del proyecto y otras 
dos al artículo 5: 

La primera de mis enmiendas al artículo 4: lo es al nú- 
mero 1 ,  c), de este artículo en el proyecto del Gobierno, 
que se ha convertido en letra d) en el dictamen de la Co- 
misión. Se trata de una enmienda de adición. Natural- 
mente, esto quiere decir que no hay, por mi parte, ningu- 
na oposición al contenido de este precepto; lo que se pre- 
tende es mejorar su contenido. 

El texto del dictamen se refiere, como saben S S .  S S .  a 
los principios de jerarquía y de subordinación. En ese tex- 
to se dice confusamente - e n  seguida explicaré por que 
confusamente, a mi juici- que no se podrán dar órde- 
nes contrarias a la Constitución y a las leyes. La confu- 
sión, señorías, viene de la utilización extraña del verbo 
«amparar.. Vean lo que dice el texto del dictamen: «En 
ningún caso, la obediencia debida podrá amparar Órde- 
nes que entrañen la ejecución de actos que manifiesta- 
mente constituyan un delito o sean contrarios a la Cons- 
titución o a las Leyes.. 

Pienso que quien no queda amparado aquí es el miem- 
bro de las Fuerzas de Seguridad al que, pese a esta pro- 
hibición de dar órdenes contrarias a las leyes, se le da, sin 
embargo, una orden de este tipo. Para resolver este pro- 
blema, que no queda claro debido a la confusión que he 
señalado, propongo mi enmienda de adición. Debo decir 
de antemano que no es una enmienda original mla. El tex- 
to de mi enmienda es literalmente la letra a), 7, de la Re- 
solución 690 del Consejo de Europa sobre Policía. Sé que 
diversas modificaciones, muchísimas propuestas por el 
Grupo Socialista en Ponencia, se han basado en esa Re- 
solución del Consejo de Europa muy atinadamente y es 
una lástima que no se haya hecho también en este caso. 

El texto de mi enmienda propone la adición siguiente: 
dNinguna medida penal o disciplinaria 'será adoptada 
contra un funcionario de policía que se haya negado a eje- 
cutar una orden ilegal.. 

Ya ven que se trata de amparar, ahora sí utilizando 
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correctamente el verbo, al funcionario que desobedezca 
órdenes contrarias a las leyes, porque si el precepto no es 
así de claro, a mi juicio creo que lo que parece que ha- 
bría de hacer un funcionario al que se le da una orden ile- 
gal es, en principio, cumplirla y, en todo caso, luego 
reclamar. 

La otra enmienda al artículo 4.” es la 548. Esta es una 
enmienda sobre el secreto profesional que en cuanto a su 
contenido y a su intención es íntegramente coincidente 
con la que ha defendido esta mañana mi compañero de 
Grupo el señor Bandrés. 

Precisamente, este precepto sobre el secreto, profesional 
es uno de los modificados por la Ponencia, pero la modi- 
ficación no es suficiente. 

El texto de la Ponehcia ha quedado así: « N o  estarán 
obligados a revelar las‘fiientes de información, salvo que 
el ejercicio de sus funcidnes o las disposiciones de la ley 
les imponga actuar de 0 t h  manerau. 

Este texto no me parece Suficiente. No lo es en cuanto 
se refiere a las declaraciones de funcionarios policiales 

I ante jueces o tribunales. Efectivamente, tal como está el 
texto que he leído, los policías interrogados en una prue- 
ba judicial podrían ampararse lícitamente en el secreto 
profesional y negarse a contestar a ciertas preguntas de 
un juez o de un tribunal. ¿Por qué? Porque no hay ley que, 
utilizando la terminología tal como está en el texto de] 
dictamen, les imponga revelar información a jueces y tri- 
bunales. El ampararse en el secreto profesional, como sa- 
ben sus senorías, tiene sentido sobre todo ante el Poder Ju- 
dicial. Por esto mantengo una enmienda de modificación 
al punto que he leído del párrafo quinto de este artículo, 
con el fin de que quede redactado de la siguiente mane- 
ra: «Sólo ante los Jueces y Tribunales de Justicia estarán 
obligados a revelar la identidad o circunstancias de aque- 
llas personas que colaboren con ellos». 

Las informaciones conocidas por los funcionarios de po- 
licía en la persecución del delito no pueden ser ocultadas 
ante la Administración de Justicia, y eso sería lo que 
ocurriría con la interpretación del secreto profesional, se- 
gún el texto del dictamen. Esas informaciones pueden ser 
absolutamente esenciales para la función del Poder Ju- 
dicial. 

En los debates en Comisión, el ponente del Grupo So- 
cialista, señor Busquets, dijo que el texto de la Ponencia 
está de acuerdo con la Resolución del Consejo de Europa. 
Efectivamente, es una copia literal del punto A), 15, de 
esa Resolución que antes he citado -la Resolución 690 
del Consejo de Europa sobre Policía-, pero en todas las 
democracias europeas existen leyes que regulan el secre- 
to profesional y, para utilizar el lenguaje del dictamen, 
imponen actuar de otra manera a los funcionarios po- 
liciales. 

En nuestro país esas leyes no existen. Lo único que exis- 
te es la previsión del secreto profesional, según el artícu- 
lo 20.1.d) de la Constitución y en la parte final del arti- 
culo 24.2, donde se dice que una ley regulará el secreto 
profesional. Pero esa ley no existe. En lo que se refiere a 
los funcionarios de policía, podría ser el precepto que aho- 
ra estamos debatiendo, pero éste no es el caso. 

Mi enmienda pretende impedir que los Jueces se vean 
imposibilitados de interrogar directamente a la fuente de 
información de la policía, con el fin de que no se pueda 
ocultar a los chivatos a la Administración de Justicia. Por- 
que la fpnción del Poder Judicial es averiguar la realidad 
para poder imponer el Derecho. 

Es cierto que por la Ley de Enjuiciamiento Criminal se 
obliga a todos los ciudadanos -y, por lo tanto, a los po- 
licías- a contestar a las preguntas de los Jueces, bajo pe- 
nas de denegación de auxilio a la Justicia, pero la Cons- 
titución, al prever el secreto profesional en los dos artí- 
culos que he citado, está por encima de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal. Por lo tanto, tal como queda el texto 
del dictamen, es perfectamente posible que funcionarios 
policiales se nieguen -y lícitamente podrían negarse- a 
contestar a los Jueces. 

Por eso creo que fue muy positiva, en el debate en Co- 
misión, la declaración del ponente socialista señor Bus- 
quets, y esta manana el señor Bandrés ha hecho alusión 
a esa declaración, porque los textos de los uDiarios de Se- 
siones», como saben sus señorías, tienen un valor inter- 
pretativo frente a los Tribunales. 

Por esta razón, voy a leer esa declaración tan positiva 
en la Comisi6n del ponente del Grupo Socialista. Dijo así 
el ponente: «Yo creo sinceramente que de la lectura de 
los textos se deduce que cuando el Juez llame a un poli- 
cía, éste debe contestar a todas las preguntas que le haga 
el Juez.. Yo lo creo así, y, aunque sé que habría otras re- 
dacciones más enfatizantes, considero que es suficiente. 
Por lo menos, esta relectura que sirva para que esto que- 
de en el «Diario de Sesiones» del Pleno, aunque sería bue- 
no que quedase reflejado en boca de un ponente socialista. 

Al artículo 5.” tengo dos.enmiendas. Una de ellas es la 
549, al número 2,  letra b), relativa a los centros de ense- 
tianza de policías y a su convalidación. La doy por defen- 
dida porque está en relación con otros puntos de vista a 
los que aludiré cuando lleguemos al tema de las policías 
autonómicas. Unicamente me interesa decir que la defen- 
sa de competencias de las Comunidades Autónomas en 
esta misma materia es coincidente con la de otros parti- 
dos políticos que han hecho enmiendas equivalentes. 

Finalmente, mi enmienda 551, al punto 9 del artículo 
5: Este es el punto que habla del régimen disciplinario 
de los policías. 

El texto del dictamen ha quedado de la siguiente ma- 
nera: El régimen disciplinario, sin perjuicio de la obser- 
vancia de las debidas garantías, estará inspirado en unos 
principios acordes con la misión fundamental que la 
Constitución les atribuye y con la estructura y organiza- 
ción jerarquizada y disciplinada propias de los mismos. 
Lo que ha aportado la Ponencia es el párrafo que habla 

de que los principios que rigen el régimen disciplinario 
deben estar inspirados en la Constitución. No me parece 
un gran enriquecimiento, porque jno faltaría más que no 
estuviesen inspirados en los principios de la Constitución! 

En cambio, este trabajo que ha hecho la Ponencia, so- 
bre el punto 9 del artículo S.”, no dice nada sobre cuáles 
deben ser las debidas garantfas a las que alude el texto 
que acabo de leer. Da la impresión de una posición teme- 



- 

CONGRESO 
11685 - 

S DE DICIEMBRE DE 1985.-NÚM. 258 

rosa, como si las garantías que cubriesen a los funciona- 
rios policiales, en cuestiones disciplinarias, pudiesen ser 
excesivas. 

Mi enmienda pretende solucionar este vacío con unas 
palabras. Estas palabras son aEstatuto de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad.. La enmienda que propongo es 
que se diga que el régimen disciplinario deberá estar ins- 
pirado, etcétera, el mismo texto, excepto las palabras fi- 
nales que deberían decir ay con la estructura, organiza- 
ción y Estatuto de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridada. 
Con esta expresión de *Estatuto de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad. el texto de la ley aludiría a tos Capítulos 
1, 11 y 111 de este Título Primero. Es decir, a todos los as- 
pectos deontológicos y a los derechos de los funcionarios 
que describe este articulo S.”, concretamente los aparta- 
dos de este mismo artículo que ahora estamos debatien- 
do y los otros apartados. 

Este conjunto de preceptos es el que debe inspirar el ré- 
gimen disciplinario, junto con la alusión de los aspectos 
de jerarquía y disciplina, pero no pueden ser ocultados y 
sustituidos por esa platónica alusión a la Constitución. Si 
se dejase el texto tal como está en el dictamen, sólo se con- 
templaría una dirección única de los principios organiza- 
tivos y estatutarios de la policía, la dirección que va de 
arriba a abajo. A mí me parece que sería más sano, más 
democrático y más justo que se contemplasen las dos di- 
recciones, explicando un poco más, aunque no fuese más 
que con las tres palabras que propone mi enmienda, la 
cuestión de las garantías civiles. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 

Enmiendas .del Grupo Parlamentario Mixto, suscritas 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Pérez Royo. 

gracias, señor Vicens. 

por el señor Pérez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, seiioras Di- 
putadas, señores Diputados, voy a defender las enmien- 
das números 169 y siguientes, que son las que mantene- 
mos en relación a estos artículos. 

La primera de ellas, la número 169, pretende dar una 
nueva redacción al artículo 4.”, punto 1,  letra e), de la re- 
dacción actual del dictamen, que trata de un tema impor- 
tante, como es el de las relaciones entre los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad, policía en definitiva, y la Adminis- 
tración de Justicia, y que se encuentran reguladas, a nues- 
tro juicio, de una forma excesivamente ambigua, una for- 
ma excesivamente suave, podríamos decir. 

El dictamen dice que son principios básicos de actua- 
ción de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Segu- 
ridad, entre otros, el de colaborar con la Administración 
de Justicia y auxiliarla en los términos establecidos en la 
ley. 

Nosotros entendemos que la relación entre los cuerpos 
policiales, los policías, y la Administración de Justicia es 
una relación que tiene una importancia mhy considera- 
ble, lo cual ha motivado que el núcleo de la regulación de 
esta relación se encuentra establecido en la propia Cons- 

titución. Y la Constitución no habla de colaboración, sino 
que establece un principio de dependencia al menos fun- 
cional; si no &e dependencia orgánica (que hubiera sido 
lo deseable a nuestro juicio, pero esto quedó descartado 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial), sí de dependencia 
funcional de la Policía Judicial respecto de la Administra- 
ción de Justicia. 

Por ello, no nos parece en absoluto satisfactorio esta fór- 
mula que, como hemos dicho, no dice todo lo que incida 
la Constitución y que pretende minimizar, aguar este 
principio fundamental de dependencia respecto del Poder 
Judicial. 

No se trata de colaborar, sino de obedecer, de subordi- 
narse, en definitiva de ponerse al servicio de la Adminis- 
tración de Justicia. Por ello nosotros, para obviar proble- 
mas, proponemos sencillamente que se diga que es prin- 
cipio básico de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Es- 
tado el de ejercer, respecto de la Administración de Jus- 
ticia, las funciones que se determinan en la Constitución 
y en las leyes. 

La siguiente enmienda, la 170, se refiere igualmente a 
un tema de gran importancia, yo diría de extrema grave- 
dad y, desgraciadamente, de una cierta actualidad en 
nuestro país. Se trata del problema del empleo de armas 
por los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad 
del Estado; esto es, de especificar entre los principios bá- 
sicos que deben guiar su actuación, dentro de esta espe- 
cie de código deontológico del que hablamos, en qué cir- 
cunstancias, en qué condiciones está legitimado el uso de 
armas de fuego. 

Nosotros entendernos que este uso debe ser muy res- 
tringido, debe quedar reducido a aquellos supuestos en 
los cuales se trata de responder con este argumento fun- 
damental del arma de fuego a agresiones respecto de las 
cuales el empleo del arma sea proporcionado. Es decir, 
agresiones que pongan en peligro la integridad física del 
propio policía o de terceras personas. En cambio, sobra 
la mención de «otras circunstanciasn, relativamente in- 
determinadas, tal como aparece en el dictamen, que no 
entendemos justificarían el empleo de estas armas de 
fuego. 

Sabemos que la Ponencia y la Comisión han hecho un 
esfuerzo importante para circunscribir los términos exce- 
sivamente indeterminados que aparecían en el proyecto 
de ley. Ahora se ha establecido que, aparte de los supues- 
tos de integridad física indicados anteriormente, también 
en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave 
riesgo para la seguridad ciudadana y de conformidad con 
los principios, etcétera. 

Ciertamente, como digo, se trata de un avance respecto 
de la fórmula más indeterminada que aparecía en el pro- 
yecto de ley, pero, en todo caso, consideramos que sigue 
siendo insatisfactoria, sobre todo teniendo en cuenta la 
experiencia desgraciada que existe en nuestro país. El em- 
pleo de armas de fuego debería quedar reducido a la res- 
puesta a una agresión que suponga peligro para la vida o 
integridad física del propio policía o de terceras personas. 
No creo que sea necesario recordar, porque está en la 
mente de todos, el número desgrdciado de circunstancias 



- 11686 - 
CONGRESO 5 DE DICIEMBRE DE 1985.-NÚM. 258 

en las cuales en este país se ha hecho uso de arma de fue- 
go de forma absolutamente desproporcionada, por ejem- 
plo, para responder a la violación de un control de carre- 
teras o en otras circunstancias incluso más banales. 

De manera que llamo la atención sobre este tema y creo 
que no es en absoluto desproporcionada una enmienda 
del tipo de la que estoy defendiendo. 

La enmienda número 171 ha sido aceptada en Comi- 
sión y, en consecuencia, no tiene sentido mantenerla. 

La enmienda 172 trata de un tema que puede conside- 
rarse de orden interno, pero que también entendemos que 
es importante. En todo caso, es simbólica. Se trata de es- 
tablecer expresamente el principio de identidad de dere- 
chos entre personal masculino y personal femenino. 

Como expresé en la Comisión, esta es una enmienda que 
en otras épocas hubiera podido parecer extravagante, y 
que actualmente la podemos discutir, afortunadamente, 
porque, entre otros puntos en que se ha producido un 
avance dentro del desarrollo de la policía, uno de ellos es 
precisamente el del acceso a esta importante función de 
personal femenino. Siendo las cosas así, entendemos que 
es importante recalcar un principio que es inspirador de 
todo nuestro ordenamiento, que entendemos no debe fal- 
tar, y más en una materia como esta, que consiste en es- 
tablecer expresamente la identidad de derechos entre el 
personal masculino y el personal femenino. 

La enmienda 174 trata de un tema que ha sido aborda- 
do aquí precedentemente en el debate de esta maiiana. Se 
trata del problema del secreto de la policía respecto de 
sus fuentes de información y los límites de este secreto. 

Comprendemos perfectamente que la policía, por la in- 
dole de su actuación, necesita tener informaciones reser- 
vadas e informadores, y ,  con independencia de las formas 
a través de las cuales se pueden lograr aquéllas, los infor- 
madores existen. El problema es hasta qué punto puede 
la policía mantener el secreto sobre la identidad de los in- 
formadores. Entendemos que, en todo caso, hay un punto 
en que este secreto debe ceder, y es cuando la policía se 
encuentra con su superior, en definitiva con el órgano del 
Estado, la Administración de Justicia, ante la cual debe 
responder en todo caso. Entendemos que no es admisible 
en ningún caso que la policía mantenga sus fuentes de .in- 
formación reservada incluso para el poder judicial. 

Esta mañana recordábamos, y yo mismo lo hice en la 
Comisión, cómo'desgraciadamente en la jurisprudencia 
hay un caso reciente de un alto funcionario que ha llega- 
do incluso a negarse, en un proceso penal, a informar al 
juez sobre sus fuentes de información, siendo un caso en 
el cual había por medio incluso un posible delito impu- 
table a alguno de estos informadores. 

Entendemos que esto, que es una laguna de nuestro or- 
denamiento, debe subsanarse, y la ley debe establecer e 
instrumentar el principio de que este secreto ceda ante el 
requerimiento de una autoridad judicial. 

En la enmienda 175 proponemos eliminar la referencia 
a las Fuerzas Armadas entre los elementos de los cuales 
se debe nutrir la formación de los policías. Creemos que 
está bien la mención de otras instituciones, como puede 
ser, por ejemplo, la Universidad, que se cita expresamen- 

te; pero, coherentemente con los planteamientos que ha- 
cemos en relación al conjunto de la ley, con la elimina- 
ción que pretendemos del carácter de instituto armado de 
la policía y,  en definitiva, con nuestra pretensión general 
de desmilitarización de la policía, consideramos que so- 
bra, en cuanto a los instrumentos para su formación, la 
referencia a las Fuerzas Armadas, que forman parte de un 
colectivo perfectamente defendible y necesario pero que, 
en todo caso, es conieniente mantener bien separado de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, como, por otra par- 
te, establece nuestra Constitución también incluso en un 
punto como este, que puede tener una importancia me- 
nor, pero que es significativo. 

Por último, en relación a otro tema importante, como 
es el del ejercicio del derecho de huelga, nosotros enten- 
demos que para dicho ejercicio, que es un derecho funda- 
mental reconocido en la Constitución, pueden, ciertamen- 
te, existir limitaciones y modalidades específicas en rela- 
ción a unos funcionarios que desarrollan una actividad 
tan específica y singular como son los funcionarios de 
policía. 

Consideramos que en relación al conjunto de'la función 
pública pueden existir planteamientos, en cuanto al ejer- 
cicio del derecho de huelga, distintos de los que existen 
para los restantes trabajadores por cuenta ajena. Más 
aún, dentro del colectivo de funcionarios pueden existir 
especialidades en relación a los funcionarios de la Policía. 

Se trata de un tema que, desde el principio, se ha con- 
vertido un poco e n  el caballo de batalla de este proyecto 
de ley, en el punto principal. Nosotros no queremos otor- 
garle este papel porque entendemos que es un tema más, 
pero no el fundamental. Pero hasta tal punto se le ha otor- 
gado el papel central que, incluso -lo saben perfectamen- 
te y es difícil negarlo-, ha sido el elemento más conflic- 
tivo del proyecto de ley. 

La calificación de la Policía como Instituto Armado de 
carácter civil pretende establecer el presupuesto para; a 
continuación, negar el derecho de huelga, cuando ustedes 
saben perfectamente que, aun admitiendo el carácter de 
Instituto Armado, esto no tiene nada que ver con el dere- 
cho de huelga, porque el carácter de Instituto Armado po- 
dría repercutir sobre los derechos sindicales, pero los de- 
rechos sindicales son una cosa y el derecho de huelga es 
otra. El derecho de huelga puede estar muy emparentado 
con el derecho de sindicación, pero es un derecho que la 
Constitución ha mantenido separado y con un núcleo di- 
ferenciado respecto al derecho de sindicación. 

Ya sabemos que ustedes van a imponer el proyecto de 
ley con la característica de Instituto Armado: pero inclu- 
so admitiendo que la Policía sea un Instituto Armado de 
carácter civil, eso puede significar reestructuración en 
cuanto al derecho de sindicación y, no necesariamente el¡- 
minación del derecho de huelga, como ustedes proponen. 

Por eso nosotros, que como he dicho no hacemos de este 
punto el tema central, entendemos que existen mecanis- 
mos sustitutorios para evitar la huelga. Nosotros, natu- 
ralmente, no deseamos la huelga. Somos los primeros en 
no desear que un instrumento extremo, como es la hgel- 
ga, se plantee en relación con un servicio público de esta 
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naturaleza, por eso, repito, entendemos que hay mecanis- 
mos sustitutorios que pueden evitar el derecho al recurso 
de huelga. 

En todo caso, por una cuestión de principio, entende- 
mos que no es acorde con nuestro texto constitucional la 
eliminación pura y simple del derecho de huelga que us- 
tedes proponen, y que, en definitiva, podemos y debemos 
remitir este espinoso tema al tratamiento concreto que le 
exige la Constitución, es decir, a la ley orgánica que re- 
gule el derecho de huelga. Ese será el lugar para estable- 
cer las garantías, las peculiaridades y los criterios espe- 
cíficos por los cuales debe regularse la huelga con rela- 
ción a este colectivo concreto de la Función Pública; pero, 
de ninguna manera, la ehninación del derecho de huelga 
en esta ley, que entendemos que tiene otras finalidades 
diferentes. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, señor Pérez Royo. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Minoría Catala- 
na. Para su defensa, tiene la palabra el señor Trías de Bes. 

El senor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, se- 
ñorías, estamos ante los artículos del Título 1 de la ley 
que se refieren a los principios bás'icos de actuación de to- 
dos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
y de las disposiciones estatutarias comunes. Es decir que 
estos dos capítulos a que se refieren los artículos 4 y 5 son 
de aplicación general o directa, en la peculiar denomina- 
ción de este proyecto de ley, para todo el Estado. Por tan- 
to, contienen lo que se ha venido en llamar el código deon- 
tológico de actuación, y se ha de reconocer que muchos 
de estos puntos han mejorado con el paso de este proyec- 
to de ley por la Ponencia y por la Comisión. Sin embargo, 
nuestro Grupo Parlamentario mantiene unas cuantas dis- 
crepancias respecto al texto, discrepancias que podrían 
concretarse en cuatro o cinco puntos que voy a intentar 
resumir lo más brevemente posible. 

Algunas de estas discrepancias coinciden con enmien- 
das de otros Grupos Parlamentarios, que nuestro Grupo 
considera enmiendas de tono menor, pero que pueden te- 
ner su importancia en el momento de valorar el conjunto 
del proyecto de ley, por ejemplo, la que se refiere a los 
principios contenidos en, el texto del artículo 4:,1, d), 
cuando habla de que los miembros de las Fuerzas y Cuer- 
pos de Seguridad deberán sujetar su actuación al ordena- 
miento jurídico, especialmente -dice- a los principios 
de jerarquía y subordinación. 

Yo sé que esto es insistir en un debate ya sostenido en 
Comisión y que ha sido expuesto por oradores anteriores 
de otros Grupos Parlamentarios en el sentido de suprimer 
la palabra usubordinación., y no quiero volver a repetir 
los argumentos. Pero me parece que estamos reiterando 
en este proyecto de ley cosas que son innecesarias. Y en 
este punto parece que, hablando del principio de jerar- 
quía, absolutamente indispensable en un proyecto de ley 
como el que nos ocupa, es suficiente su inclusión en el ar- 
ticulado para que se entienda que la jerarquía implica 
subordinación. 

¿Por qué se hace eco mi Grupo Parlamentario de la su- 
presión del término rsubordinación~? Por la sencilla ra- 
zón de que en varios o en muchos colectivos esta palabra 
ha suscitado inquietud e, incluso, ha suscitado rechazo. 
Si con la eliminación de la misma -porque el concepto 
de subordinación queda subsumido en el de jerarquía- 
podemos aliviar a determinados grupos a los que les preo- 
cupa que este término conste en el proyecto de ley, y si 
consideramos que el principio de subordinación ya está 
implícito en el de jerarquía, nada más sencillo que elimi- 
nar el término usubordinación., que en nada va a variar 
el propósito del proyecto y,  menos aún, la necesaria je- 
rarquía que debe regir a los Cuerpos y Fuerzas de Segu- 
ridad. Esto por lo que respecta a la palabra «subor- 
dinación)). 

Otra enmienda de nuestro Grupo al artículo 4." del pre- 
sente Capítulo'se refiere -y también es reileración de lo 
ya manifestado, aunque en otro sentido, por otros porta- 
voces- al secreto profesional. Se considera tambien que 
el rigor del precepto podría atemperarse, porque e5 sufi- 
ciente una referencia al secreto pofesional, y en ello va la 
absoluta confianza que nos debería merecer la actuación 
de estos funcionarios, para que no se desvelaran aquellas 
cuestiones de que, por razón o en función de los servicios 
que les han estado encomendados, tengan conocimiento 
y que no deben revelar por ser cuestiones que atañen a lo 
que les ha sido encomendado0 a la misión especifica que 
tienen encargada, sea por la autoridad gubernativa supe- 
rior, sea por la autoriada judicial. 

Por lo tanto, nuestra enmienda solamente desea que los 
funcionarios de los Cuerpos Y Fuerzas de Seguridad guar- 
den riguroso secreto profesional. sin la mención que el 
texto enfatiza: «Deben guardar riguroso secreto respecto 
a todas las informaciones que conozcan por razón...)); es 
decir, que si esta descripción también ha excitado, o por 
lo menos molestado, a cierto colectivo, si la suavizamos 
en los términos que nosotros proponemos en la enmien- 
da, que también recoge el principio que S .  S .  defiende, 
creo que se llegaría a una solución aceptable para todos. 

Otro de los puntos -y éste yo creo que es el más im- 
portante- de nuestras enmiendas al presente Capítulo, 
es el que se refiere a los estudios de los funcionarios. No- 
sotros mantenemos una enmienda que vendría a modifi- 
carel encabezamiento del artículo 5: En los sucesivos de- 
bates que hemos ido realizando, tanto en Ponencia como 
en Comisión, al principio se hablaba de los centros de en- 
señanza de estos profesionales, o de las academias o cen- 
tros donde cursen estudios, y ahora se ha eliminado cual- 
quier referencia a los centros, incluso en la enmienda a la 
que me referiré seguidamente. Nuestro Grupo Parlamen- 
tario ha mantenido una enmienda aad cautelamm porque 
en el texto no parece que se haga referencia a los centros 
oficiales, es decir, centros dependientes de las Adminis- 
traciones Públicas. Con la última modificación que el pro- 
pio Grupo Socialista ha introducido en Comisión -no re- 
cuerdo si en Comisión o en Ponencia, porque ha habido 
muchas sustituciones- se ha variado de tal forma el tex- 
to que incluso cuando se hace referencia a las homologa- 
ciones no se hace ninguna mención a los centros. 
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Nuestra enmienda propone que el texto del punto 2 del 
artículo 5.0 se encabece de la siguiente forma. .La forma- 
ción y el perfeccionamiento de los miembros de las Fuer- 
zas y Cuerpos de Seguridad, se llevarán a cabo en los cen- 
tros establecidos al efecto por las administraciones de las 
que dependan los mismos y se ajustaraán a los siguientes 
criterios:)), y a continuación los criterios que ya han sido 
dictaminados por la Comisión. No hacemos ninguna re- 
ferencia a los centros, y entonces podría entenderse que 
estos funcionarios podrían cursar estudios incluso en cen- 
tros privados, ¿por qué no?, aunque luego no se habla de 
homologarlos. 

Por lo tanto, para que quede claro, nuestra enmienda 
número 435 pide que se haga una mención concreta a los 
centros dependientes de las administraciones públicas; 
entiéndaseme bien, de cualquiera de las administraciones 
públicas que tengan competencia para formar a miem- 
bros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad. Pueden ser 
academias de los ayuntamientos, para formación de poli- 
cías municipales, academias de las Comunidades Autóno- 
mas que tengan Cuerpos de policía propia o academias 
dependientes de la Administración Central del Estado. 

En cuanto al texto que ha sido modificado en Ponencia 
y Comisión, referente a la homologación de títulos, nues- 
tro Grupo Parlamentario mantiene una enmicnda, la nú- 
mero 436. Esta enmienda tiene su origen en el texto que 
remitió el Gobierno a esta Cámara y que ha sido modifi- 
cado. Sin embargo, después de reflexionar mucho respec- 
to a las modificaciones introducidas en Ponencia y Comi- 
sión, el texto introducido por el Grupo Socialista nos 
preocupa, lo cual no quiere decir que en sucesivos trámi- 
tes parlamentarios n o  podamos modificar nuestra postu- 
ra respecto a la redacción concreta de este apartado. 

El texto del proyecto decía quc los centros de enseñan- 
La se refieren siempre a los miembros de los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad, y que los centros de enseñanza se- 
rán homologados por el Ministerio de Educación y Cien- 
cia. Nuestra enmienda a este texto decía que la Constitu- 
ción no permite la homologación de centros de enseñan- 
za; los centros no se homologan. Lo que exige la Consti- 
tución, en el artículo 149.1.30:. como competencia exclu- 
siva del Estado, es la homologación de títulos. Entonces 
se modificó el texto del proyecto, a raíz de la preocupa- 
ción que en el Grupo Parlamentario Socialista suscitó 
nuestra enmienda. Lo que dice ahora el texto es que los 
estudios que se cursen en los centros de enseñanza podrán 
ser objeto de convalidación. La redacción nos preocupa. 
No sabemos, primero, a qué estudios se refiere; no sabe- 
mos si son estudios para policías, si son estudios cursa- 
dos en el extranjero; sin son estudios hechos en acade- 
mias privadas o si son estudios colectivos en determina- 
dos ámbitos privados; no sabemos cuál es la convalida- 
ción de esos estudios. En todo caso, la nueva redacción se 
aparta todavía más del texto constitucional. 

Nuestra enmienda pretendía ajustarse al texto consti- 
tucional, es decir, al artículo 149.1.30.' de la Constitución. 
En la regulación de las condiciones para la obtención, ex- 
pedición y homologación de títulos académicos y profe- 

sionales, ahí sí puede el Ministerio de Educación y Cien- 
cia o el Gobierno homologar títulos. 

El texto dice: «Los estudios que se cursen en centros de 
enseñanzas, pero no sabemos a qué estudios se refiere: no 
sabemos si son en academias específicas para esos Cuer- 
pos. Se me va a decir que no son títulos que se homolo- 
gan para el ejercicio de una profesión o que no son títu- 
los académicos, que se trata de otra Cosa, que aquí de lo 
que se trata es de convalidar estudios. Si se trata de esto, 
aclaren ustedes el término; lo estudiaremos con más aten- 
ción y en sucesivos trámites parlamentarios podremos, o 
bien retirar la enmienda, o bien proponer alguna a ese 
nuevo texto que no hemos tenido !a oportunidad de en- 
mendar, puesto que es absolutamente nuevo. Por tanto, 
mantenemos nuestra enmienda que lo que pretende es, 
como he dicho y repito, ajustarse a los términos de nues- 
tra Constitución. 

Por último, señor Presidente, y demandándole cierta 
benevolencia por haber agotado el tiempo, quiero defen- 
der la última enmienda que mantiene mi Grupo al pre- 
sente capítulo. En este capítulo del código deontológico 
de los funcionarios de los Cuerpos y Fuerzas de Seguri- 
dad, es evidente que el punto fundamental o el que por 
lo menos ha tenido más difusión en el exterior, fuera de 
esta Cámara, en la opinión pública y en los medios de co- 
municación, ha sido el famoso problema del derecho a la 
huelga. 

N o  quiero ser malinterpretado y quiero que escuchen 
con atención mis palabras. Es obvio que los funcionarios 
de los distintos Cuerpos deben tener este derecho a soi'u- 
cionar o a plantear los conflictos colectivos que se gene- 
ren por su profesión, deben tener un cauce de expresión. 
Estamos de acuerdo ustedes y todos los Grupos de la Cá- 
mara, en que estos funcionarios, aunque sea muy limita- 
damente, aunque sea restringiéndolo mucho, deben tener 
y se les debe proporcionar un cauce de expresión para re- 
solver los conflictos profesionales que se generan por el 
ejercicio de su función. 

A esto, que puede llamársele como ustedes quieran, de- 
recho de huelga, derecho de conflicto, derecho de expre- 
sión de sus problemas profesionales, como ustedes quie- 
ran, se le ha venido en llamar derecho de huelga, quera- 
mos aquí o no llamarle así, y es evidente que nuestro Gru- 
po Parlamentario cree que este derecho de huelga para 
los funcionarios de la policía debe ser muy restringido, 
porque la estricta y especialísima función que estos fun- 
cionarios tienen así lo requiere. Nosotros no seremos quie- 
nes vayamos a defender el derecho libre de huelga para 
estos funcionarios. En eso creo que coincidimos absoluta- 
mente con el Gobierno y con el grupo mayoritario de esta 
Cámara. 

Ahora bien, el texto del proyecto, señores Diputados, ha 
preocupado hondamente a los medios de comunicación, 
ha preocupado en la calle, ha preocupado a los propios 
funcionarios de policía, y ello hay que reconocerlo porque 
lo estamos leyendo cada día y escuchando por la radio. 

Sin embargo, el texto dice lo siguiente actualmente: 
«Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad no 
podrán en ningún caso ejercer el derecho de huelga ni ac- 
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ciones sustitutivas de la misma concertadas con el fin de 
alterar el normal funcionamiento de los servicios.. En 
principio estamos de acuerdo en que debe restringirse 
este derecho, ya lo he dicho. Sin embargo creo, y es opi- 
nión de nuestro Grupo Parlamentario, que la redacción 
del texto también puede levantar sospechas de que aquí 
se está limitando a un determinado sector de funciona- 
rios un derecho constitucional; derecho constitucional 
que, por otra parte, no está limitado estrictamente en la 
Constitución, ni el artículo 28,  creo recordar, lo limita es- 
trictamente, puesto que habla de la libre sindicación con 
limitaciones, pero no limita el derecho de huelga, ni tam- 
poco en el 104, de donde deriva este Proyecto de Ley. 

Por tanto, nos preocupa que sobre este concreto proble- 
ma se haya creado tal alboroto que pueda llegar incluso 
a tener que soportar críticas, por cuanto esta Cámara pa- 
rece que esté limitando el derecho de unos funcionarios. 
Nosotros hemos mantenido, señor Presidente, y con esto 
voy a acabar, unas enmiendas que lo único que preten- 
den es redactar en positivo e htroducir en el precepto, 
que es el frontispicio de los derechos sindicales que luego 
se regularán en la propia Ley, puesto que la propia Ley 
luego dice que los conflictos que se generen en estos Cuer- 
pos tienen su solución a través de un organismo que se 
crea en la propia Ley; por tanto, se reconoce que va a ha- 
ber conflictos y se establece un órgano para solucionar- 
los. Nosotros creemos que en el frontispicio donde se ha- 
bla de los principios estatutarios básicos puede mencio- 
narse que estos funcionarios pueden ejercitar esos dere- 
chos de resolución de sus conflictos a través de un orga- 
nismo o de los cauces de esta propia Ley. 

Entiéndaseme bien, nuestra enmienda, y quizá ésta sea 
la más característica, que se las voy a leer, pero las tie- 
nen sus señorías, sobre todo los ponentes, en la relación 
de enmiendas, nuestra enmienda lo que pretende es posi- 
tivar el precepto, y consideren que no queremos aten&- 
nos a la estricta literalidad de nuestra enmienda, entién- 
dase bien: 11 Los miembros y Cuerpos de las Fuerzas de se- 
guridad del Estado ejercerh el derecho de huelga con las 
limitaciones que su esencial función de protección de la 
seguridad de las personas, bienes e instituciones requie- 
ren. El ejercicio del derecho de huelga se realizará me- 
diante aquellas modalidades que no supongan abandono 
del puesto de trabajo, y en ningún caso podrán afectar a 
servicios de guardia o equivalentes que se consideren 
esenciales para garantizar la seguridad inmediata de per- 
sonas y bienes.. 

En este trámite incluso nos atreveríamos a proponer 
una enmienda transaccional a nuestra propia enmienda, 
con la introducción de un párrafo que iría muy bien que 
constase en este frontispicio y que podía decir así: ULOS 
conflictos colectivos que por razones profesionales se 
planteen, se solventarán por los cauces establecidos en 
esta Ley.. Incluso, setiorias del Grupo mayoritario, nos 
conformaríamos con este solo párrafo: a Los conflictos Co- 

lectivos* - q u e  luego se citan así en el texto del proyecto, 
artículo veintitantos- Q que por razones profesionales se 
planteen o se generen, se solventarán por los cauces esta- 
blecidos en esta Ley.. Porque entonces ya estamos cum- 

pliendo que se establecen por Ley orgánica y constan en 
el frontispicio de la Ley. 

He terminado. señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): ¿ A  qué en- 
mienda es la transaccional? 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: A la 439, señor 
Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 

Para turno en contra tiene la palabra el señor Sanjuán. 
señor Trías. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, subo a la tribuna para con- 
sumir un turno a favor y en defensa del dictamen de la 
Comisión, en los artículos 4 y 5 de este proyecto de ley, 
que se refieren a los principios básicos de actuación y a 
las normas estatutarias comunes a todos los policías, a to- 
dos los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad que existen en 
España. 

Creo que es necesario, en primer lugar, agradecer a 
S S .  SS., especialmente a los ponentes y a los miembros 
de la Comisión, la participación y la colaboración que han 
prestado y el trabajo desarrollado en torno a estos dos ar- 
tículos; ello nos permite, creo, estar básicamente de 
acuerdo en el contenido de éstos. Especialmente en el 4.", 
obviamente, y aquí ha quedado puesto de manifiesto, se 
mantienen enmiendas parciales, puntuales, a diferentes 
aspectos de estos dos preceptos, y una, diríamos, a la que 
todo el mundo da gran importancia -con relación al pun- 
to octavo del'artículo 5:-, relacionada con el tema del 
controvertido derecho de huelga de la policía. 

Pero dejando aparte este aspecto, yo diría que es im- 
portante señalar aquí y ahora, con relación fundamental- 
mente al artículo 4.", que es todo, en definitiva, lo que nos 
une, y que son sólo matices, y en muchas ocasiones muy 
leves, de simple redacción 6 terminológicos, aquellos que 
nos separan. 

Creo que es importante que dejemos sentado esto con 
relación al artículo 4:; porque este artículo establece el 
nuevo modelo de policía democrática que todos nosotros 
deseamos; establece el código de conducta, las normas o 
las pautas de comportamiento de la función policial. La 
filosofía del precepto es determinar cómo todos y cada 
uno de los policías, y la policía en su conjunto, deben cum- 
plir el mandato constitucional de defender el ejercicio de 
los derechos y libertades y mantener la seguridad ciuda- 
dana. Se recoge en este artículo 4:, y S S .  SS. lo han pues- 
to también de manifiesto, la declaración sobre la Policía 
del Consejo de Europa, que recibe -y es importante de- 
jarlo ahora sentado-, por primera vez en España y a tra- 
vés de esta ley, nada menos que el rango de una ley orgá- 
nica. Yo creo, y ,  desde luego, también el Grupo Socialista 
y pienso que igualmente todos los Grupos, que debemos 
de felicitarnos porque esto sea así. 

Voy a pasar a contestar a las enmiendas que han pre- 
sentado los diferentes Grupos, tanto a este artículo como 
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al 5:, dejando para contestar al final todo el tema rela- 
cionado con el derecho de huelga. Podríamos hacer varios 
grupos de enmiendas. Yo diría que un primer grupo es- 
taría compuesto por las enmiendas mantenidas por el se- 
ñor Vizcaya, por el senor Bandrés y por el señor Rodrí- 
guez Sahagún; son enmiendas que hacen referencia a t  
tema de las relaciones de la Policía con la comunidad, es- 
pecialmente con los detenidos. 

El señor Bandrés pone un especial énfasis - q u e ,  por 
otro lado, le honra, señor Bandrés- en el tema de la tor- 
tura, en el tema de la defensa de los derechos humanos y 
en el de la no discriminación por razón de sexo, de reli- 
gión o de raza. Pero todo lo que ustedes piden -y yo creo 
que así lo han reconocido honestamente en la tribuna- 
está dicho y contenido en el texto, quizá no de la forma 
en que ustedes quieren, quizá n o  con el énfasis que uste- 
des desean, pero yo creo que a veces -y se lo voy a de- 
mostrar- con más énfasis que el que ustedes nos propo- 
nen en su redacción. 

Este artículo, como ustedes saben, lo hemos discutido 
extraordinariamente en Ponencia, lo hemos comparado, 
por activo y por pasivo, con la declaración sobre la Poli- 
cía del Consejo de Europa. 

Lo mismo que ustedes leen las enmiendas, me parece 
que es lícito, puesto que estoy defendiendo el dictamen 
de la Comisión, que yo lea el texto. El número 1 de este 
artículo 4.0 trata de la adecuación al ordenamiento jurí- 
dico especialmente. El apartado b) dice: ((Actuar, en el 
cumplimiento de sus funciones, con absoluta neutralidad 
política e imparcialidad y ,  en consecuencia, sin discrimi- 
nación alguna por razón de raza, religión u opinión)). El 
apartado c) dice: aActuar con integridad y dignidad. En 
particular, deberán abstenerse de todo acto de corrupción 
y oponerse a él resueltamente.. 

El apartado de relaciones con la comunidad creo que 
es el más importante y en el que ustedes han puesto más 
énfasis, donde entra el tema de la tortura, el de impedir 
actuaciones ilegales. La letra a) dice: nImpedir, en el ejer- 
cicio de su actuación profesional, cualquier práctica abu- 
siva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia f i -  
sica o moralu. Pero es más, en la letra b) se dice que de- 
ben de observar en todo momento un trato correcto con 
los ciudadanos. Especialmente con relación al tratamien- 
to de los detenidos se dice, en positivo, señor Bandrés, 
más que en negativo, que deben de velar, que velarán por 
la vida e integridad física de las personas a quienes detu- 
vieren. Dicen velarán; no sólo que no las torturarán, como 
parece que usted quiere que se diga, sino que deben velar 
por su integridad física, por su cuidado. Y se dice que use 
encuentren bajo su custodia. y que urespetarán su honor 
y su dignidad.. 
Yo creo, sinceramente, que el texto del proyecto llega 

mucho más allá en muchas ocasiones y trata en positivo 
aspectos que, a veces, por querer poner palabras concre- 
tas, se tratan en negativo. Me refiero aquí también al tema 
que, aunque no es exactamente igual, ha señalado el se- 
ñor Vizcaya en una de sus enmiendas puntuales, donde 
nos pide que se diga en la Ley que, a la vez que se realiza 
una detención, se le informará absolutamente de sus de- 

rechos, se le dirá que todo lo que diga podrá ser utilizado 
en su contra, etcétera. Senor Vizcaya, sabe usted que todo 
eso está contenido, como consecuencia de las reformas 
que se han realizado, en la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, y el texto del proyecto lo que dice es que darán cvm- 
plimiento y observarán con la debida diligencia los trá- 
mites, plazos y requisitos exigidos por el ordenamiento ju- 
rídico cuando se proceda a la detención de una persona; 
es decir, tendrán que hacer todos los trámites, tendrán 
que cumplir todos los plazos, hacer todo lo que determi- 
ne el ordenamiento jurfdico y ,  cuando se procede a la de- 
tención de una persona, informarle de sus derechos, de- 
cirle que tiene derecho a nombrar abogado, pero se seña- 
la'en el texto con remisión, naturalmente, a otros textos 
que los policías tienen que conocer y que son enseñados 
e informados en estos textos. 

El señor Bandrés hacía referencia a un tema relaciona- 
do con todo este conjunto de enmiendas que estamos exa- 
minando, en el sentido de que, en los supuestos en que se 
extralimitaran, en que incumplieran estas normas que les 
damos aquí de velar por la dignidad de las personas a las 
que detuvieren, de velar por su integridad física, de cui- 
darlas, en definitiva, se les dijera que serán castigados si 
torturan y serán separados del-servicio y usted pedía que 
se pusiera .en los principios básicos de actuación)). Creo 
que estos principios básicos de actuación tienen que ir a 
un auténtico código de conducta policial, tienen que ir 
más en positivo, v nosotros tenemos eso puesto en la Ley, 
señor Bandrés, y usted lo sabe. Al tratar del régimen dis- 
ciplinario en el artículo 25.3.~). concretamente, se sancio- 
nan con la separación del servicio los malos tratos, los tra- 
tos degradantes contrarios a la dignididad de cualquier 
detenido o de cualquier persona que tengan bajo su cus- 
todia. Luego está Contenido en otra parte de la ley. N o  es 
necesario ponerlo aquí ni es conveniente desde mi punto 
de vista, dado el tenor y el sentido del precepto. 

Creo que con esto he contestado también al senor Ro- 
dríguez Sahagún en relación con su enmienda en la que 
se habla de integridad física o moral. Nosotros hablamos 
de mantener la dignidad y el honor de las personas. ¿Es 
que eso no es mantener la integridad física que ya se se- 
ñala? Además, luego decimos: defenderán ustedes su dig- 
nidad y su honor, deberán velar por su dignidad y su ho- 
nor. ¿Por qué se quiere poner lo de moral? Me parece que 
es más positivo lo que se señala en el texto que no lo que 
ustedes pretendían con sus enmiendas adicionales. 

Asimismo, el senor Bandrés ha presentado otra enmien- 
da a este primer apartado que hacía referencia a que se 
hablara no sólo de respetar la Constitución y el resto del 
ordenamiento jurídico, sino, diríamos, de tracear el orde- 
namiento jurídico. Decía el senor Bandrés: Se respetará 
la Constitución; es decir, el contenido de la Constitución 
que hace referencia a los derechos humanos - c r e o  que su 
enmienda va en ese sentid- y que se especifiquen los 
tratados internacionales y todas las leyes y disposiciones 
que se dicten en relación con este tema tanto por el Es- 
tado como por las Comunidades Autónomas y por los de- 
más organismos. Usted decía: mi texto, el texto del pro- 
yecto tiene la virtud de ser más conciso, pero aquí parece 
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que es bueno ser más amplio. Yo le digo, señor Bandrés, 
que es igual de amplio, prácticamente igual de general, 
sólo que es más correcto desde el punto de vista legisla- 
tivo; es más correcto decir ejercer su función con absolu- 
to respeto a la Constitución y al resto del ordenamiento 
jurídico que seguir añadiendo y a las disposiciones tales, 
que son siempre genéricas, porque no cabe hacer otra cosa 
en un texto como éste. 

Hay un segundo grupo de temas por orden de impor- 
tancia en torno al secreto profesional, tema que la inmen- 
sa mayoría de ustedes han enmendado exponiendo senti- 
dos diferentes, aun cuando coincidentes, en los aspectos 
jurisdiccionales. No cabe ignorar aquí -y hay que decir- 
lo de entrada- que el precepto del texto del proyecto re- 
ferente al secreto profesional, es copia literal de la Decla- 
ración sobre la Policía del Consejo de Europa. Creo que 
aquí, a veces, no se ha entendido qué es lo que se está di- 
ciendo. Porque este precepto establece dos principios. El 
primero, respecto a la obligación que tienen todos los po- 
licías de respetar la intimidad de las personas y ,  por con- 
siguiente, de no revelar circunstancias o hechos de los que 
tengan conocimiento con relación a cualquier persona por 
razón de su función de su profesión. Este es el primer prin- 
cipio, la primera obligación. 

Segundo principio: ¿Qué ócurre con relación a las fuen- 
tes de información? Pues bien, aquí diría que hay una am- 
bivalencia; esto es un derecho y también es un deber; el 
derecho del policía al secreto profesional, el no revelar en 
determinados supuestos sus fuentes de información, am- 
parándose en el secreto profesional, pero a veces también 
es un deber con relación a sus informantes. Aquí a veces 
se ha empleado la palabra .chivaton, para definir al que 
informa a la policía, y quiero salir al paso de esto, por- 
que esta palabra se está empleando en un sentido nega- 
tivo y muchas veces es necesaria una colaboración con la 
policía. (Un señor DIPUTADO: Muy bien.) Díganme uste- 
des, señores Diputados, qué Ocurre en el País Vasco, por 
ejemplo, o en cualquier otro lugar (no es necesario que 
sea en el País Vasco), cuando un honesto ciudadano avisa 
a la policía de que hay una banda más o menos peligrosa 
en su barrio y les dice sus nombres y apellidos, pero les 
dice: #Por favor, no deseo que se conozca en absoluto que 
yo he denunciado a estas personas. Investiguen ustedes, 
consigan ustedes las pruebas y pónganlos a disposición 
del juez. Creo que estas personas son las que están come- 
tiendo continuos robos en esta casan, etcétera. Esa perso- 
na tiene derecho a que se guarde su intimidad, a que no 
se revele a información y el policía, a su vez, tiene el de- 
ber de no revelar esa información y ampararse en el se- 
creto profesional, y no vale que admitamos el secreto.pro- 
fesional -aquellos que son católicos y los que no lo so- 
mos- para los sacerdotes, que admitamos el secreto pro- 
fesional, y lo defendamos, para los periodistas, que admi- 
tamos y no nos neguemos absolutamente a mantener 
cualquier ámbito de secreto profesional con relación a los 
propios jueces por parte de la policía. Miren ustedes: yo 
creo que el tema está tratado con rigor por la declaración 
sobrela Policía del Consejo de Europa, y está tratado con 
rigor, señor Vicens, porque el texto llega más allá que sus 

enmiendas, en muchos casos. Porque muchas veces en el 
ejercicio de su función tienen que decirlo cuando dejan 
una investigación y deben dar las fuentes de información 
normalmente a aquel que retoma la investigación; tam- 
bién deben hacerlo cuando las disposiciones de la ley lo 
establezcan. No puede ampararse el policía, y no es éste 
tampoco el caso, en el secreto profesional para proteger 
a unos delincuentes o para obstruir lo que puede ser una 
actuación de la justicia. Estos han sido casos que a veces 
han ocurrido en nuestro país, pero no generalicemos; es 
distinto de lo que es el derecho y el deber al secreto pro- 
fesional del policía con relación a los ciudadanos, en unos 
casos absolutamente honestos y ,  en otros, a lo mejor, me- 
nos, que colaboran con él. 

El tercer tema podría ser el de la obediencia debida, 
que está en relación con el apartado 1 .c), al que ha habi- 
do algunas enmiendas. El principio de este artículo es que 
el policía debe cumplir las órdenes, es el célebre artículo 
que habla de la jerarquía y la subordinacibn. Se dice que 
el policía está sujeto en su actuación a los principios de 
jerarquía y subordinación, y algunos quieren quitar la pa- 
labra usubordinación., diciendo que está comprendida en 
jerarquía. 

Miren ustedes, señoras y señores Diputados. Si es así, 
¿por qué hay tanto interés en quitarlo? Y, si no es así, ¿en 
qué molesta? Porque lo que es realidad es que el princi- 
pio de subordinación está recogido en cantidad de regla- 
mentos de funcionarios civiles y nadie se rasga las vesti- 
duras con relación a los funcionarios civiles auxiliares ad- 
ministrativos. Sin embargo, cuando se trata de un Cuer- 
po que todos entendemos que debe estar más jerarquiza- 
do y más disciplinado, resulta que, a veces, hay Diputa- 
dos o personas -no voy a decir Diputados porque no creo 
que sea su cas- a quienes les puede molestar este tér- 
mino. Incluso lo hacen, me parece, en este sentido de las 
enmiendas, por quitar lo que dicen que podrían ser inne- 
cesarias aristas a la Ley. Sin embargo. esto está recogido 
también en multitud de sentencias de nuestro Tribunal 
Supremo con relación a los funcionarios, y creemos que 
es bueno, conveniente y necesario mantenerlo en el texto 
con relación a los Cuerpos de Policía. Pero después de 
mantener y contener este primer principio, que, en defi- 
nitiva, significa: «Usted debe de obedecer las órdenes que 
les den sus superioresu, se le dice: UMire usted, cuando 
obedezca usted una orden, cuídese de mirar también, en 
cierto sentido, que la orden no sea ilegítima ni contraria 
a la Constitución, porque entonces no alegue usted la obe- 
diencia; la obediencia debida no le va a amparar a us- 
ted.. No es necesario decir más, porque iba a remitirme 
a tiempos pasados que creo que no debemos recordar. 

Hay después un grupo de diferentes enmiendas que ha- 
cen referencia a temas que yo diría que son absolutamen- 
te puntuales. En cuanto al tema de ejercer, respecto de la 
Administración de Justicia -dice el señor Pérez Royo-, 
las funciones que se determinen en la Constitución y en 
las leyes, eso lo decimos nosotros en el punto primero, 
que deben ejercer sus actuaciones con respeto absoluto a 
la Constitución y al ordenamiento jurídico; y luego deci- 
mos en el punto 4 que han de colaborar y auxiliar a la Ad- 
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ministración de Justicia. rErgo», me parece que es bas- 
tante más también. 

En relación al tema de las armas, mire usted, yo creo 
que la utilización de las armas que establece el texto está 
recogida también en la Declaración sobre la Policía del 
Consejo de Europa y creo que está absolutamente aqui- 
latada. Se les dice que sólo pueden hacer uso de las ar- 
mas cuando haya peligro grave para su vida e integridad 
física o la de terceras personas. Se dice también que, en 
todo caso, deben de adaptarse, cuando utilicen un medio 
de represión -diríamoslo así-, a principios de congruen- 
cia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de 
los medios a su alcance. 

Yo creo que en todas estas enmiendas todos estamos de 
acuerdo, más o menos, aunque nos gustaría enfatizar en 
un sentido o en otro. Incluso a veces pienso que es mayor 
el énfasis que se pone en el texto que el que ustedes di- 
cen. Es un problema de terminología o de propia con- 
cepción. 

Por último, en cuanto al personal masculino o femeni- 
no, yo no creo que tenga nada que ver, señor Pérez Royo. 
aquí estamos hablando de principios básicos de actuación 
policial. No tiene nada que ver. Estos principios básicos 
de actuación policial son iguales para el sexo masculino 
y para el femenino. Para ser policía, obviamente, no debe 
haber discriminación por razón de sexo, pero no creo que 
sea esta ley la que deba establecerlo, ya que, por otra par- 
te, eso ya existe. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Vaya re- 
sumiendo, señor Sanjuán. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Resumo ya, entran- 
do, en primer lugar, en el artículo 5:  y en el tema de la 
formación. 

En el tema de la formación nosotros hemos determina- 
do en este precepto que la formación -y con esto contes- 
to a varios enmendantes- se ajustará a los principios 
contenidos en el artículo 4: Por consiguiente, se tiene que 
enseñar la Constitución, respeto a los derechos humanos, 
legislación, etcétera. Lo digo, setior Bandrés, en relación 
a su enmienda. 

En el tema de los centros, a que han hecho referencia 
varias enmiendas, pero especialmente se ha detenido en 
ello el señor Trías de Bes, en nombre de Minoría Catala- 
na, ya el Grupo Socialista, por medio de su ponente, el se- 
ñor Busquets, ofreció en aquel momento, en Comisión, 
una enmienda transaccional que ustedes todavía han que- 
dado en estudiar más a fondo. Yo voy a ofrecer sobre esto 
un añadido que quizá salve algunas de las enmiendas que 
usted ha presentado, pero que sería un apartado b). Por- 
que lo que no se puede decir. es que no se sabe de qué es- 
tudios se trata. Mire usted, el número 2, dentro del cual 
está al apartado b), trata de la formación de los policías, 
y se dice que se ajustará a los principios señalados en el 
artículo 4. Por consiguiente, serán principios policiales en 
los centros de enseñanza, puesto que se ajusta a los si- 
guientes criterios, y luego habla de que los centros de en- 
señanza serán centros de enseñanza policial, obviamente. 

Pero como se podría abrigar la duda de qué estudios se 
cursan en centros de enseñanza, pudiera caber la duda (a 
lo mejor el padre Martínez Fuertes quería tener aquí tam- 
bién colegios o academias privadas para que dieran títu- 
los de policía), como, evidentemente, son funcionarios 
-los policías son funcionarios-, sólo es el Estado el que 
les puede dar ese título de funcionario, a partir de sus aca- 
demias o las diferentes Administraciones públicas. 

Si dijéramos que los estudios que se cursen en los cen- 
tros de enseñanza dependientes de las diferentes Admi- 
nistraciones públicas, yo creo que salvábamos todas las 
enmiendas presentadas por usted, y me parece que por to- 
dos los demás enmendantes. 

En el tema de las incompatibilidades ha habido unas 
enmiendas del Grupo Parlamentario Centrista y del señor 
Vizcaya, fundamentalmente. Nosotros vamos a mantener 
el texto. Nos parece suficiente lo que el texto dice en re- 
lación al régimen de incompatibilidades de los funciona- 
rios, salvando una errata que los representantes de Coa- 
lición Popular me han puesto de manifiesto. 

El punto 7 dice: la pertenencia a las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad es causa de incompatibilidad para el desem- 
peño de cualquier otra actividad pública o privada, salvo 
aquellas actividades exceptuadas en la legislación -no 
«de», sino uenn la legislación- sobre incompatibilida- 
desn. Me parece que esto está absolutamente claro, que 
los policías no pueden ejercer actividad ni pública ni pri- 
vada, salvo aquellas que la legislación de incompatibili- 
dades establezca, que no es otra, me parece, que la do- 
cencia, la investigación científica, etcétera. 

Vamos a aceptar, como enmienda transaccional, lo que 
sería un segundo apartado 7 bis, la enmienda del Grupo 
Parlamentario Vasco, PNV, número 607, en su primer 
apartado, porque me parece que su segundo apartado es 
más bien de carácter reglamentario, y esto queda para los 
reglamentos de cada Cuerpo o Fuerzas de Seguridad, se- 
gún de quién dependan. Esta enmienda transaccional a 
la 607, del PNV, diría así: .Todo miembro de los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad debe declarar por escrito la rela- 
ción de corporaciones, sociedades, empresas comerciales 
o industriales en las que él o su cónyuge tengan intereses 
económicos, concretando el alcance de los mismosn. Es 
decir, un registro de intereses; repito, por segunda vez, a 
petición del señor Ruiz Gallardón ... (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Ruego 
presten atención para no tener que repetirla en el momen- 
to de su votación. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Esta sería la en- 
mienda transaccional, que paso a la Mesa. (El señor Di- 
putado' hace entrega a la Mesa de la enmienda transac- 
cional.) 

Después de esto, entramos en el último punto, que es 
el tema de la huelga, el controvertido tema del reconoci- 
miento dek derecho de huelga de la policía, tema que ha 
hecho hoy decir al señor Rodríguez Sahagún que la ley po- 
dría ser corta en su desarrollo constitucional, que la ley 
podía no ser suficientemente progresista porque se 'reco- 
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nozca o no el derecho a la huelga de la policía. Señor Ro- 
dríguez Sahagún, por eso es por lo único que no voy a juz- 
gar esta ley. Porque, desde luego, lo que hoy es progresis- 
ta en España es precisamente no permitir el ejercicio del 
derecho de huelga a la policía; esto es lo que creo que es 
progresista en España y, además, lo más constitucional, 
y la voy a intentar demostrar. 

He oído, tanto en este debate como en el que tuvo lu- 
gar en Comisión, los más variopintos argumentos para de- 
fender el ejercicio del derecho de huelga de la policía. He 
oído desde argumentos constitucionales, siempre en rela- 
ción al artículo 28.2, a argumentos de carácter práctico: 
¿qué pasa si prohibimos el ejercicio de la huelga y luego 
la hacen? ¿Qué hacemos si hay diez, quince, veinte mil po- 
licías que se declaran en huelga y la hemos prohibido? 
Este es el argumento práctico. También hay argumentos 
ligeramente demagógicos; por ejemplo, decir que cómo 
vamos a negarles lo que pedimos protejan y defiendan 
para otros. 
Yo creo que éste no es un tema jurídico-constitucional; 

es un tema importante desde el punto de vista jurídico- 
constitucional, pero es un tema esencialmente político y 
por eso he empezado hablando como lo he hecho. Seiior 
Rodríguez Sahagún, es una decisión absolutamente po- 
lítica. 

Desde luego, creo que interesa dejar clara la constitu- 
cionalidad del precepto que prohíbe el ejercicio del dere- 
cho de huelga. Yo creo que, desde un punto de vista cons- 
titucional, defender el derecho de los policías a la huelga 
haciendo sólo una referencia al artículo 28.2 de la Cons- 
titución es muy poco riguroso y ,  desde luego, si se hace 
desde la derecha - q u e  a veces también se ha hecho, lo 
he oído-, es, incluso, demagógico. Significa desconocer 
totalmente lo que fue el propio debate constitucional y 
desconocer que hay dos apartados en el artículo 28, uno 
referido a la asociación sindical y los derechos sindicales 
y el segundo a la huelga. Precisamente el artículo 28.2 ha- 
bla de que los trabajadores tienen derecho a ejercitar la 
huelga. Fuimos la izquierda y Minoría Catalana los que 
mantuvimos que dentro del término 01 trabajadores. se 
comprendiera a los funcionarios públicos. Adelanto, ad- 
vierto que, de ninguna manera, ni entonces Minoría Ca- 
talana ni el Grupo Socialista pretendíamos defender que 
dentro de la expresión ufuncionarios públicos. se com- 
prendiera a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad a estos 
efectos. Negábamos entonces, o por lo menos dejábamos 
abierta al futuro, la determinación de qué se hacía con re- 
lación al derecho de huelga de la policía. Pues bien, nues- 
tra posición no prosperó entonces en el debate constitu- 
cional, ni en Pleno ni en Comisión. 

Consecuencia de lo anterior es, senores Diputados, que 
la Constitución regula, en el artículo 103, un régimen es- 
pecial para los funcionarios, donde se habla del estatuto 
de personal de los funcionarios, y en el artículo 104, como 
nosotros queríamos ya también entonces, de los Cuerpos 
y Fuerzas de Seguridad. 

Señoras y señores Diputados, a mi juicio la Constitu- 
ción autoriza que en este tema de la huelga estas Cáma- 
ras sean soberanas y adopten cualquier resolución sin 

contradecir la Constitución. Cualquiera de ellas es buena, 
pero nosotros no estamos, obviamente, por reconocer el 
derecho de huelga a los policías, porque pensamos en de- 
finitiva que el ejercicio de este derecho es poco acorde con 
la misión que la Constitución atribuye a estos Cuerpos. 
La Constitución dice que los Cuerpos y Fuerzas de Segu- 
ridad (artículo 104) tienen como misión proteger el libre 
ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la se- 
guridad ciudadana. Estos servicios que la policía debe 
prestar a la sociedad son de aquellos que los constitucio- 
nalistas de este pais, y de cualquier otro, llaman servicios 
o prestaciones esenciales. La defensa y el mantenimiento 
de estas prestaciones esenciales son prioritarios absoluta- 
mente -y así lo tienen reconocido Tribunales constitu- 
cionales, como el italiano entre otros, de los que he en- 
contrado alguna sentencia- sobre el derecho de huelga. 
No existe, dice una sentencia del Tribunal constitucional 
italiano, este derecho de huelga cuando el abandono de 
sus funciones por unos determinados funcionarios podría 
poner en peligro el núcleo de bienes constitucionales. 
Corresponde a las Cámaras -dice ya la doctrina-, si la 
propia Constitución no lo ha hecho -ahora veremos que 
en España hay casos en que sí lo ha hecho- determinar 
qué categorías de funcionarios pueden comprenderse en 
este supuesto de que la suspensión de sus actividades pue- 
de poner en peligro el núcleo de bienes constitucionales, 
en este caso, su misión de proteger los derechos y las Ii-  
bertades. No es troceable la libertad, no admite mínimos. 
Yo creo que esto lo comprenden ustedes perfectamente. 

Pues bien, la Constitución espanola, entendiéndolo así, 
lo hace ya con relación a los jueces y magistrados. Lo hi- 
cieron así los constituyentes y estas Cámaras lo han he- 
cho con relación a las Fuerzas Armadas en las Reales Or- 
denanzas de dichas Fuerzas Armadas. Han sido estas Cá- 
maras las que prohibieron el ejercicio de huelga y la sin- 
dicación para las Fuerzas Armadas. Y ahora esta Cáma- 
ra, con la mayoría socialista, con la minoría del Grupo 
Parlamentario Vasco (PNV), con el Grupo Centrista y con 
algunos otros Grupos que espero se adhieran después de 
esta explicación -no sé si muy convincente- responsa- 
blemente no vamos a reconocer este derecho de huelga. 
Yo creo que el no reconocimiento de este derecho, por el 
servicio fundamental que presta la policía, lo entiende 
cualquier ciudadano y también los policías, y ustedes sa- 
ben que es así. La inmensa mayoría de los policías en- 
tienden que no se les reconozca este derecho, la imposi- 
bilidad de ejercitarlo. 

Razones políticas son el convencimiento de los ciuda- 
danos de que el no reconocimiento de este derecho es bue- 
no para la sociedad. Y el pensar que el mantenimiento de 
la democracia exige seguridad, que no hay libertad sin se- 
guridad ni auténtica seguridad sin libertad. Esto no es 
cosa que digamos nosotros ahora ni que tan sólo la diga- 
mos nosotras. Nosotros dijimos ya en el programa elec- 
toral que presentamos a todos los ciudadanos en 1982 que 
potenciaríamos la representación sindical de los policías, 
pero que negaríamos el reconocimiento del derecho de 
huelga. Es lo que estamos haciendo, cumpliendo con 
nuestro programa electoral que dice esto expresamente, 
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y que es un programa electoral votado por más de diez mi- 
llones de personas y no discutido en ese momento en 
cuanto a estos términos por ningún sindicato policial ni 
por ningún Grupo Parlamentario. No se organizó ningún 
debate alrededor de lo que podía parecer una quiebra de 
derechos constitucionales según algunos. 

Tengo que decir también que, con nosotros, todos los 
países de nuestro entorno cultural y geográfico no reco- 
nocen el derecho de huelga a la policía. La huelga de la 
policía no está reconocida prácticamente en ningún país 
democrático por esa razón de que la democracia requiere 
especialmente la seguridad pública. No la reconocen In- 
glaterra, Italia, Alemania, Francia, Holanda, Luxembur- 
go, Bélgica, Dinamarca, Noruega, Grecia, Portugal ni aho- 
ra España. Ningún país del Mercado Común reconoce el 
derecho de huelga a los policías. Pero puedo citar tam- 
bién países como Suiza, Austria, Mónaco o Estados Uni- 
dos. Me abstengo de citar los países comunistas, que, ob- 
viamente, tampoco reconocen la huelga, pero porque su 
sentido de la libertad y de la democracia es evidente que 
es distinto del nuestro e incluso'distinto del del señor Pk- 
rez Royo, y en honor suyo hay que decirlo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Le reitero 
que vaya resumiendo. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Termino, señor 
Presidente. 

Los convenios que SL' han citado de la OIT reconocen el 
derecho de todos los Estados miembros suscribientes de 
los diferentes tratados y los que están integrados en la 
misma para que en el tema del derecho dc huelga de la 
policía puedan establecer lo que quiera la propia legisla- 
ción de cada país. 

Por último, no quiero terminar sin hacer una referen- 
cia al argumento práctico -porque creo que el argumen- 
to de cómo van a protegerse ha sido contestado en todo 
el núcleo de mi intervención- de que qué pasaría si, no 
obstante negarles este derecho, hacen huelga. Yo creo, se- 
ñor Bandrés, que no puede ser nunca un argumento decir 
que si les negamos el derecho y luego hacen huelga qué 
hacemos. Yo pienso que usted cree también sinceramen- 
te que esto no es un argumento y le voy a decir por qué. 

Primero, porque estas Cámaras, en cuanto representan 
la soberanía popular, no pueden deja; de hacer lo que de- 
ban y crean que es justo ante la posibilidad de que un co- 
lectivo, por muy poderoso, importante o numeroso que 
sea, pueda en algún momento no cumplir aquello que es- 
tas Cámaras, la soberanía popular, en definitiva, han 
ordenado. 

Segundo, porque nuestra responsabilidad como legisla- 
dores es concretamente hacer aquello que creemos que es 
más justo y mejor para los intereses nacionales. Es res- 
ponsabilidad del Gobierno de la Nación y es responsabi- 
lidad de los jueces y tribunales cuidar de la aplicación de 
las leyes y que éstas luego se cumplan. 

Tercero, porque yo creo que la Policía, sinceramente 
convencida en su inmensa mayoría de que no es bueno el 
reconocimiento de este derecho y de que 40 es bueno para 

ellos ejercitarlo, una vez negado no hará huelga nunca. 
Eso confío y espero. 
Y hay una cuarta razón - q u e  creo es la más importan- 

te y está en consonancia con las anteriores- porque esta 
ley la hacemos para todos los ciudadanos españoles. Es 
una ley que afecta a la Policía, pero la hacemos para la 
sociedad española. Desde este punto de vista también la 
hacem'os para la policía en cuanto ciudadanos, en primer 
lugar, y en cuanto a que les afecta especialmente por otra 
parte. 

No voy a hablar del tema de los derechos de represen- 
tación sindical -porque se va a tratar posteriormente-, 
de la necesidad de crear un órgano que resuelva o no los 
conflictos que no van a poder solucionar a través de la 
huelga como arma de presión, que ya es decir, dada la mi- 
sión de estos Cuerpos. Unicamente quiero decirles una 
cosa. Termino, señor Presidente, y discúlpeme. Los dere- 
chos de representación sindical o colectiva que reconoce 
este proyecto de ley son, con excepción de la legislación 
sueca, los más avanzados de todo el mundo. Así lo dejo 
dicho. Los derechos de representación colectiva reconoci- 
dos en esta ley -lo repit-, con excepción de la legisla- 
ción sueca, son los más avanzados del mundo. Cuando 
quieran SS. SS. me traen los textos y los comparamos, 
porque es así. (Varios señores DIPUTADOS: ;Muy bieri! 
;MuV bien! Aplausos.)  

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, señor Sanjuán. Le disculpo como he disculpado 
a todos los ponentes que han intervenido en este debate, 
que ha sido excesivamente prolijo. 

Veo que varios señores Diputados quieren intervenir 
para replicar. Ya que el turno de intervención ha sido ge- 
neroso para cada uno de ellos, en interés del debate, no  
seguramente en interés del que defienda las enmiendas, 
pero sí del resto de los Diputados, les pediría que cum- 
plieran los tiempos del turno de rkplica. Tiene la palabra 
cl señor Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, muy brevemente voy a replicar a la 
intervención del admirado amigo Diputado del Partido 
Socialista señor Sanjuán, a quien quiero comenzar agra- 
deciendo las expresiones de elogio que ha hecho hacia mi 
persona por mi interés, quizás desmesurado, por los de- 
rechos humanos. Nunca es desmesurado ese interés. 

Señor Sanjuán, quiero decirle que no he afirmado, en 
ningún momento, que el artículo 4 sea un mal artículo 
que merezca un rechazo global. Es un artículo bueno, 
pero que, como todas las cosas, podría ser mejor. Además, 
ha mejorado precisamente por la admisión de algunas de 
las enmiendas de la oposición que han sido retiradas ys  
por tanto, no discutidas en este momento. 

Me parece'que la reiteración en el tema de los derechos 
humanos a lo largo de esta ley no es inútil, por lo que per- 
sisto en esa posición. Si yo supiera que no se va a conver- 
tir en rutina, yo pediría que en esta ley apareciera algo 
así como que todos los días, al comenzar su trabajo los po- 
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licías, alguien -supongo que su jefe- les dijera.: Hoy por 
la mañana salen a la calle, van a la Comisaría o a otro ser- 
vicio y tienen como misión proteger el libre ejercicio de 
los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciuda- 
dana. Es decir, que recibieran un discurso todas las ma- 
ñanas. No lo pido porque luego se convierte en rutina, en 
un papel que n8 sirve para nada pegado al tablón de anun- 
cios de la Comisaría. Hay.que decirles que tienen una mi- 
sión muy importante, pero ¿saben ustedes cuál es? No re- 
primir, al contrario, garantizar el ejercicio de la libertad. 
Fíjense qué cosa más hermosa, qué función más intere- 
sante y meritoria tienen. Por eso insisto en recordar -so- 
mos humanos, los policías también lo son- que este tipo 
de profesiones tiene una inclinación, una tentación al au-' 
toritarismo. Y habría que recordarles, mediante una bue- 
na educación, una buena formación, un reconocimiento 
de la altura de su función, que nunca deben caer en algu- 
nas ilegalidades. 

El tema del secreto profesional. Usted ha recordado 
aquí -es cierto y no voy a insistir en ell- que una par- 
te del precepto es transcripción literal de una resolución 
del Consejo de Europa. De acuerdo. Pero tengo que decir- 
le, en honor a la sinceridad y a mi condición de Diputado 
del pueblo que aquí represento, que Espana tiende a ser 
Europa, quiere ser Europa y es Europa, pero aquí siguen 
quedando todavía algunas adherencias. Nos ocurren co- 
sas que no pasan en Europa. 

Por ejemplo, jno es escandaloso que una persona, fun- 
cionario con cargo importante o que ha dejado de serlo, 
llegue a ser procesado, juzgado y condenado porque se 
niega reiteramente a decir al Juez los nombres de perso- 
nas sobre las cuales recae una evidente sospecha de co- 
misión de delito? iEso no es escandaloso? LESO pasa en 
Europa? Eso puede pasar en Europa, pero le aseguro que 
el Ministerio separa a ese hombre de su función. Y,  salvo 
que se me diga lo contrario, en el caso a que yo  me refie- 
ro -conocido por todas sus señorías- no se le separa de 
su función. No sé si se le condecora; no estoy muy seguro. 
Se le facilitan abogados y procuradores no de oficio, sino 
con fondos públicos y se le da una cena homenaje. Esto 
pasa en España. Senor Sanjuán, cuando eso pasa signifi- 
ca que hay una peculiaridad y,  en consecuencia, nuestra 
ley debe expresar nuestro rechazo a esa peculiaridad. 
Querernos ser europeos con todas sus consecuencias. 

Finalmente, el tema de la libertad sindical amplia, in- 
cluido el derecho de huelga. Yo me reafirmo, señores Di- 
putados, en que el derecho al ejercicio de huelga por los 
policías es algo que debíamos de defender. No es progre- 
sista, desde mi punto de vista, decir lo contrario. Desde 
mi punto de vista, progresista es decir lo que digo, por- 
que si no no lo diría. Háganme el favor -supongo que me 
lo hacen- de comprender que esto no es demagogia. Es 
convicción profunda. Usted nos dice que la inmensa ma- 
yoría de los policías no quiere realmente el derecho de 
huelga, que está conforme con esa limitación. ¿Qué en- 
cuesta han hecho ustedes? ¿Dónde están los resultados de 
esa encuesta? ¿Es que los policfas son colectivamente ma- 
soquistas? ¿Es que no quieren algo a lo que tendrían de- 
recho? Yo les concedo el honor de creer que lo iban a cum- 

plir con sentido profundo de la responsabilidad, sabien- 
do lo que son como funcionarios específicos, con limita- 
ciones, estableciéndose servicios mínimos. Señor San- 
juán, a mi eso me parece que es lo progresista: lo otro, sin- 
ceramente, no. Respeto su opinión y,  además, me confor- 
mo con ella porque es la que va a prosperar, pero no com- 
parto su opinión y tengo que decirlo así porque, si no, no 
sería fiel a mí mismo. Yo me puedo enfadar con todos us- 
tedes -y no me agradaría-, pero si me enfado conmigo 
mismo el desastre es terrible, y no estoy dispuesto a ello. 

En Derecho comparado me ahorra usted la cita de que 
en tal país, en todos los países del Mercado Común no 
está reconocido el derecho de huelga. Ha ocultado algo 
importante. En muchos de ellos no está prohibido expre- 
samente. En otros que usted ha citado está reconocido. 
En Derecho comparado hay de todo, como en la viña del 
Señor. Pero ellos sacan su Derecho positivo de su Consti- 
tución y nosotros sacamos el Derecho positivo de nuestra 
Constitución, porque no vamos a hacer aquí ahora una 
ley adaptada a la Constitución no escrita inglesa, por 
ejemplo. Nuestra Constitución, nos cansamos de decir 
-sobre todo se cansan de decirlo ustedes también- quc 
es la más moderna, la más progresista, la mejor. Si es así, 
también nuestra ley,  que se deduce de la Constitución, po- 
dría ser la más progresista y la mejor, pero me parece que 
no es la mejor tal como ustedes la plantean. 

No quiero herir susceptibilidades y ,  además, no me sue- 
le gustar este tipo de argumentos, pero no tengo más re- 
medio que decir que yo no sé si sus bases, no los 10 mi- 
llones que les votaron, sino los trece de los que yo habla- 
ba cuando el debate de la Nación, estarían contentos con 
este planteamiento. No se entiende bien que el Partido So- 
cialista defienda aquí una cosa, más o menos con'sutile- 
zas, con diferencias, con matices, pero con la oposición de 
la derecha del arco hasta la izquierda que se sitúa a la pro- 
pia izquierda de ustedes. Me parece que no es fácilmente 
inteligible, porque ustedes privan de su condición de tra- 
bajadores a los policías. Se dice en la Constitución que 
los trabajadores tienen derecho a la huelga. Ustedes se la 
quitan a los policías, que no son trabajadores en su opi- 
nión. ¿No hemos dicho que son trabajadores del orden pú- 
blico o no lo son? iSon militares? No  s e  luego hablare- 
mos de eso. Quizás lo sean, en cuyo caso no habría que 
dejarlos que realicen la huelga en virtud de los principios 
admitidos por la Constitución y que aparecen en las leyes. 

Usted sabe cuán propenso estoy yo a ser convencido por 
usted precisamente, pero en este caso no me ha conven- 
cido y siento decirlo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Le ruego 
que vaya terminando, señor Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET: Ya termino, señor Pre- 

Tengo que mantener estas enmiendas sin poder retirar 
sidente. 

ninguna de ellas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, señor Bandrés. 
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Para réplica tiene la palabra el señor Rodrfguez Sa- 
hñgún. . 

El señor RODRIGUEZ SAHAGUN: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, en primer lugar, agradezco la contestación 
del portavoz socialista, no sólo por la extensión, sino por 
el tono que ha utilizado, y le felicito porque creo que de 
verdad ha sido una brillante intervención. 

Doy por contestadas algunas de las enmiendas que yo 
había formulado y defendido, que no ha podido contestar 
obviamente por cuestión de tiempo. Eran temas puntua- 
les, como él decía. Realmente son enmiendas parciales y ,  
por tanto, temas puntuales, pero acepto que algunas de 
ellas tenían menor trascendencia. Voy a referirme exclu- 
sivamente a dos de las que han quedado en este turno de 
debate. 

Señor Sanjuán, con todo el afecto que le tengo, afllique 
usted con carácter general sus argumentos. No se puede 
decir aquí no sé a qué Grupo, si lo de la subordinaci6n 
está contenido en la jerarquía por qué les importa que se 
repita y si no está contenido, ¿por qué se empeñan en que 
se quite? Y cuando yo le pido que a la expresión ((velarán 
por la integridad física. se añada la palabra amoralu, no 
me utilice este mismo argumento. Si está contenido ya en 
el fin del apartado, que era una de las razones que yo 
daba, por coherencia, « i n  fine., cuando se habla de la dig- 
nidad y del honor, ¿por qué le importa que se ponga? ¿Por 
qué no dicen ((velarán por la integridad ffsica y moral del 
detenido.? Si está contenido, acéptenlo. Y, si no está con- 
tenido, por qué no se pone siendo tan importante, ya  que 
el detenido no puede ser, obviamente, como decía esta 
mañana, sujeto de derecho menor. 

Me voy a referir estrictamente al artículo 5.8. Yo creo, 
con sinceridad, que ha dado también una buena argumen- 
tación, pero el problema es que las buenas argumentacio- 
nes, a veces, no convencen al contrario. Con toda sinceri- 
dad no me ha convencido. Voy a mantener la enmienda, 
entre otras cosas porque creo que su argumentación no 
la ha planteado en el sentido estricto de mi enmienda ni 
de mi intervención. Le repito lo que decía la enmienda de 
sustitución: u 8 .  Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad tienen los derechos sindicales reconocidos 
en la Constitución. -eso parece obvio-, asin perjuicio 
de las limitaciones y las peculiaridades que esta Ley es- 
tablece en su ejercicio para cada un de ellos, de confor- 
midad con aquélla.. Esto me parece tan obvio que no en- 
tiendo tampoco que se ponga. 

Lo que yo le decía esta mañana, una y otra vez, es que 
no entiendo cómo en el frontispicio -palabra que se está 
generalizando en esta Cámara- de esta ley comience por 
establecerse una prohibición absoluta del rango que hace 
el proyecto y respecto a los términos que hace el proyec- 
to, haciendo de la excepcionalidad la regla general, cuan- 
do me parece que se debía comenzar en este artículo 5." 
por un reconocimiento general, sin perjuicio después de 
las excepciones, de las limitaciones o de las singularida- 
des que por las peculiaridades de la función hubieran de 
establecerse en esta ley o en otra, como ha dicho, por 

ejemplo, el portavoz comunista y compañero del Grupo 
Mixto. 

Creo con sinceridad -permitame que se lo diga con 
afecto 9 con cariño- que la utilización que ha hecho de 
los artículos de la Constitución 28, apartados 1 y 2 ,  103 y 
104 -estoy seguro que el señor Presidente me interrum- 
piría si me alargara en el tema- no me parece en abso- 
luto válida. Son tan amplios, concretamente el 28,  que no 
me los puede limitar en función de ningún otro artículo, 
sobre todo cuando ni el 103 ni el 104 establecen ninguna 
suerte de limitación. En cualquier caso reitero -aun 
cuando voy a seguir manteniendo la enmienda- que le 
felicito por su intervención. Créame que me ha parecido 
bien argumentada, lo que pasa es que a veces unos enten- 
demos como progresista una cosa y otros otra. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 

Tiene la palabra el señor Vizcaya. 
gracias, señor Rodríguez Sahagiin. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, de 
modo muy breve, tenla razón el señor Sanjuán cuando se- 
ñalaba que la mayoría de las enmiendas al artículo 4." 
eran de matiz o de petición de expresar de modo diferen- 
te ideas ya contempladas en el proyecto de ley. Es cierto 
que el artículo 4." ha sido objeto en Ponencia, no tanto en 
Comisión, de una disección absolutamente exhaustiva y 
profunda en todos y cada uno de sus apartados. Suelo 
apuntar los tiempos de trabajo de Ponencia y creo que fue- 
ron siete horas y media las que dedicamos s610 al artícu- 
lo 4: Es cierto, también, que la mayoría de los problemas 
que plantean las enmiendas de mi Grupo, como el refe- 
rente a la tortura, al trato al detenido, etcétera, vienen ex- 
presa o tácitamente, directa o indirectamente, contempla- 
dos en el proyecto de ley. Unicamente plantean una al- 
ternativa, el ser más explícito en algunos de los proble- 
mas como, por ejemplo, la tortura o la declaración de los 
derechos del detenido. Pero no hago cuestión de gabinete 
de este tema. Es una forma diferente de ver unos artfcu- 
lós o unas determinadas expresiones. Mantengo mis en- 
miendas, pero no hay discrepancia. El articulo 4." es un 
gran artículo. Asf de claro. 

En cuanto al apartado 7 del artículo 5." referente al re- 
gistro de intereses de la Policía, agradezco al Grupo So- 
cialista la presentación de una enmienda transaccional. 
Esta sí que es progresista. No creo que exista en ninguna 
policía de Europa la idea del registro de intereses de los 
miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad. 

Por último, quiero señalar al señor Sanjuán que su in- 
tervención sobre el derecho de huelga (que comparto, por 
supuesto, ya que comparto también sus tesis y la no ne- 
cesidad de que aquí se contemple) algún efecto ha tenido, 
porque me acuerdo de que en Comisión el Diputado se- 
ñor Fraile, en nombre del PDP dentro de Coalición Popu- 
lar, defendi6 ardorosamente el derecho de huelga y he vis- 
to que han retirado todas las enmiendas. Por tanto, se ha 
conseguido un efecto importante, que es que un Grupo re- 
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tire las enmiendas al derecho de huelga incluso antes de 
defenderlas. Alguna razón habrá. 

Me felicito de su intervención, coincido con él y creo 
que habría aportado algunos otros elementos si hubiese 
tenido que defender el dictamen frente a los contra- 
dictores. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias. Entiendo por sus manifestaciones que la enmien- 
da 607 de su Grupo queda retirada porque acepta la tran- 
saccional. (Asentimiento.) Muchas gracias. 

Tiene la palabra el señor Vicens. 

El señor VICENS 1 CIRALT: Señor Presidente, señorías, 
muy brevemente, sólo voy a referirme a dos cuestiones 
concretas, el secreto profesional y la obediencia a las 6r- 
denes ilegales, que es el tema que discutimos. 

Quiero empezar por decir que felicito al señor Sanjuán 
por la argumentación de su brillante intervención, pero 
en algunos casos llamando a su favor testigos y documen- 
tos que no van totalmente a favor de su argumentación. 
Por esto tomo la palabra. 

Por ejemplo, cuando se refiere al secreto profesional 
dice que el texto del proyecto de ley es exactamente el de 
la resolución del Consejo de Europa sobre la policía. Yo 
ya lo he dicho e mi intervención, señor Sanjuán. Es el pun- 
to A.15 de la Resolución 690 del Consejo de Europa, de 8 
de mayo de 1979. Ese texto dice que es secreto profesio- 
nal salvo cuando las disposiciones de la ley les impongan 
actuar de otra manera. La inmensa mayoría de países de 
la Comunidad Europea tienen leyes que imponen actuar 
de otra manera a los policías; leyes que les dicen que 
cuando los jueces les pidan la fuente de su información, 
porque quieran ir al origen, no pueden guardar el secreto 
profesional. Esto es lo que mi enmienda pretende que se 
diga, aquello que dicen las leyes que regulan el secreto 
profesional en los países de Europa. El párrafo que pro- 
pongo es: .Solo ante los jueces y tribunales de justicia es- 
tarán obligados a revelar la identidad o circunstancias de 
aquellas personas que colaboraren con ellosu. El hecho es 
que no hay ninguna ley que regule el secreto profesional 
en Espaxia. El artículo 20.1 de la Constitución lo prevé y 
dice que una ley lo regulará, pero ninguna ley lo regula. 
Nosotros podríamos regular el secreto profesional de los 
policías en este punto del artículo 4: que estamos deba- 
tiento. Por tanto, cita a fayor suyo la resolución 690 del 
Consejo de Europa, cuando no debiera ser totalmente ci- 
tada a favor suyo, porque falta la regulación del secreto 
profesional en una ley española. 

También ha hablado de que los periodistas tienen de- 
recho al secreto profesional. iPor qué no lo van a tener 
los policías ante los jueces? Pues, muy sencillo, señor San- 
juán, porque los policías y los jueces tienen exactamente 
la misma finalidad en el trabajo que les da la ley y la 
Constitución: la persecucion del delito. En cambio, no es 
misión del periodista la persecución del delito. La de los 
jueces sf, y la de los policías también, pero los periodis- 
tas tienen como misión mantener la libertad de expresión, 

que es una libertad protegida por la Constitución en nues- 
tro país. Por eso tienen derecho al secreto profesional ante 
los jueces. 

Lo que lamento es que no cite el señor Sanjuán la Re- 
solución 690 del Consejo de Europa en su punto A.7, que 
es la que yo, en cambio, propongo añadir en el artículo 
4: cuando se habla de la obediencia a órdenes injustas. 
Es decir, habría que citar las resoluciones del Consejo de 
Europa no sólo cuando permiten a los policías, debido a 
la incompleta legislación española, ocultar información a 
los jueces, sino también cuando autoricen a los policías a 
no cumplir órdenes ilegales o contrarias a la Constitución. 
Y el punto A.7 de esa Resolución del Consejo de Europa 
es la adición que propongo al tema de la obediencia a ór- 
denes injustas. La Resolución del Consejo de Europa y mi 
proposición de adición dicen: *Ninguna medida penal o 
disciplinaria será adoptada contra un funcionario de po- 
licía que se haya negado a ejecutar una orden ilegal Eso 
escolocarse a nivel europeo, y no ocultar con la expre- 
sión «debidas garantías)), que figura en el texto del dic- 
tamen de la Comisión, un derecho que protege al ciuda- 
dano, el derecho del agente de policía que se puede negar 
a cumplir una orden manifiestamente ilegal o anticonsti- 
tucional, porque, en esta circunstancia, no se le aplicará 
ninguna medida penal o disciplinaria. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 

El señor Trías de Bes tiene la palabra. 
señor Vicens. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, ante todo quiero agradecer al 
señor Sanjuán el tono en que ha respondido a todas las 
intervenciones, que es el mismo tono que presidió los de- 
bates de Ponencia, esas horas a las que se ha referido el 
señor Marcos Vizcaya, y diría yo, también, el debate en 
Comisión; tono que debería ser el usual y normal, por mu- 
chas cosas que desde aquí puedan decirse sobre princi- 
pios e ideologías distintas. 

Debo decirle que agradezco la enmienda transaccional 
ofrecida referente a los centros de enseñanza y que, en 
consecuencia, señor Presidente, retiro mi enmienda nú- 
mero 435. No voy a retirar la número 436, que intentaré 
explicar. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Perdón, 
señor Trías de Bes, la enmienda transaccional, les a la 
435 o a la.4397 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: La enmienda 435 la 
retiro, y me estoy refiriendo a una transaccional ofrecida 
por el señor Sanjuán. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): De acuer- 
do. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: El señor Sanjuán, 
en su réplica, se ha referido a que muchas de las enmien- 
das al artículo 4:, que es el de los principios, que es un 
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artículo muy debatido, lo que pretendían era quitar aris- 
tas al texto. Es decir, que si la formulación del texto po- 
día herir la susceptibilidad de algunos-colectivos, fuera el 
que fuese, no ya de los Diputados y grupos que aquí es- 
tamos, sino de alguien -y a alguien debe herir cuando se 
están produciendo los hechos que se producen-, si era 
posible, con buena voluntad, tratar de quitar esas aristas. 
A eso iban dirigidas la mayoría de las enmiendas y mu- 
chas veces no al fondo de esos principios en los que, como 
ha dicho anteriormente el senor Marcos Vizcaya, estába- 
mos fundamentalmente de acuerdo. A eso iban dirigidas, 
por ejemplo, las enmiendas del secreto profesional y de 
subordinación. Nada más iban a quitar esas aristas. 

Respecto al tema del derecho de huelga, usted, en su ré- 
plica de partida múltiple, como ahora se les llama, ha me- 
tido en el mismo saco a los que defendían el derecho puro 
y estricto de huelga con otros. Creo he sido muy claro en 
mi intervención. Yo no he defendido el derecho de huelga 
para los funcionarios de las Fuerzas y Cuerpos de Segu- 
ridad; lo que yo he dicho desde esta tribuna -y creo que 
en el .Diario de Sesiones. constará y se puede repasar; 
además, hay otros pámites para seguir los debates par- 
lamcntarios en el Senado- es que estos principios o es- 
tas disposiciones comunes estatutarias tienen que ir más 
cn positivo. Creo que es una frase que usted mismo ha ci- 
tado desde la tribuna. A ello iba dirigida la enmienda que 
nuestro Grupo mantiene el apartado 8 del artículo 5:, del 
derecho de huelga, en el sentido de que el texto original 
del Gobierno, aunque ahora se le haya quitado la última 
parte, prohibía el derecho de huelga, que en ningún caso 
podían ejercer los funcionarios de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad. y decía: <i ... reglamentariamente se deter- 
minarían los cauces de expresión y solución de los con- 
flictos de estos colectivos por razones profesionales.. Este 
texto se ha quitado, porque reglamentariamente era muy 
peligroso regular un derecho, y en cierto modo se ha tras- 
ladado la regulación de esos conflictos a otro artículo de 
esta misma ley, al 28, creo recordar, es decir, al que ha- 
bla del Consejo de la Policía. 

A mí me parece bien que exista un órgano de resolu- 
ción de los conflictos. Lo que pretendíamos a través de 
nuestra enmienda -y creo que incluso ha sido un párra- 
fo de una transaccional a nuestra enmienda, que yo he de- 
jado en manos de la Presidencia- es que se citara ya des- 
de ahora que puede haber conflictos y que esos conflictos 
se van a solucionar a través de los cauces de esta ley, (El 
senor Presidente ocupa la Presidencia.) 

Aquí estamos jugando con el término «huelga» y con el 
término oconflicto colectivo», no nos vaya a pasar que por 
confusiones de términos estemos negando derechos. Es 
decir, reconocemos un derecho de conflicto a estos fun- 
cionarios, que lo van a tener. iQué pasará cuando proles- 
ten? Pues que habrá un conflicto -ustedes lo llaman 
así-, y ese conflicto se va a solucionar a través de un Ór- 

gano. Eso me parece bien, pero en el frontispicio de las 
disposiciones estatutarias comunes tendríamos que poner 
que va a haber conflictos y que esos conflictos se van a 
resolver por los cauces que establece esta propia ley. Esa 
era nuestra pretensión, que es muy distinto a que nos in- 

cluya S .  S. en el mismo saco de los que defienden el de- 
recho libre y absoluto de huelga para los funcionarios de 
estos Cuerpos. Eso es muy distinto. Porque somos cons- 
cientes de que tienen una función específica que debe ser 
regulada de otra forma, pero que va a producir conflic- 
tos. Que a esos conflictos no les vamos a llamar huelga, 
muy bien; pero van a ser unos conflictos profesionales que 
van .I tener expresión en donde sea. Ese conflicto se va a 
producir. y creo que en el frontispicio de la ley, donde 
dicc: ((Disposiciones estatutarias comunes», debemos de- 
cir quc esos conflictos profesionales que se van a produ- 
cir, Ilamcmosles como se quiera, van a tener solución en 
los cauces de esta misma ley. Esa es la única pretensión 
de nuestra enmienda. 

Me cita usted un ejemplo desafortunado, señor San- 
juán. porque me cita como ejemplo el de los jueces y el 
de las Fuerzas Armadas. A mí me parece muy bien, los ar- 
gumentos pueden ser múltiples, pero yo preferiría que 
S .  S .  se ahorrase los argumentos de comparación, en 
cuanto a la limitación de derechos, con las Fuerzas Arma- 
das, porque me da la sensación de que el sentido que 
SS. SS. quieren darle a esta ley es precisamente el de que 
no se pueda comparar, en ningún momento, a los funcio- 
narios de estos Cuerpos con los de las Fuerzas Armadas 
y ,  en ese caso, cualquier ejemplo o comparación puede re- 
sultar siempre mal interpretada. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trías de Bes. 
El senor Sanjuán tiene la palabra, para réplica. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, voy a intentar contestar bre- 
vemente a todos en los temas que han vuelto a plantear. 

Creo, seíior Bandrés, que desde el primer momento he 
manifestado que el artículo 4: ha sido producto de la co- 
laboración de todos, y he empezado diciendo que era todo 
lo que alrededor de ese artículo 4: nos unía y que era muy 
poco lo que nos separaba. Y o  reitero nuevamente el agra- 
decimiento a los Grupos en cuanto al trabajo en común 
realizado alrededor de este artículo. 

Nos quedan dos temas en los que se vuelve a insistir, 
uno de ellos es el tema del secreto profesional. Yo ya no 
sé que más decir con relación a este tema. Da la impre- 
sión de que se confunden los argumentos y se dicen cosas 
que en forma alguna puede amparar el secreto profesio- 
nal, y en forma alguna lo dice el artículo, porque sería dis- 
paratado pensar que según la declaración del Consejo de 
Europa sobre la Policía, pudiera darse el supuesto de que 
un funcionario policial, por muy alto o muy bajo que es- 
tuviera, se amparara en el secreto profesional para no re- 
velar los nombres de unas personas que pueden haber co- 
metido un delito. Obviamente, esto no puede ser así de 
ninguna manera, ni puede ampararlo el secreto profesio- 
nal tal como viene redactado en la ley, porque es el texto, 
repito, de la declaración sobre la Policía, del Consejo de 
Europa. Luego esto no lo dice el texto de ningunan ma- 
nera y no podemos poner un ejemplo que no tiene abso- 
lutamente nada que ver --es otro caso distinto, penoso, 
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triste- con el tema del secreto profesional y de su regu- 
lación especlfica que quiebra como derecho y como deber 
desde dos puntos de vista, cuando las disposiciones de la 
ley lo digan. Las disposiciones de la Ley dicen que todo 
policla debe poner a los delincuentes a disposición de los 
jueces, asegurar los efectos del delito y a los delincuen- 
tes. Por consiguiente, eso nunca puede ampararlo el se- 
creto profesional, porque esta Ley, la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, el Código Penal y todas las leyes que gi- 
ran esencialmente alrededor de la Policía impiden que se 
produzca el ejemplo que usted, señor Bandrés, me ha 
puesto. 

Creo que la contestación que he dado sirve, en general, 
para reiterar mis argumentos con relación a lo que ha 
vuelto a manifestar el señor Vicens. Sehor Vicens, el he- 
cho de que no esté todavía promulgada la ley sobre el se- 
creto profesional que establece nuestra Constitución, no 
quiere decir que no existan disposiciones legales que obli- 
guen en determinados supuestos a la quiebra de este prin- 
cipio. Los jueces así lo entienden. En definitiva, también 
matiza cuáles son los casos en los que una persona tiene 
derecho a exigir la quiebra del principio del secreto pro- 
fesional, que no puede servir, en ningún supuesto, para 
amparar a un delincuente. Pero éste no es el caso que am- 
para el secreto profesional. 

que le admita lo de integridad física o moral. Incluso, de- 
bido a su reiteración, hay compaheros de mi Grupo Par- 
lamentario que me preguntan por qué no se acepta si, ade- 
más, parece muy razonable decir que se velará por la in- 
tegridad física y moral, y es muy bonito. Señor Rodríguez 
Sahagún, cuando se dice que velará por la integridad fí- 
sica de las personas a quienes detuvieren, o que se en- 
cuentren bajo su custodia, respetando su honor y su dig- 
nidad, me parece que se está diciendo más que cuando se 
habla de velar por la integridad flsica y moral. A mí me 
parece mejor respetar su honor y su dignidad que el tér- 
mino moral. En este Grupo Parlamentario nos gusta más. 
¡Qué le vamos a hacer! Pero conste que está reconocido y 
admitido, si eso le sirve de satisfacción, o por lo menos lo 
entendemos así. 

Por último, se nos vuelve a plantear el tema i e i  ejerci- 
cio del derecho a la huelga. Yo no he dicho que la inmen- 
sa mayorla no lo quiera o, por lo menos, si lo he dicho 
así, he querido dar a entender otra cosa en toda mi argu- 
mentación, porque a nadie le gusta renunciar a una cosa 
que gratuitamente le dan. He querido decir que todos 
comprenden que no pueden tener ese derecho. Ahora digo 
atodos*, no digo ya ala inmensa mayorla., todo? com- 
prenden que no pueden tener, no deben tener o no debe- 
rían tener jamás el derecho a ejercitarlo. 

Le voy a decir una cosa, señor Bandrés. En Canadá, país 
en donde estaba reconocido o por lo menos no regulado 
el ejercicio del derecho de huelga, la célebre UPolicía Mon- 
tada del Canadá. se puso en huelga. Duró medio día. Se 
declaró un estado de emergencia nacional, los propios po- 
liclas se reincorporaron corriendo y las Cámaras se reu- 
nieron para legislar que no cabía el ejercicio de ese 
derecho. 

El señor Rodríguez Sahagún me insiste nuevamente en. 

Usted ha expuesto el argumento de que sólo favorece a 
algunos ladrones. Pero es que el favorecimiento a algunos 
ladrones es un perjuicio para algunos ciudadanos, porque 
a quien roba el ladrón es al ciudadano. Por consiguiente, 
no es que no favorezca a unos, es que tenemos que pensar 
que perjudica a otros muchos ese favorecimiento a algu- 
nos. Yo prefiero que se beneficie el común de los ciuda- 
danos y que no se favorezcan los delincuentes. 

Hay otro argumento respecto a qué es lo progresista en 
este tema. Con todo respeto, y con el afecto y compren- 
sión que personalmente nos tenemos en muchísimos te- 
mas, quiero decirle que para nosotros lo progresista en 
este tema -comprendiendo que usted entienda otra cosa, 
lo mismo que me ha dicho a mí- creo que es propiciar 
la mejor defensa, el mejor mantenimiento y el mejor ejer- 
cicio de los derechos y libertades de los ciudadanos. Us- 
ted decía: todos los días, cuando salgan los policías a la 
calle, vamos a leerles cuál es su misión. Pues bien, eso es 
lo que yo le digo: como la misión de cualquier policía es 
proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades, así 
como mantener y garantizar la seguridad ciudadana, a 
mí me parece que conseguir eso es lo más progresista para 
el común de los ciudadanos. Si el ejercicio al derecho dc 
huelga pudiera impedir que durante un día. quince o el 
tiempo que fuera, los derechos y las libertades de los ciu- 
dadanos no estuvieran defendidos ni protegidos, ni la se- 
guridad ciudadana existiera en su globalidad, como dcrc- 
chos globales que no admiten troceamientos, yo defende- 
ría otra cosa, pero entiendo que esto es lo más progresis- 
ta y lo mejor para el mantenimiento de la democracia, 
tanto en éste como en,otros países. 

insisto en una cosa: no cabe aquí el establecimiento de 
los servicios mínimos, porque he dicho y repetido que es 
un servicio esencial para la comunidad; no cabe el esta- 
blecimiento de servicios mínimos y esenciales sobre un 
servicio esencial porque no hay mínimos en la protección 
de los derechos y las libertades. Son derechos y liberta- 
des que son siempre lo máximo -y usted es un defensor 
de lo máximo de esos derechos-, pero defendámoslo para 
la Policía, que los policías entienden que su derecho, me- 
jor dicho, el derecho de los otros, en este caso, es absolu- 
tamente prioritario sobre el derecho de un colectivo 
funcionarial. 

El señor PRESIDENTE: Vaya terminando, senor San- 
juán. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA: Termino ya, señor 
Presidente. 

AL señor Trías de Bes le diré que generalmente yo he 
procurado en todas mis intervenciones contestar a los ar- 
gumentos sin sacar los temas de quicio. Usted ha hecho 
una referencia, con relación a un argumento que no tenia 
nada que ver, para decir que nosotros estamos aquí mi- 
litarizando. A ml me parece que ése es un argumento de 
mala fe, por lo menos yo lo he querido entender así, cuan- 
do estamos actuando con absoluta limpieza. Nosotros he- 
mos dicho que esta Cámara era absolutamente soberana 
en el tema de establecer o no, de reconocer o no, el ejer- 
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cicio del derecho de huelga a la Policía, y que había ha- 
bido ya expresiones de soberanía en este ámbito en la pro- 
pia Constitución con relación a los jueces y magistrados; 
que había habido un ejercicio de soberanía en esta Cáma- 
ra en el año 1979 con relación a las Reales Ordenanzas re- 
lacionadas con la Policía. Ejemplos, ¿para qué? ¿Para ha- 
blar de [a soberanía de la Cámara con relación a este 
tema? N o  me relacione usted eso con lo que no tiene nada 
que ver en este momento, porque creo que no es así ni 
debe hacerse así. Por otro lado, lo que usted pide en su 
enmienda 439 es el ejercicio del derecho de huelga. Leo 
su enmienda: ((Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado ejercerán el derecho de huelga con 
las limitaciones que su esencial función de protección...». 
Limitaciones, pero ejercerán ese derecho. 

Luego habla usted de la existencia y de que para resol- 
ver conflictos y demás existirán órganos. Los órganos los 
hemos creado en esta Ley todos juntos en los artículos 24 
y 24 bis, y el ejercicio del derecho de huelga creemos que 
lo demagógico es ocultar: decir tienen ustedes derecho, 
pero no lo tienen. Hay que decir con claridad a los ciu- 
dadanos y a los policías cuáles son sus derechos, sus de- 
beres y obligaciones fundamentalmente, además, en estos 
artículos. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor San- 
juán. 

Han sido presentadas tres enmiendas transaccionales, 
dos socialistas y una de Minoría Catalana. (El  senor Trfas 
de Bes pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
para referirme a esa enmienda. 

Después de la contrarréplica del señor Sanjuán yo re- 
tiro esa enmienda transaccional; es decir, que no se ten- 
ga por presentada y mantengo la mía, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Hay otras dos enmiendas transaccionales socialistas. 

Una con la 607, del Grupo Parlamentario del PNV al ar- 
tículo 5." ¿Ha sido retirada la 607? (Asentimiento.) 

¿Algún Grupo se opone a la tramitación de esta tran- 
saccional? 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, yo qui- 
siera solicitar, si es posible reglamentariamente, que en 
el texto de la enmienda que propone como transaccional 
el Grupo Parlamentario Socialista (estamos hablando del 
registro de intereses al que habrán de manifestar todos 
los intereses que tengan los distintos funcionarios de los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad) cuando se habla de em- 
presas mercantiles e industriales se añadiera: *y despa- 
chos profesionaless, porque parece lógico incluir también 
aquellos despachos profesionales donde por unas cantida- 
des retribuidas a los funcionarios de policía puedan tener 
luego unos beneficios que deben constar en ese registro 
de intereses. 

El señor PRESIDENTE: Eso tiene dos vías: una vía, que 
el Grupo Socialista lo incluya en su enmienda transaccio- 
nal, y otra, que S. S. presente otra enmienda transaccio- 
nal en este momento. Creo que lo más sencillo es lo pri- 
mero. Vamos a ver qué ocurre. 

El señor GRANADOS CALERO: Lo habíamos comenta- 
do antes. Estamos de acuerdo y no tenemos ningún in- 
conveniente en modificar la enmienda transaccional aña- 
diendo lo que ha dicho el señor Ruiz Gallardón, pero es 
mejor decir *actividades profesionales., no .despachos 
profesionales., que parece que lo restringe. 

El señor PRESIDENTE: La enmienda quedaría así: 
«Todos los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Segu- 
ridad deben declarar por escrito la relación de corpora- 
ciones, sociedades, empresas comerciales e industriales, 
actividades profesionales ... D. 

¿Se retira la enmienda 607? (Asentimiento.) 
¿Algún Grupo se opone a la tramitación? (Denega- 

ciones.) 
Hay otra enmienda transaccional socialista con la 435 

de Minoría Catalana. iSe retira la 435? (Asentimiento.) 
Queda retirada. 
¿Algún Grupo se opone a la tramitación de esta enmien- 

da transaccional del Grupo Socialista a la 435, del Grupo 
de Minoría Catalana? (Denegaciones.) 

Vamos a proceder a las votaciones. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Centrista. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 209; a favor, 40; en contra, 156; abstenciones, 13. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Centrista. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco, PNV, con 
excepción, naturalmente, de la retirada por la transac- 
cional. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 207; a favor, 12; en contra, 192: abstenciones, tres, 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto suscritas 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Parlamentario Vasco, PNV. 

por el sellor Bandrés. 

Efectuada la votacibn. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 211; a favor, cinco; en contra, 196; abstenciones, 
10. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Mixto, señor Bandrés. 
(El señor Vizcaya Retana pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Vizcaya. 
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El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, ruego 
que cuando se voten globalmente todas las enmiendas de 
los diferentes Grupos se excluyan las que se refieren el ar- 
tículo 5:, 8, que es el relativo al derecho de huelga, que 
son las números 6, del Grupo Popular; la 66, del Grupo 
Mixto, señor Rodríguez Sahagún; la 96, también del Gru- 
PO Popular; la 167, del señor Pérez Royo, y ya se han vo- 
tado globalmente las del señor Bandrés. (El seríor Ruiz Ga- 
llarddn pide la palabra.) 

Pediríamos, por tanto, votación separada de las refe- 
rentes al artículo 5:, punto 8. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Vizcaya. 
Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ CALLARDON: Se ha referido mi com- 
pañero el sefior Vizcaya a la enmienda número 6, del Gru- 
po Popular, que expresamente se ha dicho que no se de- 
fendía en el artículo S:,porque quedaba reservada, como 
consta en el libro correspondiente de enmiendas, para dis- 
cutirse y votarse en el artículo 24. 

Por tanto, no tiene que ser puesta a votación. 

El señor PRESIDENTE: Con excepcibn de la número 6, 

Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Mix- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

señor Vizcaya, como dice el señor Ruiz Gallardón. 

to, señor Rodríguez Sahagún. 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 213; a favor, 14; en contra, 198; abstenciones, 
una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Mixto, señor Rodríguez 
Sahagún, naturalmente con excepción de las que se so- 
meterán a votación por separado, de acuerdo con la peti- 
ción del Grupo Parlamentario Vasco, PNV. 

Sometemos a votación las enmiendas del Grupo Parla- 
meotario Minoría Catalana. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 215; a favor, 10; en contra, 201; abstenciones, 
cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 

Votamos las enmiendas del Grupo Pariamentarid Mix- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Parlamentario Minoría Catalana. 

to, señor Vicens. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 215; a favor, 13; en contra, 201; abstenciones, 
una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas deLGrupo Parlamentario Mixto, sedor Vicens. 

Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Mix- 

Comienza la votación. (Pausa.) 
to, señor Pérez Royo. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 215; a favor, cinco; en contra, 201; abstenciones, 
nueve. 

El seiior PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Mixto, señor Pérez 
Royo. 

Creo que no queda ninguna enmienda de Grupo a nivel 
general en este momento. 

Vamos a votar las enmiendas números 66, 96 y 167, al 
artículo 5:, apartado 8. ¿Es así, señor Vizcaya? (Asen- 
timiento.) 

Comienza la votación; (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 216; a favor, cinco; en contra, 203; abstenciones, 
seis: nulos, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas números 66, 96 y 167, al artículo S.", 8. 

Vamos a votar la enmienda transaccional, del Grupo 
Parlamentario Socialista, respecto a la 435, de Minoría 
Catalana, al apartado 2 b) del artículo 5." 

iEst4n SS. SS. ilustrados sobre lo que se vota? (Asenti- 
miento.) Muchísimas gracias. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 218; a favor, 205; en contra, ocho; abstenciones. 
cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
transaccional, del Grupo Parlamentario Socialista, con la 
435, de Minoría Catalana, al apartado 2 b) del artículo 5:. 

Vamos a proceder a la votación de la enmienda tran- 
saccional del Grupo Parlamentario Socialista, con la 607, 
del Grupo Parlamentario Nacionalista Vasco, completa- 
da con la incorporación de la expresión «O actividades 
profesionales D. 

¿Están S S .  SS. ilustrados sobre la votación? (Asenti- 
miento.) Muchas gracias. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 220; a favor, 205; en contra, nueve; abstenciones. 
seis. 

El sedor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
transaccional, del Grupo Socialista, con la 607, del Gru- 
po Parlamentario Vasco, PNV, en relación con el artículo 
5:, apartado 7. 

Ahora vamos a votar los artículos 4.0 y 5:+ de acuerdo 
con el dictamen de la Comisión, naturalmente con la in- 
corporación de las enmiendas transaccionales. (El señor 
Rodríguez Sahagún pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Rodríguez Sahagún. 
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El señor RODRIGUEZ SAHAGUN: Señor Presidente, 
deseo pedir votacidn separada, si es posible, del apartado 
8 del articulo 5." 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar los artículos 4." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 220; a favor, 200; en contra, 11; abstenciones, 
ocho; nulos, uno. 

y 5: con excepción del número 8 del articulo 5.0 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los artícu- 
los 4: y 5." de acuerdo con el dictamen de la Comisión, 
con excepción del número 8 del artículo 5.', que va a ser 
sometido a votación inmediatamente. Votamos el núme- 
ro 8 del artlculo S."conforme al dictamen de la Comisión. 

Comjenza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 219; a favor, 203; en contra, 14; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el número 8 
del artículo 5." y, así, definitivamente aprobado el referi- 
do artículo 5." de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Artículos Vamos a iniciar el debate de los artículos 6." y 7." La Pre- 
6 '  Y sidencia pregunta a los señores Portavoces si están en con- '' diciones de renunciar a la réplica en estos artículos. 

(Denegaciones.) 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto, presenta- 

das por el señor Bandrés. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Ptesidente, pido la 
palabra para una cuestión de orden. 

El señor PRESIDENTE: La tiene su señoría. 

El senor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, el nú- 
mero 3 del artículo 6." hace referencia también, aunque 
de una forma no tan directa como en otros artículos, a la 
naturaleza de la Guardia Civil. Como se ha acumulado 
todo el título correspondiente a la naturaleza de los Cuer- 
pos y Fuerzas de Seguridad del Estado en un bloque pos- 
terior, jcree S. S. conveniente que no defendamos las en- 
miendas correspondientes al articulo 6.". número 3, res- 
pecto al carácter militar de la Guardia Civil? 

El señor PRESIDENTE: Señor Vizcaya, en la agrupa- 
ción que se ma ha propuesto estaba incluido sin excep- 
ción el artículo 6." Yo no sé si algún señor portavoz quie- 
re apoyar lo que indica el señor Vizcaya. (Pausa.) El se- 
ñor Bandrés se opone. El señor Vicens tiene la palabra. 

El señor VICENS 1 GIRALT: No, señor Vizcaya, porque 
realmente es una cuestión de competencia de la Guardia 
Civil .. . 

El señor PRESIDENTE: No lo defienda ahora, señor 

El señor Ruiz Gallard6n tiene la palabra. 
Vicens. . 

El senor RUIZ GALLARDON: Me abstengo, señor Pre- 
sidente. 

El señor PRESIDENTE: El señor Granados tiene la 
palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: Mi Grupo entiende que 
es una cuestión totalmente ajena al carácter civil o mili- 
tar de la Guardia Civil. Aquí se está hablando de cuando 
tiene el sentido de Fuerza Armada en su actuación; se está 
hablando de su consideraci6n como Fuerza Armada. No 
tiene nada que ver. Está bien situado en el artículo 6." 

El señor PRESIDENTE: El señor Vizcaya tiene la 
palabra. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, para 
que no parezca que ha sido gratuita mi afirmación ... 

El señor PRESIDENTE: Sin duda no lo ha sido, señor 
Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: He de señalar que en el ar- 
tículo 6.", 3, se dice que la Guardia Civil tiene considera- 
ci6n de fuerza armada en el cumplimiento de misiones de 
carácter militar. Evidentemente, si estamos contemplan- 
do la posibilidad de que la Guardia Civil realice misiones 
de carácter militar y luego se va a decir que tiene ese ca- 
rácter porque cumple misiones de carácter militar, me 
opongo. 
Yo preguntaba, señor Presidente, si defendía mis en- 

miendas contrarias al carácter militar de la .Guardia Ci- 
vil, con lo cual se daría lugar al debate y no tendría ra- 
zón de ser el que hayamos acumulado to& lo referente a 
la naturaleza de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado. Si lo desea el Grupo Socialista, entramos en el de- 
bate sobre la naturaleza militar de la Guardia Civil. No 
lo digo porque sea una cuestión de academia; puede con- 
venir en uno u otro momento. Simplemente era por co- 
herencia. (Pausa.) 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo con la propuesta 
del señor Vizcaya, se va a tratar aparte el número 3 del 
artículo 6.", junto con los artículos 8; 12, 13 y 14, romo se 
trató en Comisión con el acuerdo del Grupo Socialista. 

El señor Granados tiene 1a.palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: Eso es lo que iba a de- 
cir este portavoz. 

El señor PRESIDENTE: Puede protestar, señor Ban- 
drés, si quiere. 

El señor BANDRES MOLET: Sefior Presidente, señoras 
y señores Diputados, no es por un afán de contradicción, 
sino porque tengo un problema personal, no sé si voy a 
estar presente en la Cámara cuando se discuta el artículo 
12, y como tengo una enmienda a dicho artículo, querría 
hacer una referencia levisima en este momqnto. 
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El señor PRESIDENTE: Su señoría puede defenderla 
en este momento; pero el núcleo del debate se producirá 
después. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Residente, voy a 
ser muy breve, incluso renuncio desde ahora a la réplica, 
siempre, claro, que la contestación del Grupo Socialista 
no sea tan entusiasta que me obligue a replicar aunque 
sea mfnimamente. Hago una renuncia condicional, pero 
voy a hacer la defensa muy rápidamente. 

Tengo formuladas dos enmiendas, una de ellas entien- 
do que es de menor importancia, fue debatida en Comi- 
sión, me acuerdo, de un modo curioso, porque es una en- 
mienda que trata de suprimir el artfculo 6: en sus tres 
apartados. Decía entonces que pedfa la supresión de los 
apartados 1 y 2, por ser obvios los contenidos, y se me cri- 
ticó muy duramente, recuerdo, en Comisión. Sin embar- 
go, tengo que reafirmarme en ello. Les voy a leer lo que 
dice el apartado 1 del articulo 6:: #En el ejercicio de sus 
funciones, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Se- 
guridad tendrán a todos los efectos legales el carácter de 
Agentes de la Autoridad.. Es algo tan sumamente eviden- 
te que parece superfluo, aunque tampoco me importa que 
esté en el texto. Evidentemente no tienen carácter parti- 
cular, son agentes de la autoridad. En el apartado 3 se 
dice algo parecido respecto a la Guardia Civil. Hago la re- 
serva únicamente de que si no hay más remedio de que 
la Guardia Civil sea militar, hecho o expresión legal con- 
tra la que yo me vengo oponiendo -me opuse en el de- 
bate de totalidad y después lo he hecho también en la Co- 
misión-, me parece obvio. Si la Guardia Civil cumple mi- 
siones de carácter militar, indudablemente tiene ese ca- 
rácter y, de acuerdo con el ordenamiento jurídico, me pa- 
rece obvio decirlo aquí y por eso no me opondré. Mi opo- 
sición, señor Presidente, a que aparezca este apartado 3 
aquf se debe o que yo no comparto esa opinión manteni- 
da, a mi juicio, con excesivo entusiasmo y con incapaci- 
dad de dar marcha atrás en el sentido de transigir con 
que la Guardia Civil tenga la consideración de fuerza 
armada. 

¿Por qué? Por dos razones, y termino en seguida. Ri- 
mero, porque militariza la polida, al menos en esa rama 
que es la Guardia Civil, porque ese carácter militar es in- 
defectiblemente inseparable del resto de su condición; en 
consecuencia, tendremos una policfa con un carácter mi- 
litar. Segundo, porque implica, en la función de la poli- 
cfa, en la represi6n. en definitiva, de los delitos, a las Fuer- 
zas Armadas, porque una rama de las Fuerzas Armadas 
que tiene ese carácter está realizando funciones de poli- 
cfa, algo que histbicamente tiene mucha importancia y 
mucha gravedad. Pero cumpliendo lo prometido, comen- 
tados esos dos puntos, no continúo. 

La enmienda siguiente es la 254, que hace referencia al 
conocido problema del fuero procesal de carácter especial 
de que hoy en día goza la policía y que el proyecto de ley 
quiere seguir manteniendo. ¿Qué quiero decir? Quiero de- 
cir que cuando un policía realiza actos que puedan tener 
el carácter de indicio racional de criminalidad, no es el 

Juez de Instrucción del lugar de comisión del delito quien 
dicta el auto de procesamiento, sino la Audiencia Provin- 
cial de ese mismo lugar. Bien entendido que toda la ins- 
trucci6n la hace el Juez, que solamente en el acto preciso 
de dictar el auto de procesamiento lo remite a la Audien- 
cia, ésta, de hecho, después de dictar el auto de procesa- 
miento lo devuelve al juez, que continúa las diligencias 
y, concluido el sumario, se llega al juicio oral. Quiero in- 
sistir en .que esto, que está configurado como un privile- 
gio, no lo es, porque rompe un principio fundamental, a 
mi juicio, del derecho procesal penal, que es la diferen- 
ciación entre el 6rgano que instruye y el que juzga. Me re- 
mito simplemente a la estadística. Yo quiero preguntar 
cuántos policías que hayan sido procesados por la Audien- 
cia Provincial y juzgados, además, por la misma han con- 
seguido, después de haber sido procesados, ser absueltos. 
Sin embargo, en el derecho común, en el que afecta a las 
personas de la calle, cuando son procesados por un Juez 
de Instrucción, i en  qué proporción son absueltos por la 
Audiencia?, infinitamente más. Y se entiende muy bien, 
porque la Audiencia Provincial, para procesar, realiza de 
alguna manera un juicio -0 un prejuicio, si se quiere en 
el mejor sentido de la expresión- y cuando llega al jui- 
cio oral, se encuentra con que aquello que vio tan claro 
para procesar se ha confirmado y hay que condenarlo. Ya 
dije en la Comisión que no entendía que esto tuviera ese 
carácter de privilegio, sino que, muy al contrario, supone 
la ruptura de un principio importante del derecho proce- 
sal penal y,  en consecuencia, es un perjuciio para el pro- 
pio policfa. Pero sobre todo porque construir una justicia 
democrática supone, entre otras cosas, mantener dos 
principios esenciales; uno, la unidad jurisdiccional -y 
con ello me estoy oponiendo ya, de hecho, a una enmien- 
da que se presentará más tarde- y dos, la supresión de 
fueros especiales hasta donde sea posible. 

Naturalmente van a quedar y quedan algunos fueros es- 
peciales. Se comprende que hay razones de Derecho com- 
parado, de derechos históricos, razones de fondo, de filo- 
soffa, etcétera, para que a un Ministro, por ejemplo, no le 
juzgue y no le procese el Juez de Instrucción y lo haga la 
Audiencia Provincial, o a un Diputado, por la razón no 
personal sino de la representación que ostenta, muy alta, 
la más alta, la del pueblo que le ha votado. Pero realmen- 
te esa especialidad del fuero habría que tender a supri- 
mirla en lo posible y dejarla reducida a sus términos más 
necesarios, más imprescindibles. Así  pues, introducir 
aquí, como viene hacitndose desde no sé qué fecha en que 
se puso por primera vez en la ley esta especialidad pro- 
cesal, consagrar nada menos que en una ley orgánica que 
en lo sucesivo los policías van a seguir siendo procesados 
y juzgados, en su caso, por las Audiencias, por el órgano 
colegiado jurisdiccional, me parece que es ir contra la ten- 
dencia actual de la supresión de los fueros especiales. Ade- 
más que, como he dicho, es un privilegio de muy dudoso 
carácter privilegiado y. en consecuencia, no favorece al 
procesable o justiciable, que serla en este caso el policfa, 
aparte de que no va en consonancia con el progreso de 
una democratización de la justicia. 

Eso es todo, seiior Presidente. Muchas gracias. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Bandrés. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto, señor Pé- 

rez Royo. 

El señor FERNANDEZ INGUANZO: Se dan por defen- 
didas y se mantienen a efectos de votación. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Fernández In- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario de Minoría Ca- 

El señor Trías de Bes tiene la palabra. 

guanzo. 

talana. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, se- 
ñorías, la enmienda es una sola, puesto que la otra se re- 
fiere al punto 3 del articulo 6." Por lo tanto, mantenemos 
tan sólo la enmienda al artículo 7: 

El señor PRESIDENTE: En ese caso, le doy sólo cinco 
minutos, señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
en todo caso, no creo que los llegue a consumir. 

Nuestra enmienda plantea el mismo problema que ha 
cxpuesto el señor Bandrés en su intervención. 

Se trata de la supresión de los párrafos segundo y ter- 
cero del apartado 1 del artículo 7: del actual texto del dic- 
tamen de la Comisión, es decir, de la supresión del fuero 
para procesar y juzgar a los funcionarios del Cuerpo de 
Po1 ic ía . 

Nosotros creemos que esto es un defecto residual que 
ha quedado en la ley, que incluso quizá no fuera volun- 
tad ni del propio Grupo Socialista, pero el hecho es que 
este fuero ha quedado introducido. 

Nosotros tampoco creemos que sea un privilegio que se 
conceda a los funcionarios de estos Cuerpos, y ,  por lo tan- 
to, solicitamos que sean juzgados como cualquier ciuda- 
dano por los Jueces de Instrucción. Además, este artícu- 
lo, señor Presidente, no se refiere sólo a los funcionarios 
que ahora se unifican en el Cuerpo Nacional de Policía, 
sino también a todos los miembros de los Cuerpos y Fuer- 
zas de Seguridad, que se ha definido que lo son todos: los 
del Estado, los de las Comunidades Autónomas y los de 
la Policía Municipal. 

Podría darse el csntrasentido, señor Presidente, de que, 
por ejemplo, un alcalde de cualquier población, que tiene 
Policía Municipal y que manda a esos funcionarios, como 
la Ley de Bases de Régimen Local, aprobada en esta Cá- 
mara además con los votos del Grupo mayoritario, por lo 
tanto, del Grupo Socialista, ha suprimido el fuero para 
los alcaldes, resulta que a este alcalde le van a juzgar por 
un delito los Jueces de Instrucción y,  sin embargo, a un 
número cualquiera de la Policía Municipal, sefior Presi- 
dente, le va a juzgar la Audiencia Provincial. Ese es un 
ejemplo que se puede dar y que no deja de ser chocante. 

Por otra parte, va contra el criterio defendido tantas ve- 
ces por todos los Grupos de la Cámara, relativo a que no 
instruya el mismo órgano que va a juzgar. Principio que 
hemos defendido hasta la saciedad desde la oposición al 

anterior régimen, desde la oposición a los distintos Go- 
biernos desde nuestro Grupo Parlamentario, que seguire- 
mos defendiendo y que, sin embargo, el Grupo Socialista 
mantiene en este texto para los funcionarios de la policía. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trías de Bes. 
La enmienda del señor Vicens es la número 552, al apar- 

tado 3 del artículo 6.", por consiguiente, se mantiene para 
su momento. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco. Para su de- 
fensa tiene la palabra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Gracias, señor Presiden- 
te. A pesar de que parezca lo contrario en el Pleno, lo cier- 
to es que este artículo 7.' dio lugar a un interesante de- 
bate, tanto en Ponencia como en Comisión, y yo todavía 
no he renunciado en este trámite de Pleno a convencer a 
los Diputados socialistas. Evidentemente, hace falta tener 
moral, pero estoy convencido de que todavía cabe la po- 
sibilidad de que en este tema de la jurisdicción especial 
para la instrucción y fallo de causas contra los miembros 
de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad sea posible la supre- 
sión de ese fuero especial. (El señor Vicepresidente, Verde 
i Aldea, ocupa la Presidencia.) 

Yo escuché atentamente y con interés las explicaciones 
que se me dieron en Ponencia y las explicaciones que nos 
daban a los Grupos que defendíamos la supresión de este 
fuero especial en Comisión y, si les digo la verdad, me que- 
dé con la sensación de que el fundamento del fuero espe- 
cial era la tradición y, sobre todo, mantener la apatien- 
cia de que con esta ley los miembros de los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad no quedaban en peor posición de 
lo que estaban antes. Es decir, que la ley de Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad de la democracia, del Gobierno so- 
cialista, de la mayoría socialista, no iba a ser precisamen- 
te la que suprimiese el fuero especial. 

Tengo la convicción íntima de que los Diputados del 
Grupo socialista piensan conmigo que esto del fuero es- 
pecial no tiene razón de ser. Si de verdad, a través del fue- 
ro especial se quiere buscar una mayor protección del 
miembro de que se trate, del Cuerpo del Estado, de la Po- 
licía Autónoma o de la Policía Municipal, no creo que se 
amparen en el fuero especial para considerar que los Po- 
licías quedan mejor protegidos ante la Administracibn de 
Justicia, ni creo que el fuero especial sea un acto de des- 
confianza respecto a un Cuerpo, como son los Jueces de 
Instrucción, que constituye la base de la Administración 
de Justicia. No creo que sea tampoco desconfianza res- 
pecto a ellos lo que motive el que se sustraiga el conoci- 
miento-de la instrucción del sumario y se acumulen en la 
Audiencia tanto la instrucción como el fallo. Ni creo tam- 
poco que sea intención del Grupo Socialista privarles de 
garantías, porque con el sistema normal de todo ciuda- 
dano, cuando un Juez de Instrucción instruye una causa 
y termina la instrucción con un auto de procesamiento, 
existe una posibilidad de recurso, el recurso de reforma, 
de apelación a la Audiencia Provincial. Tengo la posibili- 
dad, yo, ciudadano normal, de que se separe en dos blo- 
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ques la fase sumarial: la instrucción y el fallo. Tengo la 
posibilidad de que sean dos órganos jurisdiccionales di- 
ferenciados los que abarquen la instrucción del sumario 
y la vista y la sentencia. Tengo también la posibilidad de 
corregir el error o el defecto del Juez de Instrucción que 
me ha procesado mediante el recurso ante la Audiencia 
Provincial. Todo esto desaparece con el fuero especial y 
la Audiencia Provincial es la que va a instruir el sumario, 
la que va a dictar el auto de procesamiento y la que va a 
fallar, con la única posibilidad del recurso de reforma 
ente la propia Audiencia si ésta dictase auto de pro- 
cesamiento. 

De verdad les digo -y sin utilizar nuestra diferencia de 
criterios en cuanto al fuero especial como un arma arro- 
jadiza, ni mucho menos- que simplemente quiero ver, 
de verdad, cuál es la razón, el fondo consistente que les 
anima a mantener el fuero especial. ¿Quizá algún hecho 
puntual derivado del fenómeno terrorista en algunos lu- 
gares concretos y en momentos o coyunturas determina- 
das? No creo que ésta sea la causa, pues al fin y al cabo 
no deja de ser un hecho coyuntural, temporal y local, lo 
que les llevarfa a extender el fuero especial a todo el terri- 
torio y a todas las causas. Porque si fuese así, señor Gra- 
nados, si fuese que de verdad ustedes piensan en la posi- 
bilidad de que el Juez de Instrucción se sienta intimida- 
do, coaccionado, condicionado por el ambiente, por el 
contexto en que se haya producido el hecho que haya ori- 
ginado que se instruya una causa contra un policía, está 
la solución del Grupo Popular. Llévenlo al Juzgado de Ins- 
trucción, pero sepárenlo del contexto en que se ha come- 
tido el hecho y atribúyanlo a los Juzgados de Instrucción 
Central de la Audiencia Nacional. Pero ustedes no lo acep- 
tan. Por tanto, suprimo el argumento que pudiera defen- 
der su tesis de que se trata de evitar condicionamientos 
motivados por un hecho circunstancial, como es el terro- 
rismo, coyuntural y local. 

No creo que ustedes desconfíen de los Juzgados de Ins- 
trucción. Ni su trayectoria ni lo que les he ofdo en los de- 
bates de la Ley Orgánica del Poder Judicial avalan la más 
mínima desconfianza. Señor Granados -y me dirijo a us- 
ted, señor Granados, en representación de su Grupo, por- 
que sé que seguramente me va a contestar-, yo le pedi- 
ría, manteniendo mi enmienda, que intentase convencer- 
me de que es bueno el fuero especial, que está justificado 
y que no se trata simplemente, como he dicho al princi- 
pio, de la tradición ni de que ni el Grupa Socialista ni el 
Gobierno socialista quieran aparecer como los que supri- 
men el fuero especial, lo que yo creo que no tiene sentido. 

El señor PRESIDENTE: (Verde i Aldea): Enmiendas del 
Grupo Parlamentario Centrista. (El señor Ruiz Gaffardón 
pide fa palabra.) Tiene la palabra el sefior Ruiz Gallardón, 
representante del Grupo Popular. 

El sefior RUIZ CALLARDON: Señor Presidente;como- 
quiera que la enmienda del Grupo Parlamentario Centris- 
ta es prácticamente idéntica a una de las que voy a de- 
fender ahora, quería solicitar que me anticipara el uso de 

la palabra para que el Grupo Centrista no pierda su de- 
recho a defenderla. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Para de- 
fender las enmiendas del Grupo Parlamentario Popular, 
tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, seno- 
ras y señores Diputados, el Grupo Parlamentario Popu- 
lar, por tercera vez en un corto espacio de tiempo y por 
segunda, dentro de esas tres, ante el Pleno de la Cámara, 
insta en este momento del Pleno, singularmente del Gru- 
po Parlamentario Socialista, la máxima atención y el voto 
favorable a nuestra enmienda 97, que se refiere al artícu- 
lo i:, número 1, párrafo segundo. 

Para la debida situación y comprensión del alcance de 
esta enmienda, que consideramos fundamental y que tien- 
de claramente a proteger, en una manera muy especial 
circunstancia lamentable y lamentada por todos, a los 
funcionarios de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado de las Comunidades Autónomas, que también han 
sufrido y pueden sufrir el supuesto de hecho en sus pro- 
pias carnes, y aún de las policías de los entes locales que 
consideren la especialísima circunstancia que obliga a 
presentar lo que reconocemos es, aparentemente (y subra- 
yo el aparentemente), un cierto quebrantamiento de los 
principios generales de nuestras leyes, de enjuiciar en ma- 
teria penal para atribuir el conocimiento de los delitos 
que pudieran cometer las Fuerzas Armadas a los juzga- 
dos centrales y a la Audiencia Nacional cuando tales he- 
chos delictivos se cometan con ocasión o en circunstan- 
cias o como consecuencia o con origen en las actuaciones 
que los propios miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Se- 
guridad lleven a efecto al cumplir su misión de preservar 
a la sociedad de la lacra comunista ... (Risas y rz4rnores.J 

Perdónemne SS. SS., pero hay partidos que se denomi- 
nan a sí mismos marxistas-leninistas y ,  por consiguiente, 
comunistas que están integrados en bandas terroristas 
-1eáse el FRAP- (Risas.), y que en determinadas ocasio- 
nes pueden producir, con la incoación de estos procesos, 
graves daños al honor, al prestigio y aun a la libertad de 
los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad. 

Se nos ha dicho reiteradamente cuando presentamos en 
su momento una proposición de ley ante esta Cámara, 
como luego se nos dijo al debatir este tema en la Comi- 
sión de Justicia e Interior ya en la ley que estamos exa- 
minando, que no se ve razón de conexión alguna en vir- 
tud de la cual se pueda justificar esa atribución de com- 
petencia a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Esta- 
do para ser sometidos a los órganos centrales de la Au- 
diencia Nacional y de los juzgados del mismo nombre. 
Y es que, en realidad, pensando sobre el problema con 

alguna documentación literaria al respecto, no es tanta la 
razón de conexión donde hay que buscar la justificación 
de lo que nosotros propugnamos cuanto el preservar la de- 
bida imparcialidad del instructor y, en su caso, del juz- 
gador. Porque, señorías, la finalidad de nuestro propósito 
y de nuestra enmienda no es otra que el que se adminis- 
tre justicia con la máxima rectitud y, desde luego, con la 
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mente absolutamente fría, jamás perturbada por circuns- 
tancias exteriores, por muy graves y dolorosas que éstas 
sean. 

Y con esto pongo el acento en que esa neutralidad no 
nace tanto de la mente del juzgador, del instructor o de 
la Audiencia correspondiente, cuanto del ambiente exter- 
no que provoca ciertamente tensiones y que e-s tensio- 
nes deben ser evitadas. 

Me he referido en otras ocasiones, y lo sabe muy bien 
el Grupo Socialista, a cómo se han dado determinados he- 
chos que han aparecido en la prensa, en los cuales se han 
producido situaciones de comisión de delitos, atentados. 
Por ejemplo, en el último, no contra policías, pero si con- 
tra un determinado funcionario o servidor de la justicia, 
cual era un médico forense que examinaba a unos denun- 
ciantes que, a su vez, eran sujetos pasivos penales de un 
proceso de los comprendidos en el artículo 55.2; es decir, 
un supuesto terrorista que había denunciado el haberse 
cometido en su persona determinadas torturas. Esa de- 
nuncia iba contra algunos policías y al examinar un me- 
dico forense a ese presunto inculpado por terrorista y de- 
nunciante de las torturas se vio sorprendido con que le vo- 
laron el coche. Este hecho es muy reciente. Pues bien, ese 
simple dato debería bastar, señorías, para que se tomara 
en consideración la justificación profunda que recibe en 
nuestra enmienda. 

Se nos podrá decir también que es una legislación, la 
dcl 55.2, que aunque prevista en la Constitución tiene ca- 
rácter temporal. Pues démosle también carácter tempo- 
ral en el fondo, ya que está dado incluso con la redacción 
que hemos propuesto a esta norma, que sustrae el cono- 
cimiento dc esas causas criminales a lo que se puede en- 
tender como jurisdicción natural. 

Se nos ha dicho, por último, que no tendría ninguna ra- 
Lón, ni ninguna circunstancia que justificara esta enmien- 
da, el que se extendiera esa atribución de competencia a 
unos órganos distintos de los que naturalmente corres- 
ponde cuando los policías cometieran determinados he- 
chos que pudieran ser calificados como delitos que nada 
tuvieran que ver; se hablaba del cohecho, abusos desho- 
nestos. incluso del estupro, o que tuvieran carácter cul- 
poso y que por esa razón o circunstancia se vieran bene- 
ficiados por esta norma. 

Habré de contestar que la observancia no me parece 
pertinente. Y no me parece pertinente porque, en defini- 
tiva, la causa de.perturbación de la neutralidad de la im- 
parcialidad del juzgador sigue subsistiendo, sea cual fue- 
ra el hecho delictivo que se le imputa al policía. Y es cier- 
tamente verdad que si ese hecho se ha cometido con oca- 
sión del ej&cicio de las facultades o misiones que le atri- 
buye a la policía el articulo 55.2 de la Constitución, quié- 
rese decir que se está reconociendo implícitamente que 
hay una situación de anormalidad, y esa situación de 
anormalidad puede influir negativamente en el recto ejui- 
ciamiento del policía. Dicho en otros términos, es cabal- 
mente, en esas razones que se me alegaban en contra, don- 
de encuentro mayor fundamento a la defensa de esta en- 
mienda. Si la circunstancialidad produce la entrada en vi- 
gor de determinadas normas especiales, cuales son toda 

la legislación que desamlla el artículo 55.2, y es una cir- 
cunstacialidad anormal, todo lo que se refiere a los servi- 
dores de orden público debe ser preservado en el enjui- 
ciamiento de posibles hechos delitivos de esa misma anor- 
malidad reinante. 

Esta es la verdadera razón que esperamos también, no 
sé si jugando con la fortuna o contra la fortuna, que en 
esta ocasión pueda ser atendida. 

Yo sé. señorías ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Le ruego 
que vaya terminando. 

El señor RUIZ GALLARDON: Termino, señor Presi- 
dente. 

Esta razón fue esgrimida, con la generosidad que le ca- 
racteriza al señor Ministro del ramo, cuando tuvo a bien 
comunicar al Grupo Parlamentario Popular, y a sus más 
altos representantes, cuáles eran las líneas generales de 
este proyecto de ley. El señor Ministro del ramo no me de- 
jará mentir. Esos altos representantes del Grupo al que 
pertenezco hicieron mucho hincapié en esta enmienda, 
como muestra fundamental de la armonía que existe, cier- 
tamente, señor Ministro, en el tratamiento de los proble- 
mas de la policía y de las fuerzas de seguridad en general. 

Señor Ministro, ante la circunstancia, que a mí me 
consta, de que usted mirara con simpatía esta enmienda 
y que no ha sido suficiente como para vencer posibles re- 
sistencias del Grupo Parlamentario que sostiene al Go- 
bierno, yo me pregunto, ¿cuáles son esas razones? Porque 
jurídicamente hemos visto que no las hay y socialmente 
tampoco. En cuanto a la trascendencia de la medida, hago 
mía la argumentación del señor Vizcaya de que esta me- 
dida es más lógica que no el mantenimiento por mera TU- 
tina de una competencia de la Audiencia para instruir de- 
terminados procedimientos. 

Si no hav razones ni morales ni jurídicas ni circunstan- 
ciales desde el punto de vista social, admítase nuestra en- 
mienda y todos habremos salido ganando. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Centrista se dan por 
decaídas definitivamente. 

Para turno en contra de las enmiendas tiene la palabra 
el señor Granados. 

El señor CRANADOS CALERO: Serior Presidente, se- 
ñorías, yo creo que por un elemental deber de cortesía y,  
al mismo tiempo, utilizando un derecho siquiera fraccio- 
nado por lo que respecta a mi intervenci6n en la defensa 
del párrafo tercero del artículo 6," de este proyecto de ley, 
tengo que contestar a la enmienda 254, que ha manteni- 
do el Diputado señor Bandrés, por la cual pretende la su- 
presión de dicho párrafo. 
Yo también procuraré ser muy breve. 
Parece que ha habido acuerdo entre todos los Grupos 

Parlamentarios de aplazar lo que constituye o va a cons- 
tituir el fondo de este debate, en relación con la natura- 
leza militar de la Guardia Civil, a una posterior ocasión 
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en esta misma Cámara. Por tanto, para incidir en la dife- 
rencia de óptica que existe, voy a reducir a este mismo 
problema el contenido del párrafo tercero. 

El párrafo tercero no está aventurando ni prejuzgando 
ni anticipando nada respecto a la consideración de cuer- 
po armado, de naturaleza militar, de la Guardia Civil. 
Está hablando del ejercicio de los derechos jurisdicciona- 
les de los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguri- 
dad. Y cuando llega al párrafo tercero, en relación con el 
ejercicio de estos derechos por los miembros de la Guar- 
dia Civil, está definiendo exactamente cuándo va a inter- 
venir, cuándo va a ser competente la jurisdicción militar, 
cuándo va a ser competente la jurisdicción ordinaria. No 
está diciendo más. Lo que si dice es que la Guardia Civil, 
a estos efectos, sólo tendrá consideración de fuerza arma- 
da, con lo cual entrarfa en vigor la jurisdicción militar en 
el cumplimiento de las misiones de carácter militar que 
se le encomienden, de acuerdo con el ordenamiento ju- 
rídico. 

Yo creo que podía haber hecho perfectamente su inter- 
vención en relación con este apartado que, en mi modes- 
ta opinión, no tiene nada que ver - r e p i t e  con el tema 
que va a venir, que es otro problema. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Se ha 
acordado con los artículos 8, 12 y siguientes. 

El señor GRANADOS CALERO: Efectivamente. 
Voy, por tanto, acabada ya mi anterior exposición, a 

ocuparme de las diversas enmiendas que han defendido 
los señores portavoces de los Grupos enmendantes a los 
diferentes apartados del articulo 7." del proyecto. 

En primer lugar el representante de Minoría Catalana 
interesa la supresión de los párrafos segundo y tercero del 
apartado primero, que se refiere a eso que aquf parece 
que hay unánime respuesta en reconocer como fuero es- 
pecial. Sobre esto se han vertido muchas opiniones, no 
siempre acordes en su línea argumental, tanto en el trá- 
mite de Comisión como aquí mismo, en el Pleno. Se dan 
pareceres que nosotros creemos que surgen desde diferen- 
tes posturas y puntos de vista y que nuestro Grupo debe 
explicar aquf, incluso atendiendo a esa llamada que, con 
toda honradez, como en él es habitual, ha hecho el señor 
Vizcaya, pidiendo que de verdad se hiciera por nuestra 
parte un esfuerzo para convencerle. 
Yo no sé si lo lograré, señor Vizcaya, pero lo que sí le 

garantizo es que voy a atender a su llamada. 
Cuando hablamos concretamente de este fuero especial, 

del mantenimiento de una situación (ya dije en Comisión 
y quiero volver a reiterar aquí también que nuestro Gru- 
po no lo considera como privilegio en ningún caso, y en 
eso se me ha dado la razón por diversos portavoces de los 
grupos enmendantes), parece que estamos siempre in- 
curriendo en el mismo vicio, o en el mismo .handicap. 
-no querfa emplear este barbarkm-, de buscar su ori- 
gen. Si el origen de este precepto, que ahora está en vigor 
y que atribuye la competencia de procesamiento y enjui- 
ciamiento de los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de 

Seguridad a la Audencia Provincial, hubiera sido una nor- 
mativa surgida como consecuencia y a partir de la entra- 
da en vigor de la Constitución - c u y o  7." aniversario va- 
mos a celebrar mañana todos los españoles-, yo creo,que 
no se estarían presentando y defendiendo estas enmien- 
das. 

Pero camo su origen no ha tenido lugar en la etapa pa- 
sada, creo que, por simple mimetismo de atodo aquello 
es malo., y hay que recapacitar muchas veces, señores Di- 
putados, de que aun saliendo, como evidentemente salían 
todos aquellos preceptos del "ordeno y mando», sin pa- 
sar por el crisol de la voluntad popular, sin tener más jus- 
tificación que siempre las mismas aspiraciones y los mis- 
mos fines, que eran reprimir libertades, hay algo que n o  
podemos perder de vista y es el objetivo de eficacia que, 
indudablemente, se perseguía con estas normas. Eficacia 
¿para qué y para quién? Después de su conversión, a tra- 
vés de la legitimidad popular, de las instituciones, como 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, como las Fuerzas Ar- 
madas, como la judicatura, después de su empapamiento 
en todas las libertades que surgen y se desarrollan a tra- 
vés de la Constitución, resulta que hay un triple interks 
por mantener este precepto. 

Yo quisiera explicarle al señor Vizcaya el intergs que 
surge del propio juez. A usted le puede parecer, quizá, 
chocante que a un Juez de Instrucción (no voy a poner de 
Euskadi, sino de Extramudara, para que no haya suspi- 
cacias en el ejemplo) de Extramadura le interese mejor 
que cuando se trate de juzgar, procesar, a un miembro de 
estos institutos armados, ese problema se lleve a la Au- 
diencia Provincial. ¿Por qué? Porque sobre él pueden pe- 
sar coacciones: pueden pesar tratos o pretensiones de fa- 
voritismo; pueden pesar consideraciones de diversos t i -  
pos, sobre todo si es funcionario de policía, que va a de- 
pender de él y a sus órdenes en el cometido y desempeño 
de las funciones, porque dentro de la incardinación y de- 
sarrollo de la policía judicial, a partir de la entrada en vi- 
gor de esta ley, se van a producir estas situaciones de 
subordinación. 

Puede ocurrir que el propio juez, que bastante trabajo 
tiene y todo el que se le quite le va  a parecer muy bien, 
va a decir: yo encantado en que estos casos concrktos, que 
van a ser dos, tres o veinte al año, pasen a la Audiencia 
Provincial. Va a tener interés también el funcionario de 
policía y le voy a decir por qué . Porque van a ser tres per- 
sonas, si no se cambia - q u e  no se puede cambiar- la 
composición de este órgano pluripersonal que es la Au- 
diencia Provincial. Van a ser tres personas las que van a 
tener ocasión de ver, de valorar, hasta el último detalle, 
el contenido de las actuaciones procesales. 

Va a ser, efectivamente, un filtro a través de una actua- 
ción sumarial, con todas las garantías que comporta la 
instrucción de un sumario, la fase de plenario, la fase de 
calificación provisional y después la definitiva, las posi- 
bilidades de recurso, de incidentes, etcétera. 

Si va a un Juez de Instrucción lo mismo le puede poder 
aplicar la famosa ley que en la jerga jurídico-procesal se 
conoce como la #Ley del mazo., la Ley 1011980, que pue- 
de ser por cualquier delito menor o puede ser incluso por- 

' 
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que se le tiene atribuida competencia en virtud de dispo- 
siciones procesales posteriores. 

Pero hay un tercer interés, que es el interés de la socie- 
dad. En todo este juego de intereses bilaterales yo creo 
que la sociedad también tiene algo que decir. Tiene un in- 
terés de verdad en garantizar, en residenciar en órganos 
pluripersonales, que están localizados geográficamente 
con criterios provinciales, los criterios jurisprudenciales 
que vienen a emanar de esos órganos que, por su propia 
constitución, garantizan que van a tener mayor perviven- 
cia de estabilidad, en cuanto a la composición de la per- 
sona concreta que va a presidir ese órgano o va a formar 
parte de él. 

Hay mucha mayor movilidad, como SS. SS. saben, en 
el traslado constante de los jueces de unas circunscripcio- 
nes a otras, de unas ciudades a otras, que de los magis- 
trados que forman parte e integran las diferentes salas de 
los Tribunales de Justicia. Por tanto, hoy aquí le he expli- 
cado tres tipos de intereses y ha tenido la nobleza de re- 
conocerlo. ¿Que por nuestra parte hay desconfianza ha- 
cia los jueces? Ninguna. ¿Desconfianza hacia el compor- 
tamiento de cualquier instituto? Ninguna. Simplemente 
estamos valorando las posibilidades de eficacia práctica. 
Si de paso esta práctica nos revela que las garantías se es- 
tán robusteciendo para estas tres partes que son impor- 
tantes, nosotros no tenemos argumentos para seguir con- 
siderando la posibilidad de aceptar su enmienda. 
Y ya de paso voy a contestar al segundo bloque de las 

intervenciones. Puesto que la enmienda 351 del Grupo 
Centrista ha decaído, me referiré a la enmienda 97 del 
Grupo Parlamentario Popular. 

Señor Ruiz Gallardón, en su intervención, que he se- 
guido con mucho interés, lo ha podido comprobar, apar- 
te de ese famoso fallo freudiano en el que yo me sentía ya 
relacionado directamente con otro, a continuación de la 
inseguridad ciudadana, he observado otro fallo que no es 
de la intervención oral, sino de la transcripción de la en- 
mienda escrita. 

Ha dicho usted en su intervención que en realidad son 
sensiblemente iguales en su contenido las enmiendas 35 1 ,  
del Grupo Centrista, y la 97, del Grupo Popular, que son 
fundamentalmente idénticas. No es así. Fíjese dónde está 
la diferencia de fondo. La enmienda centrista dice: .Cuan- 
do las causas que se instruyan contra miembros de los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad sean consecuencia o ten- 
gan su origen ...* Y la suya dice: U... supuestos delitos en 
que pudieran incurrir los miembros de las Fuerzas y Cuer- 
pos de Seguridad del Estado ... m Repito: u...del Estado,. 
En consecuencia, no se ampare en una enmienda - q u e  
por algo tenía tanto interés en que se defendiera-, por- 
que usted ahora ha quedado al aire con su famosa posi- 
bilidad de que esta extraña competencia añadida de la 
Audiencia Nacional se aplique únicamente en relación 
con los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, con 
lo cual está dejando fuera a las policías autonómicas y a 
las locales. 

Resulta todavía más incomprensible porque creo que 
ya fuimos bastante explícitos en la intervención que se 
produjo en Comisión, a propósito de un debate similar, so- 

bre cuáles eran nuestras razones, que no son otras que las 
de mantener las competencias de la Audiencia Nacional 
dentro de los límites estrictos, que fueron los que induje- 
ron a nuestro Partido y al Gobierno a mantener, respecto 
a la lucha antiterrorista, una actuación especializada, 
dentro de un órgano que es único en todo el territorio na- 
cional, a través de'tres o cuatro juzgados centrales de ins- 
trucción. Pero a partir de aquí no se puede seguir cons- 
truyendo una teoría procesal, que no sólo es procesal, sino 
que va al mismo tiempo desarrollando, como una especie 
de macrocefalia, otros artículos de la Constitución que es- 
tán hablando del derecho de igualdad de los ciudadanos 
y de una serie de circunstancias personales de robusteci- 
miento de las garantías que aquí quedan muy mal para- 
das, en cuanto se limita a un aspecto de los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad. 

Por otra parte, se habla de esas conexiones, de esos de- 
litos conexos y todo ello en relación con la lucha contra 
el terrorismo. Creo que este aspecto de la delincuencia es 
importante y socialmente el que más alarma, es el que tie- 
ne más terribles efectos, es el que produce mayores des- 
gracias, mayor zozobra en el pueblo español. Pero, señor 
Ruiz Gallardón, usted como representante y portavoz de 
un Grupo que está machacando constantemente a la so- 
ciedad española sobre el famoso tema de la inseguridad 
ciudadana, no pretenda creer que la policía no hace otra 
cosa, ni otra actividad a lo largo del día y de la noche que 
estar vigilando. Está haciendo más vigilancia, tiene que 
seguir, además, multitud de delitos. Si usted protege de 
una manera extraíia, porque en el fondo no resulta tal, a 
una parcela muy concreta de funcionarios abnegados que 
se están dedicando a esta especial lucha antiterrorista, no 
creo que pudieran sentirse favorecidos el resto de los 
funcionarios. 

En cualquier caso, nuestro Grupo mantiene (y es un úl- 
timo argumento que quiero ofrecerle al seiíor Vizcaya) la 
redacci6n de estos artículos, y concretamente del 7.", por- 
que con ello estamos en la seguridad de que se robustece 
la función policial. No estamos aquí contemplando, ni si- 
quiera de lejos, la posibilidad de robustecer derechos in- 
dividuales por más o menos conexión con la función; no. 
Lo que queremos es robustecer las garantías de la fun- 
ción policial, que cada día es más importante y más difí- 
cil. Es así porque cada día aumenta el n&el de liberta- 
des, y tanto más necesaria y eficaz se haceylna policía de 
un Estado democrático cuando la profundizaci6n de esas 
libertades democr4ticas es un hecho, una realidad, y no 
queda en mera entelequia ni en mero programa en un tex- 
to, por bello que sea. 

Como esto es lo que queremos, hemos observado algo 
que ninguna de SS. SS. ha observado, porque en la obse- 
si6n de querer suprimir todo el artículo 7." parece que se 
les ha pasado este detalle importante. En el párrafo se- 
gundg del apartado primero del artículo 7.", cuando se 
está atribuyendo a la jurisdicción ordinaria la competen- 
cia para el conocimiento de los delitos que se cometan 
contra los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguri- 
dad del Estado y de los cometidos por estos, se dice #en 
'el ejercicio de sus funciones,, precisi6n que nos parece 
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importante, pero que, por unos extraños duendes que, sin 
duda, debieron interferir en los debates de comisión de 
este proyecto, no se contienen (y aparecían en el proyecto 
primitivo) en el párrafo segundo, cuando dice: *Iniciadas 
unas actuaciones de los Jueces de Instrucción, cuando és- 
tos entiendan que existen indicios racionales de crimina- 
lidad por la conducta de miembros de las Fuerzas y Cuer- 
pos de Seguridad, suspenderán sus actuaciones y las re- 
mitirán a la Audiencia Provincial.. 

Mi Grupo va a presentar una enmienda transaccional, 
que puede serlo con cualquiera de las enmiendas defen- 
didas por los diversos Grupos, para añadir, tras la expre- 
sión aFuerzas y Cuerpos de seguridad., la frase acon mo- 
tivo u ocasión del ejercicio de sus funciones., puesto que 
si no, se daría la extraña paradoja de que un funcionario 
de cualquiera de estos Cuerpos, en una pelea familiar que 
no tuviera nada que ver con la función policial, gozaría 
de la posibilidad de rendir cuentas ante un órgano cole- 
giado, rompiendo la necesidad y la filosofía de salvaguar- 
dar la competencia de las Audiencias Provinciales. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Le ruego 
que termine. 

El señor GRANADOS CALERO: Termino, señor Pre- 
sidente. 

No sé si me habré olvidado de alguna de las argumen- 
taciones que se me han hecho por otros Grupos. pero, en 
cualquier caso, se ha vuelto a poner aquí de manifiesto 
por el señor Trías de Bes algo que tiene un gran impacto 
popular. Cuando a alguien de la calle se le dice: aiSabe 
usted lo que va a pasar a partir de la aprobación de este 
proyecto de ley? Que el guardia municipal de su munici- 
pio va a tener un fuero especial., esa persona se siente un 
poco a la defensiva, porque cuando uno oye hablar del fue- 
ro especial está pensando que poco más o menos va a ha- 
cer aquella persona lo que quiera, mientras que su alcal- 
de va a seguir sometido a la jurisdicción del juez de su ciu- 
dad, si es que lo tiene, porque puede haber muchas al- 
deas o municipios que no tengan el juez allí y tendrá que 
desplazarse. 

Eso tampoco se mantiene, señor Trías de Bes, porque, 
como usted bien ha reconocido, fue con el apoyo decisivo 
de los votos de este Grupo Socialista como se acabó con 
el fuero especial de que gozaban los alcaldes y los Gober- 
nadores Civiles, no lo olvidemos. ¿Por qué no lo hemos he- 
cho ni lo queremos hacer respecto.de los funcionarios de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad? Por lo que he dicho 
antes, y con esto me parece que le doy coherencia a mi 
anterior razonamiento, porque para nosotros la función 
es exactamente la misma. 

Nosotros estamos sentando en este Parlamento unas ba- 
ses que nos parece que UMS apoyan a las otras, y todas 
entre sí contribuyen a lograr un proyecto serio, homogé- 
neo y coherente. Es decir, nosotros estamos pensando en 
unos principios de colaboraci6n que antes se han exami- 
nado preferentemente; estamos pensando en unas compe- 
tencias totalmente claras en artlculos cuya discusi6n van 
a tener oportunidad de valorar los setiores Diputados en 

esta Cámara; estamos contemplando un perfeccionamien- 
to de los mismos de estos institutos armados; estamos ro- 
busteciendo y generando, por primera vez, expectativas 
de derechos sindicales, de los que hasta ahora no han go- 
zado jamás estos funcionarios, y los estamos homologan- 
do - c o m o  hemos oído decir antes al distinguido porta- 
voz de nuestro Grupo, señor Sanjuán- con los mejores y 
más avanzados de toda Europa. Estamos haciendo, por 
tanto, un intento de lograr, dentro de muy poco tiempo, 
una Policía que funcione en beneficio y al servicio del 
pueblo. 

No podemos ir quitando puntales, porque volveríamos 
a tener un edificio en ruinas y volveríamos, otra vez, a 
partir de cero. 

Creo que todo proyecto lleva sus costes; toda decision 
política que se tome, en un sentido o en otro, va a llevar, 
indudablemente, críticas detrás de sí; pero estamos segu- 
ros que si logramos sacar adelante este proyecto, Ilevare- 
mos un mensaje de esperanza a una sociedad que tanto 
lo necesita y lo está exigiendo en estos momentos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 

Para turno de réplica, tiene la palabra el señor Vizcaya. 
gracias, señor Granados. 

El señor VIZCAYA RETANA: Me quedo con sus últimas 
palabras, señor Granados. Yo no creo que el fuero espe- 
cial sea un puntal de la regulación moderna y progresiva, 
como usted dice, de los miembros de las Fuerzas y Cuer- 
pos de Seguridad del Estado. Voy a intentar rebatir los 
tres puntos en los que usted ha basado la conveniencia 
del mantenimiento del fuero especial, que no privilegio 
-yo no he citado esta palabra en ningún moment-. 

En primer lugar, usted ha manifestado que lo que quie- 
ren los propios jueces, y ha puesto el ejemplo de un juez 
de determinada localidad, donde ejerce como juez de ins- 
trucción, que se ve en la obligación de instruir una causa 
contra un miembro de un determinado Cuerpo de Segu- 
ridad. Se puede sentir -y son sus palabras- coacciona- 
do, condicionado, incómodo. Esto a mí no me suena bien, 
señor Granados. Es decir, si el juez de instrucción se sien- 
te condicionado, incómodo, violentado porque tiene que 
instruir una causa contra un miembro de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad que reside o que ha cometido el he- 
cho presuntamente delictivo en su circunscripción, y no 
es capaz de ser independiente e imparcial, que deje la 
carrera. 
Más presión que la que pueda ejercer sobre el juez un 

humilde miembro de la Guardia Civil o del Cuerpo Na- 
cional de Policía -ahora- o de la Policía Autónoma o de 
la Policía Municipal de un determinado pueblo, por ejem- 
plo, Baracaldo, la va  a ejercer un alcalde, un concejal, un 
determinado miembro de un partido político, hasta el far- 
macéutico, el semicacique o el dueño de determinadas 
tierras de un pueblo pequeño, de esos que hay tantos en 
Espana, si contra alguno de ellos tiene que instruir una 
causa. Esos ejercen más presibn que un modesto guardia 
civil al que le instruyen una causa por cualquier circuns- 
tancia. Seguro, señor Granados, que usted debe tener más 
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miedo a esos que he citado que a la presión o al condi- 
cionamiento que sobre un juez de instrucción puede ejer- 
cer, repito, un modesto guardia civil, un policía mu- 
nicipal. 

En segundo lugar, aunque haya habido casos, no creo 
que sea la tónica general que la Guardia Civil, ni el Cuer- 
po Nacional de Policía, ni la Policía Autónoma, ni la Po- 
licía Municipal, corporativamente presionen al juez. Ha 
habido recientemente un problema en Euskadi por una 
serie de estrategias, etcétera, y se ha reaccionado incluso 
corporativamente, pero es un caso muy coyuntural, pun- 
tual, que no tiene valor de norma general. Por tanto, el in- 
terés del Juez no me sirve como argumento. 

En tercer lugar, usted ha citado otro. La Audiencia Pro- 
vincial está compuesta por'tres miembros; ejerce su fun- 
ción de instrucción y de enjuiciamiento con mayor garan- 
tías que un Juez de Instrucción, ha dicho usted. Yo le ase- 
guro, senor Granados, que ningún órgano jurisdiccional, 
por muchos miembros que lo compongan, sean tres o cin- 
co, v a  a instruir una causa mejor que un Juez de instruc- 
ción. Y que nadie piense que desconfío de la Audiencia 
Provincial, pero estoy convencido, y mi experiencia pro- 
lesiona1 me lo demuestra, de que los Jueces de instruc- 
ción instruyen mejor las causas, con mayores garantías y 
aciertos, que la Audiencia Provincial. Y desde luego, se lo 
digo sinceramente, confío más en un Juez de instrucción 
en la instrucción de una causa que en una Audiencia Pro- 
vincial. Es que, además, la Audiencia Provincial, con tres 
miembros, y con la acumulación de trabajo que tiene, 
como estamos viendo en la memoria del Consejo del Pb- 
der Judicial, seguro que va a elegir o a designar a un po- 
nente, y ése va a tener que hacer, sin experiencia, o por 
lo menos sin la actuación ordinaria que es propia de un 
Juez de instrucción, la misma función que un Juez de ins- 
trucción. Además, hay Audiencias Provinciales en ciuda'- 
des pequenas y la posible coacción o influencia que se 
puede ejercer sobre un Juez de instrucción también se va 
a producir sobre la Audiencia Provincial, y más si va a te- 
ner que nombrar un ponente. 

En cuarto lugar, cuarto argumento ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Le ruego 
que vaya terminando, senor Vizcaya. 

El senor VIZCAYA RETANA: Sí ,  senor Presidente, ter- 
mino inmediatamente. 

El cuarto argumento es el interés de la sociedad. Yo 
:reo, senor Granados, con toda sinceridad, que el interés 
de la sociedad, respecto a los miembros de los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad, es la separación entre la fase de ins- 
trucción y la fase de enjuiciamiento, que es una garantía 
jurídica, dividiendo ambas fases o atribuyendo ambas fa- 
ses a dos órganos diferentes. 

Ese es el interés de la sociedad, y no eliminar garan- 
tías. El interés de  la sociedad, señor Granados, es un es- 
qu'ema de justicia que nosotros acabamos de aprobar aquí 
hace un+ meses. El interés de la sociedad es el que esta 
Cámara, representante de la soberanía popular. hace es- 
casos meses votara la Ley Orgánica del Consejo General 

del Poder Judicial. Y en esa Ley Orgánica no hay viso al- 
guno de  desconfianza respecto al Juzgado de  instrucción. 
En esa Ley Orgánica del Consejo General del Poder Judi- 
cial, esta Cámara, que representa los intereses de la so- 
ciedad, ha dicho a todo el mundo: el sistema ordinario es: 
fase sumarial, jueces de instrucción; fase de enjuiciamien- 
to y fallo de la Audiencia Provincial. Ese es el interés de 
la sociedad, y no precisamente que se violen o vulneren 
esos principios. 

Por tanto, señor Granados, lo siento mucho, no me ha 
convencido. Mantengo mi enmienda, pero no se crea us- 
ted, de verdad se lo digo, que el fuero especial, con la Ad- 
ministración de justicia que tenemos, con los jueces que 
tenemos, que son de auténtica calidad y categoría, es un 
puntal que asegure nada a las policías, bien sean del Es- 
tado, de las Comunidades Autónomas, o las policías mui 
nicipales. N o  les asegura nada. 

El senor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 
senor Vizcaya. Tiene la palabra el señor Trías de Bes. 

El senor TRIAS DEBES 1 SERRA: Senor Presidente, se- 
norías, no pensaba utilizar la tribuna para el turno de ré- 
plica, pero la intervención del senor Granados me obliga 
a ello. Evidentemente, no el tono de la intervención, sino 
el contenido. 

Parece como si los enmendantes nos hubiéramos obsti- 
nado en pedir la supresión del fuero especial para los 
miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad por un 
reflejo de nuestra actitud de oposición al régimen ante- 
rior. «Es  decir, como esto se hacía en el régimen anterior, 
ustedes, por un reflejo de oposición al régimen anterior, 
ahora piden que se limite.. Eso lo ha dicho usted, o así 
me ha parecido entenderlo. Incluso ha dicho que no todo 
lo de aquel tiempo fue malo, y por eso ustedes recogen 
este precepto. Mire, senor Granados, si no llega a ser por 
esa afirmación, creo que no hubiera subido a la tribuna. 

Yo creo que los primeros que no desean el manteni- 
miento del fuero especial son los miembros de los Cuer- 
pos y Fuerzas de Seguridad. Estoy convencido de que si 
se hace un referéndum entre estos funcionarios, éstos re- 
chazarían el fuero especial porque no les supone ninguna 
ventaja y ,  sin embargo, se les puede tachar de que tienen 
privilegios. Yo, que ya sé que el fuero no es un privilegio, 
estoy de acuerdo con S. S .  y, sin embargo, manteniendo 
esto, estoy convencido de que ellos mismos no lo quieren. 
(El señor Presidente ocupa la Presidencia.) 

En cambio, el precepto, les guste o no, es retr6grado. 
N o  es un precepto progresista. Ustedes están haciendo un 
precepto retrógrado. Si los argumentos que usted ha dado 
son válidos, adopten la solución del señor Ruiz Gallar- 
dón, como decía el señor Vizcaya: que los juzgue el Juz- 
gado central, porque los argumentos sirven para eso. Pero 
no me diga usted que los jueces de instrucción no les ofre- 
cen garantías para instruir los sumarios de los policías. 
Creo que ofrecen absoluta y total garantía. Usteddice que 
tienen mayor movilidad que las Audiencias. ¡Faltaría 
más! Me imagino que con el nuevo Consejo General del 
Poder Judicial, con las nuevas perspectivas de la Admi- 
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nistración de Justicia, con la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial, vamos a ir atajando este mal de la movilidad de 
los juzgados de instrucción, pero el juez que instruya una 
causa de un policía estoy convencido, y quiero tener ab- 
soluta fe en ello, de que va a hacerlo muy bien. No me ha- 
ble, por lo tanto, del interés de los jueces; no me hable 
del interés de la sociedad, porque son tres, y no uno, los 
que juzgan; no me hable de que es un precepto moderni- 
zador. Este precepto, sefior Granados, es un privilegio que 
ustedes imponen, porque están haciendo una ley retrógra- 
da. Pulan estos aspectos y nosotros no tendremos que ha- 
cer estas intervenciones. Estas intervenciones las hemos 
hecho ahora, las hicimos antes y las haremos siempre que 
creamos que un precepto determinado de una ley respon- 
de a un reflejo que le da un carácter retrógrado que no- 
sotros no queremos que lo tenga. 

Señor Granados, la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
que hemos aprobado en esta Cámara con los votos de 
SS. SS. fundamentalmente, pero en lo referente a las Au- 
diencias Provinciales con los votos de muchos otros Cru- 
pos, confiere a la Audiencia Provincial competencias 
como órgano de segunda instancia, que para eso está con- 
figurado. Ustedes quieren que instruyan, además, esos su- 
marios que dicen que son pocos al año. Serán muy pocos 
al año, pero constituyen un reflejo del antiguo régimen 
que ustedes mantienen en la Ley porque quieren. Dígan- 
lo sinceramente. Vuelven al pasado, no cambian. En otras 
cosas cambian mucho y a veces demasiado rápidamente. 
Aquí no solamente no cambian, sino que recogen un pre- 
cepto totalmente franquista. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Trías de 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 
Bes. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Voy a intervenir desde el escaño, porque, dado lo avan- 
zado de la hora y siendo esta la sexta intervención que 
tengo sobre el mismo tema en el curso de pocos días, he 
perdido toda esperanza de convencerle, señor Granados. 
Ello no obstante, tengo la obligación de decirle que el 
tema es lo suficientemente grave como para que nosotros 
lo tomemos en consideración llegado el momento de vo- 
tar esta Ley en su integridad. Y ahí, nuestro voto no será 
positivo, señor Granados. Eso es sencillamente lo que le 
quería decir. 

Voy a hacer dos observaciones más, señor Presidente. 
El señor Granados ha introducido algo que a mí me pa- 

rece esencialmente grave, porque yo estoy hablando y me 
estoy guiando, lo mismo que S .  S . ,  precisamente por el 
texto que nos ha sido repartido. Me refiero a esa enmien- 
da uin vote, o complemento que S .  S .  ha hecho en el ar- 
tículo 7.0, cuando se refiere a que siempre que se trate de 
delitos cometidos en el ejercicio de la actividad o de las 
funciones propias de la Policía o de los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad, tendrán ese fuero especial al que usted se 
refería antes. Sin embargo, señor Granados, le hago ob- 

servar a usted que no dicen ustedes otro tanto en el nú- 
mero 2 de ese artículo 7/ ,  que se refiere al cumplimiento 
de la prisión preventiva y de las penas privativas de li- 
bertad, que abarcan ustedes a todos los delitos posibles 
que cometen, a todos, no solamente a aquellos que se ha- 
yan cometido en el ejercicio de sus funciones, lo cual, por 
lo menos, demuestra una incongruencia. 

Por último, señor Presidente, quiero anunciar que res- 
pecto al artículo 7." quedaban vivas dos enmiendas del 
Grupo Parlamentario Popular, de las cuales le daré ahora 
mismo el número, y que una va a ser retirada y la otra 
mantenida. La enmienda mantenida es la 123 y la retira- 
da la 97, si no recuerdo mal, señor Presidente. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Es la enmienda 99, porque la 
97 se hace transaccional. Se retira la enmienda 99 y se 
mantiene la 123. 

Tiene la palabra el señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presidente, en  
trámite de réplica a las anteriores intervenciones, tengo 
que añadir, a lo que ya se han cruzado como argumenta- 
ciones entre el señor Vizcaya y yo, solamente una re- 
flexión. Al final, es posible que yo no le haya convencido, 
lo cual también me lo temía, pero queda como compen- 
sación que él tampoco me convence a mí, y como sería 
un juego infructuoso tratar de seguir argumentando, le 
agradezco que al menos me haya vuelto a exponer su 
contraargumentación. 

Me interesa mucho, setior Presidente, referirme, de to- 
das las intervenciones que se han producido, a la réplica 
que con suaves maneras, pero fuerte de contenido e inten- 
ción -lo cual es habitual en el representante de la Mino- 
ría Catalana- ha hecho el señor Trías de Bes. Ha queri- 
do poner dedos en llaguitas que son inexistentes, y desde 
luego no ha sido esa mi intención, sin perjuicio de que el 
señor Trías de Bes lo quiera interpretar a su capricho; 
para eso es libre. 

Usted califica de ley retrógrada a este precepto del 
mantenimiento del fuero especial de los miembros de 10s 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad; lo ha dicho usted. Yo 
creo que S .  S., de verdad, no ha valorado esta palabra. Le 
ha salido una palabra tan brillante y rotunda, con esas 
connotaciones que a lo mejor arrastran votos de un sec- 
tor de su electorado, que no se ha parado a pensar por 
qué es retrógrada. Hasta ahora esa Ley retrógrada, que sí 
existía, estaba manteniendo un fuero similar, y no recuer- 
do a nadie de su Grupo - q u e  a lo mejor no existía cuan- 
do se puso en vigor- que ni siquiera a título didáctico or- 
ganizara protestas, conferencias, etcétera, para decir: 
*Esta Ley retrógrada se nos impone y no por la vía del 
Parlamento, sino porque le da la gana al que mandam. Yo 
no recuerdo nada de eso. Pero vamos a suponer que sea 
tan retrbgrada. Lo que nosotros hacemos ahora con esta 
nueva Ley es unificar con los mismos derechos y obliga- 
ciones, por tanto, a todas las policías de los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad, no solamente a las del Estado, que 
son las que ya tienen este fuero, sino también a las suyas, 
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a las autonómicas y a las locales. Yo creo que si esto es 
retroceder y no avanzar, usted, señoría, desde luego, creo 
que necesita algo de óptica. Yo lo veo de otra manera: eso 
no es retroceder, en todo caso será avanzar. 

Segunda argumentación. Dice: ha hecho una defensa 
del régimen anterior. Parece que lo ha dicho con cierta in- 
tención, como diciendo fíjense a qué contradicción ha Ile- 
gado el señor Granados, que sentándose en esos bancos, 
ahora resulta que me dice que no todo aquello era malo. 
Mire usted, yo estaba hablando en el terreno de las leyes, 
que es donde me parece que ahora se habla. 

Todavía sigue en vigor la Ley de Arrendamientos Ur- 
banos con la sustancial reforma de 1984, la Ley de Proce- 
dimiento Administrativo, la Ley de Procedimiento Labo- 
ral; todavía siguen en vigor y cuando nosotros vamos a 
los tribunales o tenemos ocasión de hacer comentarios o 
estudios o conferencias sobre eslas leyes, todavía no he 
oído yo a nadie que diga: ((Esa Ley retrógrada de Arren- 
damientos Urbanos, o de Procedimiento Laboral». Ya 
vendrán por esta Cámara, ya pasarán por el tamiz de la 
voluntad popular y ya se harán todos los arreglos que 
haya que hacer, pero sin descalificaciones aprioristicas, 
sobre todo con esa intencionalidad que tienen, no para 
mi, sino que cualquier observador imparcial de esta Cá- 
mara ha podido ver en sus palabras. Yo quería hacerle 
esta observación. 

Terminaré haciendo una alusión a la otra argumenta- 
ción del señor Ruiz Gallardón a propósito de esa referen- 
cia a un párrafo del artículo 7:, al que no se refirió en su 
primera intervención. 

Dice el señor Ruiz Gallardón: ((Ustedes están incurrien- 
do en una especie de contradicción. ¿Por qué? Porque si 
quieren seguir manteniendo el fuero especial respecto al 
conocimiento de todas las causas en que se vean implica- 
dos estos funcionarios de institutos armados, sin distin- 
ción de si es en su lucha contra el terrorismo o contra la 
delincuencia en general, y ,  por otra parte, están ustedes 
manteniendo que se debe cumplir la prisión preventiva 
en los mismos establecimientos que el resto de los pena- 
dos, son ustedes personas que se contradicen.. 

Entonces, señor Ruiz Gallardón, yo le digo que en lo se- 
gundo es donde estaría el privilegio, no ya en el fuero; el 
cumplimiento de una prisión, sea preventiva o de un? 
condena impuesta por los tribunales, tendrá que hacerse 
siempre en los mismos establecimientos penitenciarios, 
sin perjuicio, se dice en el texto, de la debida separación 
entre unos presos y otros; cautela que, por otra parte, ya 
contiene, como usted bien sabe, el actual Reglamento de 
Régimen Penitenciario y la Ley General Penitenciaria, 
pero que aquí se refuerza. Eso no supone ninguna contra- 
dicción, porque hacer lo contrario aquí sí que nos haría 
sonrojar, senor Ruiz Gallardón, porque sería establecer 
de nuevo los hoteles de primera, con todas las consecuen- 
cias que en ese orden pueden derivarse. 

Muchas gracias. 

E l  señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senor Gra- 
nados. 

- PROPUESTA DE LA PRESIDENCIA SOBRE LA DE- 
SIGNACION DE REPRESENTANTES AL PARLA- 
MENTO EUROPEO 

El señor PRESIDENTE: Una vez terminado el debate, 
vamos a suspender un momento este tema para someter 
a votación de SS. SS. la propuesta de la Presidencia del 
Congreso sobre designación de los Diputados que repre- 
sentarán al pueblo espanol en el Parlamento Europeo en- 
tre el 1 .U de enero de 1986 y la celebración de elecciones 
por sufragio universal directo a tal Parlamento. La dispo- 
sición ha sido aprobada por la Junta de Portavoces y,  si 
les parece a SS. SS., para poder la semana que viene pro- 
ceder a la elección, se podía aprobar por asentimiento, si 
no existe ninguna objeción. (Asentimiento.) 

Queda aprobada por asentimiento la propuesta que la 
Mesa de la Cámara somete al Pleno, previa audiencia de 
la Junta de Portavoces, sobre designación de los Diputa- 
dos que representarán al pueblo español en el Parlamen- 
to Europeo entre el 1 ." de enero de 1986 y la celebfación 
en España de elecciones por sufragio universal directo a 
tal Parlamento. 

DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE INICIATIVAS 
LEC IS LATIVAS (continuación): 

- P R O Y E C T O D E L E Y D E F U E R Z A S Y C U E R P O S D E  
SEGURIDAD, DE LA COMISION DE JUSTICIA, PRO- 
CEDIMIENTO DE URGENCIA (continuación) 

El senor PRESIDENTE: Hecho esto, vamos a pasar a 
las votaciones de los artículos 6: y 7.", con excepción del 
articulo 6.3, que queda para posterior debate, de acuerdo 
con la petición del senor Vizcaya. 

Hay una enmienda transaccional a las números 35 1,97, 
612,255, al artículo 7:, número 1 ,  apartado 2, de adición, 
tras la expresión uFuerzas y Cuerpos de Seguridad., de 
la siguiente frase: uCon motivo u ocasión del ejercicio de 
sus funciones B .  

¿Se retiran esas enmiendas, señor Vizcaya? 

El señor VIZCAYA RETANA: Yo retiro la número 613 
para dar lugar a la transaccional. 

El senor PRESIDENTE: La transaccional es la 612, se- 
ñor Vizcaya. 

El senor VIZCAYA RETANA: La 613, que es al mismo 
artículo; es que la 612 solicita la supresión. Yo creo, se- 
ñor Presidente, que es una transacción al mismo artículo 
y retiramos la 613. 

El señor PRESIDENTE: ¿El Grupo Parlamentario pro- 
ponente aceptá esa modificaci6n? 

El señor GRANADOS CALERO: Sí, señor Presidente. 
(El señor Ruiz Gallarddn pide  la palabra.) 



CONGRESO 
- 11713 - 

5 DE DICIEMBRE DE 1985.-NÚM. 258 

El señor PRESIDENTE: El señor Ruiz Gallardón tiene 
la palabra. 

El señor RUIZ CALLARDON: Gracias, señor Presi- 
dente. 

La enmienda número 97, que ha leído S. S., no tiene 
nada que ver con esa introducción, porque es que en rea- 
lidad no se trata de una enmienda transaccional, se trata 
de añadir un párrafo que, al parecer, se había olvidado, 
pero ésa no es una enmienda transaccional, razón por la 
cual nosotros nos oponemos que se incorpore; que se in- 
corpore en el Senado en su momento; ahora no retiramos 
ninguna enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Al haberse opuesto el Grupo 
Parlamentario Popular, no se admite a trámite la enmien- 
da transaccional; Por consiguiente, no se retira ninguna 
de las enmiendas; se mantienen todas vivas. (El senor Viz- 
caya Retana pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, yo he di- 
cho que la retiro, y la retiro. (Varios senores Diputados de 
la mayoría: [ M u y  bien!) 

El senor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Vizca- 

Vamos a proceder a la votación de las enmiendas del 

Comienza la votación. (Pausa.) 

ya. Se retira la enmienda 613. 

Grupo Parlamentario Mixto, señor Bandrés. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 222; a favor, 21; en contra, 197; abstenciones, 
cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 

Enmiendas del señor Pérez Royo. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del señor Bandrés a estos artículos. 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 21 7;  a favor, 14; en contra, 201; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Mixto, señor Pérez 
Royo. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Minoría Catalana. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 21 7; a favor, 13; en contra, 166; abstenciones, 38. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 

Enmienda número 612, del Grupo Parlamentario Vas- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Grupo Parlamentario Minoría Catalana. 

co (PNV). 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 

emitidos, 218; a favor, 48; en contra, 166; abstenciones, 
cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la enmien- 
da número 612, del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Popular. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 218; a favor, 41; en contra, 174; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Popular a estos artícu- 
los 6:  y 7: 

Vamos a votar los artículos 6." y 7.", de acuerdo con el 
dictamen de la Comisión, con excepción del artículo 6.", 
número 3. (El senor Ruiz Gallarddn pide la palabra.) 

¿Algún problema, senor Ruiz Gallardón? 

El senor RUIZ GALLARDON: Queríamos que se votase 
el artículo 6:  separado del 7." (El senor Trfas de Bes i Serra 
pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Trías 
de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Pido votación sepa- 
rada, en el artículo 7:, de los párrafos segundo y tercero 
del punto 1 .  Creo que son los párrafos segundo y tercero 
del punto 1 ,  si no me falla la memoria. 

El senor PRESIDENTE: ¿El que empieza por .inicia- 
das las actuaciones» y el que empieza por «cuando el he- 
cho fuese constitutivo de falta»? (Asentimiento.) 

Vamos a votar el artículo 6:, con excepción del 6.3, de 
acuerdo con el dictamen de la Comikión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 212; a favor, 166; en contra, nueve; abstenciones, 
37. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 6.'' 
de acuerdo con el dictamen de la Comisión, con excep- 
ción del 6.3, que se discutirá y votará con los artículos 8:, 
12, 13 y 14. 

Vamos a votar el artículo 7.0. con excepción de los 
párrafos segundo y tercero del apartado primero. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 211; a favor, 168; en contra, 36; abstenciones, 
siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artlculo 7: 
de acuerdo con el dictamen de la Comisión, con excep- 
ci6n de los párrafos segundo y tercero del apartado 1 ,  que 
van a ser sometidos a votación a continuación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 
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Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 21 1; a favor, 165; en contra, 43; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los párra- 
fos segundo y tercero del apartado 1 y,  así, definitivamen- 
te aprobado el artículo 7: 

Se levanta la sesión hasta el pr6ximo martes, dfa 10, a 

Que descansen S S .  S S .  (Varios señores DIPUTADOS: 
las cuatro de la tarde. 

Muchas gracias, sefior Presidente.) 

Eran las ochd y cinco minutos de la noche. 
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